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Presentación

La paz de Colombia es un imperativo moral, cívico, profesional y social de todos los ciudadanos, pero también de su sistema educativo.

La sociedad debe encontrar en su sistema de educación superior la inteligencia y la voluntad necesarias para superar las barreras sociales de la exclusión, la desconfianza, la desigualdad, la ignorancia y la pobre formación, y constituir las condiciones permanentes que permitan cerrar las brechas en materia de equidad social, mejorar sus condiciones de competitividad, vivir en armonía, garantizando la posibilidad de convivir en una Colombia que pueda aprender del conflicto y reconstruirse positivamente después de él.

La educación post-secundaria ha dejado de ser un privilegio para unos pocos, y representa uno de las herramientas más poderosas con las que cuenta el país para impulsar las condiciones de calidad de vida y crecimiento equitativo de toda la sociedad. No en vano, el 98% de la población consideran que la educación superior es importante o muy importante
.

ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034, “Marco de acción prioritaria de Política Pública para la educación superior” es la apuesta que todos los sectores sociales y académicos del país quieren hacer para que durante las próximas dos décadas, el sistema educativo nacional se constituya en el pilar sobre el cual los colombianos hayamos construido una sociedad en paz (justa, culta, democrática, solidaria, próspera, competitiva e incluyente), en la que convivan digna y pacíficamente ciudadanos libres, éticos y responsables.

El acuerdo corresponde a uno de los compromisos misionales del Consejo Nacional de Educación Superior –CESU-, que es el máximo organismo asesor de política en educación superior, y que se concibió desde la Ley 30 de 1992 como un órgano colegiado y representativo de todos los estamentos de nuestro sistema de educación superior. A través de este documento el CESU responde al país la pregunta de “¿cuál debe ser la educación superior y el sistema nacional de ciencia y tecnología que el país debe tener para alcanzar estándares de calidad, cobertura, integración social e interacción global?. Es decir, crear un sistema de educación superior del que todos los colombianos se sientan orgullosos.

En un momento histórico para el país, en que se enfrenta un nuevo proceso electoral y la definición política de qué proyecto ideológico de Estado continuar, el CESU expresa y concreta el resultado de una preocupación social que se inició en 2011, con el Gobierno del Presidente Juan Manuel Santos, con la agitación de ideas ocasionada por la propuesta de reforma a la Ley 30 de 1992, la expresión estudiantil y la participación de medios de comunicación, sector productivo, entes no gubernamentales y ONGs en un Gran Diálogo Nacional por la Educación Superior que, por primera vez en la historia colombiana, logró replantear el paradigma de la educación como una posibilidad de algunos, a una responsabilidad de todos. Dicho Diálogo, sin lugar a dudas el de mayor participación e inclusión social y regional que se haya dado para la construcción participativa de una politica publica, contó con la presencia de más de 33 mil personas, en 155 espacios de debate, en todo el país, además de expertos internacionales y todos los más representativos investigadores, académicos, rectores y asociaciones de instituciones de educación superior.

Una de las conclusiones del diagnóstico es que Colombia cuenta con un sistema de educación superior consolidado estructural, normativa y organizativamente, pero éste demanda ajustes que permitan aumentar el acceso a todos los jóvenes que estén en condiciones de hacerlo, en todas las regiones; que dicha educación sea inclusiva, participativa, pertinente, integrada con otros sectores sociales, debidamente financiada, consciente de su responsabilidad directa con lo social, y con óptimos estándares de calidad en todo el territorio nacional.

El CESU recogió, reconoció y aceptó que el actual sistema de educación superior (en gran medida, pero no totalmente, estructurado a partir de la Ley 30 de 1992) tiene enormes retos de calidad, demanda un modelo de financiamiento más equitativo y universal, requiere un diseño menos complejo del sistema, apura por una mayor rendición de cuentas y transparencia en la gestión de las instituciones de educación superior, clama por una educación más regional y pertinente pero no provincial sino conectada al mundo, y necesita eliminar barreras de acceso, de interacción, integración, movilidad y flexibilidad entre las instituciones, los estudiantes y sus procesos académicos y sociales.

Es así como, entre las apuestas para la educación superior que propone el CESU, se pasa de hablar de un sistema de educación superior, a un sistema de educación superior, que sea incluyente, integrador, favorezca la movilidad y reconozca la realidad de casi cuatro millones de colombianos que participan en un modelo de educación post-secundario.

Las propuestas de Política Pública del ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034, modestamente pretenden abarcar los elementos centrales del análisis que ha hecho desde cuando el Ministerio de Educación Nacional presentó una propuesta de reforma a la Ley 30, los encuentros académicos de toda índole, los foros promovidos por el mismo Ministerio, y el recorrido que hizo el CESU por todo Colombia escuchando propuestas e iniciativas, así como el análisis riguroso de aportes, documentos, expertos nacionales e internacionales, rectores, estudiantes, padres de familia y comunidades.

Esta propuesta del CESU no está finalizada y aún tiene varios frentes por abordar, pero reúne lo que a juicio de los consejeros consolida la plataforma base en torno de la cual el país debe comenzar a trabajar, durante los próximos cinco gobiernos, para ubicar su sistema de educación superior como el verdadero instrumento de paz y progreso que anhelamos.

Es importante advertir que el presente documento no es una compilación, recuento o sumatoria de aportes. Es el resultado de la ponderación, análisis crítico, valoración y toma de posición del Consejo, una vez discutidas y analizadas las propuestas de todos los actores del sistema. 

La construcción colegiada de estos lineamientos, la convocatoria pública para que todos los colombianos que tuvieran algo que aportar al respecto se expresaran y el reconocimiento de que, como sistema, la educación post-secundaria colombiana depende de los esfuerzos unidos de todos (estudiantes, profesores, directivos, gobiernos, sector productivo, padres de familia, ONGs…) y la concertación en torno de sus preocupaciones, permitieron superar las naturales tensiones, intereses de gremios, asociaciones y actores del sistema. 
Esta propuesta va más allá de una reforma a la Ley 30, y aunque espera incidir en eventuales cambios a la misma, supera su panorama legislativo y se funda en los principios que deben regir a nuestra educación superior. Al ser concertada con todos los protagonistas del sistema, se espera que el actual y los siguientes gobiernos, más allá de consideraciones políticas y partidistas, acojan las aspiraciones del país de dirigir su educación superior en un único camino, aquí definido, y que se incorporen estos principios en los planes que aseguren la concreción del plan de acción derivado de los lineamientos presentados: Proyectos de Ley, documentos Conpes, planes nacionales de desarrollo, procesos de integración regional, generación de diversos mecanismos de apoyo a la educación superior, así como planes de desarrollo de las instituciones de educación superior (IES) y su financiación, entre otros.

Así como se presentan las propuestas, el documento indica los más significativos disensos, dados al interior del CESU. El Consejo representa la totalidad y la variedad del actual sistema de educación superior (público y privado; gubernamental y no gubernamental; profesores y estudiantes; directivos y académicos; sector empresarial y sector educativo…), y por lo mismo no siempre es fácil allanar el camino y lograr unidad, mas esto se entiende como la riqueza propia de la educación, y el reto de hacer de este Gran Diálogo Nacional un escenario permanente en el que los actuales y próximos consejeros, así como las actuales y nuevas generaciones de académicos, estudiantes, directivos, empresarios y gobiernos, puedan sentarse a analizar los cómos, sin olvidar el norte proyectado para el sistema, y sobre el cual existe consenso.

Todas las propuestas que se han planteado sobre cómo tener una mejor educación post-secundaria en Colombia, las presentadas y las no entregadas al CESU o al Ministerio de Educación en los últimos tres años, y conocidas públicamente, han sido debatidas al interior del Consejo. Hasta las realizadas por quienes desestimaron que la metodología definida para el análisis, o inclusive la autoridad del CESU para direccionar el proceso, eran las correctas. La democracia Colombiana, y su educación, también se enriquecen con estas posiciones.

Además de ir a las regiones, trabajar con expertos, organizar mesas temáticas especializadas, leer los aportes reunidos en www.dialogoeducacionsuperior.edu.co o www.cesu.edu.co, escuchar el análisis de expertos, y de identificar los procesos de reformas y de políticas públicas en otros países, los consejeros del CESU consultaron los temas a abordar con sus respectivos grupos de representados, e invitaron a hablar en algunas de sus sesiones a voceros de profesores, de estudiantes, en virtud de la naturaleza propia de estos movimientos. Así mismo, cada consejero lideró el estudio y análisis de un tema, y más allá de la votación nominal para aprobar, lo que primó fue la argumentación racional, el debate académico y el convencimiento de todo el Consejo de la conveniencia de cada una de las propuestas de política pública. Fue la Colombia deseada en 2034 la que orientó el análisis de las propuestas, por encima de los intereses de sectores, gremios o asociaciones.

El Acuerdo se presenta en dos entregas. Esta primera, que identifica los grandes temas que el país debe abordar como pilares para potenciar su sistema educativo, y que reúne las necesidades y expectativas de la población que participó en ese gran Diálogo Nacional, y que aspira a convertirse en el ideario programático para orientar los próximos planes de desarrollo, ajustes normativos y compromisos de los actores del sistema, y que sin bandera, partido o color político el CESU espera y desea que sea acogido por los líderes de opinión y candidatos a la Presidencia de La República.

Una segunda entrega, que hará el CESU en próximos meses, una vez se haya decantado la primera, las propuestas de Política Pública se hayan enriquecido con nuevos aportes y el debate permita trascender el momento político, consistirá en el gran Plan Estratégico que permitirá concretar, con indicadores, fechas y resultados, la manera como de aquí a 20 años el país deberá ir cumpliendo metas para que el ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034 supere la enunciación y se traduzca en una realidad: una educación superior, con calidad, al alcance de todos. Dicho documento partirá de una línea base en 2014 y propondrá los protagonistas, acciones, presupuestos, procesos y decisiones necesarias para ir logrando la visión propuesta para 2034, en los años intermedios de 2.018 y 2.024.

Las propuestas del CESU son una invitación y un compromiso para poner de presente ante la sociedad y ante el Gobierno, los grandes riesgos en los que transitamos como país: los problemas relacionados con la calidad y la sostenibilidad financiera del sistema que están en primer orden de discusión; así como los desarrollos de la ciencia, la tecnología y la innovación, la educación inclusiva, la regionalización, y la internacionalización no se ven como una prioridad; y hay descoordinación entre las actuales políticas, su implementación y la ausencia de su evaluación con sentido crítico, de cara a los pilares del desarrollo de los ciudadanos, de las comunidades y del papel que puede cumplir la educación en el bienestar y en la sostenibilidad de procesos de convivencia y paz. 
Solamente, a juicio del Consejo, en la medida en que todos los sectores de la sociedad y gobiernos se comprometan con estos referentes de acción, Colombia podrá, a través de la ahora identificada educación superior, transformar positivamente las vidas de las generaciones futuras y potenciar el crecimiento productivo y social como país. 

Es el deseo de todos los consejeros que el Acuerdo que se presenta, atienda la responsabilidad histórica que, generosamente, el país confió al CESU. Gracias por ello.

Atentamente,

Consejo Nacional de Educación Superior CESU

Enero de 2014
Introducción 

La educación superior es la posibilidad que tiene un país de transitar positivamente de una generación a otra. 

En la medida en que ésta sea apropiada por la sociedad como un patrimonio común, que debe impulsarse, defenderse y orientarse hacia el proyecto de Nación deseada por todos, se convierte en el motor que permite transformar las condiciones sociales, económicas, laborales y espirituales de la patria.

La educación superior (que articula la educación superior y la educación para el trabajo y el desarrollo humano –tradicionalmente identificada como educación no formal para quienes han terminado y obtenido título en la educación secundaria) es propiedad de todos los colombianos, porque incluso beneficia a quienes por indistintas causas no participan en ella.

Para que Colombia se sienta orgullosa de su educación superior, ésta debe reflejar las aspiraciones de la Nación, los aportes de las comunidades académicas, la integración de todos los niveles educativos, las expectativas de los diferentes sectores sociales y económicos, y permitir la inclusión y el reconocimiento, con calidad y pertinencia frente a las tendencias del conocimiento y la nueva realidad global.

A la educación contemporánea se le pide que sea no solamente formadora de recurso humano, sino transformadora de sociedad. Debe interactuar con los agentes del desarrollo, transferir conocimiento y estar articulada con la sociedad. Los planteamientos actuales reconocen que el conocimiento es el factor más importante de progreso para las personas y para los países. Sin educación no hay desarrollo y sin él no hay progreso social. El Estado que no actúe coherentemente con esta realidad está condenado al atraso. 

La educación pasó de ser una oportunidad para las elites sociales a convertirse, cada vez más, en una aspiración de toda la sociedad, que se proyecta hacia la Universalización y al concepto de derecho real. Nadie hoy discute este predicado, ni la necesidad de hacer realidad este propósito. La realidad socioeconómica del país obliga a que el estado realice acciones para subsidiar el acceso de los estudiantes al sistema de educación superior si quiere ampliar las metas de cobertura con equidad y con calidad. Un país con más del 30% de la población por debajo de la línea de pobreza, lo requiere. Las cifras del ingreso per cápita en Colombia muestran inequidades y grandes desigualdades en la distribución de la riqueza.

La dispersión geográfica de la población ubica importantes segmentos lejos de las ofertas de educación superior; las brechas sociales entre regiones son abismales
. Los efectos del conflicto armado y de violencia en términos del desplazamiento de población nos obligan a enfocar la equidad social de manera particular. El post conflicto requiere soluciones diferentes a las actuales. La equidad ya no puede predicarse en abstracto. Lo regional, lo étnico, lo político, lo biológico, han ingresado a hacer parte del contexto. Las minorías sociales y la población en discapacidad, no era preocupación de Estado, hoy cada vez más la Educación debe ser incluyente. 

La retención de estudiantes se volvió fundamental, antes ni se medía y se consideraba parte del proceso. Hoy no solo se mide sino que se considera un factor crítico de buen desempeño. Los planes de mejoramiento demandan compromisos institucionales y recursos. El sistema debe trabajar por garantizar que los estudiantes que inicien sus estudios, los terminen satisfactoriamente. De esta manera el sistema de educación superior puede contribuir para abordar las tareas del crecimiento y de competitividad, superar la pobreza, aumentar los niveles de cohesión social y la participación social.
Para dar una idea de los retos y desafíos que  el sistema y las IES han debido asumir, el esquema siguiente presenta un resumen de los cambios que han tenido las IES tanto públicas como privadas de la década de los 90 a la fecha. Estas nuevas responsabilidades y atributos generan nuevos compromisos, demandan más recursos y financiamientos.
	Tabla 1. Evolución de las responsabilidades y atributos de las IES antes y después de la década de los 90

	Características del sistema antes de la década de los 90 
	Características del sistema después de la década de los 90

	Cobertura reducida 
	Aumento significativo de cobertura 

	Inicio de la cultura de calidad 
	Acreditación institucional, de programas y registro calificado 

	Precariedad en los grupos de investigación 
	Apoyo a redes y grupos de investigación 

	Baja producción científica 
	Aumento de pertinencia investigativa científica 

	Baja cualificación docente 
	Cualificación docente 

	Solo el 6% correspondía a formación en Maestrías y Doctorados 
	Incremento de programas de maestrías y Doctorados 

	No existían programas de bilingüismo, movilidad académica, internacionalización, inclusión y deserción a cargo de las IES 
	Programas de seguimiento a estudiantes, bilingüismo, Bienestar universitario e internacionalización, movilidad académica 

	Infraestructura física mínima 
	Mejoramiento de infraestructura, nuevos laboratorios 

	Métodos tradicionales de enseñanza 
	Cambio en modalidades de enseñanza 

	No uso de las TIC 
	Incorporación de nuevas tecnologías de la información y la comunicación

	Gestión Incipiente                         


	Establecimiento de sistemas de Gestión


Fuente: SUE, "Desfinanciamiento de la educación superior en Colombia"
Para proyectar la educación superior por medio de una política pública en Colombia, para los próximos 20 años, se deben entender los desafíos y retos del sistema de educación superior que exige el siglo XXI, estructurar estrategias y desarrollar acciones, a corto, mediano y largo plazo, para movilizar los recursos y fuentes de financiamiento necesarios para el cumplimiento de las metas y garantizar un financiamiento sostenible que permita la expansión y diversificación del sistema y el fortalecimiento de la calidad en la educación superior.

ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034, “Marco de acción prioritaria de Política Pública para la educación superior” es el resultado de tres años de análisis y debate en el país en torno de cuál debe ser la educación post-secundaria (o superior) de calidad que requiere y espera Colombia para las próximas dos décadas.

La educación superior pasó a ocupar primeros lugares en la agenda de los medios de comunicación y la política pública cuando, en 2011, el gobierno del presidente Juan Manuel Santos, propuso al país como tema prioritario de la agenda pública una reforma al sistema de educación superior que buscaba permitir un mayor acceso con equidad e inclusión, mejorar la calidad y pertinencia de la educación para un mundo globalizado, incorporar mayor innovación y desarrollo científico, y un mayor nivel de financiamiento y de rendición de cuentas para las IES. Todo ello como condición para construir un país con mayor equidad social, mayores niveles de conocimiento y mejores condiciones de vida para los ciudadanos, que permitieran construir un país para la paz.

De esta manera se constituyó en una importante oportunidad para que el país abriera nuevos espacios de análisis y concertación en torno de cuál es la responsabilidad del Estado y de todos los estamentos de la sociedad en torno de su educación superior, sus fuentes de financiamiento, su calidad, cobertura, niveles de oferta e internacionalización, entre otros aspectos.

El Ministerio de Educación Nacional, después de un amplio proceso de discusión pública, foros, talleres y encuentros de carácter nacional y regional con el sector académico y la sociedad en general, presentó un proyecto de reforma a la Ley 30 de 1992, a consideración del Congreso de la República, y que buscaba regular el servicio público de la educación superior.

Sin embargo, la reacción de algunos sectores académicos y especialmente del estudiantado, que dieron origen a la Mesa Ampliada Nacional Estudiantil - MANE, que consideraba que no había sido suficientemente discutido y concertado, llevó al retiro del proyecto.

No obstante el retiro del Proyecto de Ley, en 2012, bajo el liderazgo del Ministerio de Educación Nacional, se reiniciaron los procesos de diálogo y discusión alrededor de lo que debiera ser una política pública para los próximos 20 años, y a comienzos de 2013 se entregó el proceso al CESU, máximo órgano asesor del gobierno en educación superior, creado por la Ley 30 de 1992, el cual cuenta con el mayor nivel de representatividad de toda la comunidad académica, y también con voceros del sector productivo y del Estado, para liderar el ejercicio de análisis y proyección de la política pública a partir de los aportes del país.
De esta manera, y por primera vez en los 20 años de vigencia de la Ley 30, del 28 de diciembre de 1992, los protagonistas del sistema enfrentaron la posibilidad real de que el país debía asumir una nueva realidad social, cultural y económica, muy distinta a la de 1992. Ya, hacia 1999, Colombia había vivido un importante proceso de reflexión en torno de la llamada Movilización Social por la Educación Superior (direccionado entonces desde el ICFES, que era la entidad de fomentar y vigilar las instituciones del sistema), que permitió conocer de cerca el sistema, mas ésta no se concretó en una propuesta de reforma o de política pública.

Este ejercicio colectivo hizo brotar la reflexión en torno de la necesidad de que todos los actores de la sociedad unan esfuerzos para contribuir a superar estas situaciones, así como a incrementar los indicadores que permitan proyectar naciones competitivas. En ese escenario se reconoce el papel protagónico de la educación, los alcances de sus programas de formación y, especialmente, la integración e interacción de la misma con el sistema social y productivo del país, como dinamizadores sociales.

Es así como entre 2011 y 2013 Colombia vivió positivamente una revolución intelectual en torno de la misión, responsabilidad, alcances, fuentes de financiamiento y corresponsabilidad entre el Estado Nación, los entes territoriales y los gobiernos locales, las instituciones de educación superior, las organizaciones privadas y las comunidades académicas. La gran movilización (eventos, foros, diálogos regionales y documentos técnicos, entre otros), reflejada en www.cesu.edu.co muestra el dinamismo y la preocupación del país por demostrarse capaz de encontrar un camino en el que todos los colombianos puedan sentirse orgullosos de la formación y aportes de su sistema de educación superior.

La revisión de los distintos componentes del sistema educativo colombiano, así como las dinámicas del mundo moderno en torno a este tema crucial del desarrollo, evidenció la necesidad de diseñar una política pública de educación superior para Colombia, que tenga un profundo impacto para romper el inercialismo y propiciar un ajuste frente a los principales desafíos y problemas que se han identificado a lo largo de las deliberaciones adelantadas por el CESU. Este cambio profundo tendrá por supuesto un carácter estratégico, lo que significa que debe incorporarse como eje principal una visión o mirada de largo plazo en relación con el futuro de la educación superior en nuestro país. 

Si se asume que la educación superior tiene un papel estratégico en el desarrollo del país. No basta con hacer ajustes parciales o de carácter gradual al modelo de educación superior que se plasmó a partir de la implementación de la Ley 30 de 1992 en las últimas dos décadas. Se requiere un replanteamiento de fondo, una revisión radical del modelo y su sustitución bajo un enfoque de relacionamiento que implique un cambio en las políticas públicas y en el diseño de un nuevo sistema de educación superior. Las políticas vigentes se han trazado teniendo en cuenta únicamente la dimensión de servicio público.  
Algunos de los derroteros de estas políticas, para re-estructurar el sistema de educación superior y responder a los desafíos de calidad, equidad, financiamiento, organización y cobertura del sistema, entre otros, deben ser:

a) Promover un sistema de educación superior de alta calidad, flexible y en interacción dinámica con las regiones, los territorios y articulado a los contextos globales. Este es el eje medular de la propuesta y requiere una enorme voluntad política para romper dicho inercialismo e incrementalismo. Para ello habrá que definir, en primer lugar, las metas estratégicas, el norte u horizonte deseado que el país requiere en tres ciclos de temporalidad: Corto (año 2018), mediano (año 2024) y largo plazo (año 2034), lo cual supone articular las propuestas aquí formuladas al debate público para que sean parte integral del próximo Plan de desarrollo del Gobierno nacional y al mismo tiempo, liderar una movilización nacional para configurar un Plan decenal 2014-2024 para la educación superior.

b) Promover políticas públicas que garanticen una educación pertinente e inclusiva que tenga como referente la excelencia académica en todos sus niveles y facetas. Esta política pública debe convertir a la educación superior articulada con la básica y la media y la formación para el trabajo y el desarrollo humano en una verdadera impulsora del desarrollo del país. También debe construirse sobre los saldos positivos del postconflicto y el logro de la paz, escenario que permitirá liberar recursos destinados para la guerra y dirigirlos a favor de la civilización y defensa de los derechos humanos, incluyendo metas prioritarias en equidad, regionalización y tomando como referente la sostenibilidad ambiental. Debe enfrentarse con una planeación prospectiva bien delineada el reto de la ampliación escalar y diferenciada de la cobertura en los distintos niveles del sistema, buscando al mismo tiempo elevar sustancialmente los estándares de calidad, tanto de la formación como en la generación de saberes de distinto orden, articulados a las necesidades del país.

c) Esta política pública debe tener como centro a los protagonistas del acontecer educativo, facilitar y promover su movilidad, el aprendizaje continuo, la generación de nuevos saberes y tener como referente la educación a lo largo de la vida en contextos de apertura e internacionalización. 

d) Una política pública de educación superior debe garantizar la sostenibilidad de sus fines a través de un adecuado diseño institucional de sus medios. En esto se incorporan los recursos financieros o presupuestales de orden público de manera prioritaria, pero entendiendo que se requiere de la concurrencia de los entes territoriales, las familias y la sociedad civil en su conjunto y el uso eficiente y razonable de los propios recursos que apalanque y movilice el sistema de educación superior y las instituciones educativas que lo integran.

La segunda entrega del documento, además de las metas de largo plazo al 2034, se situará en otros dos momentos: uno de corto plazo, que correspondería al final del próximo cuatrienio presidencial, es decir, el año 2018, que representan aproximadamente cuatro años de acciones de política pública para el logro de metas parciales que vayan en la dirección estratégica aquí anotada; y, en segundo lugar, un plan decenal de educación superior al 2024 que, igualmente, permita definir un segundo momento con indicadores para evaluar y ajustar las metas estratégicas de largo plazo de la política pública de educación superior que aquí se propone. 
Por esto, la política pública que se pretende impulsar puede verse como un proceso dinámico, cuyo efecto no es eliminar el problema mediante un enunciado, sino transformar el comportamiento de los actores o grupos de interés relacionados con el problema, como ocurre en el contexto de la producción industrial y la conservación del medio ambiente o su sostenibilidad, que propende porque quienes contaminen modifiquen sus procesos de producción o ajusten sus comportamientos industriales para ser ambientalmente responsables.

En este documento, por lo tanto, se contempla una propuesta de política pública y de sistema de educación superior que tenga como horizonte el año 2034. Sugiere que el país se dé una posibilidad para el despliegue y la concreción de los objetivos de política pública por lo menos por las dos siguientes décadas.  Esto permitirá dar un salto cualitativo que sea realmente significativo y que incida en los problemas que actualmente se han identificado y ponga al país en primera línea en materia de educación superior en América Latina.
El debate nacional surgido en 2011 permitió reconocer que hay una normativa, procedimientos y actores que deben ser replanteados, si se aspira a que la calidad sea un referente indiscutido del sistema, pero también, y especialmente, un modelo de articulación de medios y fines que respondan a una Colombia que anhela, trabaja y decididamente le está apostando a la paz, a una Nación que debe prepararse para el postconflicto, la tolerancia, la convivencia y la armonía, y que esto depende, en gran medida, del ejemplo, las prácticas pedagógicas, los mecanismos de participación, equidad, inclusión y presencia nacional que haga su educación superior.

El ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034 es el resultado de la inteligencia colectiva de los protagonistas y representantes del sistema, que son conscientes de las actuales debilidades, pero también de las fortalezas y desarrollos que deben mantenerse.

En virtud de la dinámica propia de los sistemas sociales y de la cambiante relación entre educación y sector productivo, hay temas que no logran aún consenso, pero que se muestran como aporte al análisis que el país debe seguir haciendo, en un proceso permanente.

El documento presenta una descripción del estado actual del sistema de educación superior  colombiana, los retos definidos para el mismo como resultado del diagnóstico y análisis de este periodo, la manera como el Ministerio y el CESU convocaron la participación del país y la forma como los consejeros trabajaron los documentos y definieron lineamientos en las áreas de estructura del sistema, calidad, ciencia, tecnología e innovación, sostenibilidad, regionalización, comunidad académica, educación inclusiva, nuevas modalidades educativas e internacionalización.

Para favorecer la comprensión del lector en torno de las actividades y lógicas que acompañaron el proceso, continuación se desarrollan los contenidos en tres secciones:

La primera, identificada como “De un movimiento de reforma a una Política Pública”, que explica qué es una política pública de educación superior y por qué el CESU considera esta apuesta como condición sine qua non para asegurar la solidez del sistema de educación superior en los próximos años; hace un recuento detallado de todo el proceso y las fases cumplidas para llegar a este documento, a partir de la identificación diagnóstica de los problemas nodales del sistema de educación superior. 

La segunda sección, llamada “La Política Pública para una nueva Educación Superior”, parte de la concreción de parte del CESU de un texto de misión, de visión y de valores del sistema de educación superior, así como las propuestas centrales de política pública para cada uno de los problemas nodales identificados.

La tercera sección, identificada como “El Plan Estratégico”, presenta, a partir de una línea base, cuantitativa y cualitativa, a 2013, cómo sería la proyección del sistema de educación superior, y sus metas previstas, a partir del escenario apuesta, derivado de las propuestas de política pública.

Como se podrá apreciar, el texto documenta un proceso en permanente mejora, siempre abierto, en razón de la dinámica propia de la academia y de la evolución del conocimiento y su impacto social. 
El CESU continuará siguiendo en primera línea el desarrollo de los acontecimientos, será vigilante y activo proponente y promotor para que los distintos gobiernos que, en adelante sean elegidos, reconozcan este ACUERDO POR LO SUPERIOR 2034 como la carta de navegación que debe seguir Colombia para que la educación superior o por lo superior se posicione en donde todos queremos que esté.
SECCION I

De un movimiento de reforma a una Política Pública

SECCIÓN I ¿Por qué una política pública en educación superior? 
“Quizás el desafío más grande para Colombia sea emprender una reforma de fondo de la educación superior concebida y aceptada como política del Estado a largo plazo, no preparada e identificada como la reforma de un gobierno en particular limitada por el horizonte electoral clásico de corto plazo. Únicamente de esta manera puede Colombia aspirar a un desempeño mayor de su sistema de educación superior y un impacto fuerte en el desarrollo económico y social de la nación y en una paz sostenible y duradera” 
.

… Para que ningún joven se quede por fuera del sistema de educación superior por causas económicas o de procedencia

… Y para que quienes inician un programa en educación superior se gradúen y se sientan orgullosos de la formación recibida.

… Para que haya oferta con calidad en cada región del país, y todos los actores sociales participen en su diseño

… Para que la educación superior fomente y exprese la convivencia y la armonía de un país en paz
… Para que la ciencia y la tecnología tengan un impulso permanente y sostenido

… Para que la educación técnica profesional y tecnológica sea realmente pertinente a las necesidades de la empresa, los diversos sectores sociales y del país

… Para que Colombia tenga mayores niveles de competitividad que favorezcan su inserción en el escenario internacional, y los jóvenes se formen en competencias globales

… Para que el sistema de educación superior rinda cuentas y dé respuesta a las necesidades y expectativas del país

Una permanente preocupación

Cuando en diciembre de 1992 se aprobó la Ley 30 de 1992, por la cual se organizó el servicio público de la Educación Superior, y que aún hoy se encuentra vigente, Colombia vivía otra realidad.

El país, a oscuras tras el gran apagón nacional por la intensa sequía del fenómeno climático de El Niño y las deficientes condiciones de infraestructura energética, no había tenido tiempo de ajustarse al nuevo marco normativo de la Constitución Política de 1991 al mismo tiempo que trataba de evitar que el terrorismo de la guerrilla y del narcotráfico doblegaran al Estado y sus instituciones, mientras que el Internet era algo de lo que se comenzaba a hablar pero nadie imaginaba lo que significaría para la humanidad y la academia, pues hasta entonces las crisis sociales y políticas de otros países se conocían días después y eran las crisis “de ellos”, pero escasamente trascendían las fronteras. Colombia aún se definía como un país con vocación agrícola, y las minorías (indígenas, afrodescendientes, desplazadas, discapacitadas…) luchaban por ser protagonistas en el desarrollo social.

La apertura económica comenzaba a operar y los conceptos de internacionalización, de mercados globales, de libre comercio, de intercambio de servicios, de educación más allá de las fronteras, de virtualización, de intercambio estudiantil y docente y el reverdecer de movimientos sociales y estudiantiles (mundialmente identificados como afines al movimiento de los “indignados”) no se dimensionaban aún.

Acceder a la educación superior en Colombia era un privilegio de unos pocos que podían pagar por ella, y muchos menos quienes podían acceder a una Institución de Educación Superior Pública, dada su capacidad instalada y limitación de cupos. 
Por diferentes motivos, desde desconocimiento hasta por la aplicación de otra normatividad, algunos derechos fundamentales eran afectados en las mismas aulas, el campo de acción del Icetex era restringido en el impacto de sus créditos estudiantiles, la universidad pública apenas cubría la tercera parte de la cobertura, la presencia regional fuera de las sedes principales era mínima, y las instituciones de educación superior que existían bajo el Decreto Ley 80 de 1980 comenzaron a ajustar sus requisitos legales a la nueva Ley. Conceptos como rendición de cuentas, evaluación de profesionales (hoy Saber Pro), créditos académicos, registro calificado, incremento en las exigencias de docentes e investigación y acreditación institucional de alta calidad, tampoco eran comunes para el sistema.

El Decreto Ley 80 de 1980 fue el primer acercamiento formal para organizar normativamente la educación superior, tras un masivo crecimiento de programas e instituciones. Allí se reconocieron también como instituciones de educación superior a aquellas que ofertaban programas de educación intermedia o de corta duración, y que posteriormente en la Ley 30 fueron organizadas en Instituciones Técnicas, Tecnológicas, Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas, además de las Universidades.

La educación superior aún se dimensionaba, en gran medida, como una opción para formar integralmente personas, y los objetivos de formación no consideraban en toda la dimensión, como hoy, la responsabilidad de la educación superior en la creación de una nación productiva y competitiva y en el desafío de la universalización (absorción) de todos los bachilleres egresados de la educación secundaria, entre otros aspectos. Aunque se comenzaba a advertir la importancia de masificar la oferta y la matrícula, ésta no era una prioridad del sistema. Mientras que en 1970 había cerca de 650 programas y en 1990 la cifra había subido a casi 2.400, para 2013 el número superó los 10 mil.
A la fecha, la cobertura se ha multiplicado por cinco en los 20 años de vigencia de la Ley 30 de 1992, siendo uno de los países de la región de más rápida expansión en tan poco tiempo. No obstante, las cifras aún nos muestran lejanos de los promedios de las naciones que, como producto de una decidida apuesta, inversión y compromiso con la educación superior, tienen niveles de progreso y competitividad superiores a los nuestros. A manera de referencia, vale señalar que en el tema de cobertura en educación superior las cifras de Colombia están por debajo de los países que hacen parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE.
En el siglo XXI las naciones tienen el compromiso permanente de garantizar la continuidad, el sostenimiento y el crecimiento de la estructura de sus sistemas educativos, que garanticen que ningún joven con posibilidad de ingresar a la educación superior se quede por fuera de la misma, y desde ese punto de vista debe tener como referente obligado las buenas prácticas de las otras naciones.
La evolución del sistema mostró cómo, con la Ley 30 de 1992, Colombia pudo organizar su educación superior de manera más reglada frente a lo que venía del Decreto Ley 80 de 1980. No obstante, hoy esta forma de organización del sistema no satisface al país, especialmente a los sectores académicos.

Fue así como recién aprobada la Ley 30, de 1992, que organiza el sistema de educación superior, comenzaron a escucharse voces disonantes, porque algunos consideraban que dicha norma no reflejaba la solidez esperada en la estructuración de las instituciones de educación superior y la manera como éstas debían responder a las expectativas de formación, de ciencia y tecnología y de articulación con los demás sistemas públicos de integración de país.

Prueba de ello, es que a los dos años de su expedición y con la Ley 115 de 1994, o Ley General de Educación, se adicionaron algunos articulados que impactaron la Ley 30, como por ejemplo el que recuperaba la figura de Escuelas Tecnológicas, existentes con el Decreto Ley 80 de 1980 y desaparecido en la Ley 30.
La preocupación por reglamentar para prever, organizar o evitar impactos del sistema, ha llevado que a la fecha se contabilicen cerca de 50 decretos, resoluciones, leyes e interpretaciones constitucionales que han modificado la estructura de la Ley 30 de 1992.

Los programas de formación por ciclos propedéuticos, el cambio en la orientación misional y estructura del ICFES, la desaparición de sus comités asesores así como de los Comités Regionales de Educación Superior (CRES), el cambio en la estructura orgánica del Ministerio de Educación Nacional, la creación del Viceministerio de Educación Superior, las leyes que crean nuevas profesiones, la oferta regional mediante los Centros Regionales de Educación Superior CERES, los recursos adicionales transferidos por el Estado a las universidades públicas, la jurisprudencia posterior sobre la autonomía universitaria, las nuevas dimensiones del bienestar y la creación de nuevas instituciones de educación superior, entre otros, han llevado a que vía resoluciones, decretos y otras leyes, el sistema busque dar respuesta a expectativas no consideradas o incluidas en la Ley 30.
Aparecen inquietudes en torno a si otras áreas de directo impacto en el sistema de educación superior deben o no estar unidas a través de una Ley, como la 30, o mediante otros mecanismos de integración. Aspectos como el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, con Colciencias como eje integrador; la formación para el trabajo y el desarrollo humano y su relación con el SENA, institución que al mismo tiempo ofrece educación superior; la reflexión sobre la naturaleza de servicio, bien o derecho de la educación superior, las condiciones laborales y forma de medición de la productividad y salarios de docentes e investigadores, el fomento del Estado del crédito educativo vía Icetex, la búsqueda de recursos para satisfacer la creciente demanda de bachilleres, y la virtualidad como una perentoria expresión de apoyo al trabajo académico y nuevas modalidades educativas, constituyen algunos de los obligados referentes para el sistema en la actualidad y en el mediano plazo.
La expectativa por responder a estos hechos ha impulsado el deseo de modificar la Ley 30, y de allí han surgido muy diversas propuestas. No obstante, más allá de la intención de organizar el sistema y de definir sus objetivos, las expectativas, ilusiones o insatisfacciones del país en torno de su educación superior (calidad, cobertura, internacionalización, articulación, deserción, flexibilidad, movilidad, educación técnica y tecnológica…) muchos consideran que una simple reforma a la Ley asegura impactos inmediatos, mas difícilmente de estructuración y sentido del sistema en el largo plazo.

Una propuesta de reforma parcial de la Ley 30 de 1992 se dio en agosto de 2010 cuando el Ministerio de Educación radicó un Proyecto de Ley para modificar lo relacionado con el capítulo de financiamiento de la Universidad Pública. Luego, el actual Gobierno decidió trabajar una propuesta integral y no sólo de reforma a uno de sus aspectos.
Una de las principales conclusiones que dejó la propuesta de reforma a la Ley 30 que el Ministerio de Educación Nacional presentó al Congreso de la República en 2011 (y posteriormente retiró), es que el país clama por una educación superior abordada colectivamente por todas las instancias interesadas, y que una reforma a parte o a todo el articulado de la Ley actual ayudaría en algo a solucionar aspectos puntuales (como por ejemplo, allegar algunos recursos adicionales para las IES públicas), sin que esto garantice una educación superior que efectivamente responda de manera integral a expectativas reales.
Para otros, la situación supera el ámbito normativo y obedece a un asunto de voluntad política de parte del gobierno de turno, reflejada en un significativo incremento presupuestal para la educación superior pública.

No obstante, aun cuando la proyección de la educación superior debe considerar revisiones normativas y presupuestales, la atención se enfoca en torno a qué proyecto de país espera tener Colombia por lo menos para sus próximas dos décadas, para ahí sí definir qué recursos y de qué forma el sistema debe reorganizarse para dar respuesta a ello, convocar la mayor participación posible y asegurar el compromiso y reconocimiento de todos los colombianos en torno de esa propuesta de educación.

Y esa es la apuesta del Consejo Nacional de Educación Superior CESU: Responder a la pregunta ¿cuál es la educación superior de calidad y el sistema de ciencia, tecnología e innovación que requiere Colombia en los próximos 20 años?, y a partir de allí diseñar una propuesta de Política Pública en Educación Superior.
La naturaleza de una política pública
Al proponer una Política Pública de Educación Superior, el CESU ha tomado como insumo las opiniones y aportes sobre lo que considera que debe mejorarse, cambiarse, mantenerse o incluirse en la concepción y gestión del propuesto sistema de educación superior. Construir participativamente política pública implica identificar los problemas estructurales a los cuales ésta atenderá, para favorecer el sector con planteamientos y soluciones de carácter programático y permanente en un mediano y largo plazo. 
Las políticas públicas se formulan desde cuatro fuentes diferentes pero complementarias. Primero, como resultado de propuestas y decisiones racionalmente fundamentadas por parte de las instancias del Estado y de los funcionarios públicos; en segundo lugar, como resultado de las presiones desde los diferentes grupos, ideologías o posiciones existentes en el escenario político de la Nación; en una tercera posibilidad, como respuesta a las demandas sociales propias de la sociedad; y en cuarto lugar, como fruto del ejercicio de la participación ciudadana por diferentes grupos de interés y sectores de la sociedad civil.
El CESU se adscribe a la definición de política pública, de Víctor Raúl Vásquez, entendida como “proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, adelantado por autoridades públicas [o iniciativas de la sociedad civil] y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática. La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener”
.

Así, la política pública puede ser vista como un proceso que integra decisiones, acciones, omisiones, acuerdos, métodos de trabajo e instrumentos, adelantados por autoridades públicas, que cuenta con la participación de los particulares, y está encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática de interés general o particular en un sistema o ambiente determinado. El concepto de política tiene dos acepciones en el idioma español; el primero alude a los fenómenos de lucha de poder, es la lucha de los diferentes grupos sociales por ocupar las funciones de autoridad y ejercer la influencia en los procesos de decisión. El segundo se define como un marco de acción o un programa de acción, conocido en inglés como Policy. Se puede decir que el gobierno tiene una política cuando desarrolla un conjunto de acciones, hace o no hace ciertas intervenciones, en un campo especifico frente a un problema de su competencia o facultad. En el contexto del análisis, una política se presenta bajo la forma de un conjunto de prácticas y de normas que emanan de uno o varios actores públicos (Meny, 1992).
En el anexo 1 se presenta el marco conceptual que fundamenta la teoría sobre las políticas públicas y su análisis a la luz del marco constitucional colombiano.

En el caso de Colombia, la política pública de la educación superior se ha venido elaborando como resultado de la acción combinada de los cuatro factores arriba señalados, y se está construyendo sobre la base del análisis de las características y condiciones del sector (generación de conocimiento), orientado hacia la creación de una voluntad política por parte de los sectores dirigentes y responsables de la gestión pública, con el objetivo final de propiciar la asignación de los recursos necesarios para financiar los programas, las iniciativas y en general todas las propuestas de transformación que han surgido como resultado de los debates y del ejercicio de la opinión pública al respecto, especialmente en el Diálogo Nacional por la Educación Superior, producido luego del debate nacional en torno de la propuesta de reforma a la Ley 30 de 1992, en el año 2011.
Las realidades de política pública que plantean desafíos

Toda propuesta de política pública en cualquier campo social debe ser aspiracional y motivante, de tal manera que sus seguidores aprecien que alinearse y trabajar en torno del camino propuesto conducirá al logro de beneficios tangibles para toda la comunidad.

Esto significa que puede invitar a que todos los interesados se disciplinen para alcanzar los objetivos propuestos, para demostrar que, como producto de la integración de esfuerzos, es viable superar barreras históricas, financieras, culturales, geográficas…. e ir ascendiendo en los escalafones mundiales de aceptación y favorabilidad del sistema educativo.

Debe partir de la realidad actual y tener como referentes, sin que estos se conviertan en una obsesión, los más destacados estándares de los países que encabezan los mejores indicadores en las áreas en las que se quiere avanzar, y debe ser lo suficientemente balanceada y aterrizada para que no se constituya en un listado de buenas voluntades y de pedidos de imposible realización.

La propuesta de política pública en educación superior debe propender porque todos los gremios, actores, sectores y protagonistas orienten sus esfuerzos y declaraciones a partir de objetivos comunes de largo plazo y no de intereses sectoriales.

Porque aunque es un bien común, la educación superior no es potestad de nadie. Es un sistema en la que todos aportan, y todos deben responder.

Los análisis, insumos de información, estudios técnicos, aportes, ejercicios de benchmarking y opiniones de expertos, recopiladas a lo largo de este proceso, permiten identificar que si Colombia desea llegar a un escenario de notable mejoría en su educación superior, en los próximos 20 años, debe asumir compromisos indeclinables frente a lineamientos de política pública.
Si la educación superior es instrumento fundamental para el progreso económico y social, debe alinearse con los sectores de desarrollo estratégico del país. La oferta académica, la investigación, la integración con el sector productivo y hasta los programas de integración con la comunidad, en una Colombia volcada hacia la paz y el post-conflicto, son pertinentes si están en la misma vía de desarrollo de la nación.

¿Dónde quiere estar Colombia en el concierto de las naciones en 20 años?, ¿cuáles son los sectores de la economía que deberán priorizarse?,¿cómo lograr un desarrollo equitativo del talento en todas las regiones para potenciar el crecimiento territorial?, ¿qué áreas del conocimiento deben incentivarse para acrecentar la formación del talento humano?, estas son algunas de las muchas preguntas que el país, con el apoyo de la educación superior, debe responder para favorecer la inversión social, la generación de empleo, la potenciación de líneas de investigación, la apuesta competitiva internacional, la atracción de capitales y la generación de nuevo conocimiento, entre otros.

La visión de planes de gobierno de cuatro años y no de políticas de Estado de largo plazo, la atención a los conflictos actuales, la no definición de líneas precisas de formación y la financiación de estudios de doctorado en todos los campos, entre otros, impiden que se consoliden esfuerzos para que Colombia pueda ser reconocida como una potencia mundial en algunas áreas de producción, exploración o investigación de algún bien o servicio, que le permita consolidar su economía nacional.

Apostar por el crecimiento del país con el aporte de determinados sectores específicos, debe permitir –también- que la educación superior contribuya a la transición hacia nuevos escenarios.

Actuar de esta manera contribuye a silenciar la crítica de quienes consideran que la educación superior no es pertinente, que está ajena de la realidad social, que la teoría y la práctica están distanciadas y que no representa una efectiva respuesta social a las expectativas del país.

Dar respuesta a estas interrogantes brindará una hoja de ruta a seguir y contribuirá, sólidamente, a justificar y explicar las inversiones y planeación de la oferta educativa de programas técnicos tecnológicos y profesionales; a incentivar el desarrollo de ciertas líneas y grupos de investigación; y a fomentar la creación de nuevos programas académicos, entre otros.

Además de definir un norte, acompañado de los respectivos planes de desarrollo, la academia (entendida como la voz protagónica del sistema de educación superior) debe propender por tener una activa participación en la construcción de presupuestos nacionales, juntas directivas, auditorías a gobiernos locales, mesas sectoriales y comisiones intergubernamentales, entre otras.

Así, llegó la hora de dar un significativo paso.
Todos los actores del sector de la educación superior, han llegado al acuerdo de que Colombia debe implementar una nueva política pública para su sistema de educación superior y trazar objetivos para los próximos 20 años.
El objetivo de la política pública propuesta no es únicamente subsanar los déficits o insuficiencias. Mira el país y la sociedad en perspectiva de largo plazo (año 2034), de cara a la visión que se ha planteado y proponer desde ahora, con los recursos necesarios, una educación superior fortalecida cuyo accionar permita un verdadero proceso de transformación socioeconómica en el corto, mediano y largo plazo. 

Además, porque Colombia anhela y trabaja para que, más temprano que tarde, viva un escenario de post-conflicto, con la expectativa de hablar de un acuerdo de paz, que conlleve a que el sistema de educación superior se prepare para dar respuesta, en calidad, cobertura y pertinencia a nuevos estudiantes, realidades y contenidos derivados de una nueva visión de país. 

La educación debe actuar proactivamente para contar con más recursos, muchos de ellos obtenidos como beneficios de la finalización del conflicto armado, y de los nuevos entornos sociales, campos productivos, regiones y tierras que eran terrenos infértiles para la educación, pero que pasarían a convertirse en escenarios de práctica, de investigación social y de alianzas con el sector productivo en favor de la productividad del país. 

Formar en una nueva ética de la convivencia, de la valoración y del respeto por la diferencia, así como la recuperación de la vocación agrícola y nuevos escenarios para el turismo, entre otros, son grandes potencialidades del país que podrían reverdecer con el apoyo del sistema de educación superior.

Seguir creciendo, con calidad y sostenibilidad, nos convertirá en líderes en América Latina. En cambio, no diseñar el escenario deseado y las recomendaciones de lo que debemos hacer impactará en la calidad de vida del país y nuestra competitividad global.

Sólo con una proyección de país claramente esbozada desde la educación superior es viable solucionar las diferencias de posiciones e intereses técnicos, políticos, gremiales y académicos, y comprometer a rectores, estudiantes, profesores, sindicatos, sector productivo, organizaciones sociales, gobiernos nacional y regionales, científicos y todos los que giran en torno de la educación superior, alrededor de cuáles son los lineamientos que deben orientar la gestión y organización del sistema de educación superior colombiano.
[image: image24.emf]


Acceso	
  e	
  inclusión	
  



Calidad	
  



Cie
nci
a,	
  
tec
no
log
ía	
  e



	
  



inn
ov
aci
ón
	
  



Regionalización	
  



Internacionalización	
  



Co
m
un



id
ad
	
  a
ca
dé



m
ic
a	
  



N
uevas	
  



m
odalidades	
  
educa;vas	
  



Estructura	
  del	
  Sistema	
  y	
  
gobernanza	
  



Sostenibilidad	
  financiera	
  del	
  
sistema	
  



Educación	
  
terciaria	
  de	
  
calidad	
  



incluyente,	
  
para	
  una	
  



sociedad	
  en	
  paz	
  
justa,	
  culta,	
  
democrá;ca,	
  
propia	
  e	
  	
  



Visión	
  



Estrategias	
  



Obje;vo	
  Medios	
  



Obje;vos	
  misionales	
  



CO
N
TE
XT



O
	
  N
AC



IO
N
AL



	
  



CO
N
TE
XT



O
	
  IN



TE
RN



AC
IO
N
AL



	
  










Acceso	e	inclusión	

C

a

l

i

d

a

d

	

C

i

e

n

c

i

a

,

	

t

e

c

n

o

l

o

g

í

a

	

e

	

i

n

n

o

v

a

c

i

ó

n

	

Regionalización	

Internacionalización	

C

o

m

u

n

i

d

a

d

	

a

c

a

d

é

m

i

c

a

	

N

u

e

v

a

s

	

m

o

d

a

l

i

d

a

d

e

s

	

e

d

u

c

a

v

a

s

	

Estructura	del	Sistema	y	

gobernanza	

Sostenibilidad	financiera	del	

sistema	

Educación	

terciaria	de	

calidad	

incluyent

e

,	

para	una	

sociedad	en	paz	

justa,	culta,	

democráca,	

propia	e		

Visión	

Estrategias	

Obje vo	Medios	

Obje vos	misionales	

C

O

N

T

E

X

T

O

	

N

A

C

I

O

N

A

L

	

C

O

N

T

E

X

T

O

	

I

N

T

E

R

N

A

C

I

O

N

A

L

	



Antecedentes y metodología del proceso de construcción de la Política Pública 
El Gran Diálogo Nacional inició luego que en el país se decidiera no continuar con el proceso de reforma a la Ley 30 de 1992, y se abordara un proceso masivo de construcción nacional en torno al diagnóstico, expectativas, necesidades y propuestas de acción. 

Son cuatro las fases o momentos que, desde entonces, se han vivido para la construcción de la Política Pública en Educación Superior:
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FASE 1: Inicia el Gran Diálogo Nacional por la Educación Superior
A partir de noviembre de 2011 el Ministerio de Educación Nacional inició un espacio abierto, público y participativo, denominado el gran Diálogo Nacional por la Educación Superior, con el que se pretendió escuchar las voces del país (de todos los matices y las que no se habían sentido incluidas en la propuesta de reforma), y organizó encuentros en los más variados escenarios, para recopilar aportes. Allí se reunieron todos los editoriales, escritos, documentos técnicos y propuestas que se hicieron desde todos los rincones del país. 

Dichos encuentros, 138 concretamente, correspondieron a talleres nacionales con integrantes de los distintos estamentos de las IES (entre mayo y septiembre de 2012); talleres regionales con integrantes de los Consejos Superiores y Comités Directivos de las IES (entre noviembre y diciembre de 2012), y world cafés, organizados por el Centro Nacional de Consultoría para que los colombianos libremente hablaran sobre su educación superior. En 2.012 se contabilizaron 15.267 personas participantes, y para finales de 2.012 el país ya contaba con 428 documentos de análisis y propuestas de todos los sectores de la población. Así mismo, más de 150 mil visitas se registraron en la mesa virtual creada por el Ministerio de Educación, para compartir documentos y recibir aportes.
El Ministerio de Educación Nacional también realizó una convocatoria pública para patrocinar 29 proyectos de investigación sobre temas relacionados con el sistema de educación superior colombiano y sus características
, y que permitieron identificar problemáticas y aportes específicos desde determinadas IES, como producto del trabajo colaborativo entre investigadores y estudiantes.

Adicionalmente, el Ministerio de Educación Nacional contrató al Centro Nacional de Consultoría para identificar los más importantes estudios, aportes y análisis técnicos sobre la educación superior colombiana desde el año 2.000
. 
FASE 2: Análisis técnico de propuestas y tendencias
A partir de septiembre de 2012, el mismo Centro Nacional de Consultoría también apoyó un proceso para identificar los más importantes estudios y análisis técnicos sobre la educación superior colombiana desde el año 2000. Como resultado del trabajo de esa organización, se realizó, también, un sondeo de opinión en el país que mostró que el 98% de las personas de la población general consideran que la educación superior es importante o muy importante.

Con el apoyo, ad honorem, del Centro de Estudios Interdisciplinarios Básicos y Aplicados en Complejidad –CEIBA- conformado por investigadores de las Universidades Nacional, Andes, Javeriana y Rosario, se realizó un análisis científico con cifras, datos y modelación de escenarios para tener una visión global y académica de los temas más recurrentes y los aportes de estos diálogos, en su primera etapa
. Dichos resultados fueron publicados en el documento “Memorias 2012. Diálogo Nacional sobre Educación Superior”
. 

A partir del análisis de tendencias, conceptos, reiteraciones, preocupaciones y articulación de ideas, CEIBA identificó los temas más recurrentes en los aportes del país, y agrupó los mismos, a fin de favorecer el análisis temático de toda la realidad que se construyó en torno del concepto de educación superior.

El siguiente gráfico muestra la síntesis base:
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Todos los documentos aportados por el país, así como las opiniones de ciudadanos frente al proceso, se publicaron y registraron para libre descarga en www.cesu.edu.co. 

FASE 3: El CESU como abanderado del Diálogo Nacional

La dirección, fomento, evaluación, calidad e inspección del sistema de educación superior colombiano, la realiza el Ministerio de Educación Nacional, representante de la función constitucional del Presidente de la República de garantizar la búsqueda de mejores condiciones para el desarrollo de la educación a través de la calidad y la inspección y vigilancia, y también de los organismos colegiados que representan a las instituciones de educación superior, a los académicos, a los estudiantes y a los profesores. Dichos organismos son el CESU, el Consejo Nacional de Acreditación CNA, y la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad en Educación Superior, CONACES.

El CESU es el máximo organismo asesor de política en educación superior, y se concibió desde la Ley 30 de 1992 como un órgano colegiado y representativo de todos los estamentos de nuestro sistema de educación superior. El CESU es el espacio natural y legítimo para liderar la construcción de una política pública. 
Por recomendación del Ministerio de Educación Nacional, el CNA, CONACES y el CESU, en reunión tripartita, en enero de 2013, acordaron que fuera este último el que liderara el  proceso de Diálogo Nacional en búsqueda de la construcción de un Marco de Acción de Política Pública en Educación Superior, en virtud de su representatividad y sus funciones de Ley.

Son funciones del CESU, coordinar, planificar, recomendar y asesorar al Gobierno Nacional en temas relacionados con: 

a) Políticas y planes para la marcha de la Educación Superior

b) La reglamentación y procedimientos para: 

1. Organizar el Sistema de Acreditación

2. Organizar el Sistema Nacional de Información

3. Organizar los exámenes de Estado

4. Establecer las pautas sobre la nomenclatura de títulos

5. La creación de las instituciones de Educación Superior

6. Establecer los requisitos de creación y funcionamiento de los programas académicos

c) La suspensión de las personerías jurídicas otorgadas a las instituciones de Educación Superior

d) Los mecanismos para evaluar la calidad académica de las instituciones de Educación Superior y de sus programas

El CESU está conformado por los diversos actores gubernamentales, académicos y sociales que componen el sector de la Educación Superior en Colombia, tal y como muestra el siguiente gráfico. 
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El Ministerio de Educación ocupa una de las posiciones que, por Ley, están definidas para su composición, de tal manera que salvo el Departamento Nacional de Planeación, Colciencias e ICFES, los restantes asientos corresponden a voceros de estudiantes, profesores, rectores de toda la tipología de instituciones de educación superior y sector productivo.

La composición actual del CESU es la siguiente:

· Ministra de Educación Nacional
· Director del Departamento Nacional de Planeación
· Rector de la Universidad Nacional de Colombia
· Director del Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación Colciencias
· Rectores de universidad estatal u oficial (2)
· Rectores de universidades privadas (2)
· Rector de universidad de economía solidaria
· Rector de una institución universitaria o escuela tecnológica, estatal u oficial
· Rector de Institución Tecnológica oficial o privada
· Rector de institución técnica profesional estatal u oficial
· Representantes del sector productivo
· Representante de la comunidad académica de universidad estatal u oficial
· Representante de los profesores universitarios
· Representante de los estudiantes
· Directora del Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación (Icfes)
Como invitados permanentes del CESU, se hallan:

· El coordinador del Consejo Nacional de Acreditación CNA

· Un representante de la Comisión Nacional de Aseguramiento de la Calidad en Educación Superior, CONACES
· El director del Instituto ICETX
Los integrantes del CESU son elegidos por sus respectivas comunidades académicas por periodos temporales de tiempo de dos años.

Adicionalmente, las siguientes asociaciones de instituciones de educación superior del país públicamente respaldaron esta decisión y brindaron el apoyo al Diálogo Nacional direccionado por el CESU: 

· Asociación Colombiana de Instituciones de Educación Superior con Formación Técnica y/o Tecnológica - ACIET; 
· Asociación Colombiana de Universidades - ASCUN; el Sistema Universitario Estatal - SUE; 
· Asociación Colombiana de Instituciones Universitarias Privadas - ACIUP; 
· Asociación de Instituciones Técnicas Profesionales - ACICAPI; 
· Asociación de Instituciones de Educación Superior con Programas de Educación a Distancia - ACESAD; 
· Asociación de Instituciones de Educación Superior del Caribe ASIESCA; 
· Red de Instituciones de Educación del Caribe Colombiano – RIESCAR; 
· Instituciones de Educación Superior Miembros del Fondo de Desarrollo de la Educación Superior - FODESEP, 
· Foro Permanente de la Educación Superior, y 
· Asociación de Instituciones de Educación Superior de Antioquia ASIESDA.
En ejercicio de su responsabilidad legal, y con el respaldo de las comunidades académicas y organizaciones colegiadas, el CESU definió que la construcción de un Marco de Acción de Política Pública en Educación Superior debía contar con aportes de los más diversos sectores de la opinión pública (padres de familia, egresados, empresarios, ONGs, sociedad civil, secretarías de educación, población en discapacidad, gobiernos locales y jóvenes que no han podido acceder a la educación superior, entre otros), así como los conceptos calificados de expertos, y de las apreciaciones, sentimientos, expectativas y necesidades expresadas por colombianos de todas las regiones del país, siempre bajo la premisa de que cualquier tema que tuviera incidencia directa sobre la Educación Superior colombiana debía ser analizado, de tal forma que el país libremente pudiera opinar sobre todo aquello que consideraba que debía mejorarse, cambiarse, mantenerse o incluirse en la concepción y gestión del sistema de Educación Superior
.

¿CON BASE EN QUÉ SE CONSTRUYÓ LA PROPUESTA DE POLÍTICA PÚBLICA?

Además de todos los aportes recolectados en los foros, eventos y talleres realizados, además del análisis bibliográfico y de investigaciones sobre educación superior y los aportes y comentarios registrados en www.dialogoeducacionsuperior.edu.co el CESU concentró sus esfuerzos en:
a. Diálogos Regionales por la Educación Superior

b. Conversatorios Departamentales

c. Mesas Temáticas

d. Consulta a expertos internacionales

a) Diálogos Regionales por la Educación Superior


[image: image4]
Los Diálogos Regionales, que se realizaron entre marzo y junio de 2013
, respondieron al interés del CESU, acompañado del Ministerio de Educación Nacional y de Colciencias, de escuchar de primera mano qué piensa el país sobre el tema, y de garantizar que todos los interesados en dar aportes sobre la educación superior de calidad que Colombia desea lo pudieran hacer.

Los objetivos de los Diálogos Regionales se orientaron a generar propuestas que permitieran la consolidación de un Sistema de Educación sostenible, a partir del reconocimiento de la corresponsabilidad que les asiste a los distintos actores sociales en el ámbito territorial y su compromiso en el cumplimiento de las metas de calidad, cobertura, pertinencia, internacionalización, buen gobierno, entre otras. Ello garantizaría el acceso con equidad a una formación de calidad y la generación de conocimiento, tecnología e innovación, que responda oportunamente a las expectativas y necesidades que tiene la sociedad en el ámbito nacional e internacional.

El CESU, sus integrantes y el Ministerio de Educación Nacional realizaron actividades de difusión masiva de cada Diálogo en medios de comunicación. También se realizó una campaña de mailing para convocar la libre participación de quienes quisieran participar.
La metodología empleada en los Diálogos Regionales fue la de World Café (o café del mundo), que consiste en reunir a personas de los más diversos perfiles (estudiantes, padres de familia, empresarios, ONGs, líderes comunales, rectores…
) para conversar en torno de unas preguntas concretas, de tal forma que puedan compartir sus opiniones, hacer públicas las mismas a todos los asistentes, y posteriormente rotar en otras mesas, para enriquecerse con los aportes de los demás.

Los Diálogos se realizaron en encuentros de cinco a siete horas de duración, tiempo en el cual el CESU presentó los objetivos de la actividad y del ejercicio con miras a la construcción del Marco de Acción para la Política Pública en Educación Superior, y posteriormente, con la ayuda de un facilitador, intencionalmente definido como ajeno a las problemáticas locales y nacionales de la educación superior, se orientaba objetivamente el análisis de las mesas y la libre y espontánea intervención de quienes así lo quisieran.

Además de poder interactuar directamente con los miembros del CESU que asistieron a cada Diálogo, los asistentes recibieron previamente, los siguientes documentos para favorecer su contextualización de los temas y comprender mejor la realidad de su respectiva región:

· El folleto informativo sobre los Diálogos Regionales, su contexto, estructura, objetivos, agenda, fechas y organización.

· Una caracterización estadística de la situación de la educación superior y el panorama de la ciencia, tecnología e innovación, de cada uno de los departamentos en los que se realizaron los Diálogos, para que los asistentes tuvieran un pleno conocimiento actualizado, por ejemplo, de cuántas instituciones de educación superior, programas acreditados, instituciones de educación para el trabajo y el desarrollo humano, grupos de investigación, CERES y proyectos de investigación, entre otros, habían en su región.

· El texto “Síntesis de los aportes de la ciudadanía a la construcción de la Política Pública de Educación Superior. Los temas que más ocupan la atención en la búsqueda de una MEJOR EDUCACIÓN SUPERIOR para Colombia”.

En este documento el CESU consideró como ejes temáticos integradores los siguientes siete conceptos recopilados en el ejercicio de análisis riguroso de CEIBA: Autonomía – Calidad – Diversidad – Equidad – Gobierno – Pertinencia – Sostenibilidad. Así mismo, se adicionaron los siguientes cinco conceptos que, a juicio de los consejeros, permitían completar el panorama del sistema, entorno del cual se debía conceptualizar: Financiación – Regionalización – Universalidad- Accesibilidad- Ciencia Tecnología e Innovación.
A partir de esta información, y del conocimiento y experiencia de los asistentes, el Diálogo giró en torno de dos preguntas guía:

1) ¿Cuál es la educación superior de calidad y el sistema de ciencia, tecnología e innovación que requiere la región?, y
2) ¿Cuáles son las acciones que necesitamos implementar para cerrar brechas y aumentar oportunidades de acceso a una educación superior de calidad para todos?
El sondeo de opinión que el Centro Nacional de Consultoría realizó en noviembre y diciembre de 2.012 sugirió la conveniencia de extender los Diálogos Nacionales, por lo que se decidió continuar recorriendo el país, y escuchar a todos los que quisieran decir algo, sin distingo alguno. Como producto de los Diálogos, el CESU produjo el documento “La Voz de las Regiones” 
, que recopiló todos los aportes que libremente señalaron los asistentes a los encuentros. 

b) Los Conversatorios Departamentales

Estos correspondieron al compromiso del CESU de ir a todas las regiones del país y, especialmente en aquellas de frontera, conocer la complejidad y situación particular de la educación superior en dichas zonas, a fin de diferenciar los alcances de las acciones estrategias que el Estado debería sugerir para asegurar la pertinencia y calidad de la educación superior allí
.

Estos conversatorios se realizaron en el marco de las TravESías por la Educación Superior, que es un programa del Ministerio de Educación Nacional que integra las autoridades regionales, con los sectores sociales, productivos y académicos para aunar esfuerzos por la educación superior. 
c) Las Mesas Temáticas

Las Mesas temáticas fueron el resultado de la confluencia de expectativas del Ministerio de Educación Nacional así como de algunas asociaciones de instituciones de educación superior y Fodesep, entre otros, para afianzar unas mesas de trabajo que tradicionalmente se venían realizando con el Ministerio de Educación Nacional, y ponerlas al servicio del Diálogo Nacional, a fin de plantear alternativas de lineamientos que el CESU pueda valorar para integrar la propuesta de Política Pública de Educación Superior. 
Dichas mesas, que también tuvieron la libre participación de todos quienes asistieron, trabajaron intensamente, durante tres meses, en reuniones interinstitucionales y de expertos interdisciplinares, y contaron con la participación de representantes de todas las asociaciones de instituciones de educación superior, de organismos gubernamentales, e investigadores y académicos que libremente se sumaron a las mismas, todos con el compromiso de brindar documentos y aportes al respecto.

Unas mesas trabajadas fueron orientadas por ASCUN para los temas relacionados con Política Pública, Calidad, Internacionalización, y Ciencia, Tecnología e Innovación.

Además de ASCUN, Fodesep apoyó el trabajo en la mesa temática de Financiamiento.

Todos los documentos de trabajo, propuestas, y versiones preliminares y oficiales de lineamientos de política pública para consideración del CESU fueron publicadas en www.dialogoeducacionsuperior.edu.co.

La evolución de las distintas mesas de financiamiento llevó a que los vicerrectores administrativos y financieros de las universidades públicas, que en febrero de 2013 habían presentado un informe sobre el desfinanciamiento de la Educación Superior en Colombia,  conformaron un equipo técnico con profesionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, del Departamento Nacional de Planeación y del Ministerio de Educación, para integrar recomendaciones sobre financiamiento y presentarlas también al CESU y a una comisión del Consejo que se unió al equipo de trabajo. El Fondo para el Desarrollo de la Educación Superior Fodesep, igualmente dio valiosos aportes a este tema.

También, con el apoyo del Ministerio de Educación Nacional, se trabajaron mesas temáticas de recomendaciones con expertos en temas relacionados con Educación Inclusiva y Pertinencia, y con organismos como la Secretaría Ejecutiva del Convenio Andrés Bello –Secab, por un lado, y la Asociación de Instituciones de Educación Superior con Programas de Educación a Distancia – ACESAD, de otro, se identificaron aspectos clave en temas sobre educación virtual y a distancia.

D) Consulta a Expertos Internacionales

El CESU consideró imperativo tener una visión externa actualizada, de expertos internacionales que permitieran garantizar que las iniciativas que Colombia contemplaba en materia de educación superior, respondieran a tendencias mundiales y garantizaran que nuestro país podrá integrarse adecuadamente en el ámbito de la internacionalización y globalización del conocimiento, y fue así como se consultaron documentos y expertos al respecto. Para ello se tuvieron como referentes los informes de expertos, así como de los más recientes informes de organismos multilaterales como UNESCO, IESALC, CINDA, OECD,  entre otros.
Además de todos los documentos relacionados en la bibliografía reseñada al final del informe, los consejeros del CESU recibieron el diagnóstico experto del analista internacional Jamil Salmi, denominado "La Urgencia de Ir Adelante: Perspectivas desde la Experiencia Internacional para la Transformación de la Educación Superior en Colombia"
, y en donde muestra la experiencia de países de todos los continentes en procesos de reforma y de política pública. De allí surgió la iniciativa de crear un encuentro de países hermanos para intercambiar experiencias y se realizó, en octubre de 2013, un encuentro con representantes de los ministerios de Educación de la región, que igualmente contó con aportes analíticos de la Fundación Ford para Latinoamérica.
Por otro lado, el CESU buscó diálogo con las comisiones sextas de Senado y Cámara de Representantes, responsables de la agenda legislativa en temas de educación, y reiteradamente invitó públicamente, por medios de comunicación y medios digitales, a todas las personas que desearan participar en el Diálogo. 
Durante todo el tiempo que duró el espacio de análisis sobre educación superior en el Congreso de la República, el Ministerio de Educación y algunos consejeros del CESU participaron en reuniones de las comisiones sextas del Congreso para analizar los temas de especial interés de los legisladores al respecto. 
También, en julio de 2013, el CESU realizó un encuentro con directores de medios de comunicación y periodistas para aclarar sus inquietudes en torno de los alcances del proceso desarrollado.
Igualmente, así como acusó recibo y participó en actividades de organizaciones como la Federación Nacional de Representantes Estudiantiles FENARES, diversos grupos de estudiantes independientes y la Minga Indígena (en el Cauca), además de intercambiar conceptos con comunidades indígenas y afros, consideró y analizó los comentarios públicos en medios de comunicación y redes sociales de la denominada Mesa Ampliada Nacional Estudiantil MANE, a la que reiteradamente invitó, por escrito y públicamente, a hacer parte del Diálogo, aunque los voceros de esa agrupación no aceptaron participar en los Diálogos.
A la fecha, el proceso, en cifras, ha mostrado:

· Personas que participaron presencialmente en los distintos encuentros de análisis: 33 mil

· Espacios de debate (foros, seminarios, talleres…): 155

· Documentos recopilados: 445

· Regiones impactadas: 6

· Departamentos recorridos: 32

· Proyectos financiados por el Ministerio de Educación Nacional
: 29

· Eventos internacionales: 2

FASE 4: Deliberación

Con toda esta información, los consejeros –con el apoyo de profesionales especializados en cada uno de los temas definidos, tanto del Ministerio de Educación, como de las instituciones representadas por los mismos miembros del CESU, iniciaron la fase cuatro, cuando procedieron a deliberar y definir el escenario esperado para la educación superior (visión) en la Colombia de 2034, así como los principios que debería tener el sistema de educación superior y la manera como en torno a ello debían organizarse los siguientes temas de política pública:

· Política Pública y Estructura del Sistema, y todo relacionado con Autonomía - Gobierno - Transparencia - Rendición de Cuentas, entre otros.
· Sostenibilidad financiera del sistema– Equidad – Financiación y  Recursos (académicos infraestructura física y tecnológica) , entre otros

· Sistema de Calidad, registro calificado, acreditación y aseguramiento, entre otros
· Investigación, Ciencia, Tecnología e Innovación Social
· Regionalización - Pertinencia - Extensión/Proyección Social - Compromiso de los gobiernos locales Integración con el sector externo, educación superior para el desarrollo rural y competitividad, entre otros
· Comunidad Universitaria - Docentes - Estudiantes   -Egresados – Bienestar, entre otros

· Educación inclusiva - Universalidad- Cobertura - Accesibilidad - Diversidad – Permanencia, entre otros

· Nuevas modalidades educativas (modalidades presencial, dual, a distancia y virtual)
· Internacionalización

Para definir el alcance e impacto, en el tiempo, de los temas, se trabajó colectivamente la propuesta de Visión, Misión y Principios de la Educación Superior, con el horizonte de 2.034.

Así mismo, y a fin de garantizar la unidad en la estructura de los documentos, su comprensión y presentación, cada tema definido tuvo el siguiente esquema:

a) Una definición del tema, qué se entiende y qué no se entiende por el mismo, y qué ámbitos se contemplan.

b) La proyección del tema en 2034. 

c) Los lineamientos sugeridos de política sobre el tema, redactados en forma enunciativa, afirmativa y concreta.

d) Una enumeración de acciones para cada lineamiento, que permitan lograr el cumplimiento de la respectiva propuesta de política pública.

e) Una consideración especial del grupo, en caso de haberla, para aclarar algún aspecto o similar. 

f) La relación de documentos consultados para el tema
A partir de esta estructura, los consejeros organizaron grupos de trabajo, revisaron toda la literatura y aportes recaudados hasta el momento, se reunieron nuevamente en comisiones con nuevos invitados y presentaron a sus compañeros del CESU las propuestas de lineamientos, a partir de la identificación unánime de los diagnósticos, y procediendo a evaluar, a ajustar y a avalar las iniciativas.

Durante varias arduas e intensas sesiones de trabajo, los consejeros analizaron los temas, sin límite de tiempo en la discusión, hasta lograr los acuerdos esperados, o concretar exactamente los temas de disenso, y con la ayuda del Instituto de Prospectiva de la Universidad del Valle se realizó la tabulación de los resultados y el acercamiento de los conceptos, intencionalidades y resultados esperados.

Definición de los problemas nodales del sistema de educación superior

Una vez recopilada toda la información considerada suficiente para proceder a deliberar e iniciar la construcción de las propuestas de Política Pública en Educación Superior, los consejeros del CESU acordaron validar los acuerdos en torno de los diagnósticos, percepciones y realidades que definieran el punto de partida; es decir, en qué estamos, qué avances tenemos en educación superior en el país pero también qué dificultades, en cada uno de los temas definidos, para partir de allí y dimensionar su proyección para los próximos veinte años. 

En otras palabras, cuál es el diagnóstico o caracterización estructural en cada uno de los siguientes temas: 
5.1. Educación Inclusiva y Acceso
5.2. Calidad

5.3. Investigación, Ciencia, Tecnología e Innovación
5.4. Regionalización y pertinencia

5.5. Comunidad Universitaria y su Bienestar

5.6. Nuevas modalidades educativas

5.7. Internacionalización

5.8. Estructura del sistema

5.9. Sostenibilidad financiera

En el anexo 3 se caracteriza la evolución del proceso histórico de la educación superior en Colombia, y en el anexo 4 las características de los temas en el contexto internacional.
5.1. EDUCACION INCLUSIVA Y ACCESO
UNIVERSALIDAD Y EDUCACION INCLUSIVA

La universalidad se refiere al acceso a la educación superior de todas las personas que tienen la capacidad, la motivación y la preparación suficiente. Supone utilizar diversas formas de intervención para garantizar la satisfacción de la necesidad de educarse.

Desde la perspectiva de la UNESCO, la universalidad implica: una vocación no solamente de enseñar, sino sobre todo de educar; una función de vigilancia y estímulo; una función ética de orientación en época de crisis de valores; el desarrollo, a través de todas sus actividades, de una cultura de paz; el desarrollo de redes de solidaridad universal con otras instituciones de educación superior y con otras instituciones de la sociedad; desarrollar un modo de gestión basado en el doble principio de autonomía responsable y la transparencia a la hora de rendir cuentas; el interés de explicitar los niveles de calidad y de pertinencia al margen de los niveles concretos en determinados contextos; y trabajar por la unidad de hombres y mujeres dentro de la diferencia y la complementariedad solidarias.

En el concepto de universalidad se articulan: la accesibilidad a la educación superior de quienes encuentran en ella la opción de crecimiento personal. Lo anterior impacta en la cobertura, es decir, en la capacidad de acoger a quienes la buscan. Ello supone atender a la diversidad de quienes llegan y favorecer su permanencia. 

La universalidad implica una tarea precisa: la educación inclusiva entendida, según se precisa en los “Lineamientos de Política de Educación Superior Inclusiva” (Ministerio de Educación Nacional, 2013), como la capacidad de potenciar y valorar la diversidad, promover el respeto a ser diferente y garantizar la participación de la comunidad dentro de una estructura intercultural en los procesos educativos. Se diferencia este concepto del de inclusión social, en tanto que está centrado en lo educativo. 

Desde esta perspectiva la educación inclusiva es una de las múltiples estrategias y alternativas para la inclusión social. Se diferencia también del concepto de integración en tanto este se refiere específicamente a la atención a personas con Necesidades Educativas Especiales. Y también se diferencia del concepto de inclusión educativa que hace referencia a buscar la adaptación de los estudiantes al sistema y no al revés.

La complejidad del contexto colombiano, la pluralidad de culturas y territorios, el conflicto armado y las múltiples expresiones de inequidad en las regiones obliga a priorizar una serie de grupos que son más proclives a ser excluidos del sistema educativo por circunstancias sociales, económicas, políticas, culturales, lingüísticas, físicas y geográficas, y que afectan los procesos de aprendizaje. La experiencia relacionada en el inicio del proceso de investigación con el CID (Centro de Investigación para el Desarrollo de la Universidad Nacional de Colombia), permitió identificar los siguientes cinco grupos que, por razones históricas y políticas, son representativos de las falencias que tiene el sistema de educación superior para facilitar su acceso, permanencia y graduación: 

- Personas en situación de discapacidad y con capacidades y/o talentos excepcionales
. 

- Grupos étnicos: negros, afrocolombianos, raizales y palenqueros, indígenas y Rrom. 

- Población víctima según lo estipulado en el artículo tercero de la Ley 1448 de 2011
. 

- Población desmovilizada en proceso de reintegración.

- Población habitante de frontera. 

Es importante precisar que aunque existen unas acciones precisas de política pública para cada uno de estos grupos, esto no significa que sean los únicos, ya que en el marco de la educación inclusiva, el Ministerio de Educación tiene como objetivo el acceso, la permanencia y la graduación de todas y todos los estudiantes. Es decir que bajo este paradigma se han venido desarrollando acciones estratégicas específicas para entender los contrastes entre lo urbano y lo rural, los efectos de la privación socio-cultural y el enfoque de género entre otros.

Por ejemplo, en relación con la educación rural, las estrategias de educación inclusiva, especialmente en Colombia donde 94,4% del territorio es rural, buscan generar no sólo equidad y justicia, sino también coherencia y unidad. El enfoque de educación inclusiva ha permitido al Ministerio de Educación Nacional reflexionar sobre los conceptos fundamentales que sustenten una educación rural para todas y todos, y reconocer las acciones que permiten transformar el sistema educativo desde lo rural tomando como referente los Derechos Humanos.

De manera general, la educación rural, por medio de la educación inclusiva, tiene todo el potencial para desarrollar estrategias de paz, a través de procesos de reparación y reconciliación. En estos procesos, la atención reparadora a las víctimas, en el marco de la Ley de víctimas y restitución de tierras, se convierte en una oportunidad legítima de reconstruir la confianza perdida por la guerra. Es por esta razón que el Ministerio de Educación Nacional, ha constituido con el ICETEX y la Unidad de Víctimas, el Fondo de reparación para el acceso, permanencia y graduación en educación superior para la población víctima del conflicto armado. Este fondo, al fomentar el acceso a la educación superior, permite que las víctimas reconstruyan su proyecto de vida y le apuesten a la educación como la posibilidad real de garantizar la no repetición de las experiencias vividas durante el conflicto.

De igual forma, el trabajo que articula la educación inclusiva con el enfoque de género (entendido como categoría de análisis social que permite comprender y evidenciar los intereses, necesidades, relaciones de poder y/o demandas entre mujeres, hombres y otras identidades como lesbianas, gays, bisexuales, transexuales, e intersexuales) es fundamental para el buen desarrollo de una educación encaminada a alcanzar la meta de una educación para todas y todos
. Es decir, de una educación donde las políticas diferenciales se conviertan en características puntuales de atención y no en elementos centrales de las estrategias y acciones educativas.

Sin embargo, como lo evoca el último Informe de Seguimiento de la EPT en el Mundo: Los jóvenes y las competencias. Trabajar con la educación realizado en 2012
, la mayoría de las y los jóvenes desfavorecidos tienen pocas esperanzas de alcanzar el nivel de educación superior. Esto conlleva a que las políticas diferenciales no dejarán de ser relevantes a corto y mediano plazo, y que de su adecuada aplicación depende en gran parte el éxito del proceso en el contexto de una educación superior inclusiva en Colombia. Un proceso que debe estar centrado en el acceso, permanencia y graduación de todas y todos los estudiantes.

EDUCACION INCLUSIVA: ACCESO, PERMANENCIA Y GRADUACION

En la práctica, la educación inclusiva ha permitido incrementar la cobertura con igualdad de oportunidades en el acceso, luchar incesantemente contra la deserción y apoyar la demanda estudiantil de todas y todos. En particular, de aquellos grupos más proclives a ser excluidos del sistema, permitiendo, de esta manera, asegurar una parte esencial del futuro de las y los jóvenes pertenecientes a estos grupos. Así, la educación inclusiva tiene la responsabilidad de proporcionar las herramientas necesarias para que aquellos estudiantes más proclives a ser excluidos del sistema puedan entrar a formar parte de él teniendo en cuenta su diversidad.

Por una parte, el indicador más representativo para dar cuenta del avance de las políticas sobre educación es la tasa de cobertura, ya que este resume la ampliación de la matrícula, la permanencia en el sistema y el fortalecimiento de la formación. En 2012, la cobertura en educación superior de Colombia fue del 42.4%
 (37% en 2010). Ésta ha venido presentando una pronunciada tendencia positiva, entre 2000 y 2013 su crecimiento promedio fue aproximadamente del 7%, que de seguir así se acercará a la meta de 50% de cobertura a 2014. Sin embargo, incluso bajo esa meta, Colombia se encuentra rezagada en el contexto latinoamericano, al situarse detrás de países como Cuba (80,4 %), Venezuela (78,1 %), Argentina (74,8 %), Chile (70,7 %) y Uruguay (63,2 %)
.

Por otra parte, de manera más específica, entre 2010 y 2013 se redujo la tasa de deserción en más de 2 puntos, pasando del 12.9% al 10.6% Es decir, se logró que 39.000 jóvenes permanecieran en el sistema y no desertaran, lo cual ofrece un panorama prometedor para las nuevas generaciones. La meta a 2014 es lograr una tasa de deserción del 9%. 

En materia de acceso desde 2010 se han creado aproximadamente 460.000 cupos nuevos en Educación Superior. La mayoría de estos cupos generados por el impulso de una política de expansión de la cobertura en formación técnica profesional y tecnológica.

En relación con la graduación, como lo evoca el documento técnico del proceso de seguimiento a graduados del observatorio laboral para la educación del 2012, “a lo largo de los últimos diez años se ha fortalecido la educación pública en el país, puesto que pasó de otorgar el 41% de los títulos en el 2003 al 49% en el 2012, reduciendo así la brecha al 2%”
 frente a la educación privada.

Respecto a las titulaciones por nivel de formación se destaca que los posgrados son los niveles que más han aumentado el número de titulados, en particular, de 2010 al 2012 en Maestría aumentó el 49% y en Doctorado el 47%. La participación del Técnico Profesional y Tecnológico, niveles fundamentales para la transformación productiva y la competitividad del país, aumentó a 33,1%. En contraste, en los mismos años el nivel Universitario pasó de representar el 46,5% al 44,6%.

Por otro lado, analizando los resultados por género se evidencia que se han logrado reducir desigualdades, entre 2003 y 2012 las mujeres recibieron el 54,1% de los títulos y los hombres, el 45,9%. En particular, las mujeres han tenido una participación significativa en los niveles Universitario (56,7%) y en Especialización (56,1%), lo que se traduce en mayor promoción de la equidad social” 
.
Desde la dirección de fomento, las estrategias implementadas para mejorar la cobertura, reducir la deserción y progresar en la graduación tienen como objetivo flexibilizar la oferta, fomentar la formación técnica y tecnológica y ampliar los esquemas de financiación de los estudiantes, y van de la mano con tres acciones específicas:

1. El acompañamiento directo a las IES para fortalecer sus programas de atención integral a los estudiantes y nivelación de competencias.

2. La vinculación activa del tema a los nuevos lineamientos de acreditación de alta calidad.

3. El impulso a los procesos de movilización de la demanda que lideran procesos de orientación vocacional con enfoque regional con los entes territoriales.

Asimismo, la equidad se ve reflejada en el apoyo a la demanda estudiantil – y a sus familias – para que puedan ingresar y mantenerse en el sistema. Esto ha sido posible gracias a la flexibilización y fortalecimiento del Crédito Educativo ICETEX y al aumento de los subsidios de sostenimiento, los cuales ofrecen mejores condiciones al implementar la tasa de interés real igual a cero durante toda la vida del crédito; beneficiar a 248.323 estudiantes de estratos 1, 2 y 3; y condonar el 25% del crédito al terminar estudios para el Sisbén 1, 2, 3.

Esto significa que los esfuerzos realizados por el país para mejorar el acceso, la permanencia y la graduación a la educación superior, al igual que su calidad y su pertinencia, hacen que ocupe en términos de competitividad, bajo una comparación internacional, el puesto 61, entre 148 países según el más reciente Reporte Global de Competitividad del Foro Económico Mundial
.

Sin embargo, estos esfuerzos generales se ven constantemente enfrentados a los siguientes problemas nodales:

Principales problemas nodales en el acceso

1. Las zonas con problemas de orden público donde están ubicadas ciertas poblaciones, afectan el acceso de las y los jóvenes en la educación superior.

2. El elevado índice de pobreza entre una parte de la población estudiantil dificulta el acceso a la educación superior. Dadas las condiciones de extrema pobreza, existe una dificultad para acceder a créditos bancarios y para encontrar deudores solidarios.

3. Las pruebas de admisión de las IES y las pruebas de Estado del ICFES son inadecuadas a las necesidades específicas de algunas y algunos estudiantes.

4. El acceso a la información sobre la oferta de créditos educativos y otros mecanismos de financiación, tanto del ICETEX como de entidades privadas, es insuficiente.

5. Los procesos de articulación de la educación media con la educación superior no tienen en cuenta las necesidades pedagógicas de ciertas poblaciones (en especial en el caso de la población con discapacidad y/o talentos excepcionales).

6. La ubicación geográfica de ciertas poblaciones y las limitaciones tecnológicas, de infraestructura y de contenidos, en el nivel básico y secundario de la educación, generan desniveles y vacíos de conocimiento en los estudiantes (en especial en el caso de los pueblos indígenas)

7. Existe un desconocimiento sobre las dificultades que tienen algunas y algunos estudiantes para acceder a la educación superior colombiana (en especial en el caso de los pueblos indígenas, el pueblo Rrom y la comunidades afrocolombianas, raizales y palenqueras)

8. Dada las condiciones de ciertas poblaciones, se presentan situaciones de discriminación y estigmatización (en especial en aquellos estudiantes pertenecientes a la población víctima).

9. Algunas y algunos estudiantes que logran acceder a la educación superior, presentan problemas de adaptación al medio universitario (en especial en aquellos estudiantes pertenecientes a la población víctima).

10. Insuficiencia de propuestas académicas relacionadas con un eventual escenario de postconflicto y reconciliación que promuevan el acceso de la población al sistema de educación superior (en especial en aquellos estudiantes pertenecientes a la población víctima).

Principales problemas nodales en la permanencia

1. La migración de las y los jóvenes hacia los centros urbanos en donde se concentra la oferta de educación superior afecta su adaptabilidad al medio universitario y en algunos casos su identidad cultural.

2. El elevado índice de pobreza entre una parte de la población estudiantil dificulta la permanencia a la educación superior. Dadas las condiciones de extrema pobreza, existe una dificultad para acceder a créditos bancarios que permitan atenuar la deserción.

3. Las dificultades de adaptación a la vida universitaria y los espacios de sociabilidad con la comunidad académica.

4. Los avances en la eliminación de barreras arquitectónicas y urbanísticas, que obstaculizan el acceso y permanencia de algunas y algunos estudiantes son insuficientes (en especial aquellos con discapacidad y/o talentos excepcionales en las IES, son mínimos y parciales).

5. Los  apoyos profesionales que requiere algunas y algunos estudiantes son insuficientes (en especial aquellos con discapacidad y/o talentos excepcionales en las IES, son mínimos y parciales).

6. La ausencia de programas de bienestar universitario que incluyan centros de desarrollo infantil con el fin de fomentar el acceso y la permanencia de las mujeres en el sistema educativo.

7. La estigmatización y la discriminación que afectan algunas y algunos estudiantes y los hacen desertar del sistema (en especial aquellos estudiantes pertenecientes a la población víctima y pueblo Rrom).

8. Falta de capacitación de profesores y recursos pedagógicos adicionales que impiden una adecuada adaptación de las y los estudiantes que pertenecen a ciertas poblaciones (por ejemplo en el caso del pueblo Rrom).

Principales problemas nodales en la graduación

1. Las dificultades socioeconómicas de las y los jóvenes pertenecientes a algunas poblaciones impiden el cumplimiento de los requisitos de graduación.

2. Carencia de procesos prioritarios y diferenciales para fomentar el acceso de la población al mercado laboral (los cuales no tienen en cuenta, en muchos casos, su identidad cultural.

3. Falta orientación y acompañamiento académico y metodológico en los requisitos de grado (tesis de grado, judicaturas y preparatorios) que impiden que la graduación se realice en un tiempo pertinente.

4. Debilidad institucional de los municipios receptores para formular e implementar instrumentos de inserción al mercado laboral.

La solución a estos problemas y la articulación con el desarrollo del paradigma de la educación inclusiva es evidente: la cifra constituye el resultado de un trabajo cualitativo donde el trabajo común entre el Ministerio de Educación Nacional y las IES debe conducir a resultados duraderos reflejados en estos porcentajes.

Por último, vale la pena precisar que si la finalidad en educación es llegar a una educación para todas y todos, esta se debe dirigir hacia la búsqueda de sociedades incluyentes. Al ser definida como estrategia central para llegar a la inclusión social, la educación inclusiva se articula con políticas inclusivas en áreas como la salud, el trabajo y la cultura entre otras, las cuales permiten la consolidación de sociedades que tienen como premisa vencer la exclusión social que las afecta, no sólo desde un punto de vista material y objetivo, sino también simbólico y subjetivo
.

CONSIDERACIONES ESPECIALES

Teniendo en cuenta que la educación inclusiva es la tarea que permite concretar los ideales de universalidad de la educación superior, se deben tener en cuenta las siguientes consideraciones inspiradas en el documento Lineamientos – Política de educación superior inclusiva.

a. Luego de la reflexión presentada en el diagnóstico anterior, se sugiere que el tema aquí abordado se denomine educación inclusiva y no universalidad. En este sentido, es fundamental tener presente que la educación inclusiva está estrictamente relacionada con el acceso, la permanencia y la graduación en educación superior.

b. Relacionado con el punto anterior, y como lo evocan las cifras presentadas, es fundamental tener claro que la educación superior inclusiva busca mejorar el acceso, la permanencia y la deserción. El carácter cualitativo del paradigma tiene repercusiones directas sobre los indicadores cuantitativos de estos tres aspectos.

c. El concepto de educación inclusiva responde a un paradigma educativo mundial fundamentado en el enfoque de derechos. En este sentido, el Ministerio de Educación Nacional ha venido desarrollando acciones concretas que permiten su realización en el marco de una educación para todas y todos.

d. El desarrollo pertinente de la educación inclusiva en el contexto colombiano exige hacer énfasis en los siguientes cinco puntos, cuyo desarrollo debe permitir el mejoramiento de las cifras de acceso, permanencia y graduación:

1. Currículos inclusivos
Desde este enfoque, los currículos se caracterizan por su flexibilidad la cual, desde un enfoque interdisciplinar, facilita el aprendizaje y el desarrollo de capacidades, potencialidades y/o competencias de la diversidad estudiantil. Desde lo interdisciplinar, están pensados para enriquecer a los estudiantes y potenciar su diversidad ya que, como lo afirma López, permiten “integrar saberes que dan una nueva mirada epistemológica al conocimiento” 
. Estos currículos:

· Articulan estrategias y acciones que hacen de la educación una herramienta central en la construcción de la paz, y permiten no sólo transformar realidades y desaprender los comportamientos violentos, sino también abrir la posibilidad para pensar el post-conflicto en el marco de una sociedad diversa e incluyente.

· Relacionan una misión y un proyecto institucional, sustentados en la educación inclusiva, con la planeación de los diferentes programas académicos y la flexibilidad pedagógica en las formas de enseñar y de aprender.

· Propician el diálogo de saberes y el intercambio de ideas y conocimientos, y también visibilizan, hacen evidentes y ponen en discusión las producciones de conocimiento de las comunidades específicas en el proyecto educativo institucional.

· Promueven una evaluación permanente, flexible y participativa en pro de la formación integral de los estudiantes.

· Consolidan programas de acompañamiento, apoyo pedagógico y adecuación en la infraestructura que faciliten el acceso y la permanencia de los estudiantes en el sistema.

2. Docencia Inclusiva
La docencia hace referencia no sólo a la actividad de enseñar y compartir conocimientos, sino al papel de quien la ejerce como ejemplo de vida. En este sentido un profesor “inclusivo” es aquel que tiene la capacidad de desarrollar el proceso de enseñanza, valorando la diversidad de los estudiantes en términos de equidad y respeto por la interculturalidad. Un profesor inclusivo:

· Participa de forma activa en el desarrollo de los currículos, es decir que no sólo los implementa, sino que tiene espacio para la innovación de los contenidos y metodologías.

· Transforma las prácticas pedagógicas siendo autoreflexivo en el desarrollo de su labor.

· Valora la diversidad de sus estudiantes y la potenciar como parte del proceso educativo.

· Incluye en sus estrategias didácticas el contexto en el cual desarrolla su acción pedagógica y utiliza material de apoyo para que el conocimiento sea accesible.

3. Espacios de Investigación, Innovación y Creación Artística y Cultural 
Se conciben como una construcción colectiva de conocimiento que está pensada desde los actores sociales para contribuir a la comprensión de su contexto y a su eventual transformación, y podrían llevar a examinar tanto la teoría como la práctica, por medio de experiencias que relacionen alguna de las dimensiones de la educación inclusiva con los cinco grupos priorizados. Estos espacios:

· Promueven la interdisciplinariedad y diálogo entre las áreas del conocimiento en términos interculturales. Esto significa valorar la aproximación y el conocimiento entre culturas promoviendo la comprensión de valores alternativos implícitos en el intercambio cultural.

· Trascienden el contexto académico y se articulan con los actores y contextos regionales en intercambio e interconexión con lo nacional e internacional.

· Propician el diálogo de saberes tomando como referente el carácter plural de la sociedad, el cual supone no reducir el saber a un objeto de conocimiento único.

· Propician no sólo la socialización y divulgación en diferentes escenarios sino también la transferencia y apropiación social del conocimiento y los saberes.

· Fortalecen la producción, reproducción y transformación de las comunidades disciplinares, científicas, de saber y de campos, en relación con los problemas de investigación, innovación y creación artística y cultural, desde un horizonte transdisciplinar y de impacto científico-social.

4. Estructura Administrativa y Financiera con Enfoque de Educación Inclusiva
Para el desarrollo de la universalidad en las IES, es indispensable contar con unidades administrativas que sustenten la organización y orientación de las estrategias y acciones que promueven la educación inclusiva. Estas unidades deberían estar articuladas al plan de desarrollo institucional y ser transversales a todas las instancias de la institución, de tal manera que no sea una responsabilidad exclusiva de las dependencias de bienestar universitario. En ese sentido, se debe contar con asignación de recursos humanos y financieros suficientes para el cumplimiento de los objetivos. Estas unidades:
· Reconocen la importancia y particularidades del enfoque de educación inclusiva.

· Adecúan y flexibilizan los procesos administrativos y académicos de la IES tomando como referente las cinco dimensiones de la educación inclusiva.

· Estimulan la cualificación del recurso humano que la conforma en torno a la educación inclusiva.

5. Política Institucional en articulación con el enfoque de educación inclusiva
Se caracteriza por su orientación a examinar y eliminar las barreras para el aprendizaje y la participación propias del sistema en términos sociales, económicos, políticos, culturales, lingüísticos, físicos y geográficos; además de sentar las bases para el desarrollo de los cuatro lineamientos anteriores. Su orientación sería la de una política permanente que constituya un pilar en el plan estratégico de la institución y que, pensada a largo plazo, se ajuste a las particularidades de los estudiantes tomando en consideración la importancia de la participación en la educación inclusiva. Esta política:

· Identifica las barreras institucionales que impiden el ejercicio efectivo de una educación inclusiva.

· Enfatiza, por medio de ejercicios permanentes de caracterización, en aquellos grupos de estudiantes que podrían estar en riesgo de exclusión en cuanto al acceso, la permanencia y la graduación.

· Promueve una participación activa de toda la comunidad académica, especialmente de los estudiantes.

· Propone acciones de acompañamiento académico y de bienestar universitario que permitan reducir estas barreras a mediano y largo plazo.

5.2. CALIDAD
LA CALIDAD COMO DIMENSIÓN FUNDAMENTAL DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR
La calidad es un atributo indispensable para que la educación superior cumpla con sus funciones misionales. No obstante, Schugurensky (1998) citado por Massiah M, (s.f), afirma que los conceptos de calidad tienen en su relatividad un elemento común. Las definiciones al respecto más frecuentes en el ámbito latinoamericano son: 

· El concepto de calidad como excelencia. Este concepto es aplicable en una educación superior de élite. 

· El concepto de calidad como respuesta a los requerimientos del medio, basada en una definición donde prima la pertinencia.

· El concepto de la calidad basado en la dependencia de los propósitos declarados

Por otra parte, en el documento “Marco de referencia del Proyecto de Aseguramiento de la Calidad: Políticas públicas y gestión universitaria” se presentan las siguientes definiciones:

· “Calidad como perfección o cero error, aunque tiene mayor aplicación en la industria. 

· Calidad como relación valor-costo, que hace referencia al retorno de la inversión y se refiere a un concepto basado en la idea de la eficiencia económica en un marco de efectividad. 

· Calidad como transformación. 

· Calidad como consistencia externa (ajuste a las exigencias del medio externo) e interna (la traducción de dichas exigencias en función de las prioridades y principios propios de la institución)” (CINDA, 2009). 

Derivado de lo anterior, en Colombia no existe una definición compartida sobre el concepto de calidad en la educación superior. Un primer esfuerzo por llegar a una noción la realizó el Consejo Nacional de Acreditación (CNA) cuando comenzó su trabajo para definir los lineamientos de acreditación al diseñarse e implementarse el Sistema Nacional de Acreditación a través de la Ley 30 de 1992. Este Consejo define la calidad de la siguiente manera:

“El concepto de calidad aplicado al servicio público de la educación superior hace referencia a la síntesis de características que permiten reconocer un programa académico específico o una institución de determinado tipo y hacer un juicio sobre la distancia relativa entre el modo como en esa institución o en ese programa académico se presta dicho servicio y el óptimo que corresponde a su naturaleza” (CNA, 2006).

Posteriormente, con el surgimiento del registro calificado como una instancia adicional y obligatoria para el ofrecimiento de programas, se expidió el Decreto 2566 de 2003 que fijó quince “requisitos de calidad” para autorizar el funcionamiento de un programa académico ya existente o para crear una nueva oferta. En este decreto, los considerandos no presentan una concepción de calidad. Se infiere entonces que la noción de calidad está asociada al cumplimiento de los quince estándares definidos en esta norma. Esta situación se mantiene con la expedición de la Ley 1188 de 2008 que le dio marco legal al registro calificado y con el Decreto reglamentario 1295 de 2010. 

Finalmente, en el plan sectorial del gobierno de Juan Manuel Santos, se presenta una aproximación al concepto de calidad, al plantearse la pregunta ¿Qué entendemos como una educación de calidad? A lo cual se señala que “…es aquella que forma mejores seres humanos, ciudadanos con valores éticos, respetuosos de lo público, que ejercen los derechos humanos y conviven en paz (…) que genera oportunidades legítimas de progreso y prosperidad para ellos y para el país. Una educación competitiva, pertinente, que contribuye a cerrar brechas de inequidad y en la que participa toda la sociedad” (MEN, 2012). Como se dijo anteriormente, tanto en la literatura general como en la educación superior del país, no existe una definición unívoca y consensuada de calidad. 

Ahora bien, desde un enfoque sistémico (conjunto de actores orientados a un fin específico, para nuestro caso la educación tercia), la calidad de la educación superior implica un proceso sistemático y continuo de mejora sobre todos los elementos que lo integran, lo cual no implica que ésta sea la sumatoria de las partes, pues entre ellos se construyen sinergias, articulaciones y relaciones que generan un valor agregado. Esto explica el hecho que en un mismo país, las universidades de clase mundial coexistan con otras instituciones que no tienen el mismo estándar de calidades o que incluso llegan a ser consideradas deficientes. Sin embargo, el objetivo de un sistema de calidad debe ser que la totalidad de instituciones que lo componen, implementen un plan de mejoramiento que les permita llegar a la excelencia en sus procesos y servicios, para lo cual es necesario diseñar una política que propenda porque las universidades con mayor desarrollo institucional, apoyen y acompañen a las que requieren fortalecerse. 

LOS SISTEMAS DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD (SAC)

El término SAC es una denominación para una diversidad de mecanismos tendientes a controlar, garantizar y promover la calidad de las instituciones de educación superior. La revisión de la literatura muestra que los procesos de aseguramiento de la calidad en varios países tienen elementos comunes como son: la autoevaluación, evaluación externa y finalmente la decisión sobre la calidad del objeto evaluado (programa, institución o sistema).

Por otra parte, puede decirse que entre los propósitos principales de los mecanismos de aseguramiento de la calidad se tiene: la provisión de información sobre algunos de los aspectos más destacados de las instituciones o de los programas de educación superior, la transparencia y rendición de cuentas, la asignación de recursos públicos, entre otros. 

ANTECEDENTES Y PANORAMA ACTUAL DEL ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD EN COLOMBIA

Este segmento contiene una caracterización del marco regulatorio del SAC en la educación superior, sus principales aspectos organizativos, sus actores con sus responsabilidades y roles, los sistemas de información, así como los logros. 

ORGANIZACIÓN DEL SAC DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

El conjunto de acciones orientadas a promover, gestionar y mejorar permanentemente la calidad de las instituciones y programas de educación superior y su impacto en la formación de los estudiantes, constituye el SAC de este tipo de educación. El cual está conformado por tres componentes relacionados entre sí: información, evaluación y fomento, cuya interacción se evidencia en el gráfico:

Gráfico 1. SAC de la educación superior
[image: image5.emf]
Fuente: Ministerio de Educación Nacional 

En esta etapa de desarrollo de la Ley 30 de 1992, con la cual se realizaron importantes aportes frente a la organización del SAC de la educación superior, en la que se configuraron los instrumentos, mecanismos e instancias de evaluación del sistema de educación superior y de información, estableciendo el mejoramiento continuo de la calidad de los programas y de los responsables de desarrollar las estrategias e instrumentos de las IES. Ahora, en este período de desarrollo y evolución de las dinámicas del sistema, se han venido dando cambios desde la organización interna de las IES, en procura de generar una cultura que permee las estructuras y dinámicas que permita el avance significativo de mejora de las acciones emprendidas, siendo esta etapa una oportunidad para proponer acuerdos para lograr mayores avances y en donde cada uno de los integrantes están llamados a efectuar propuestas.

El MEN, por conducto del Viceministerio de Educación Superior desde el año 2003, con la asunción que se dio con el Decreto 2230 del mismo año, ha venido generando unas interacciones entre todos los actores, organismos y fuentes de información con el fin de procurar los mejores resultados de los procesos y trámites de aseguramiento de la calidad de la educación superior. Este ministerio inicialmente identificó esta dinámica a partir de los principales bloques o segmentos de incidencia en la búsqueda del aseguramiento de la calidad y emprendió sus acciones en los siguientes tres componentes relacionados: información, evaluación y fomento. 

En concordancia con esta etapa de evolución del SAC, se enfatiza en ver y comprender la calidad como un proceso dinámico que procura el mejoramiento continuo; en el cual, las dinámicas evaluativas vislumbran las tipologías de IES, la variedad de opciones formativas que pueden darse en los diferentes niveles y modalidades educativas y que conllevan a identificar sus particularidades y entender su propuestas educativas. Lo anterior demanda modelos internos de aseguramiento que con procesos de autoevaluación pasen de cumplir con las condiciones básicas de calidad a la búsqueda de condiciones máximas y que en las etapas de desarrollo partan de la obtención inicial de registros calificados y que al pasar a renovación muestren resultados coherentes y evidentes de logros, y a su vez, busquen la acreditación de programas y luego la de carácter institucional como máxima expresión de calidad y reconocimiento académico.

Todo lo anterior para cumplir con la responsabilidad social del servicio educativo y darle evidencias al Estado de las mejorías en las garantías institucionales, con las que a mayores resultados de excelencia se minimizan riesgos, tal como se puede ver en la gráfica 4.2:

Gráfico 2. Mejoramiento continuo de la calidad en la educación superior
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Fuente: Ministerio de Educación Nacional
RESPONSABILIDADES Y ROLES DE LOS ACTORES DEL SAC DE LE EDUCACIÓN SUPERIOR
El componente de evaluación cuenta con dos niveles: 

· Registro calificado: Es el instrumento del SAC de la Educación Superior mediante el cual el Estado verifica el cumplimiento de las condiciones básicas de calidad para el funcionamiento de programas académicos por parte de las IES. Es de carácter obligatorio y está a cargo de CONACES, y es requisito indispensable para acceder a la acreditación. 

· Acreditación de alta calidad: Es el acto por el cual el Estado adopta y hace público el reconocimiento que los pares académicos hacen de la comprobación que efectúa una institución sobre la calidad, organización, funcionamiento y cumplimiento de la función social de los programas académicos. Este proceso es voluntario según lo establece la Ley 30 de 1992 y está a cargo del CNA. 

El componente de información se desarrolla a través de cinco sistemas:

· SNIES: Este sistema tiene como objetivo consolidar y divulgar información para orientar a la comunidad sobre la calidad, cantidad y características de las instituciones y programas del Sistema. 

· Sistema de Prevención y Análisis de la Deserción en las Instituciones de Educación Superior (SPADIES), este sistema es la herramienta para hacer seguimiento sobre las cifras de deserción de estudiantes de la educación superior.

· Sistema de Información para el Aseguramiento de la Calidad (SACES): Este sistema fue creado para que las IES realicen los trámites asociados al proceso de Registro Calificado y otros de carácter institucional. 

· ECAES (actualmente SABER PRO), facilita la consulta sobre los resultados de los Exámenes de Calidad de la Educación Superior (ECAES) que aplica el ICFES a los estudiantes que finalizan sus programas académicos.

· Observatorio Laboral para la Educación (OLE): El principal objetivo de este Observatorio es brindar información estadística estratégica a los grupos de interés (stakeholders). 

A través del componente de fomento, el MEN desarrolla acciones que promueven el fortalecimiento institucional de los programas e instituciones evaluadas; brinda apoyo a las IES en el desarrollo de sistemas de información y utilización de nuevas tecnologías en sus procesos académicos y de gestión; hace seguimiento y acompaña a las IES en los planes de mejoramiento a los programas que se les haya negado el Registro Calificado; incentiva la formación técnica y tecnológica en el país y ofrece asistencia técnica en procesos de evaluación, entre otras estrategias orientadas al mejoramiento y aseguramiento de la calidad de la educación superior. 

Actores del SAC de la educación superior: 

· MEN. Viceministerio de Educación Superior: Apoya la formulación, reglamentación y adopción de políticas, planes, programas y proyectos, relacionados con la educación superior. 

· CESU: Es un organismo asesor del Ministerio de Educación en asuntos relacionados con la educación superior y encargado, entre otras funciones, de definir las políticas sobre acreditación.

· CNA: Es un organismo asesor de la política de calidad y ejecutor de los procesos de acreditación de alta calidad de programas e instituciones de educación superior. 

· CONACES: Es el organismo encargado de apoyar al MEN en la evaluación y emisión de recomendaciones sobre trámites institucionales y/o registro calificado de los programas académicos. La Comisión fue creada mediante el Decreto 2230 de 2003. 

Entre las entidades del sector que proveen insumos al SAC y articulan sus acciones se encuentran: 

· Colciencias: Promueve y orienta políticas que fortalezcan la investigación en ciencia y tecnología como instrumentos para el desarrollo del país. 

· ICETEX: Promueve el ingreso y la permanencia en la educación superior, a través del crédito educativo para financiar las matrículas y el sostenimiento de los estudiantes, en especial de aquellos que carecen de recursos económicos.

· ICFES: Evalúa el sistema educativo colombiano, a través de pruebas a estudiantes antes de su ingreso a la educación superior y al finalizar el programa académico denominados ECAES, hoy Saber-Pro. Estos exámenes son pruebas académicas de carácter público reguladas por los Decretos 3963 y 4216 de 2009. 

Entre los actores directos del SAC se destacan las IES con sus programas académicos y los pares académicos que desarrollan in situ, el proceso de evaluación tanto para registro calificado como para acreditación de alta calidad (CNA, 2012: 16 - 19). 

El ejercicio del CNA ha llevado a acumular experiencia y ganar reconocimiento, trascendiendo incluso las fronteras nacionales, reflejado ello en logros y resultados que hacen parte del balance del CNA en sus 20 años de historia. El crecimiento del Sistema Nacional de Acreditación refleja la responsabilidad asumida por la comunidad académica frente a los objetivos de calidad, a la vez que plantean nuevos retos y exigencias. 

Tabla 2. Programas con registro calificado por nivel de formación*

	Nivel de Formación
	Número de Programas

	Técnica Profesional
	747

	Tecnológica
	1.581

	Universitaria
	3.479

	Especialización
	2.834

	Maestría
	995

	Doctorado
	144

	Total
	9.780


Fuente: Fuente: Ministerio de Educación Nacional. Diciembre 2013
* No se Incluyen todos los programas de la Universidad Nacional, incluye programas del SENA con registro calificado.

Se observa en la tabla anterior que el mayor número de programas de educación superior  con registro calificado lo constituyen los de carácter universitario con 3.417 de un total de 9.733.

Tabla 3. Programas con registro calificado por área

	Área
	Número de Programas

	Agronomía
	233

	Artes
	472

	Educación
	782

	Salud
	918

	Sociales y Humanas
	1.746

	Economía
	2.909

	Ingeniería
	2.407

	Matemáticas
	313

	Total
	9.780


Fuente: MEN - SACES. Diciembre 2013
En la tabla se observa que el mayor volumen de programas por área del conocimiento lo ocupan los de Ciencias Económicas y Administrativas, seguido por los de las Ingenierías y Ciencias Sociales y Humanas, lo que significa que en Colombia la demanda por el servicio de educación superior se focaliza a aquellos campos del conocimiento donde la ciencia encuentra aplicaciones técnicas e ingenieriles, más no con la generación del conocimiento científico, el cual se relaciona más con las disciplinas analíticas y experimentales.

Tabla 4. Acreditación de programas académicos por áreas del Conocimiento

	Área del Conocimiento
	Número de Programas

	Agronomía, Veterinaria y afines
	23

	Bellas Artes
	37

	Ciencias de la Educación
	75

	Ciencias de la Salud
	96

	Economía, Administración, Contaduría y afines
	122

	Ingeniería, Arquitectura, Urbanismo
	260

	Matemáticas y Ciencias Naturales
	45

	Ciencias Sociales y Humanas
	148

	Total
	806


Fuente: Consejo Nacional de Acreditación. Diciembre 2013
En cuanto a la acreditación de programas por área de conocimiento, hasta el año 2013, se concentra en tres de las ocho áreas: Ingeniería, Arquitectura, Urbanismo y Afines; Economía, Administración, Contaduría y Afines y Ciencias Sociales y Humanas. 

Los resultados de acreditación de programas e institucional, así como de programas de registro calificado muestra un escenario muy heterogéneo, en cuanto a la oferta de calidad del sistema, e incluso en algunos casos al interior de las mismas IES.

ACREDITACIÓN INSTITUCIONAL

Actualmente se tiene 28 instituciones acreditadas, de las cuales 11 son de carácter público entre las cuales se encuentran 2 IES en proceso de reacreditación y 17 de carácter privado, tal y como se muestra en la siguiente tabla.

Tabla 5. Instituciones acreditadas

	Públicas
	Privadas

	Universidad de Antioquia
	Universidad de los Andes
	Escuela de Ingeniería de Antioquia

	Universidad Tecnológica de Pereira
	Universidad EAFIT
	Universidad ICESI

	Universidad de Caldas
	Universidad Externado de Colombia
	Universidad Tecnológica de Bolivar

	Escuela Naval de Suboficiales ARC Barranquilla
	Fundación Universidad del Norte
	Universidad Santo Tomás

	Universidad Nacional de Colombia
	Pontificia Universidad Javeriana (Bogotá y Cali)
	Universidad Autónoma de Occidente

	Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia
	Universidad Nuestra Señora del Rosario
	Fundación Tecnológica Antonio de Arévalo

	Escuela de Suboficiales de la Fuerza Aérea Colombiana Andrés M. Diaz
	Universidad de la Sabana
	Universidad Autónoma de Bucaramanga - UNAB

	Dirección Nacional de Escuelas
	Universidad Pontificia Bolivariana
	 

	Universidad del Cauca
	Universidad de la Salle
	 

	 
	Universidad de Medellín
	 

	
	
	

	IES en proceso de Reacreditación Institucional
	
	

	Universidad Industrial de Santander
	
	

	Universidad del Valle
	
	

	Fuente: CNA Enero del 2014
	
	


Lo anterior evidencia cómo en Colombia a partir de un marco regulatorio donde se abre un significativo espacio al sector privado para que incursione en la educación superior, se ha logrado consolidar un SAC. Es importante resaltar la magnitud del crecimiento tanto en las Instituciones de Educación Superior como en los Programas Académicos, lo que constituye un reto del Sistema para atender con celeridad y eficiencia la demanda para el servicio de educación superior.

PRINCIPALES RETOS IDENTIFICADOS

Los principales logros alcanzados en el país sobre aseguramiento de la calidad explican el creciente reconocimiento del Sistema de Educación Superior colombiano. Con ello no se pretende desconocer la necesidad de mayores esfuerzos de todos los actores del sistema por situaciones como el crecimiento de instituciones y programas, la necesidad de que las condiciones de calidad de las IES colombianas aumenten y entre ellas se nivelen. Estas situaciones sumadas a las tendencias mundiales sucintamente reseñadas en el contexto, implican la emergencia de retos y desafíos para el conjunto de este sistema. 

Muchos fueron los aportes desde los diferentes actores en relación a los retos que debe atender una política de educación superior en materia de aseguramiento de la calidad. Al proponer un número reducido, lo que se busca resaltar son aquellos elementos propuestos con mayor frecuencia; en ningún caso se trata de negar o ignorar la necesidad de acompañar las prioridades que se esbozan en el siguiente capítulo con programas y acciones adicionales. Ninguna iniciativa que pueda mejorar lo que ofrecemos y hacemos por la educación de nuestros jóvenes es prescindible. 

La diversidad de aportes de los diferentes actores supone el reto de organizar y categorizar para así evidenciar los elementos centrales de fortalecimiento del Sistema de Aseguramiento de la Calidad –SAC- de la educación superior. 

Principales retos identificados:

Orientación y organización del Sistema de Aseguramiento de la Calidad (SAC)

· Un Sistema de Educación Superior que ha crecido significativamente y que continuará su crecimiento.

· Un Sistema de Educación Superior cada vez más diverso y complejo en sus instituciones y programas. 

· Un Sistema de Educación Superior que debe contribuir a construir un país más equitativo. 

· Un Sistema de Educación Superior que se Internacionaliza.

· Un Sistema de Educación Superior que debe articularse adecuadamente con el resto del Sistema Educativo y con otros sectores. 

 Funciones del SAC

· Asegurar el acceso a Instituciones y programas de calidad. 

· Hacer del mejoramiento continuo de la calidad compromiso de todos. 

· Consolidar el sistema de Información de la educación superior. 

Recursos del SAC

· Disponer de los recursos necesarios para conseguir los propósitos del SAC en la educación superior.

Autoevaluación del SAC

· Un SAC que debe ser ejemplo de autoevaluación y mejoramiento continuo.

Orientación y organización del SAC - Un SAC que responde al reto de la ampliación del acceso a la educación superior.
Los problemas nodales para la Calidad del sistema

· El incremento en el número de aspirantes que pretenden ingresar a la educación superior presiona de manera considerable el SAC. Colombia experimentó un crecimiento del año 2002 al 2009 del 67% en el número de jóvenes que se graduaron de la educación media secundaria (Grado 11). Si bien la cobertura ha aumentado significativamente y se acerca al 47%, el país tiene la meta de permitir el acceso a más ciudadanos. Para ello se ha generado un mayor crecimiento en el número de IES y programas, tal como se expuso en el capítulo de contexto nacional, evidenciando así la respuesta del sistema educativo a esta creciente demanda. 

· La diversificación de instituciones y programas es uno de los rasgos distintivos de la expansión de la educación superior en el mundo entero y, por supuesto, en Colombia. Nuestro sistema es muestra de diversidad Institucional en su naturaleza (pública o privada), en sus diferentes niveles (técnicos, tecnológicos, instituciones universitarias y universidades), en sus modalidades (presenciales, a distancia y mixtas), en sus orientaciones disciplinares (generalistas y especializadas), seculares y religiosas. Nuevas formas de diversidad institucional y de programas parten de las dinámicas de cooperación entre instituciones locales y pares internacionales. El Sistema de Educación Superior, por esencia, debe acoger y fomentar la diversidad de la oferta educativa, permitiendo que cada IES busque el “nicho” desde el cual construye una mejor sociedad. Reconocer el valor y las condiciones de calidad que deben ser aseguradas y mejoradas para instituciones y programas en un sistema educativo tan diverso es un imperativo para el SAC. 

· La inequidad social continúa siendo uno de los desafíos más grandes para todos los colombianos, pese a los avances en disminución de la pobreza. Según el Banco Mundial, el coeficiente de Gini ubicó al país en el puesto 19 en el mundo y en el número 6 en América Latina (Banco Mundial, 2012). La educación superior es el mecanismo fundamental para el desarrollo y progreso de individuos, colectivos y naciones. Adicionalmente, es una de las herramientas más importantes para la superación de la pobreza y el cierre de las brechas de inequidad social. El acceso de más ciudadanos a la educación superior de calidad es condición necesaria para que la movilidad social y el retorno social que esta genera sean los esperados. Cuando las brechas de calidad entre las IES de un país son menores, los beneficios para quienes acceden al sistema son similares (Alemania y Francia, por ejemplo). Cuando son amplias, los beneficios son mayores para quienes acceden a las instituciones de mayor calidad, usualmente los más privilegiados, situación que perpetúa las condiciones de inequidad social (Estados Unidos). El SAC por tanto debe fomentar la consolidación de un sistema educativo con calidad más homogénea. 

De otra parte, si bien el acceso a la educación superior es un pilar fundamental de la equidad, el acceso requiere acompañarse de acciones que compensen los efectos de las desigualdades en el rendimiento académico y la graduación. Para el sistema y sus instituciones es entonces necesario definir políticas de acción afirmativa que permitan no solo el acceso sino el éxito de los jóvenes que han logrado su ingreso. 

· Un mundo globalizado obliga progresivamente a que los SAC de la educación superior, garanticen a su sociedad que sus IES y sus programas cuenten con condiciones de calidad con referentes internacionales. Esto es cada vez más urgente si se piensa que el mundo experimenta, desde distintos aspectos, una creciente ruptura de fronteras nacionales, que presiona por mayor movilidad, reconocimiento mutuo de títulos, programas, estudiantes, docentes, etc. En estas dinámicas los SAC cobran fuerza como mecanismos sobre los que se soportan los procesos de internacionalización y globalización de la educación superior. 

· El alcance del Sistema de Educación Superior obliga a que éste y los actores que lo integran se articulen entre ellos y con sistemas de otra índole. Sin embargo, divergencias entre la normatividad del Sistema de Educación Superior con la de otros sistemas, dificulta la armonización y articulación necesaria para apoyar adecuadamente el progreso del país. Es importante señalar que la articulación debe darse en distintas dimensiones. Una vertical en donde el Aseguramiento de la Calidad se articula con los procesos homólogos del Sistema General de Educación. Una horizontal que atiende a la articulación con otros sistemas nacionales (Ciencia y tecnología, Trabajo, Ambiente, Salud, Justicia, Cultura, etc.). 

· Garantizar a la sociedad que todas las IES cumplen con las condiciones de calidad para ofrecer programas de educación superior y que todos los programas cumplen con las condiciones de calidad para recibir estudiantes. Esto fomenta la confianza en la sociedad hacia sus IES, programas y, por supuesto, hacia el SAC, construyendo de esa forma un Sistema de Educación Superior que aporta indiscutiblemente al país y que se encuentra respaldado para su desarrollo por toda la sociedad. Así pues, el aseguramiento de la calidad es un pilar para que la sociedad fortalezca su confianza en el Sistema de Educación Superior. 

· Asegurar la calidad de instituciones y programas no es garantía de que estas desarrollen dinámicas para mejorar continuamente y aspiren a la excelencia. La sociedad requiere que todas las instituciones y programas de educación superior se encuentren vinculadas a procesos de mejoramiento continuo de su calidad y no preferentemente aquellas que se someten voluntariamente a la acreditación. En este sentido, los modelos de autoevaluación deben desarrollarse y consolidarse en todas las IES, para alcanzar los objetivos de calidad definidos por el país. 

· El MEN ha realizado en los últimos años un esfuerzo para poner en funcionamiento diversos sistemas de información que apoyen el Sistema de Educación Superior (SNIES, SPADIES, SACES y Observatorio Laboral para la Educación). Estos instrumentos de apoyo necesitan fortalecerse para lograr que entre ellos se establezcan relaciones de complementariedad y puedan trascender la acumulación de datos para ofrecer más análisis e indicadores útiles a la comunidad y actores del Sistema de Educación Superior. En especial, deben ser una herramienta fundamental para las IES en sus procesos de planeación y calidad. 

Los sistemas de información de la educación superior deben ser generalizados para el uso de todos los agentes del Sistema y por su pertinencia y análisis, impactar en la gestión estratégica, de calidad y operativa de las IES y demás entidades que integran y apoyan el Sistema de Educación Superior. 

· Es consenso de la mesa resaltar que la calidad de un sistema educativo y sus instituciones está directamente ligada a los recursos de que ella disponga para factores tan determinantes en materia de calidad como el Talento Humano, la infraestructura, tecnologías, mecanismos de apoyo estudiantil, etc. Estos aspectos se entienden abordados en el trabajo de otras mesas y espacios de diálogo. Para efectos de este documento nos centramos en los recursos relativos al SAC, el cual requiere recursos para desempeñar con calidad, eficiencia y eficacia su labor. Además, debe soportar el desarrollo de los agentes del Sistema de Educación Superior, en los que tiene que ver con autoevaluación, evaluación externa, Registro Calificado, Vigilancia y Control, Acreditación de programas e IES. En este sentido, es importante que el SAC cuente con recursos adecuados y permanentes para lograr su desarrollo, como lo requiere el país. 

De la misma forma, la Gestión de la Calidad para el Sistema de Educación Superior requiere de talento humano con formación específica en aseguramiento de la calidad, educación superior, sistemas de información, etc. Es indispensable contar con los recursos necesarios para disponer de este talento humano especializado que fortalezca y consolide el SAC de la Educación Superior en Colombia. 

· La evaluación de resultados de avances y logros de la educación superior es un mecanismo fundamental para fijar objetivos al sistema y seguir su desarrollo. También para comparar el desempeño del nuestro sistema con el de otras naciones. Es por ello que deben fortalecerse estos mecanismos. De igual forma, el SAC de la educación superior debe constituirse en ejemplo de calidad y mejoramiento continuo. Este Sistema debe garantizar que la calidad de las IES y programas sea la mejor y más adecuada para el país. Para eso, requiere como sistema, adoptar un modelo de autoevaluación y acogerse a criterios externos e internacionales de evaluación que le permitan mejorar continuamente y asegurar su propia calidad. 

5.3. INVESTIGACIÓN, CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN SOCIAL
Finalizando la primera década del siglo XXI, puede decirse que Colombia ha avanzado en materia del fortalecimiento de la política pública en ciencia, tecnología e innovación, en la búsqueda de estrategias e instrumentos para diversificar las fuentes de financiación para darle cada vez más forma al Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI) y en instrumentos e institucionalidad para la regionalización en el que jugará papel definitivo la forma que tome el Sistema General de Regalías (SGR). Sin embargo, es incipiente el trabajo sobre la innovación social y el modo 3 de producción de conocimiento. El trecho por recorrer aún es muy largo y la consolidación del rol de todos los actores dentro del SNCTI y la consiguiente mejora de los resultados e indicadores de todo el sistema, pero en particular del sector de la educación superior, así como el crecimiento de la inversión en investigación, desarrollo humano y crecimiento económico, desde políticas anti-cíclicas demanda una acción más transparente, más decidida, más focalizada y más eficaz, para hacer que el marco de política pública cuente con las condiciones adecuadas para su efectiva implementación. 

La formulación de la Política Marco de Investigación, Ciencia, Tecnología e Innovación Social creación artística y cultural en el sector de la educación superior 2034, tiene como punto de partida, lograr que el consenso alrededor de la concepción del conocimiento como derecho y como bien público, se exprese ampliamente y en toda su potencialidad, haciendo que los lineamientos de política pública tengan significado y sentido, en términos del reconocimiento del país de regiones que somos, en pos de la construcción de una nación soberana, libre, moderna, democrática, en paz, más justa y equitativa.

De allí que los conceptos de Región y Territorio, tengan centralidad en esta propuesta, que aboga por una mayoría de edad de las instituciones de educación superior del orden nacional y territorial (departamental, municipal, distrital), en términos de su responsabilidad ante los problemas no solo de competitividad y crecimiento económico como hasta ahora se ha venido abordando, sino con la innovación social y con base en la necesidad apremiante del cambio de paradigma del desarrollo y crecimiento económico, para que un país con tan profundos problemas sociales, violencia y criminalidad pueda aprender a convivir (UNESCO, 2012) en los nuevos territorios de paz, en esta nación en la que habitamos, que soñamos desplegando en todo su esplendor sus múltiples capacidades, creatividad y emprendimiento como características distintivas de la inmensa mayoría de colombianos y colombianas, para posicionarnos en el concierto internacional no como lo que hemos sido, sino como lo que podemos ser, en un marco donde los principios éticos y el comportamiento moral como actores educativos que somos, no son negociables, bajo ningún pretexto o situación.

Por lo tanto los nuevos pilares de este cambio paradigmático “tienen que convertirse en valores que sean integrados en todos los niveles de la educación: justicia social, derechos humanos, solidaridad e igualdad de género. Tenemos que protegernos los unos a los otros y juntos proteger el medio ambiente, estos son los valores que tiene que guiar el cambio” (Motshekga, 2012).

DEFINICION DEL TEMA
La educación superior fundamenta su misión formativa y su compromiso con la sociedad en tanto genera, transmite, crea y recrea conocimiento en los distintos campos del saber y desde las distintas perspectivas epistemológicas y metodológicas, tanto para sustentar su oferta académica como para responder a los requerimientos de análisis y solución de los problemas que debe abordar.
Las funciones tradicionales que se consideran propias de la educación superior: formación; investigación y extensión/proyección social, se constituyen en referente para que toda institución defina prioridades, sin excluir ninguna de las tres, y en ellas caracterice su propuesta educativa, en los diferentes niveles de formación: técnica, tecnológica, profesional, de investigación. En el concepto mundialmente aceptado, la Universidad como institución de educación superior, organiza la formación, predominantemente, a partir y como resultado de los procesos de indagación e investigación, y por lo tanto en función prioritaria de la exploración, construcción y difusión del conocimiento.

En un continuo en el cual se pusieran como límites: formación-producción-transformación innovación y difusión de conocimiento, se podrían ubicar las diferentes instituciones de educación superior del país, independiente del nombre con el cual hayan sido fundadas o establecidas. Podrían además incluirse algunas instituciones educativas que han sido promovidas desde establecimientos y organizaciones orientadas hacia la prestación de servicios y de producción de bienes, las que a su vez desarrollan investigación y conforman sistemas de difusión y transferencia de conocimientos, especialmente en relación con sus “stakeholders”, utilizando para ello el paradigma propio de las instituciones académicas de alto nivel. (Algunas de ellas se denominan institutos, o centros).
Así, el análisis de la ciencia, de la tecnología y de la innovación, desde la perspectiva de la educación superior, no puede excluir de sus consideraciones que la formación como función transversal en todos los niveles, requiere indispensablemente sustentar el conocimiento en los procesos de investigación que son propios de las diferentes disciplinas y campos profesionales, se trata de analizar la necesidad de combinar y equilibrar las pautas de producción de conocimiento científico con lo que se ha denominado “investigación formativa”.

Pero es preciso establecer diferencias entre el avance del conocimiento mediante la realización de investigaciones con procedimientos científicos -hacer investigación-, y la formación profesional para entender el proceso, para comprender el conocimiento y sus fuentes: investigación formativa. En esta perspectiva, si bien por su misión, no todas las instituciones de educación superior tienen la obligación de generar nuevos conocimiento y por tanto realizar investigación, todas las instituciones de educación superior tienen la obligación de formar a sus estudiantes en las prácticas, caminos y sistemas de la investigación científica, con el objeto de permitir que tanto los técnicos, como los tecnólogos y los profesionales sean capaces de comprender su campo de conocimiento y aplicación y  cómo agregar valor en el ejercicio de su propia tarea profesional.

Ahora bien, como decisión autónoma hacer mayor o menor énfasis en generar conocimiento a partir de procesos de investigación y en formar para la investigación, debe expresarse en  todo proyecto educativo institucional y en los proyectos educativos curriculares. Esto marca el tipo de institución, define su perfil y capacidades, implica diferentes costos, estructuras organizacionales, sistemas de financiación y promoción, según la especificidad, ubicación, recursos y posibilidades de cada una de las instituciones.
EL CONOCIMIENTO COMO BIEN PÚBLICO
El  desarrollo  científico  y  tecnológico  sin  precedentes  de  las  últimas  décadas,  ha  transformado posiblemente más la sociedad de lo que los gobiernos han transformado la universidad y ésta a sí misma.  Asistimos  a  una  comodificación  del  conocimiento  que  exige  innovar  las  tradicionales estructuras de las instituciones de educación superior, para que dirijan sus esfuerzos hacia una mayor participación en la vida pública, en los problemas nacionales, en los escenarios de toma de decisiones tanto nacionales como internacionales. (Vidal, 2008)

Las instituciones y asociaciones del sector superior de la educación en el camino de afianzarse como proyectos de conocimiento en sí, lejos de verlo como una commodity, ratifican su postura de asumir el conocimiento como un bien público, en tanto se reconoce la obligación ética de poner el conocimiento libremente a disposición de todos los que lo busquen.

La comprensión del carácter de bien público pasa por la resignificación del concepto de lo público:

“Lo Público es lo común a todos y a todo. Es lo que regula y preserva la supervivencia, bajo los principios rectores de igualdad de oportunidades, y de justicia con equidad, generando convivencia”

Hoyos propone “repensar lo público ya no desde el Estado sino desde la sociedad civil”. Es decir, lo público como condición necesaria para la organización de la sociedad civil: “Se trata ahora de intensificar el  sentido de lo público como proceso de construcción de nación  y  de  ejercicio  de  la  política  deliberativa  y  de  la  democracia  participativa,  como servicio público,  como bien público,  como presencia pública,  pero también como término referido a las instituciones financiadas prioritariamente con recursos públicos. Por ello la hipótesis  que  ha  orientado  estas  consideraciones  es  que  la  Educación  Superior  debería cambiar  su eje de relación prioritaria con el  Estado,  por una relación prioritaria con la sociedad civil, de suerte que ésta, fortalecida por la educación, redefina sus relaciones en general con el Estado”

Lo público es el medio que le da sentido al bien común. El ambiente de lo público lo constituye el pluralismo, el reconocimiento del otro, y, repensar lo público en sentido amplio, desde la sociedad civil, es un giro interesante del concepto, que expande la academia hacia los intereses más amplios de la sociedad. De  esta  nueva  interacción,  entonces,  se  replantean  los  compromisos  de  la  educación superior con la sociedad.

En este sentido, las instituciones del sector superior deberán comprometerse más con la formación de sujetos que trasciendan del plano académico al plano social. Es decir, sujetos que tienen la capacidad de utilizar el conocimiento producido por la investigación y la formación para comprender su realidad y transformarla, dándole valor a la investigación en correspondencia con propósitos de responsabilidad social, pertinencia, impacto y desarrollo, lo que obliga a pensar cuál es la investigación que se necesita, sobre  qué campo,  con qué tipo de resultados y cómo esos  resultados serán  utilizados  tanto en la docencia como en el aporte a contextos sociales particulares. 
Y como razonablemente  lo  plantea  la  Mesa Ampliada  Nacional  Estudiantil  (MANE, 2013):  “Los resultados  de  la  investigación  serán  entendidos  como  un  bien  común  de  la sociedad y (sic) la comunidad educativa”.

El  carácter  de  bien  público  del  conocimiento,  entendido  también  como  dimensión  pública  de  la excelencia, la autonomía y la responsabilidad social, no está en duda y en este documento se reafirma esta vocación histórica con pleno sentido ético. Entonces el principal desafío en materia de investigación es tejer las políticas de apoyo a la Educación Superior en el nuevo el entramado de relaciones y coordinaciones que exige el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación, ampliando su significado y sentido a la innovación social, y a la producción artística y cultural.

INVESTIGACIÓN, CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN SOCIAL 
Cuando se habla de investigación se hace alusión al proceso de investigación y desarrollo experimental (I+D) definido como el trabajo creativo llevado a cabo de forma sistemática para incrementar el volumen de los conocimientos humanos, culturales y sociales y el uso de esos conocimientos para derivar nuevas aplicaciones en todos los campos de la ciencia y la tecnología, e involucra la investigación básica, aplicada y el desarrollo experimental”. Implica así mismo, los conceptos sobre Actividades Científicas, Tecnológicas y de Innovación (ACTI), 
 Investigación y Desarrollo (I+D)
, enseñanza y formación
, los servicios científicos y tecnológicos
 y transferencia de tecnología
.

La innovación por su parte se define como la implementación de un producto (bien o servicio), proceso, método de mercadeo, o método organizacional nuevo o significativamente mejorado, en las prácticas de los negocios, la organización del trabajo o las relaciones externas (OCDE, 2005, Manual de Oslo). Estas actividades pueden ser (i) relativas a las innovaciones en productos y procesos; (ii) innovaciones en mercadotecnia y organización. 
Por otra parte, es cada vez más claro el papel de las ciencias humanas y la creación artística y cultural en el proceso de construcción de sociedad. La Declaración de la CRES (2008) señala que los estudios humanísticos, sociales y artísticos son “tan importantes como la generación y socialización del conocimiento en las áreas de ciencias exactas, naturales y tecnologías de producción” (CRES-2008, Literal E, numeral 7, citado por SECAB, 2013). 

De este modo la innovación no debe ser concebida solo para mejorar los negocios y la competitividad. El Informe de Desarrollo Humano para América Latina (2013-2014) dejar ver el lado crítico de la región al hacer énfasis en su informe “Seguridad Ciudadana con Rostro Humano: Diagnóstico y propuestas para América Latina”, en los problemas de la delincuencia y la violencia recrudecida en la región, realidad que para Colombia es más crítica por la debilidad del estado y su incapacidad en los últimos cincuenta años para hacerle frente a la enorme crisis social y política del país. Le ha llegado la hora al Ministerio de Educación Nacional (MEN), a las IES, a los investigadores y científicos sociales para diseñar estrategias para coordinar rápidamente con la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema (ANSPE) y el Centro de Innovación Social (CIS)
 la agenda para que Colombia en los próximos 20 años tenga un rostro social diferente, a partir de una política pública que exhorta al Gobierno y a las instituciones de educación de todos los niveles a retomar al ser humano, sus valores

De acuerdo con Mulgan (2007, citado por Godin, 2012)
, en las teorías sociales recientes, la innovación social tiene dos características. En primer lugar, es un correctivo a los discursos dominantes o hegemónicas en innovación tecnológica: “No hay escasez de buenos escritos sobre la innovación en los negocios y la tecnología  […] Sin embargo, hay una escasez notable de análisis serio sobre cómo se lleva a cabo la innovación social y la forma en que se puede apoyar. Esto refleja la falta de atención prestada a la innovación social. Grandes cantidades de dinero son dedicadas a la innovación para satisfacer las demandas de los consumidores, tanto reales como imaginarias y el país no cuenta con una estrategia seria para la innovación social comparable a las estrategias para la innovación en los negocios y la tecnología... La tecnología ha revolucionado la economía, ahora es el turno de la innovación social”. 

La innovación social ya está en la agenda del gobierno a través de ANSPE  y del CIS. Las diferentes agencias del estado involucradas con la producción científica, la cultura, el desarrollo humano y la reducción de la pobreza, las IES, los investigadores y estudiantes, los sectores productivo y social, tendrán que unir esfuerzos para medirla y monitorearla, con el fin de potenciar sus efectos, frente a las múltiples problemáticas que como país tenemos.

DIAGNÓSTICO Y PROBLEMAS NODALES

De acuerdo con los aportes y analizados en estos últimos dos años y el trabajo de la mesa temática coordinada por ASCUN (20013), en el desarrollo científico y tecnológico del país, se evidencian grandes brechas y limitaciones, que a grandes trazas, pueden resumirse así:

1. Colombia ocupa posiciones secundarias en los indicadores relacionados con CTeI, lo que se suma a las conocidas y bajas cifras de patentes, doctores, publicaciones en revistas indexadas; en buena parte, la escasa inversión reflejada en un total del 0,19% del PIB muestra que el desarrollo científico no es prioridad real para el país, lo que hace que el panorama colombiano es muy limitado para responder a los retos de un desarrollo sostenible y equilibrado, basado en el conocimiento. Se refleja claramente tal limitación, si la medición se hace con base en indicadores como las publicaciones científicas en las principales revistas arbitradas que son ampliamente reconocidas por la comunidad científica, o cuando se analiza el total de investigadores por 100.000 habitantes, el número de PhD que trabajan en el país y los productos finales que son resultados de investigación, como las patentes solicitadas o reconocidas en Colombia.

2. Esta situación de debilidad en resultados y visibilidad afecta a la educación superior, y a su vez esta, como sector que requiere capacidades para generar conocimiento y para formar capital humano preparado para la investigación, se ve debilitado ante la ausencia de las condiciones necesarias para desarrollar sus funciones sustantivas. Corresponde a la educación superior consolidar su relación con el conocimiento desde varias perspectivas fundamentales; la de su conservación, su difusión, su aplicación y la generación del mismo a través de la investigación, orientada ésta a la búsqueda de aportar soluciones a problemas sociales, que en general en países en proceso de desarrollo como Colombia, están referidos a la pobreza, el hambre, la inequidad, la enfermedad, el sufrimiento humano y en construcción de bienestar para las generaciones por venir.

3. Es prioritario establecer orientaciones y generar normatividad en cuanto hace a la integración de las regiones y las IES, en el desarrollo conjunto de las propuestas técnicas, de los mecanismos de operación y desarrollo de las mismas. Los problemas ya en el manejo de los proyectos, en particular los asociados con los recursos de regalías, exigen con urgencia clarificar el papel y funciones generales de los comprometidos en la gestión y desarrollo de estos recursos. La educación superior no ha sentido en las regalías una fuente de apoyo para fortalecer los desarrollos investigativos.

4. Si bien la mayor capacidad para la investigación y el desarrollo tecnológico en Colombia se encuentra en sus universidades e instituciones de educación superior, también se evidencia concentración de éstos en las tres principales capitales del país y con un gran vacío en buena parte del territorio nacional, encontrándose en Bogotá el mayor número de los grupos clasificados: 1.671; en Antioquia 526 y en el Valle del Cauca 363. En el extremo, Guajira con 13, Cesar con 27 o Chocó con 24. Estas brechas que generan a su vez inequidad, requieren de un pronto análisis y generación de respuestas orientadas a disminuirlas.
5. Las cifras de formación doctoral a 2013 muestran debilidad, dado que solamente el 7% de profesores tiene este nivel avanzado de formación. Estas circunstancias del escaso número de docentes con alto nivel de formación, podrían afectar de manera negativa la capacidad para fortalecer los grupos de investigación, así como la conformación de semilleros y la identificación de jóvenes investigadores.

6. No hay diferenciación en las exigencias de investigación según la tipología de las IES. Por lo que se hace necesario precisar los alcances y compromisos de la investigación para fundamentar los distintos niveles en los cuales se ha definido la oferta educativa y para establecer la caracterización y alcance de las instituciones, dando sentido a la tipología que hoy es difusa.

7. La falta de coherencia y coordinación entre los actores del SNCTI, constituyen un obstáculo a la optimización de las nuevas posibilidades y a una adecuada utilización de las políticas en espera de su desarrollo e implementación. Este problema está vinculado con el proceso de legitimación de la ciencia y la tecnología como prioridades sociales y económicas para el desarrollo de los países y sus economías. Esta legitimación es posible toda vez que la Educación Superior asuma el papel de esta transferencia como un factor de intervención local, regional y mundial, buscando reducir las brechas que promueven todo tipo de desigualdad en el país. 
8. Ente los principales problemas asociados a la transferencia e intercambio de conocimiento en el país está la debilidad de las relaciones de la educación superior con la empresa y con el sector productivo y social. Parte de ello radica en la falta de diálogo y en las dinámicas endógenas que muchas Instituciones de Educación Superior desarrollan frente al tema de la innovación. La normatividad al interior de las IES, o mejor la ausencia de la misma en temáticas relacionadas con las implicaciones de la conservación y difusión del conocimiento, son factores que imposibilitan unas relaciones fluidas con el sector productivo. De la adecuada gestión de las IES en cuanto hace a la gestión del conocimiento en las instituciones académicas, dependerá el camino y el resultado que tenga el proceso de transferencia tecnológica. En el aspecto propiamente de la propiedad del conocimiento se ha logrado avances de manera general, considerando que inclusive, se han ofertado programas de actualización para profesionales y eventos de difusión en la temática de parte de Colciencias.

9. En la misma dirección, otro problema identificado consiste en la función de extensión desarrollada por las instituciones de educación superior, que no ha respondido a la difusión del conocimiento, a la intervención del entorno y a la transformación social; labores en las que debe participar la educación superior en unión con los demás actores del SNCTI con el propósito de elevar la calidad de vida de las comunidades.

10. La escasa cooperación entre Instituciones de educación superior en Colombia y la ausencia de institucionalización de mecanismos de asociación y de uniones estratégicas, impide un ejercicio coordinado de aprovechamiento de recursos financieros dedicados a la CTI, así como la visión restrictiva que se orienta a señalar a Colciencias o a las entidades del sector público como principal fuente de financiación de las actividades. De una parte, dado que los mecanismos de convocatoria no favorecen la integración y asociatividad sino en ocasiones y de otra, porque la difusión de la existencia de recursos se hace de manera dirigida a entidades o personas, careciendo de difusión masiva para todos los interesados.

11. La falta de planeación consistente para la inversión por parte de las IES para ACTI no privilegia el establecimiento de áreas estratégicas para la destinación de recursos, lo que resulta en la adquisición de equipos que son subutilizados o presupuestos subestimados por la no valoración de intangibles.

12. La casi inexistente infraestructura para CTI desde los actores del Sistema de Educación Superior, deviene en actividades de corto plazo que no logran el impacto o la creación de una capacidad instalada como se esperaría en esta materia. Se hace necesario generar procesos de planeación con vista a desarrollos para mediano y largo plazo.

13. Por otra parte, se hace necesario considerar que la disposición actual generalizada de aprobación de recursos financieros por medio de rubros para actividades restrictivas tales como proyectos, sin considerar en el presupuesto las actividades pre proyecto y las pos proyecto o de impacto.
5.4. REGIONALIZACIÓN Y PERTINENCIA
LA REGIONALIZACION

Fortalecer la capacidad institucional de las entidades territoriales y actores regionales con el fin de promover políticas de cobertura, permanencia, calidad y pertinencia de la Educación Superior, es el objetivo fundamental de la estrategia de regionalización de la Educación Superior en el último cuatrienio. Abordar políticas públicas con un enfoque territorial como la estrategia de regionalización de la Educación Superior, implica su definición precisa teniendo en cuenta tres aspectos.

Primero, es importante tener en cuenta que el concepto de regionalización está relacionado con el de descentralización, el cual se define como “un proceso mediante el cual se aumenta el poder y la autonomía de decisión y de control de recursos, las responsabilidades y las competencias de las colectividades locales en detrimento de los órganos el Estado central” (Mattos en Moreno, 1994).

El desarrollo de procesos descentralizadores presenta la posibilidad de configurar un Estado que visualice su territorio, como el escenario en el cual tanto las comunidades rurales como urbanas tienen la posibilidad de decidir y orientar su propio desarrollo (Castro, 1998). La descentralización debe promover principios que permitan respetar las decisiones locales a partir de un Estado moderno que es capaz de reorientar su estructura administrativa, política y fiscal. En este sentido se estructuran tres principios orientadores que deben acompañar a todo proceso descentralizador, los cuales fundamentan también la regionalización. Estos son principios son:

a) La descentralización debe darse sobre una voluntad política explícita alrededor de la cual se da un gran consenso social y cultural.

b) La descentralización del Estado supone un reordenamiento político y administrativo que modifica las estructuras territoriales, la distribución de competencias y recursos y mecanismos de representación y participación.

c) La descentralización supone optar por la diversidad y no por el uniformismo. En este sentido es un requisito indispensable para su modernización y democratización.

Segundo, el concepto de regionalización se fundamenta en una definición amplia de la región, la cual no sólo se relaciona con criterios geográficos y espaciales, sino también con las dinámicas sociales, culturales, políticas y geográficas que permiten a los grupos sentirse identificados o pertenecientes a un territorio en particular. 

Al ser entendidas como el conjunto de unidades político-administrativas, para indicar espacios con una historia y una cultura común que los grupos humanos identifican como suyo, las regiones hacen parte de políticas de regionalización, asociadas a planes de descentralización administrativa y de planificación regional, con el fin de abordar las disparidades del desarrollo regional, de concentración territorial de las actividades y de la población y de integración económica territorial (Massiris, 2000).

En este sentido, es importante considerar que en Colombia la Constitución Política del 91 fortalece los municipios y mantiene la división departamental, así como establece los distritos y territorios indígenas como nuevos entes territoriales y se establecen como entes administrativos las áreas metropolitanas, las provincias, los corregimientos y las comunas. (Massiris, 2010)

A través de sus artículos 286, 306 y 307 se expresa la necesidad de definir regiones en aras de promover la planificación del desarrollo. En  este escenario adquiere importancia la figura de  provincia o región como entidades de la organización político-administrativa del país. En tanto que el proceso de fragmentación departamental y municipal, cede su lugar al reagrupamiento de municipios en provincias, teniendo en cuenta sus paridades históricas, culturales o económicas.

De igual manera, se reglamenta la competencia de los departamentos a través del artículo 298, los cuales  tienen autonomía para la administración de los asuntos seccionales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su territorio en los términos establecidos por la Constitución.

Por su parte, las asambleas departamentales a través de las ordenanzas pueden expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios. Así mismo adoptar de acuerdo con la ley los planes y programas de desarrollo económico y social y los de obras públicas, con la determinación de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su cumplimiento, según lo expresado en el artículo 300.

El artículo 311, se establecen los municipios como entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado, correspondiéndoles la prestación de los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes.

Tercero, la regionalización vista a través del enfoque del desarrollo regional se centra en la búsqueda de una redistribución espacial del crecimiento económico con el propósito de elevar los niveles de vida y reducir los desequilibrios y esto solo se puede lograr a través de la modernización e integración de las regiones apartadas y periféricas. (Uribe. 1998)

Esto pasa por una descentralización de la política económica y ampliar la participación de las regiones en el manejo de los recursos, con el fin de construir una agenda o un pacto territorial. Restrepo (2004).

De esta manera, teniendo en cuenta lo anterior es posible definir la regionalización de la Educación Superior como un proceso que permite generar condiciones de acceso y permanencia  y graduación de la Educación Superior, a través de mecanismos de concertación y planificación entre las instituciones del orden nacional,  entidades territoriales, Instituciones de Educación Superior y demás actores regionales, teniendo en cuenta las condiciones sociales, económicas, políticas, culturales y geográficas,  que permitan promover el desarrollo equilibrado de las regiones.

En este proceso, como lo muestra el gráfico siguiente, intervienen una serie de actores clave que, a través de mecanismos de planeación y concertación realizan y ejecutan acciones estratégicas,  que permiten a los jóvenes de las regiones acceder a la Educación Superior con un objetivo claro de contribuir al desarrollo regional.

Gráfico 3. La Regionalización como proceso
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Fuente: Elaboración propia
De acuerdo a las cifras del DANE (CENSO, 2005), las tasas de pobreza e indigencia de Colombia, varían significativamente según la ubicación de la población (rural/urbana). En las zonas rurales del país, la pobreza asciende al 69,8% y la población en condiciones de indigencia se acerca al 29%. La situación varía para las zonas urbanas, en donde el 47% de la población son pobres y el 13,3% se encuentra en condiciones de indigencia.  

Éste fenómeno afecta considerablemente el acceso a Educación Superior. En Colombia actualmente el 72% de los municipios cuentan con oferta de educación superior. Lo anterior significa que el 28%, es decir 305 municipios del territorio nacional, no cuentan con oportunidades en términos de acceso a Educación Superior, lo cual representa un  reto importante para el país.  Así, resulta fundamental el diseño de una estrategia que logre una mayor cobertura con calidad y que responda a las necesidades de formación de todas las regiones.

De acuerdo con el Índice de Progreso Educativo –IPES– 2012 del Ministerio de Educación Nacional, estructurado a partir de los indicadores de acceso, de logro y de calidad de  la  Educación Superior en Colombia, se evidencia asimetrías en los resultados de las ciudades capitales vs. los departamentos. Del total de departamentos evaluados, el 78% presenta un desempeño menor respecto a su ciudad capital. En este sentido, se puede inferir que existe un mayor avance en Educación Superior, dada la infraestructura de las Instituciones de Educación Superior, la concentración de la población, la demanda de mano de obra, la innovación y productividad en la mayoría de las  regiones capitales de Colombia.   

En lo referente a los resultados del IPES a nivel departamental vs. Resultado Nación se identifica que de los 24 departamentos objeto del estudio, 7 se encuentran por encima del resultado del Índice Nacional, que se sitúa en el 27,9%. 

Particularmente en relación al indicador de acceso del IPES, el total de las ciudades capitales evaluadas tienen mejor desempeño, en comparación con sus respectivos departamentos, lo que indica que los jóvenes entre los 17 y 21 años, tiene una mayor probabilidad de acceder a la Educación Superior en relación con aquellos que residen en municipios distintos a la ciudad capital. 

Al analizar el indicador de Logro, se encuentra que el 59% de las ciudades capitales tienen un resultado superior al de su departamento. Así mismo, al realizar la comparación de los resultados de este indicador a nivel Nación, se refleja que el 46% de los departamentos presentan un menor desempeño del índice logro. Esto revela que los niveles de permanencia y graduación en Educación Superior, cerca de la mitad los departamentos presentan resultados por debajo del índice Nacional. 

El análisis de los resultados del IPES y sus respectivos indicadores,  evidencia la necesidad de formular e implementar políticas públicas de regionalización que reconozca las particularidades regionales, tendientes a superar las barreras de acceso, permanencia y graduación en Educación Superior.

Consideraciones especiales

· La regionalización no solo debe ser una estrategia de acceso, pertinencia y graduación, si no debe ser un elemento constitutivo del sistema de educación superior.
· El proceso de regionalización deberá ser pertinente, equitativo, inclusivo, articulado y diverso; es decir, cuando hace que el sistema de educación superior y de ciencia y tecnología, con la participación de todos los estamentos de la comunidad, actúe armónicamente para reconocer su realidad, validar las necesidades, identificar las áreas de desarrollo y los programas formativos, actores y recursos propios en educación, para elevar su calidad de vida.

· Se debe definir una estructuración del sistema de educación superior y de sus subsistemas en términos territoriales, y deberá concertarse a sí mismas en términos de una sub-regionalización. Para ello, resulta fundamental partir de los avances de los Comités Departamentales de Educación, que desde el Ministerio de Educación Nacional, se han venido promoviendo, así como los Pactos de Educación Superior, que obedecen a los compromisos consensuados por los territorios, en cuanto a Educación Superior.

LA PERTINENCIA

La educación pertinente es aquella que forma ciudadanos capaces de aprovechar el conocimiento para transformar positivamente su realidad, mejorar su entorno y, en consecuencia, elevar la calidad de vida.  Desde una perspectiva política, la noción de pertinencia se refiere al papel desempeñado por la educación superior como sistema, y por cada una de sus instituciones y organizaciones con respecto a la sociedad, igualmente lo que el entramado social espera (tasa de retorno) del sistema de educación superior. En este sentido, la pertinencia en la educación superior debe estar en función de:

· Su cometido y su puesto en la sociedad.

· Sus labores en la enseñanza, investigación y servicios conexos.

· Sus nexos con el mundo del trabajo en sentido amplio, con el Estado y la financiación pública. 

· Sus interacciones con otros niveles y formas de educación.

LA PERSPECTIVA DE MERCADO

La educación superior se articula al entorno socioeconómico por medio de tres componentes: Universidad, Empresa y Gobierno. El modelo de Gibbons plantea que el destino actual de las instituciones de educación superior es convertirse en empresas del conocimiento sujetas a leyes y mecanismos muy semejantes a las que regulan el mercado de los bienes y servicios. Desde esta perspectiva la educación superior ha de servir a la sociedad para fortalecer la economía y mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos.  Bajo esta racionalidad la pertinencia significa que la red de instituciones de educación superior tendrá un papel más explícito y dinámico en el desarrollo económico, tanto a nivel nacional o regional. Si las estas instituciones no asumen este nuevo rol, el mercado y su racionalidad económica las marginará, porque surgirán otros actores organizacionales e institucionales productores de conocimiento para atender la demanda que se necesita.
PERTINENCIA EN LOS PROGRAMAS

El desarrollo de programas para incluir tanto competencias generales como específicas, es otro aspecto importante para la calidad académica y la pertinencia a nivel institucional. De acuerdo con el proyecto AHELO (Assessment of Higher Education Learning Outcomes) de la OCDE, en el que participa Colombia, “la educación no es únicamente la adquisición de conocimientos”. Este proyecto postula cuatro grupos de competencias principales que sientan la base de un sistema de aprendizaje de excelencia: (i) competencias en disciplinas específicas, (ii) competencias genéricas, (iii) aprendizaje en contexto, y (iv) cadena de valor agregado. Las competencias en disciplinas específicas se refieren evidentemente al campo de conocimiento seleccionado por el estudiante. El aprendizaje en contexto incluye los entornos culturales, físicos y de comportamiento, mientras que la cadena de valor agregado se centra en “lo que un estudiante tiene al comenzar el programa y lo que se lleva con él o ella al terminar, un claro indicador de la calidad de la educación, la disponibilidad de recursos y la capacidad de aprendizaje de los estudiantes”.

También se demanda cada vez más la medición de los logros educativos, no sólo en referencia al número de años de educación o de títulos obtenidos, sino también en relación a lo que un individuo sabe o puede hacer y comparar las competencias individuales frente a los conocimientos y habilidades que requieren la economía y la sociedad en su conjunto. En Colombia, el equipo constató la existencia de un gran número de programas e iniciativas a nivel nacional e institucional para incorporar el enfoque basado en las competencias en las actividades de educación y aprendizaje a nivel global. En concreto, el programa Nacional de Desarrollo tiene como objetivo aumentar el porcentaje de programas de TyT que se basan en las competencias entre un 25% y 80%.

A pesar de estos esfuerzos, al equipo le llamó la atención varios hechos. En primer lugar, la tendencia a medir la adquisición de habilidades por semestres de duración en lugar de hacerlo por competencias, en segundo lugar, el escaso dominio de un segundo idioma entre el personal académico, y por último, el costo extra de los cursos de idiomas en la mayor parte de las universidades públicas, siendo éste un aspecto tan necesario para la competencia de un estudiante moderno. Por el contrario, las universidades privadas, muchas de las cuales estaban acreditadas, demostraron una clara orientación a las necesidades de los estudiantes, fuertes vínculos con el sector empresarial y un enfoque internacional en sus planes de estudio. Los estudiantes con los que se reunió el equipo parecían tener una gran motivación y ganas de experimentar un aprendizaje más activo y comprometido. En general, hubo muchas opiniones positivas sobre la calidad de los egresados universitarios, tanto por parte del personal de Centros de Investigación, que les proporcionan nuevas oportunidades de investigación, como por parte de los empresarios.

ARTICULACIÓN DEL SISTEMA: PUENTES Y MOVILIDAD

Durante el trabajo de campo del año 2011, el Banco Mundial concluyó que los responsables de la política educativa de Colombia eran conscientes de la importancia de ofrecer oportunidades de movilidad en todo el sistema, tanto para contribuir a la equidad, como para elevar el nivel educativo de la población y aumentar el capital humano disponible. El MEN desarrolló una serie de políticas para promover un sistema de aprendizaje flexible para que los alumnos puedan transferir créditos entre instituciones de todos los niveles.

En colaboración con los IT e ITP, el SENA, diversas empresas y otros interesados han desarrollado estrategias para mejorar la articulación entre la educación media (grados 10 y 11) con la educación superior. La articulación entre la educación media y superior tienen como objetivo promover el acceso para fortalecer las competencias básicas fundamentales de los estudiantes, aumentar la participación y mejorar la pertinencia de los programas académicos, mientras se facilita la transferencia entre el mundo laboral y los sistemas de educación y formación.

En uno de los institutos tecnológicos, se informó de que un reconocido sistema de transferencia de créditos permite a los estudiantes continuar avanzando en el sistema educativo sin tener que volver a empezar de nuevo. Sin embargo, también se señaló que esta progresión a menudo sólo se aplica a los egresados de una institución específica dentro de la misma región. No es habitual que los créditos sean reconocidos en diferentes regiones y en diferentes instituciones. Cuando se planteó en este instituto tecnológico si era posible comparar sus resultados con los de otras instituciones utilizando el sistema de evaluación SABER PRO, la respuesta fue que SABER PRO no era adecuado para instituciones tecnológicas. Se mencionó, por ejemplo, que SABER PRO no podía evaluar el programa de agricultura porque examinaba únicamente los resultados genéricos del programa y no los técnicos. Mientras tanto, en la práctica y como se señalaba anteriormente, parece que hay muchos institutos que no miden las competencias ni cuentan con créditos transferibles de institutos de Técnicos y Tecnológicos (TyT) a universidades públicas o instituciones universitarias.

EL MERCADO LABORAL COLOMBIANO

Si bien la educación puede ser considerada como un fin en sí mismo, uno de los objetivos principales de la educación superior es formar población activa de acuerdo con las necesidades de la economía moderna. En esta sección se analizan las tendencias recientes en la oferta y demanda laboral de trabajadores con títulos de educación superior en Colombia.

Un estudio reciente del Banco Mundial (Gasparini et al., 2011) en 16 países latinoamericanos muestra que la década de 2000-2010 supuso un cambio con respecto al aumento de la demanda de trabajadores con estudios superiores experimentado durante la década de los 90. En promedio, la brecha salarial entre trabajadores cualificados (definidos, en este capítulo, como egresados de educación superior) y no cualificados (sin estudios superiores) creció en la década de los 90 y disminuyó en la década de 2000- 2010. En el caso de Colombia, Gasparini señaló un aumento sustancial de la prima salarial de la mano de obra calificada durante la década de los 90 a pesar del aumento de la oferta relativa de trabajadores calificados, lo que sugiere que se produjo un fuerte incremento de la demanda de trabajadores con estudios superiores y que, aunque durante la última década la prima salarial de la mano de obra calificada disminuyó en cierta medida, esto no se debió a un cambio en la demanda relativa, sino al continuo aumento de la oferta de personal cualificado.

El análisis de este informe concuerda con el estudio de Gasparini et al. Se concluye que en Colombia la demanda de egresados de educación superior, o trabajadores que han recibido cualquier tipo que formación en educación superior, ha seguido siendo elevada frente a la rápida expansión de la oferta. En Colombia, como en América Latina en general, la prima salarial para la educación superior es especialmente alta. Esto significa que ésta sigue siendo una de las mejores inversiones para los jóvenes, incluso aunque la prima salarial tienda a la moderación y descienda ligeramente como de hecho ha ocurrido en los últimos años.

EL VALOR DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN EL MERCADO LABORAL

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) define como población en edad de trabajar a las personas mayores de 12 años. En 2013, la población en edad de trabajar ascendió a 36.285.119 personas, de las cuales 23.124.000, es decir, el 63.7%, participan activamente en el mercado laboral. Las tasas de actividad económica entre las personas con algún tipo de estudios superiores son las más altas, situándose en torno a un 78% en los últimos años, mientras que esta tasa entre las personas sin ningún tipo de formación superior fue del 60%.

La investigación indica que los retornos de la educación superior son extraordinariamente altos en América Latina y los datos que se presentan a continuación muestran que Colombia no es una excepción, aunque no se miden variables no observables, como el talento o la auto-selección. Como se observa en la Tabla 4.6, en 2012, en promedio, los individuos que obtuvieron recientemente un título de técnico profesional ganaban 1.6 veces más que los trabajadores con un certificado de estudios secundarios; los individuos con título de tecnólogo ganaban 1.7 veces más; los individuos con estudios universitarios ganaban 2.62 veces más y los individuos con estudios de doctorado ganaban más de 8.6 veces más. A pesar de que los ingresos de los individuos egresados recientemente en educación superior han mostrado una ligera tendencia a la baja en los últimos años, los retornos de la educación superior siguen siendo elevados según los estándares internacionales. 

Como promedio, las personas con estudios superiores de entre 25 y 64 en los países miembros de la OCDE pueden llegar a ganar sólo un 50% más que los trabajadores con estudios secundarios. Colombia también presenta un alto retorno con respecto a los estándares latinoamericanos: en Brasil, como promedio, los trabajadores con título universitario de grado pueden llegar a ganar alrededor de un 150% más que sus homólogos con estudios secundarios (OCDE, 2011).

La educación de los trabajadores potenciales ha mejorado progresivamente en el período 2003-2012, como muestra la tabla 6. Todo el crecimiento se produjo en las categorías de educación media y superior: el número de trabajadores potenciales se redujo marginalmente en las categorías de educación básica secundaria e inferiores. La cifra de población económicamente activa con algún tipo de formación superior creció un 51.2%, 1.68 millones de personas, entre 2003 y 2010. Durante este período, 1.05 millones de personas más, cuyo máximo nivel de estudios era la educación media, se sumaron a la población económicamente activa, representando sólo un aumento del 23%. Por lo tanto, los datos de 2003- 2010 muestran una creciente oferta relativa y absoluta de los trabajadores con al menos algún tipo de formación superior, lo que no resulta sorprendente dado el aumento de las tasas de cobertura bruta y el número de egresados de educación superior. Es posible que estas tendencias al alza continúen en un futuro próximo dado que las tasas de matrícula en educación superior siguen aumentando.

Tabla 6. Ingresos según nivel de formación
	Máximo nivel de estudios alcanzado
	Promedio de ingresos en 2012 de graduados en 2011
	Porcentaje sobre los ingresos con certificado de estudios secundarios

	Certificado de estudios secundarios₁
	324
	100%

	Certificado de técnico laboral
	457
	141%

	Título de técnico profesional
	515
	159%

	Título de tecnólogo
	549
	170%

	Título de Universitario
	824
	254%

	Especialización
	1.400
	432%

	Maestría
	1.879
	580%

	Doctorado
	2.810
	868%

	Nota (1): Tasa cambio USD del 17 de enero de 2014: COP 1.947/USD.
Los datos del OLE incluyen los egresados del SENA. Las cifras de los ingresos del OLE representan el  Ingreso Base de Cotización, es decir, los ingresos correspondientes a las cotizaciones a la seguridad social. No se incluyen los ingresos de los trabajadores sin cotización a la seguridad social.
Fuente: Estimaciones del MEN según el Observatorio Laboral para la Educación. Los datos de los ingresos relativos a los estudios de secundaria son estimaciones del DNP-DDS-SESS basadas en la DANE-GEIH (Gran Encuesta Integrada de Hogares del DANE) de julio a septiembre de 2012 y representan a todos los trabajadores cuyo máximo nivel de estudios alcanzado es el certificado de estudios secundarios.


Tabla 7. Nivel de educación de los individuos con empleo o en búsqueda de empleo, 2010-2013

[image: image8.emf]Máximo nivel de 

estudios

2010 2011 2012 2013 Total general

Variación 

porcentual

615,522.11         601,864.84         510,105.76         599,555.33         2,327,048.04       

2.1% 2.0% 1.6% 1.9% 1.9%

6,332,123.10      5,965,406.52      6,018,267.01      5,990,536.08      24,306,332.71     

21.2% 19.6% 19.4% 19.0% 19.8%

4,713,348.42      4,354,260.64      4,532,093.49      4,510,462.26      18,110,164.81     

15.8% 14.3% 14.6% 14.3% 14.7%

9,400,040.37      9,919,195.56      9,841,607.78      9,577,833.65      38,738,677.36     

31.5% 32.6% 31.7% 30.3% 31.5%

8,774,825.00      9,578,910.44      10,104,017.96   10,912,408.69   39,370,162.08     

29.4% 31.5% 32.6% 34.5% 32.0%

29,835,859.00   30,419,638.00   31,006,092.00   31,590,796.00   122,852,385.00  

100% 100% 100% 100% 100%

Educación Media 2%

Educación 

Superior o 

24%

Total general 6%

Ninguno -3%

Básica Primaria / 

Preescorlar

-5%

Básica Secundaria -4%


Fuente: DANE-GEIH. Cálculos Ministerio de Educación Nacional.

Nota: Los datos corresponden a Junio de cada año. Solo se tiene en cuenta las personas con mayoría de edad.

Los datos referentes al número de personas que buscan su primer trabajo son útiles pues es posible que este grupo corresponda a la mayor parte de los recién egresados, lo que puede dar mayor claridad sobre lo que sucederá en un futuro próximo.

Por otra parte la distribución de la educación en busca de su premier empleo, si la comparamos con la distribución de la educación de todos los trabajadores potenciales mayores de edad de la Tabla 7, veremos que en 2013 el 34.5% de la población objetivo económicamente activa tenía estudios superiores, mientras que la cifra de personas que buscaban empleo por primera vez era del 55.2%. Y, mientras que en 2013 el 30.3% de la población objetivo económicamente activa tenía estudios de educación media, la cifra de personas que buscaban empleo por primera vez era del 37.6%. La educación superior mostró el mayor crecimiento de todos los niveles educativos entre 2010 y 2013, tanto entre la población económicamente activa, como entre las personas que buscaban su primer empleo. Estos datos sugieren que la oferta de potenciales trabajadores con estudios superiores seguirá aumentando en los próximos años. Ver la Tabla 8.

Tabla 8. Distribución de la educación de individuos en busca de su primer empleo 2010-2013 (%)
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2010 2011 2012 2013 Total general

Ninguno 0.4% 0.4% 0.0% 0.0% 0.2%

Básica Primaria/ 

Preescolar

5.9% 5.5% 3.0% 2.8% 4.4%

Básica Secundaria 7.2% 7.7% 8.4% 4.4% 7.0%

Educación Media 40.1% 41.3% 37.6% 37.6% 39.3%

Educación Superior 

46.4% 45.1% 51.0% 55.2% 49.0%

Total general 100.0% 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%


Fuente: DANE-GEIH. Cálculos Ministerio de Educación Nacional.

Nota: Los datos corresponden a Junio de cada año. Solo se tiene en cuenta las personas con mayoría de edad.

¿Seguirá existiendo suficiente demanda laboral para absorber la creciente oferta de trabajadores altamente calificados?

La Tabla 9 muestra la distribución de la educación en la población mayor de edad con empleo de Colombia. En 2013 los trabajadores con estudios de educación superior suponían el 34.6% de la población con empleo, un porcentaje mínimamente inferior al 34.5% correspondiente a los trabajadores potenciales. Esta pequeñísima diferencia podría deberse a la llegada reciente de nuevos egresados de educación superior que han tenido menos tiempo para encontrar trabajo. Por el contrario, el 29.8% de la población objetivo activa contaba con al menos educación básica secundaria, frente al 30.3% del grupo de trabajadores potenciales, demostrando que, en términos relativos, los individuos con algún tipo de educación superior tenían más probabilidades de conseguir un empleo que las personas con estudios de educación media. Esto último sucedía incluso con un sustancial aumento de la oferta relativa y absoluta de trabajadores con estudios superiores: es evidente que el mercado laboral está absorbiendo cada vez más un número razonable de trabajadores altamente calificados.

Tabla 9. Distribución de la educación en la población ocupada 2010-2013
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243 245 197 226 911.00             

2.1% 2.0% 1.7% 1.9% 1.9%

2423 2408 2314 2272 9,417.00         

21.3% 19.8% 19.7% 19.3% 20.0%

1782 1760 1729 1700 6,971.00         

15.7% 14.5% 14.7% 14.4% 14.8%

3557 3879 3685 3512 14,633.00       

31.3% 32.0% 31.4% 29.8% 31.1%

3371 3846 3814 4077 15,108.00       

29.6% 31.7% 32.5% 34.6% 32.1%

11,376.00     12,138.00     11,739.00     11,787.00     47,040.00       

100% 100% 100% 100% 100%

Educación Media -1%

Educación 

Superior

21%

Total general 4%

Ninguno -7%

Básica Primaria / 

Preescorlar

-6%

Básica Secundaria -5%


Fuente: DANE-GEIH. Cálculos Ministerio de Educación Nacional

Nota: Los datos corresponden a Junio de cada año. Solo se tiene en cuenta las personas con mayoría de edad.

El número de trabajadores con estudios de educación superior creció un 21% entre 2010 y 2013, una cifra menor que el 24% correspondiente al aumento de la población activa con estudios de educación superior (Tabla 7), pero mucho mayor que cualquier otro grupo. Esta fue la única categoría en la que la tasa de empleo creció a pesar del aumento del número de trabajadores potenciales. En lo que respecta a los individuos con estudios de educación media, se reporta una leve caída en su tasa de empleo cayendo un 1% entre 2010 y 2013, mientras que la población económicamente activa con estudios secundarios aumentó en un 2%.

Como muestra la Tabla 10, el grupo de individuos mayores de edad que está buscando trabajo con algún tipo de estudios superiores se ha mantenido por debajo de la cifra de individuos con estudios de educación media durante el período estudiado. 

Tabla 10. Individuos buscando trabajo por nivel de educación 2010-2013
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Ninguno 1.2% 1.5% 1.2% 1.6% 0.37pp

Básica Primaria/ 

Preescolar

20.3% 16.8% 15.5% 14.4% (-)0.29pp 

Básica Secundaria 17.4% 12.1% 13.2% 12.2% (-)0.30pp 

Educación Media 34.4% 40.5% 36.3% 38.0% 0.10pp

Educación Superior 

26.7% 29.1% 33.8% 33.9% 0.27pp

Total general 100% 100% 100% 100%


Fuente: DANE-GEIH. Cálculos Ministerio de Educación Nacional
La fuerte demanda de trabajadores altamente calificados se ve corroborada por la evolución de series temporales pasadas. Estos datos muestran que, aunque la proporción de población activa sin estudios de educación superior se ha reducido durante los últimos 15 años (del 80% en 1996 al 67% en 2010), esta reducción ha sido más dramática para los trabajadores del sector formal (del 70% al 47%) (López, 2011). López también confirma que el 87% de los nuevos puestos de empleo formal en el año 2010 se adjudicaron a personas con algún tipo de estudios superiores.

Los datos del mercado laboral expuestos anteriormente muestran que existe demanda en el mercado laboral colombiano para la creciente proporción de trabajadores con estudios superiores. Con la reciente firma de un acuerdo de libre comercio con Estados Unidos, y los futuros tratados de libre comercio con Turquía y Corea del Sur, esta demanda podría seguir aumentando. Pero incluso en caso de que la demanda no superase a la oferta, la prima salarial de los trabajadores con estudios superiores debería permanecer en niveles elevados: en la actualidad, incluso los trabajadores con títulos de TyT pueden llegar a ganar más del doble que sus homólogos con estudios secundarios.

LOS PROBLEMAS NODALES DE REGIONALIZACIÓN Y PERTINENCIA

· El sistema subregional, como corresponde a las dinámicas globales, genera un espacio de iniciativa de política pública para la transnacionalización de la educación superior. Hoy compiten y se articulan a los mercados, más que los países, los territorios, las grandes regiones metropolitanas y las subregiones. En esa dinámica, buena parte de la responsabilidad por la internacionalización de la educación y de la trazabilidad de iniciativas en esta materia corresponderá a una gestión territorial cooperativa y sinérgica en las diferentes áreas geográficas del país.

· Es notorio el divorcio entre la academia y la empresa. Salvo casos – individuales -  de éxito entre empresa y universidad, la generalidad es un divorcio, el cual tiene como efecto, entre otros, los siguientes: Programas y competencias que no satisfacen las necesidades de las empresas, que las empresas busquen el conocimiento en el exterior, y profesionales que no se insertan en el mercado laboral  o trabajan en campos diferentes a sus estudios. 

· En el concierto latinoamericano, Colombia tiene un bajo nivel de disponibilidad local de servicios de investigación especializada y capacitación de alta calidad. En efecto, ocupa el puesto 69, mientras que Chile ocupa el 33 y Brasil 36. (Índice de Competitividad Global 2013 – 12 del Foro Económico Mundial. 

· No existe un análisis real de la capacidad demandada por el mercado laboral de profesionales según diversos niveles de cualificación.

· La oferta de la educación superior no responde a las necesidades de la economía local y regional. El número de programas activos demuestra que sólo una cuarta parte de los programas de educación superior están vinculados a la agricultura y las ciencias veterinarias o temas similares. En el 2012 sólo el 1.6% de los graduados han estudiado programas relativos a matemática y ciencias naturales. Por el contrario, un elevado número de graduados corresponde a programas de economía y administración (32.5% de los graduados).

· En la generalidad de los casos, la educación de las instituciones técnicas profesionales y tecnológicas se percibe de baja calidad y de limitadas posibilidades de ascenso profesional en una empresa. 

· El sistema de educación superior requiere mantener y profundizar una diferenciación basada en su focalización misional. Por ello, se pretende un sistema desarrollado a partir de los niveles de oferta educativa que permita brindar opciones formativas al estudiante, que desarrolle y genere distintos niveles de conocimiento y de rutas formativas.
· Fortalecer de manera decidida las capacidades institucionales y definir las interrelaciones no solo internas del sistema de educación superior, sino con el sistema de educación básica y media y de la educación para el trabajo y con el Sistema de Ciencia Tecnología e Innovación, como primer núcleo de relaciones. 
5.5. COMUNIDAD UNIVERSITARIA Y SU BIENESTAR
APROXIMACION AL CONCEPTO

Por efectos de la costumbre nacional, y por considerar que es la mejor forma de ejemplificar la dimensión que abarca a todos los miembros de las instituciones de educación superior que participan en la construcción y vivencia de los proyectos educativos y la dirección de las IES, el CESU reúne el concepto de “Comunidad Universitaria” para expresar o abarcar fielmente a los profesores - investigadores, estudiantes, egresados y funcionarios de naturaleza administrativa (independientemente de la denominación o forma de vinculación), como actores protagónicos del presente y futuro de las instituciones.

En segunda instancia, podría considerarse a poblaciones también muy importantes, tales como pensionados, exfuncionarios, proveedores, padres de familia los vecinos de las instituciones, asociaciones, colegios, federaciones y, en general, el contexto social.

Se recoge el concepto de “comunidad universitaria” no por una tipología específica, pues aquí entrarían las comunidades de todas las IES (sean éstas universidades o no), sino por la acepción y génesis del concepto de Universidad como organización colegiada, de naturaleza participada y representativa, en donde todas las acciones giran en torno del conocimiento, el estudiante, el profesor y la verdad, entre otros aspectos, y en donde en el proceso de acercamiento, análisis y discusión en torno de los paradigmas del conocimiento, los aportes de todos los miembros contribuyen a favorecer el compromiso con las creencias de la ciencia, los objetivos misionales y las responsabilidades sociales de las IES.

De esta forma, no es intención del CESU ahondar una reflexión epistemológica respecto a los alcances e integrantes de las comunidades universitarias, académicas y educativas.

Debe ser un objetivo del sistema de educación superior apropiar, garantizar y vivir las condiciones favorables que permitan que se desarrollen procesos transparentes, equitativos, ágiles y meritorios, entre otros aspectos, para la vinculación, enganche, contratación o matriculación de la comunidad universitaria a los respectivos proyectos educativos institucionales, soportados en procedimientos y normas que fomenten los derechos fundamentales, cumplan la legislación al respecto y se fomente la construcción de proyectos de vida personales y laborales en ambientes de real bien-estar.

CON RESPECTO A LOS ACADEMICOS (sean profesores con dedicación específica a la docencia, o académicos que adicionalmente realizan actividades de extensión y apoyo, o los que se especializan o realizan de forma combinada investigación con docencia), el sistema debe buscar que la vinculación de estos se dé en la cantidad, calidad, dedicación y contratación adecuadas. Todo esto conlleva la cualificación mayor de los docentes, su profesionalización y la extensión de los sistemas o regímenes de carrera profesional meritocrática, con concursos abiertos para su nombramiento, evaluaciones periódicas y pagos correspondientes a sus niveles de contribución y al grado de complejidad de las tareas. Por supuesto que esto no ocurre igual en el sector público que en el privado. En el segundo, sin embargo, se observa una tendencia a incorporar progresivamente en los estatutos profesorales o en los regímenes en las distintas IES privadas muchos de estos principios y metodologías de enganche, promoción y evaluación en la carrera profesoral.

El sistema presencia enormes asimetrías en las formas de contratación, remuneración, ascenso, escalafón, cargas académicas y niveles de formación de los académicos, que, por ejemplo, se traduce en contratos de término indefinido a vinculaciones de unas pocas semanas, o salarios que no se compadecen con la estructura social de un país que quiera hacer el conocimiento y la educación una apuesta para su crecimiento. 

Auncuando el marco jurídico de la autonomía deja a las IES la potestad para definir estos procesos, académicos sin estabilidad en su vinculación, salarios que fácilmente son superados por personas en actividades operativas o con menores niveles de formación, excesivo número de horas de clase y en diferentes materias, y precarias condiciones que favorezcan su productividad (salas de profesores, dotación de bibliotecas, acceso a equipos de cómputo, redes y libros virtuales) y en algunos casos el trato al estilo de jornalero (hora dictada, hora pagada y ningún compromiso de lado y lado), contrarían el espíritu de la educación como una posibilidad para mejorar vidas.

EL PERSONAL DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA, independientemente de la forma de vinculación, denominación de la misma y alcance de los privilegios, representa un ejemplo vivo de la manera como el servicio a la academia debe darse desde cualquier plaza laboral en las IES. La contratación de estos a través de terceros puede favorecer procesos administrativos de gestión, mas poco contribuyen a consolidar una comunidad universitaria. 

LOS ESTUDIANTES SON LA SANGRE DE LA EDUCACION SUPERIOR. La academia cobra vida por la interacción del docente con el estudiante, del conocimiento con el estudiante y de la institución con la problemática, aportes, expectativas y sugerencias de los estudiantes.

Al igual que con los otros miembros de la comunidad universitaria, las IES deben garantizar las acciones de equidad, promoción, bienestar, fomento, acompañamiento y respeto pleno a las acciones de los estudiantes, a la luz del marco normativo debidamente acordado.

El CESU destaca los importantes aportes y reflexiones que contribuyeron a hacer a los colombianos, los diversos movimientos estudiantiles. Como es propio del debate académico, las diferencias son la llama que alumbra la confrontación de ideas para enriquecer conceptos y buscar consensos. Fueron significativos los elementos de reflexión y discusión que las expresiones estudiantiles dieron al país, que se analizaron en el CESU y muchos de los cuales se recogen a lo largo de este documento.

Alineados ideológicamente unas veces, y otras con diferencias, la existencia de agrupaciones como la Mesa Ampliada Nacional Estudiantil - MANE, la Asociación Colombiana de Estudiantes Universitarios ACEU, la Federación de Estudiantes Universitarios FEU, la Organización Colombiana de Estudiantes Universitarios OCE, la Federación Universitaria Nacional FUN, y las múltiples organizaciones locales, regionales y al interior de cada IES, así como las organizaciones de indígenas, afros y pequeñas comunidades con muy diversas realidades, hasta los grandes grupos de estudiantes que se consideran independientes o no comparten expresiones diversas de los movimientos, señalan la existencia de un importante y heterogéneo espacio de reflexión y pensamiento propositivo, contestatario e ideológico, pero siempre interesado en una mejor educación superior para Colombia.

Adicionalmente a estas organizaciones que tienen presencia nacional existen numerosos consejos estudiantiles en las diferentes instituciones educativas públicas y privadas, además un abigarrado universo de auto-organizaciones, muchas de ellas inscritas en las vicerrectorías de bienestar o ante las rectorías de universidades e IES colombianas que agrupan estudiantes y activistas en campos tan disímiles como los derechos humanos, los temas ambientales, diversos temas académicos y científicos. En este caso muchas de ellas articuladas a grupos de investigación o que ejercen actividades de proyección social y de la denominada responsabilidad social universitaria, desde la base. 

Así como los estudiantes agrupados en la MANE hicieron un ejercicio académico y político de análisis de una propuesta de Ley Alternativa de Educación Superior (analizada técnicamente y de forma muy detenida por el Consejo), mención especial debe hacerse a la Federación Nacional de Representantes Estudiantiles FENARES, que libremente participó, aportó, aprobó en unos casos y se apartó en otros de algunos postulados del conjunto de los consejeros, a través de su representación formal a nombre de todo el estudiantado del país.

Gracias a FENARES y su documento “Construyendo educación desde las regiones”, los consejeros que analizaron los aspectos de financiamiento, regionalización, pertinencia  bienestar, entre otros, hallaron valiosos elementos incorporados en esta propuesta.

Una de las experiencias que dejó el gran Diálogo Nacional por la Educación Superior es que debe revisarse el alcance, las responsabilidades y los derechos de la representatividad estudiantil tanto al interior de las IES como en el conjunto del sistema. Y esto debe ir acompañado de mecanismos de rendición de cuentas, detalle de las propuestas a defender, espacios de comunicación pública y seguimiento de los acuerdos definidos. 

Algunos de los retos en los que, como sistema de educación superior, Colombia debe avanzar con respecto a la organización de su movimiento estudiantil, deben dirigirse a apoyar la organización estructurada de los mismos, su representatividad y legitimidad entre el estudiantado, los espacios de análisis de propuestas y la corresponsabilidad de estos en sus actuaciones al interior de consejos directivos y superiores, como en las vocerías públicas a nombre del movimiento.

Una caracterización similar en cuanto a los procesos de participación y representatividad se da en el ámbito docente del país, aunque en menor escala. Los aportes de la Asociación Sindical de Profesores Universitarios ASPU y la Federación Nacional de Profesores Universitarios FENALPROU, en el orden nacional, han sido importantes para analizar el contexto político y laboral de la docencia universitaria, especialmente desde la óptica del sector público. Para el dinamismo y representatividad del sistema se hace vital promover la extensión de la agremiación a la mayoría de docentes del sistema.

Igualmente, existen en unas pocas IES sindicatos de profesores y trabajadores que, desde la base, potencian actividades de reivindicación de derechos (por ejemplo casos de sindicatos en universidades como la Nacional y la de Antioquia, por citar algunas públicas, y en la Inca y la Santiago de Cali, por citar algunas privadas).

A la par de los estudiantes, LOS EGRESADOS SON LA IES FUERA DE ÉSTA, y si bien la vinculación formal finaliza con la graduación, el compromiso social de la institución con quienes pasaron por sus aulas se constituye en un lazo afectivo, académico y de prestigio de por vida. Los egresados, o exalumnos, no deben ser vistos como una posibilidad de nuevas matrículas, sino como la aplicación y evaluación del proyecto formativo en el contexto social.

EL RETO DE LA PARTICIPACION Y LA REPRESENTACION

Son muy variadas las propuestas que el CESU recibió al respecto. Desde la restricción de la participación de los estudiantes, profesores y egresados en los máximos órganos de gobierno, hasta la configuración de asambleas universitarias masivas, con participación de todos y modelos de rendición de cuentas públicas, pasando por el análisis de los beneficios y restricciones del modelo actual de distribución de responsables de las decisiones en los consejos directivos y superiores.

En todo caso, bajo las diversas posibilidades, el CESU estima indispensable que existan  mecanismos públicos de convocatoria, presentación de propuestas, elección, rendición de cuentas a los representaos y corresponsabilidad, porque la participación democrática, colectiva y representativa son notas esenciales de los miembros de las comunidades académicas de las instituciones de educación superior.

LAS DIMENSIONES DEL BIENESTAR

Las instituciones de educación superior deben concebirse como un espacio privilegiado para el desarrollo de las más altas calidades humanas, en el que Bienestar Universitario realiza un aporte sustantivo, debido a que le corresponde acompañar a las personas que están implicadas en el proceso formativo individual y social. La educación superior se propone formar mejores seres humanos. Para ello es necesario un nuevo estatus del Bienestar y un perfil especializado de las personas encargadas de aportar directamente a dicho objetivo misional. Esto requiere de un trabajo integrado con los otros estamentos académicos de las instituciones y del Estado, así como de una investigación cualificada y unos recursos suficientes.

Auncuando el Bienestar adquirió mayor importancia con la Ley 30 de 1992, y el CESU posteriormente ha reglamentado algunas políticas al respecto, se reconoce que éste no ha sido debidamente valorado en el sistema, ni funcional, operativa ni misionalmente. La experiencia de los procesos de registro calificado y acreditación de alta calidad han mostrado que un buen número de IES lo han dimensionado como una dependencia ajena al desarrollo formativo y el proyecto educativo institucional.

Así, la responsabilidad va más allá del presupuesto que, por ley 30, se indica que debe ser asignado al Bienestar, pues la experiencia ha mostrado que la alta calidad demanda mayores inversiones, compromisos y acciones de bienestar.

Desde el bienestar se vislumbra  un ámbito universitario libre de tensiones políticas que propicie el sosiego necesario para el encuentro con el conocimiento y la generación de relaciones interpersonales ricas en contenido, que permitan la superación de los conflictos y la transformación de la sociedad en los procesos de superación de la violencia desde una perspectiva de desarrollo humano integral y de cultura ciudadana. 

Tras el marco normativo vigente para el Bienestar Universitario, con la Ley 30 de 1992, los hechos demandan una necesaria oportunidad para repensar el Bienestar de cara a los nuevos contextos y realidades que se afrontan a nivel nacional, y en donde confluyen las diferentes miradas y expectativas de los integrantes de la comunidad: estudiantes, profesores, directivos, egresados, familia, pensionados, funcionarios, y de la sociedad en su conjunto, para plantear nuevas formas de ser, de cultura, de ciudadanía, de habitar el espacio y de interrelación personal. 

Por tradición el Bienestar Universitario se ha enfocado más a los estudiantes, a pesar de que por ley incluye a los profesores y funcionarios. Tal vez por ese enfoque, el Bienestar se contempla todavía como un servicio asistencial para suplir necesidades básicas de los estudiantes relacionadas con la alimentación, el transporte y el empleo del tiempo libre, entre otras, que reducen el papel de formación integral que juega en los procesos académicos y en el desarrollo humano.

La formación con visión ética, con sentido de lo público y capacidad para la convivencia; la formación para hacerse consciente de las propias responsabilidades y derechos; la formación para asumir el cuidado de todos los aspectos de la vida que hacen que el paso por la educación superior sea una experiencia de humanidad, de civismo, de autonomía, de respeto, creatividad, sensibilidad, maduración sexual y maduración de la conciencia. Sin embargo, a nivel institucional aún se dificulta asimilar un Bienestar Universitario como un componente indispensable para la formación, probablemente porque no se entiende la manera como este contribuye a transformar la realidad individual y social.

Como punto esencial se debe anotar que además de los agentes educativos, el espacio, la convivencia, las agrupaciones y todo tipo de relaciones que surgen dentro de las IES, además de la relación docente-estudiante, conforman la vida académica y son formativas. El concepto de Bienestar Universitario incorpora esos aspectos, aun cuando se ha centrado demasiado en una discusión cuantitativa respecto del presupuesto y el número de proyectos y ha tenido dificultades de relacionar sus procesos con variables cualitativas que reflejen los propósitos misionales de las IES. Bajo esa forma de operar no resulta entonces extraño que el Bienestar sea visto como una fuente administrativa de apoyo para ejecutar servicios y no como un actor estratégico, formativo y académico. Adicionalmente, todavía aparece asociado al Estado de Bienestar y se le asigna erróneamente una naturaleza solo asistencial. Se olvida que a través de lo que hace Bienestar de modo extracurricular y complementario, la educación superior cumple una función de escucha dentro y fuera del campus que le permite fortalecer la corresponsabilidad, la construcción de cultura, la formación en valores, en principios y en identidad. 

Tampoco se ha ahondado muy bien la formalización en un sistema de información y de recolección de datos,  como pieza clave  para la consolidación del Bienestar, que permita evaluar resultados y establecer diagnósticos para reconocer la realidad cambiante de la comunidad académica que refleja la realidad y la evolución de la sociedad colombiana; esto con el fin de re-orientar sus procesos y de hacerlos pertinentes y oportunos. 

A luz de lo anterior también resulta confuso el perfil de los funcionarios del Bienestar Universitario. El ideal es que se trate de profesionales con una amplia comprensión del impacto humano que tiene el proceso educativo superior y con competencias para liderar procesos formativos y de participación social que les permita interiorizar en profundidad los lineamientos de esa política. 

Lo anterior debido a que el  Bienestar debe comprender la complejidad humana y la realidad que afrontan los estudiantes, los profesores y administrativos, sus territorios, sus identidades y sus símbolos, y que aquello que hace el Bienestar a través de la formación integral debe hilarse adecuadamente con los problemas y necesidades que llevan las personas a su institución, porque lo que el Bienestar ofrece a la comunidad académica no ha estado siempre en función de las cualidades biográficas, históricas y socio-económicas de las personas, de las familias y de los entornos. 

Es indispensable que al interior de las IES se reconozca el encargo formativo del Bienestar como estamento que resulta distinto de las unidades de talento o gestión humana, reguladas por lo dispuesto en la ley laboral. 

Haciendo acopio de lo anterior el Bienestar actúa como sistema de alertas tempranas y de acompañamiento para prevenir la deserción. Realiza indagaciones y cruce de variables que le permiten establecer y atender factores de riesgo mediante un esfuerzo mutuo con la academia para promover la permanencia estudiantil. Ya por esto el Bienestar debe estar presente en los órganos de decisión, a fin de poner en común problemáticas y soluciones bajo una mirada multidisciplinaria del currículo institucional y el establecimiento de estrategias educativas  de permanencia desde el aula y fuera de ella.
5.6. NUEVAS MODALIDADES EDUCATIVAS
Por su carácter transtemporo-espacial, transfronterizo y global, la modalidad de educación a distancia se define como un conjunto de relaciones pedagógicas entre estudiantes, docentes e institución, basadas o apoyadas en el uso de tecnologías para el desarrollo sistémico de procesos formativos de calidad. Esta modalidad educativa promueve la inclusión y la movilidad social, fundamentada en el aprendizaje autónomo y la autogestión, que utiliza pedagógica y didácticamente diversas metodologías, mediaciones y estrategias, en las que incorpora el uso de medios y tecnologías disponibles y accesibles, para la provisión y certificación del servicio educativo de la formación integral, al que puede acceder el estudiante sin barreras geográficas, de tiempo, edad, género, raza, etnia, credo religioso, condiciones políticas, sociales, culturales, de aprendizaje, o nacionalidad. De ahí que el modelo pedagógico se constituye en un factor estructural y estructurante de cualquier proyecto de educación a distancia.

Al fortalecerse, el concepto de distancia en los ambientes tecnológicos de aprendizaje se amplifica, siendo la distancia un factor de generación pedagógica de innovaciones en el diseño de estrategias didácticas y comunicativas que enriquecen los procesos formativos. El concepto de distancia no es solamente geográfico, sino que es fundamentalmente un concepto epistemológico que permite comprender la racionalidad pedagógica de la modalidad de educación a distancia. La distancia fortalece la multiplicidad y diversidad de espacios y es condición para los aprendizajes abiertos. La distancia des-enclaustra y abre los espacios formativos y conduce al concepto de autonomía como centro de los procesos de aprendizaje y centra la formación en la creación de condiciones para su fomento, desarrollo y consolidación. El concepto de autonomía no es sinónimo de soledad geográfica ni de aislamiento, sino de encuentro social, interacción, cooperación, solidaridad y correlación con los otros en diversidad de espacios: pedagógicos, tecnológicos, físicos y virtuales. La distancia fortalece el concepto de apertura en el aprendizaje y hace realidad la educación permanente para muchos.

Aunque hay condiciones que facilitan estos procesos, como la holoconectividad o conexión libre del tiempo, la ubicuidad por la posibilidad de conectarse desde cualquier lugar, la metadimensionalidad por la interacción comunicacional de diferentes medios, la comunicación sincrónica y asincrónica, el espacio virtual en red y el curso virtual como punto de encuentro comunicacional pedagógica (Arancibia & Pérez, 2002), lo sustantivo de la modalidad de educación a distancia es su profundo carácter pedagógico, que apunta al núcleo de la formación de sujetos autónomos, innovativos, que gestionan el conocimiento ligados a los conceptos de las disciplinas o interdisciplinas que cursan, alrededor de la búsqueda creativa de solución de problemas específicos y la cooperación en los vínculos con los demás.

Se trata de la búsqueda continua de diseño de condiciones y estrategias para la satisfacción de las necesidades del estudiante, colocando a su disposición recursos educativos adecuados que potencien el uso del tiempo, de diversidad de espacios y de estrategias cognitivas y de aprendizaje que aumenten sus posibilidades de formación integral. El reto permanente de la modalidad de educación a distancia, cualesquiera sean las metodologías o combinaciones que se utilicen, consiste en fomentar y afianzar la autonomía del estudiante como base para la gestión de aprendizajes abiertos y contribuir a la regulación de la propia formación.

El uso de las tecnologías de información y comunicación ha posibilitado también la creación de nuevos contextos y ambientes de trabajo, comunicación y aprendizaje basados en plataformas tecnológicas, recursos educativos y herramientas interactivas dentro del denominado planeta Web, caracterizadas por su flexibilidad y fácil acceso. Estas condiciones hacen ver a la educación a distancia como una modalidad educativa, más que una simple metodología (Educación a Distancia no es equivalente a  tecnología o usos tecnológicos). Esto sigue creando la necesidad de reconceptualizar el acto pedagógico desde la propia racionalidad de la modalidad de educación a distancia, dejando de lado la vieja tendencia de derivar sus componentes como una extensión de la modalidad presencial. Para algunos, si la educación a distancia se caracteriza por la separación física entre sus actores y la comunicación mediada por tecnologías, al incorporar las tecnologías de información y comunicación en su diseño y desarrollo, esta característica asumida tradicionalmente como esencial, desaparece, razón por la cual se piensa que hay una convergencia y fusión de la modalidad de educación a distancia con la modalidad de educación presencial. Para otros, el concepto de distancia en la modalidad sigue siendo una condición de existencia, pues lejos de hacer desaparecer la distancia de la modalidad, con el empleo de diversidad de dispositivos y mecanismos de interacción y comunicación asincrónicos y sincrónicos derivados de las tecnologías telemáticas, se ha logrado más bien el fortalecimiento del concepto de distancia.

En los registros del Ministerio de Educación Nacional crece el número de universidades 100% virtuales ya que desde 1997 la Fundación Universitaria Católica del Norte
 (Santa Rosa de Osos, Antioquia) seguía siendo la única en Colombia y desde 2012 funcionan además la Fundación Universitaria Virtual Internacional y la Corporación Universitaria de Asturias, ambas con sede en Bogotá. 

Unido a lo anterior, se registra un creciente proceso de migración hacia la virtualidad, de instituciones y programas de educación superior a distancia clásica, lo cual es probable que incremente la tendencia hacia la modalidad mixta de formación B-learning o blended learning (educación en línea combinada con encuentros presenciales).

Según datos divulgados por la Unión Internacional de Telecomunicaciones de la Organización de Nacionales Unidas, la mitad de la población mundial tendrá acceso directo a banda ancha móvil en el 2015, año en que culmina el plazo fijado para alcanzar los objetivos establecidos por la Cumbre Mundial Sobre la Sociedad de la Información (Ginebra, 2003 y Túnes, 2005) en combinación con los Objetivos de Desarrollo del Milenio.
 

Si se tiene en cuenta que dentro de dos años habrá en el planeta cerca de siete mil millones y medio de personas, se está hablando de más de tres mil setecientos millones de habitantes en los cinco continentes, lo que permite prever que el Mobile Learning (M-learning), tendrá un auge especial. No es difícil pronosticar al respecto, que el alto nivel de interactividad, portabilidad y conectividad que hoy en día aportan a la educación virtual los dispositivos de la tecnología móvil de última generación como los teléfonos celulares inteligentes (Smart Phone) y tabletas, seguirá en aumento.

El sorprendente crecimiento de la oferta y la demanda de la educación en línea en todo el mundo y de manera particular en Colombia, hace que surjan nuevos retos. Uno de ellos consiste en que con el advenimiento de las nuevas tecnologías digitales y su incorporación en el escenario pedagógico, los métodos tradicionales de enseñar y aprender tienden a dinamizarse y transformarse, siendo necesario en consecuencia que los procesos de garantía de la calidad del servicio reflejen la influencia que dichas tecnologías ejercen en el acto educativo.

Es inaplazable entonces que dentro de estos retos, se considere la necesidad de asegurar y demostrar a estudiantes, padres de familia, empleadores, autoridades académicas, diferentes instancias de gobierno y agencias de acreditación educativa, la calidad de los programas en línea y a distancia que se están ofreciendo en las instituciones de educación superior. 

Dado que hasta la fecha en Colombia son solo tres las instituciones de educación superior que han logrado acreditación de alta calidad para programas ofrecidos en la modalidad a distancia y que el número total de estos no supera los 10, es de esperarse que aumente el número de instituciones y programas que soliciten y obtengan la acreditación.

Además de los referentes del Modelo y Lineamientos del Consejo Nacional de Acreditación, CNA tomamos como referencia importante las propuestas de las Mesas de Trabajo que se adelantan en el país, canalizadas mediante la Alianza entre Instituciones de  Educación Superior con Programas a Distancia para la propuesta de una Política Pública de la Modalidad de Educación a Distancia y Virtual en Colombia.

En el plano internacional, es preciso tomar como referencia central el Proceso de Garantía de Calidad para la Educación Superior en Línea que adelantan el Sloan Consortium de los Estados Unidos y el Instituto Latinoamericano y del Caribe de Calidad en la Educación Superior a Distancia, CALED que han decidido aunar esfuerzos en esta labor misional de la que también hacen parte el Consorcio Red de Educación a Distancia, CREAD, la Nova Southeastern University, la Universidad Abierta y a Distancia de México y la Universidad Técnica Particular de Loja, Ecuador.
5.7. INTERNACIONALIZACIÓN
La internacionalización de la Educación Superior es la estrategia de articulación de la política pública y procesos mediante los cuales la educación superior se inserta en los procesos de globalización y la sociedad del conocimiento

La Internacionalización de la educación superior se realiza en las siguientes líneas de acción: 1) fortalecimiento de la armonización, diversificación, flexibilidad de integralidad de las estructuras curriculares; 2) creación de un Sistema articulado de los actores de la internacionalizacion;3) promoción del dominio de lenguas extranjeras, particularmente el inglés y 4) la promoción de Colombia como destino de educación superior de calidad.

La internacionalización de la educación superior puede contribuir con “la mejora de la calidad de la enseñanza, el aprendizaje y la investigación; mayor compromiso con los actores nacionales, regionales y mundiales; mejor preparación de los estudiantes como ciudadanos globales y nacionales; acceso a los estudiantes a programas que no están disponibles o que se encuentran escasos en su país de origen; mayores oportunidades para la mejora del profesorado y, a través de la movilidad, la disminución del riesgo de "endogamia" académica; posibilidad de participar en redes internacionales para llevar a cabo investigaciones sobre cuestiones urgentes en el nivel local y en el extranjero y beneficiarse de la experiencia y de las perspectivas de los investigadores de otras regiones del mundo; oportunidad de situar el desempeño institucional en el contexto de las mejores prácticas internacionales; mejora de la formulación de políticas institucionales, gobernanza, servicios estudiantiles, actividades de apoyo y aseguramiento de la calidad mediante el intercambio de experiencias más allá de las fronteras nacionales” (IAU, 2012).

Al identificar problemas de la internacionalización de la educación superior, se visibilizan con mayor facilidad aquellos relacionados con el cómo (operativos) que los directamente asociados con el porqué y el qué (estructurales o nodales). 

LOS PROBLEMAS NODALES PARA LA INTERNACIONALIZACIÓN DEL SISTEMA
· Desarticulación y trabajo aislado de todos los actores nacionales relacionados con la internacionalización de la educación superior. Esto conduce a deficiencias en la formulación y ejecución de políticas nacionales y regionales de internacionalización de la educación superior, a poca claridad en la conceptualización de la misma y a la ausencia de estándares relacionados con su calidad. 

En el país existen algunas estrategias liderados por entidades del Gobierno nacional que buscan fomentar la internacionalización de la educación superior, pero no se identifica una política nacional de internacionalización que contribuya con los objetivos y logros establecidos en una política general de la educación superior, en articulación con los intereses estratégicos nacionales y con los distintos y necesarios énfasis regionales, con la fundamental participación en su formulación y ejecución de los actores nacionales y regionales relacionados. Estas deficiencias conducen también a falta de consenso y de apropiación alrededor del concepto de Internacionalización de la educación superior por parte de las IES y demás actores, así como de los objetos (de valor) que entran en juego en este proceso. 

· Escaso desarrollo en la armonización, diversificación, flexibilidad e integralidad de las estructuras curriculares. La confusión y falta de claridad en los perfiles o resultados de aprendizaje, acumulación y transferencia de créditos académicos, legibilidad de las titulaciones, dificulta la homologación de estudios y convalidación de títulos, la movilidad nacional e internacional, dobles titulaciones, oferta de programas en otros idiomas, así como la articulación del sector educativo con el mundo del trabajo. La OCDE (2012) indica que en Colombia la internacionalización se limita en gran medida a la movilidad estudiantil, y a pesar de eso se mantiene proporcionalmente reducida con respecto al número total de estudiantes matriculados en las instituciones de educación superior y es extremadamente baja en comparación con los estándares internacionales. También refiere que las instituciones se enfrentan a obstáculos importantes en la puesta en marcha de iniciativas de movilidad: limitaciones financieras, desequilibrados programas de intercambio, bajo nivel en idiomas, normativa académica y de visado. Algunos estudiantes que han estudiado en el extranjero también enfrentan obstáculos, pues tienen dificultades para que les reconozcan debidamente sus créditos académicos cuando vuelven. Finalmente observa que el MEN no genera ni difunde información confiable sobre movilidad internacional de estudiantes y profesores en Colombia. 
· Falencias en la construcción, formulación y ejecución de políticas institucionales con enfoque integral de la internacionalización. Este es un problema relacionado con las instituciones; son pocas las que tienen desarrollada una política de internacionalización que involucre desde su construcción y formulación hasta su ejecución a todos los actores, y que responda al plan y a la estrategia general institucional. Hay escasos desarrollos frente a las propuestas de contar con una mirada integral de la internacionalización. 

La responsabilidad de las IES con el contexto se aborda en forma aislada desde la investigación, docencia, extensión o proyección social; no se aborda desde una política integral institucional, lo cual disminuye los beneficios de la internacionalización. 

· Recursos económicos escasos para ejecutar, promover y fomentar la internacionalización de la educación superior. Aunque el país llegue a contar con políticas públicas muy bien formuladas, con la participación de todos los actores relacionados, si no están respaldadas por los recursos económicos requeridos, no se podrán ejecutar ni se avanzará en el cumplimiento de sus propósitos. Una vez se tienen claros los intereses estratégicos en la política de internacionalización, se podrá tener definido, por ejemplo, el desarrollo de capacidades que se requiere entre los profesores, investigadores, alumnos, administradores; para poder avanzar en ello, se debe contar con los fondos financieros suficientes, determinando oportunamente las fuentes requeridas. 

· Bajo nivel de dominio de lenguas extranjeras, particularmente de inglés. Se reconoce que el dominio de una segunda lengua (inglés) no es sinónimo de internacionalización de la educación superior, y puede ser considerado un aspecto operativo o una herramienta dentro de ese proceso. Sin embargo, en Colombia se cuenta con un nivel bajo de manejo del inglés, lo que limita en gran medida la ejecución de diversas estrategias y acciones que pueden contribuir con la internacionalización de la educación superior: movilidad estudiantil, docente, administrativa; trabajo en redes; investigaciones conjuntas; dobles titulaciones; etc. Este es un problema que afecta no sólo a la educación superior, sino a diversos sectores y a toda la población colombiana en su conjunto. El Gobierno Nacional ha sido consiente de estas falencias, y cuenta con una estrategia enmarcada en el Proyecto de Fortalecimiento del Desarrollo de Competencias en Lenguas Extranjeras. 

5.8. ESTRUCTURA DEL SISTEMA
La estructura del sistema de educación superior puede ser definida como el conjunto organizado y articulado de servicios y estrategias educativas fomentado por el Ministerio de Educación Nacional e implementado por las IES, cuyo fin es procurar una educación calidad a todas y todos los estudiantes. Esta estructura se consolida en el marco de una definición general de política pública, entendida por el CESU como el “proceso integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, adelantado por autoridades públicas [o iniciativas de la sociedad civil] y encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática. La política pública hace parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o mantener”
.
Colombia ha venido avanzando institucionalmente en la configuración de un sistema de calidad y de referenciación de la educación superior que se expresa en la creación del Viceministerio de Educación Superior, hace más de una década; la transformación del ICFES, en función de la evaluación de los rendimientos de los estudiantes, en los llamados exámenes de Estado en sus distintas modalidades; la consolidación del CNA y de las Salas Conaces y, en general, de todo el sistema de registro calificado y de acreditación de la calidad de la educación.

También se ha dado un salto muy importante en la cobertura y en la matrícula en general y en los diferentes estadios del sistema, la cual representa un logro considerable respecto de los logros del pasado, aunque se reconoce que faltan muchas acciones que permitan estándares de cobertura comparables a los mejores en América Latina y a los niveles mínimos del umbral de evaluación que tiene actualmente la OCDE.

Otro logro significativo se expresa en la consolidación de un sistema mixto o dual, público y privado, que debe mantenerse. En lo privado constituido por entidades operadoras de la oferta educativa sin ánimo de lucro y en lo público por universidades e instituciones técnicas y tecnológicas del nivel central, creadas por el Congreso de la República, y también un componente significativo de entidades estatales creadas en los niveles sub-nacionales constituidos por departamentos y algunos municipios.

El salto en la calidad se expresa igualmente en la emergencia en la última década de una oferta creciente y cualificada de programas de formación avanzada especialmente maestrías científicas y principalmente doctorados en diferentes áreas de conocimiento. También se ha avanzado en las primeras etapas de consolidación de procesos de internacionalización y de articulación del Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación y en la generación del conocimiento con los pares latinoamericanos y las comunidades académicas y científicas del orbe.

El gran Diálogo Nacional por la Educación Superior ha permitido identificar grandes consensos y temáticas convergentes. Primordialmente son ellas, una mayor clarificación de las apuestas y de las estrategias requeridas para alcanzar una educación de una mejor calidad, que implica, por ejemplo, la cualificación mayor de los docentes, su profesionalización y la extensión de los sistemas o regímenes de carrera profesional meritocrática, con concursos abiertos para su nombramiento, evaluaciones periódicas y pagos correspondientes a sus niveles de contribución y al grado de complejidad de las tareas. Por supuesto que esto no ocurre igual en el sector público que en el privado, en el segundo, sin embargo, se observa una tendencia a incorporar progresivamente en los estatutos profesorales o en los regímenes en las distintas IES privadas muchos de estos principios y metodologías de enganche, promoción y evaluación en la carrera profesoral.

Existe así mismo una convergencia significativa en cuanto a los objetivos y estrategias del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Se han creado grupos de investigación en prácticamente todas las instituciones de educación superior, hay una masa crítica importante en algunos campos del conocimiento y en temas estratégicos del país, ha emergido una política editorial madura y un sistema de indexación de revistas que ha venido madurando y alcanzando estándares internacionales y hay logros parciales en lo que podríamos denominar productividad académica vista a la luz de las bases de datos y de los registros de referenciación global, que hoy en día son cada vez más utilizados en los ranking o estándares de la educación superior.

También, sobre la necesidad de continuar una política sólida y audaz de la cobertura en el sector hasta lograr en este campo también estándares internacionales de absorción y de retención de los jóvenes que tienen interés en el desarrollo de sus carreras técnicas o profesionales se han dado logros significativos. Quizás lo que aún falta por definir es el lugar y la proporción que ocupa la educación técnica y tecnológica, las entidades que deben ofrecerla y el rol complementario o escalado que le corresponde propiamente al sistema universitario, a la formación profesional y a las ofertas más avanzadas de maestrías y doctorados.

Así mismo existe creciente conciencia de la necesidad de reconocer la diversidad regional colombiana para el diseño de las políticas públicas del sector, hay una evidente desigualdad y disparidad en la oferta educativa y en la asignación presupuestal, y durante las próximas décadas se requieren acciones vigorosas y claramente dirigidas de políticas públicas que tiendan a un desarrollo del sistema mucho más equilibrado, cooperativo, compensatorio, para que las oportunidades de la educación superior lleguen a las zonas rurales, a regiones que tradicionalmente han estado marginadas.

Otro componente fundamental del sistema hacer referencia a la gobernanza del mismo. La gobernanza propiamente dicha de las entidades de educación superior de naturaleza estatal, se ha definido en la Ley 30 de 1992 con base en una norma que fija taxativamente la composición de los Consejos superiores universitarios en las universidades públicas y que dio algunas definiciones y derroteros mínimos en la constitución de los llamados Consejos académicos. En el caso de las IES que no son universidades esta composición directiva se refleja en sus Consejos Directivos y de forma paralela, los consejos académicos son más del resorte que desde la autonomía estatutaria dichas entidades definan para sí mismas.
En lo que concierne al sector privado, el modelo colombiano respeta la autonomía universitaria de dichas instituciones para que en sus respectivos estatutos definan sus formas de gobernanza. Estas son bastante diversas y van desde conciliaturas plurales, regímenes definidos por el predominio de los egresados, hasta combinaciones de diverso tipo. En todo caso si se estableció taxativamente que jurídicamente hablando estas entidades privadas sólo pueden ser sin ánimo de lucro y/o de economía solidaria.
Un tercer ámbito de direccionamiento que coordina el sector lo constituye el CESU. A la par con  los anteriores organismos hacen parte igualmente de la gobernanza del sistema, entidades como Colciencias que es transformada en Departamento Administrativo lidera la política pública de ciencia, tecnología e innovación en el marco de una  política que ha configurado un sistema que define competencias, responsabilidades que coordina con las territorialidades con los operadores investigativos tales como Institutos, centros, grupos de investigación, universidades, etc., a lo largo del país. En efecto, se ha avanzado en las primeras etapas de consolidación de procesos de internacionalización y de articulación del SNCTeI y de la generación del conocimiento con los pares latinoamericanos y con las comunidades académicas y científicas de diferentes países.
En el ámbito de lo público, otro organismo que reviste importancia es el SUE, igualmente creado por la Ley 30 de 1992 (artículo 81) y cuya secretaría técnica la ejerce el Viceministerio de Educación superior, esta red cooperativa de las 32 universidades públicas se ha constituido con el paso del tiempo en un importante interlocutor que lleva la voz de las universidades públicas en el diálogo con el ministerio de educación y con otros actores. 
Este abigarrado universo de entidades de poderes y de relaciones corporativas, estamentarias, sectoriales, agrupamientos por tipologías etcétera, tienen en común el que se ha venido modelando un esquema de vórtice centralista en donde la manera de un mapa multiradial todas las entidades operadoras de los servicios educativos de distinto tipo se relacionan oblicuamente con el centro, es decir que la coordinación y la orientación de las políticas públicas, reside en cabeza del MEN y de la arquitectura institucional que depende de él. 
En lo que corresponde al desempeño organizacional como ha sido formulado desde ASCUN y otros actores, se caracteriza dicha lógica de actuación por el denominado “individualismo organizacional” es decir, que con base en los principios de la autonomía universitaria, cada entidad de este nivel se autorregula y define homeostáticamente en un esquema sistema – entorno sus relaciones con el mercado y con la estructura sistémica de la educación superior, tomando como referente principal desde el punto de vista de la gobernanza, el nivel central agrupado en torno al ministerio de educación y en un nivel mucho más relacional el mercado relativamente abierto de ofertas  de bienes y servicios educativos formación y titulación en diferente escala programas y proyectos de investigación, de asesorías, consultorías y proyección social con un universo  heteróclito de beneficiarios que tienen libre disposición de selección y de articulación con las  entidades operadoras, este es ciertamente un esquema que posee relativos niveles de competencia interorganizacional, aunque se caracteriza fuertemente por lógicas de regionalización y subracionalización y también por una tendencia muy fuerte a la concentración de la oferta más significativa y de mejor calidad en los grandes centros y regiones metropolitanas del país.
La nueva gobernanza subraya la necesidad de hacer permanente y plena la transparencia y la rendición de cuentas (accountability) por parte del propio sistema de educación superior, de sus autoridades, comunidades académicas y operadores de política frente a la sociedad y particularmente, en relación con la adecuada ejecución de los gastos públicos y sociales con los que el Estado y la propia sociedad financia esta actividad en términos de responsabilización, es decir, de la configuración de mecanismos y sistemas que permitan evaluar el desempeño del sistema educativo superior y en particular de configurar una batería articulada de indicadores de impacto y resultados.
5.9. SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA
DEFINICIÓN
La sostenibilidad es un precepto transversal para la construcción de una política pública de educación superior para el país, donde los recursos deben orientarse a promover que más colombianos tengan la oportunidad de acceso al conocimiento, a la ciencia, a la tecnología y a la cultura a través del sistema de educación superior.

El financiamiento ocupa un lugar sobresaliente entre los varios desafíos que tiene la educación superior de nuestro país en el siglo XXI.  La escasez de fondos frente a una demanda en ascenso y a la vez unos costos crecientes, hacen imposible pensar en plantear objetivos de desarrollo en una política pública, si no se dispone de los medios para lograr la “sostenibilidad financiera” del Sistema de Educación Superior del país. Por tanto, conocer e identificar los problemas estructurales permitirá establecer los lineamientos de una política pública con visión estratégica y con objetivos de largo plazo. 

La política de sostenibilidad debe prever las estrategias y acciones concretas por medio de las cuales el sistema debe ser financiado en el corto, mediano y largo plazo. Para ello se debe construir un nuevo modelo de financiamiento que equilibre los recursos existentes con las necesidades de formación de calidad que demanda la sociedad en su búsqueda de mayor equidad, bienestar y desarrollo.

DESCRIPCIÓN DEL FINANCIAMIENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

El gasto en educación superior incluye el gasto público entendido como aquel realizado por el gobierno nacional y territorial en instituciones de educación superior, entidades del sector educativo adscritas y vinculadas al Ministerio de educación nacional, ICETEX, SENA, Colciencias, etc, así como el gasto privado compuesto por las partidas que las familias y las empresas destinan al financiamiento de sus matrículas.

En el periodo 2007-2013, en promedio el gasto total en educación superior expresado como porcentaje del producto interno bruto- PIB ha sido de 1.95%. Durante los últimos seis años ha habido una tendencia ligeramente creciente pasando de 1.85% del PIB en 2007 al 2% del PIB el año anterior. 

Tabla 11. Gasto público y privado en educación superior como porcentaje del PIB

	
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012
	2013

	Gasto Público en Educación Superior como % del PIB
	0,86%
	0,87%
	0,94%
	1,03%
	0,92%
	0,96%
	0,98%

	Gasto Privado en Educación Superior como % del PIB
	0,99%
	1,00%
	1,06%
	1,03%
	0,98%
	1,03%
	1,02%

	TOTAL
	1,85%
	1,87%
	2,00%
	2,06%
	1,90%
	1,99%
	2,00%


Fuente: Oficina Asesora de Planeación y Finanzas-MEN* Tabla Preliminar. Los datos de gasto público se encuentran en revisión.
En 2013, el gasto del sector público en  educación superior rondó los $ 7 billones, equivalente al 0.98% del PIB, mientras que en 2007 esta cifra fue de 0.86%. 

Tabla 12. Evolución del gasto público por sectores e instituciones (Miles de millones de pesos)
	Categorías
	2011
	2012
	2013*

	Transferencia Nacionales a las IES
	$ 2.142.156
	37,70%
	$  2.376.563
	37,20%
	$  2.465.554
	34,90%

	Transferencias entidades descentralizadas
	$      34.439
	0,60%
	$        36.202
	0,60%
	$      38.482
	0,50%

	Otros sectores
	ICFES
	$      82.474
	1,50%
	$      123.815
	1,90%
	$    127.529
	1,80%

	
	ICETEX
	$     797.073
	14,00%
	$     925.930
	14,50%
	$  1.193.590
	16,90%

	
	COLCIENCIAS
	$    293.292
	5,20%
	$      424.342
	6,70%
	$   437.506
	6,20%

	
	ESAP
	$    102.520
	1,80%
	$      118.223
	1,90%
	$   136.182
	1,90%

	
	SENA
	$  1.773.826
	31,20%
	$   1.959.723
	30,70%
	$  1.956.074
	27,70%

	
	CREE
	 
	0,00%
	 
	0,00%
	$    198.662
	2,80%

	Sector Territorial
	$   173.176
	3,00%
	$    196.035
	3,10%
	$    221.911
	3,10%

	MEN
	$     279.187
	4,90%
	$   219.338
	3,40%
	$    285.804
	4,00%

	TOTAL
	$  5.678.142
	100,00%
	$  6.380.169
	100,00%
	$  7.061.295
	100,00%

	Fuente: Oficina Asesora de Planeación y Finanzas- MEN –Cuadro en revisión por sugerencia de la comisión incidental del CESU. * Datos Preliminar


La evolución del gasto público, muestra un crecimiento en la inversión en educación superior, en 2011 el gasto público fue aproximadamente $5,7 billones, mientras que en 2013 fue de $ 7 billones. Es decir, que entre 2011 y 2013, el crecimiento en términos reales de la inversión pública en educación superior fue de 17,9 %. En el caso de las categorías destinadas  directamente a financiar la oferta (transferencias Nacionales IES, transferencias entidades descentralizadas, ESAP, CREE y MEN), los recursos presentaron un crecimiento real de 15,8%, mientras que los fondos destinados a  financiar la demanda, como los asociados  a los  programas del SENA y del ICETEX  presentaron un crecimiento en términos reales de 16,1%. De igual forma, es importante resaltar que las entidades territoriales han aumentado su inversión en educación superior, desde 2011 en un 21,5%.

Por otro lado, el gasto privado tiene una proporción significativa de la inversión total en educación superior. Éste está representado principalmente en los recursos de las IES privadas, las matrículas que pagan los estudiantes y sus familias y la inversión de las empresas privadas en educación y ha representado en promedio el 1.02% del PIB entre 2007 y 2013.

Dentro de las fuentes que componen el gasto público en educación, la mayor participación corresponde a la nación. En lo concerniente a la composición del Presupuesto General de la Nación-PGN, en 2013, el sector educación fue el de mayor participación entre los demás sectores con un 18%, mientras que en el año 2000 ocupaba el tercer lugar con una  participación de 15%. En este sentido, los recursos de la nación destinados a educación han venido ganando participación en el PGN durante los últimos 13 años y ha alcanzado y superando paulatinamente el gasto público en otros sectores, hasta el punto de equipararse con Defensa.

Del total de los 25 billones que recibió el sector educación del presupuesto general en 2013, 3,3 billones fueron destinados a la educación superior. Los 3,3 billones se repartieron entre las universidades oficiales (75,8%), las instituciones de educación superior que son establecimientos públicos (15,2%), ICETEX (7,6%), recursos para inversión (1,1%) y otras transferencias de Ley (0,2%).

ESQUEMA DE FINANCIACIÓN DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
El esquema de financiamiento de la educación superior opera con mecanismos dirigidos  a la oferta y a la demanda, precisamente debido al carácter de la oferta mixta del sistema. 

Actualmente, se destinan recursos a la oferta a través de los aportes directos de la Nación y las entidades territoriales a las instituciones de educación superior públicas (universidades, instituciones técnicas, tecnológicas e instituciones universitarias), la generación de recursos propios que cada institución consigue en el ejercicio de sus labores misionales de formación, extensión e investigación, los recursos provenientes de estampillas pro-universidad, los recursos del sistema general de regalías, el apoyo de Colciencias a los proyectos de las instituciones de educación superior, los proyectos de fomento dirigidos desde el Ministerio de Educación Nacional y más recientemente los recursos provenientes del Impuesto para la Equidad CREE.

En cuanto al financiamiento a la demanda están aquellos mecanismos diseñados para garantizar el ingreso de los egresados de la educación media y la permanencia de los estudiantes en la educación superior. La estrategia fundamental es el crédito educativo ofrecido por el ICETEX en sus diferentes modalidades, el otorgamiento de subsidios de sostenimiento para la permanencia de los estudiantes en el sistema, y las líneas especiales de crédito creadas por algunas entidades territoriales.

Gráfico 4. Esquema sobre la financiación del Sistema de Educación Superior*


[image: image12]
Fuente: Ministerio de Educación Nacional

*Los aportes del estado incluyen los recursos de funcionamiento e inversión establecidos en el artículo 86 de la Ley 30 de 1.992 para las universidades públicas, recursos de funcionamiento e inversión para establecimientos, y recursos del CREE.

A continuación, se presenta la descripción del financiamiento a la oferta y a la demanda.

FINANCIAMIENTO A LA OFERTA

Actualmente existen 286 instituciones de educación superior. De estas el 80 son públicas es decir el 28%. Estas 80 IES públicas concentran 54% del total de la matrícula en educación superior. El siguiente cuadro describe la tipología y carácter de las instituciones de educación superior.

	                      Tabla 12. Instituciones de educación superior principales – 2013
	

	Carácter 
	Oficial 
	No Oficial
	Total
	%Participación

	Universidad
	32
	49
	81
	28%

	Institución universitaria/Escuela tecnológica
	27
	92
	119
	42%

	Institución tecnológica
	12
	38
	50
	17%

	Institución técnica profesional
	9
	27
	36
	13%

	Total general
	80
	206
	286
	100%


Fuente: MEN-SACES. Diciembre de 2013

El número de estudiantes según el SNIES para el año 2013 es de 2.135.230, el 60% de los matriculados están en el nivel universitario, el 6% cursan programas de posgrado y el 34% están en formación técnica y tecnológica.
Tabla 13. Matrícula por nivel de formación– 2013
	Nivel de formación
	Matrícula 2013
	PP%

	Doctorado
	3.467
	0,2%

	Especialización
	82.820
	3,9%

	Maestría
	36.149
	1,7%

	Técnica Profesional
	82.670
	3,9%

	Tecnológica
	650.952
	30,5%

	Universitaria
	1.279.172
	59,9%

	Total general
	2.135.230
	100%


Fuente. MEN-SNIES. Datos preliminares
Como se dijo anteriormente, entre los mecanismos de financiación de la oferta se cuentan los aportes directos de la Nación y las entidades territoriales a las instituciones de educación superior pública, las estampillas, el impuesto sobre la renta para la equidad CREE, los recursos del sistema general de regalías, los proyectos de fomento dirigidos desde el Ministerio de Educación Nacional, y recursos de otras entidades del estado para educación y  recursos propios de cada institución.

La asignación de fuentes estatales de financiamiento, depende en primera instancia de la naturaleza jurídica de las Instituciones de Educación Superior Públicas. De acuerdo con el artículo 57 de la ley 30 de 1992 se establecieron dos categorías de instituciones de educación superior públicas en cuanto a su naturaleza jurídica. 

Las universidades públicas son “entes universitarios autónomos” los cuales tienen personería jurídica, autonomía académica, administrativa y financiera, patrimonio independiente y pueden manejar su presupuesto de acuerdo con las funciones que le corresponden. Las instituciones estatales u oficiales de Educación Superior que no tengan el carácter de universidad están organizados como establecimientos públicos del orden Nacional, Departamental, Distrital o Municipal. En esta categoría se sitúan las instituciones universitarias y escuelas tecnológicas, las instituciones técnicas y las tecnológicas.

El esquema de financiación de las universidades oficiales está reglamentado por la Ley 30 de 1992 en sus artículos 86 y 87. Allí se determinó que estas instituciones recibieran anualmente aportes del presupuesto nacional y de las entidades territoriales, que significaran siempre un incremento en pesos constantes, tomando como base los presupuestos de rentas y gastos, vigentes a partir de 1993. El artículo 87, estableció que, adicionalmente a los recursos anteriores, el Gobierno Nacional destinaría nuevos recursos y sería distribuido “de conformidad con los objetivos previstos para el Sistema de Universidades Estatales u oficiales y en razón al mejoramiento de las instituciones que lo integran”.

Gráfico 5
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Fuente: MEN. Pesos constantes

Las Instituciones Universitarias e Instituciones Técnicas y Tecnológicas están organizadas como  establecimientos públicos del orden Nacional, Departamental, Distrital o Municipal,  poseen autonomía administrativa, que no es otra cosa que la facultad relativa que tienen esas entidades de manejarse por sí mismas, y autonomía financiera, que se traduce en que cada establecimiento público tiene su propio patrimonio y su propio presupuesto, como persona jurídica que es, el cual no obstante debe programar y ejecutar conforme a las directrices del respectivo Ministerio o departamento administrativo al cual esté adscrito o vinculado, y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el caso de las IES del orden nacional o a la respectiva gobernación o alcaldía en el caso de las IES del orden distrital o municipal. El esquema de financiación de estas instituciones depende de lo establecido en sus actos de creación o descentralización y de la política de la entidad a la cual están adscritas. 

De acuerdo con lo anterior, la nación concurre en el financiamiento del funcionamiento y la inversión de todas las universidades públicas. Destina recursos de funcionamiento para las IES que son establecimientos públicos adscritos a ella o que  fueron descentralizados en virtud de la ley 790 de 2002. Adicionalmente, entrega recursos de inversión a todas las IES oficiales, por mandato de la Ley  1547 de 2012.

Las entidades territoriales deben concurrir al financiamiento de las Universidades que recibían aportes de ellas en 1992. También deben financiar a las instituciones que son establecimientos públicos del orden territorial. 

Mención aparte requieren las nuevas fuentes de financiación para la inversión del sistema. En virtud de lo establecido en la Ley 1607 de Diciembre de 2012,  se estableció $1.5 Billones de pesos  para los años 2013, 2014 y 2015, que corresponden al punto adicional del impuesto para la equidad CREE. Estos recursos son una fuente adicional para que todas las IES oficiales, apalanquen sus proyectos de fortalecimiento institucional. Con estos recursos serán beneficiarias 59 Instituciones de Educación Superior oficiales públicas. De las cuales, 31 son entes universitarios autónomos y 28 son instituciones de educación superior organizadas como establecimientos públicos. En 2013, se distribuyeron $ 198 mil millones.

Por otro lado, el 20 de diciembre de 2013,  se sancionó la Ley  de Estampilla Pro-Universidad Nacional de Colombia y demás universidades estatales de Colombia. Esta estampilla tiene como principal propósito apoyar el fortalecimiento de las universidades estatales para la  construcción, adecuación, dotación y modernización de la infraestructura física y tecnológica universitaria, apoyo a la investigación, a programas de bienestar estudiantil y subsidios estudiantiles; sobre todo a la disminución de costos de matrícula para los estudiantes de estratos 1, 2 y 3. De acuerdo con las estimaciones, en los primeros 5 años, a través de esta estampilla se recaudará $1,25 billones de pesos, para distribuir entre las universidades estatales.

A pesar de que los recursos para funcionamiento e inversión han crecido por encima de estas reglas enunciadas
, el modelo contenido en la legislación actual, no recompensa a las instituciones por la eficiencia o relevancia, y ni siquiera cubre los costos adicionales provenientes del aumento de los estudiantes en el sistema, ni de los esfuerzos crecientes en calidad, pertinencia e innovación.

Este esquema de financiación, sin criterios basados en indicadores para determinar la forma de asignar los recursos públicos, ha generado grandes asimetrías. Estas aparecen en dos niveles: en primer lugar, entre las universidades por un lado, las instituciones universitarias, y los institutos técnicos y tecnológicos por el otro, y en segundo lugar, entre las propias universidades públicas
.

· Diferencia entre instituciones del sistema. Según el estudio de la OCDE existen disparidades en el modelo de financiación entre las IES que conforman el sistema de educación terciario, sin ningún tipo de justificación de costos, relevancia o resultados. 

Existe un trato desigual entre las instituciones; algunos institutos públicos técnicos o tecnológicos ni siquiera reciben presupuesto del gobierno para sus gastos de funcionamiento. De los 30 institutos técnicos y tecnológicos de Colombia, solo 19 reciben subsidios públicos regulares. 

Las cifras relacionadas en el cuadro que aparece a continuación, demuestran que las instituciones públicas que no son universidades reciben asignaciones muy inferiores comparadas con las que reciben las universidades públicas. Estas diferencias tan importantes están desfasadas respecto a la situación en la mayoría de los países del mundo, en donde no es tan pronunciada la diferencia de subsidio a los estudiantes según el tipo de institución. 

Tabla 14
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Fuente: MEN-SNIES
                Nota: Tasa de cambio USD del 15 de Enero de 2014: COP 1,932.59/US

· Diferencias entre universidades: Los recursos de la Nación girados a las universidades públicas, el 48% va a tres universidades y el 52% a las 29 restantes. Las diferencias responden, en parte, a la mayor complejidad de las grandes universidades y, en parte, al esquema inercial de los aportes establecido en la Ley 30. 

En 2013, el aporte per cápita a las Universidades, medido como el cociente entre el total de transferencias de la Nación por concepto de Ley 30 y el número de estudiantes matriculados, es de 3,92 millones de pesos. Esta situación ha llevado a que varias universidades tengan aportes per cápita muy inferiores al promedio nacional y que en ocasiones no respondan a los esfuerzos en cobertura que han realizado en los últimos años, lo que va en contra de la calidad.

Gráfico 6
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Fuente: MEN. Aporte Nación Per cápita= Artículo 86-Pensiones+Artículo 87+Inversión

Asimismo, las participaciones de los gobiernos locales en la financiación, a las que la Ley dio el mismo tratamiento que a la participación nacional, no se han dado en todos los casos, si bien se han considerado en los presupuestos de ingreso para respaldar gastos, hoy constituyen un pasivo importante en muchas universidades y establecimientos públicos. 

Como se mencionó, el Ministerio de Educación Nacional, solo asigna una parte pequeña de los recursos con base en resultados, alrededor del  17% en 2013, correspondiente a lo determinado en el artículo 87 de la Ley 30 de 1992, una parte de los recursos asignados para fortalecer la base presupuestal de las universidades públicas y los recursos provenientes del CREE.  

La matrícula no es la única, ni la más importante barrera al acceso; en muchos casos, el transporte, la alimentación, la salud y el sostenimiento en general son nugatorios del acceso y permanencia de los estudiantes
. Las Universidades del Estado a través de una comisión hicieron un análisis de la situación y elaboraron un cálculo de los recursos necesarios para funcionar con calidad y equidad. De este análisis se produjo el documento titulado: “Desfinanciamiento de la Educación Superior en Colombia”
. El monto de los recursos estimados que requieren las instituciones a mediano y largo plazo ascienden a la suma de $ 11.2 Billones: $1.4 Billones a la base para gastos recurrentes y 9.8 Billones para inversión. 

Los costos de la Educación Superior son definitivamente crecientes: la calidad, la Investigación, la formación posgraduada a nivel de maestrías y doctorados, la Internacionalización, el bilingüismo, la movilidad, la actualización tecnológica, las TIC, entre otros, son elementos ineludibles en el accionar universitario y determinantes de una buena formación. Estos nuevos atributos no contaban, de manera tan contundente antes de la Ley 30, hoy son insustituibles. 

Existe un sinnúmero de amenazas y debilidades, sin desconocer algunas bondades del funcionamiento de la educación superior en Colombia, lo que se traduce en permanentes reclamaciones de los distintos actores académicos y no académicos, que no ven hoy en la Ley 30 de 1992, la normatividad que se ajuste a  la educación superior que se requiere para la competitividad y el desarrollo del país. Igualmente, actualmente no está definido un criterio técnico más acertado que permita hacer una distribución racional, justa y equitativa de los recursos que aporta la Nación al desarrollo de la educación superior, dejando esta operación a un simple patrón de indexación  atado al IPC, en contraste con los gastos de inversión de las IES, que crecen a un ritmo mayor
. 

Por otro lado, la estructura financiera de la universidad privada tiene una fuerte dependencia de los ingresos por matrículas que puede oscilar entre el 70% y el 80 %. La función de docencia en términos de gastos puede absorber entre el 52% y 65% del total de los gastos de funcionamiento, significa que la docencia depende totalmente del cobro de matrículas. Mejorar la calidad de la docencia, realizar inversiones en nuevas tecnologías de aprendizaje y enseñanza, fortalecer la investigación, estructurar nuevos programas y generar desarrollo institucional depende en gran proporción de los ingresos por matrícula. 

FINANCIACIÓN DE LA DEMANDA
 

Dentro de las estrategias de financiamiento de la demanda, se contemplan los créditos educativos, tanto privados como públicos y los subsidios de sostenimiento y matrícula. En este sentido el Gobierno Nacional ha desarrollado estrategias de financiamiento para garantizar el ingreso de los egresados a la Educación Media y la permanencia de los estudiantes en la Educación Superior, a través de créditos y subsidios educativos para pregrado  y posgrado. 

La transformación del ICETEX constituye uno de los más importantes avances en política de Educación Superior en el país en la última década. Las medidas tomadas por los últimos gobiernos y las normas sobre tasas de interés y condonaciones establecidas en la Ley 1547 de 2012 han convertido el crédito educativo en una forma eficaz y económica de acceder a educación superior de calidad a jóvenes que no puedan o no deseen entrar a IES estatales. Es muy importante establecer políticas que garanticen en el largo plazo la sostenibilidad financiera de ICETEX y los recursos necesarios para su crecimiento en la medida que la creciente población estudiantil lo demande
.

En los últimos 10 años  el Gobierno Nacional emprendió, a través de ICETEX, diferentes políticas con el propósito de transformar el sistema educativo y alcanzar las metas trazadas en materia de acceso con equidad, entre las cuales se destacan:

· Implementación del proyecto “Acceso con Calidad a la  Educación Superior ACCES”, con el cual creó y fortaleció los mecanismos de financiación en el ICETEX, facilitando el acceso a la educación superior de los estudiantes de menores recursos. Su objetivo fue el desarrollo de un programa de crédito educativo masivo, con focalización en los estudiantes más vulnerables, con mérito académico, y el fortalecimiento institucional. Ese primer proyecto permitió capitalizar al ICETEX por parte de la Nación, creó la primera línea de crédito educativo de largo plazo con un objetivo netamente social, y ayudó en las necesidades de financiamiento a cerca de 125,000 beneficiarios en el periodo 2003-2007.

En el año 2007, el ICETEX, con el apoyo del Gobierno Nacional  dio continuidad al proyecto ACCES en su segunda versión.  Este proyecto permitió que en la línea de crédito ACCES se cubriera las necesidades de financiación de otros 187 mil estudiantes en el periodo 2008-2013.  La ejecución del proyecto finalizó el 30 de junio de 2013.

En la actualidad el ICETEX está estructurando la segunda fase de ACCES II, el cual planea cubrir las necesidades de otros 200 mil estudiantes (aproximadamente) entre 2014 y 2018. Es de resaltar el objetivo definido para el nuevo proyecto que es el de “aumentar la matrícula de estudiantes, el número de graduados y la equidad en la educación superior, a través del aumento del número de préstamos a los estudiantes, una mayor focalización de los créditos hacia los estudiantes de entornos desfavorecidos y hacia las instituciones y programas de educación superior de calidad, y el continuo fortalecimiento institucional del ICETEX”.

Toda esta estrategia se realiza con el apoyo permanente de las Instituciones de Educación Superior IES, a través de programas de acompañamiento por medio de los cuales se le hace un seguimiento, a las condiciones académicas y socioeconómicas del estudiante.

Durante la última década, también se diseñaron y fortalecieron otras líneas de crédito tanto para estudios de pregrado, como de posgrado en el país y en el exterior, así como otros mecanismos para incrementar los recursos destinados a financiar la educación superior, como son las Alianzas Estratégicas y los Fondos en Administración (en la actualidad estos fondos cuentan con aproximadamente 170.000 beneficiarios vigentes con una cartera total de $614.845 millones, durante 2013 se entregaron 19.987 nuevos créditos con una inversión de $127.191 millones), estas dos herramientas permiten a entidades territoriales y establecimientos públicos y privados, canalizar recursos para dar acceso y garantizar la permanencia de los estudiantes de menores condiciones socio económicas, con alto contenido de regionalización tanto de la financiación como de la promoción de programas académicos que se acerquen a los estudiantes de regiones apartadas.

Vale la pena destacar que a partir de 2011, las tasas de interés son de costo real cero para los beneficiarios de crédito para estudios de pregrado de estratos 1, 2 y 3 en época de estudio. Asimismo, en virtud de la Ley 1547 de 2012 este beneficio se hizo extensivo al periodo de amortización. Esto significa que solo se cobra al estudiante el índice de precios al consumidor, IPC durante toda la vida del crédito. Los beneficiarios a la fecha son 334.762 y una inversión por parte del Gobierno Nacional de $499.048 millones.

Por disposición legal, el Gobierno Nacional ha destinado recursos para fortalecer los fondos especiales de educación superior: Apoyo a mejores bachilleres del país, asistencia a comunidades indígenas a través del fondo de créditos condonables Álvaro Ulcué, implantación crédito educativo pregrado y posgrado país para reservistas de honor,  crédito educativo para sostenimiento dirigido a profesionales que cursen especialización en el área de la salud, asistencia comunidades negras a través de créditos condonables para estudio de pregrado y posgrado en el país y en el exterior,  apoyo a la permanencia y la calidad de los estudiantes a través de la condonación de créditos a estudiantes que pertenezcan al SISBEN 1, 2 y 3 con los mejores resultados en el SABER PRO, 

Adicional a lo anterior, el Gobierno Nacional destina recursos a estrategias concebidas en el marco de sus políticas y ejecutadas a través de ICETEX a saber: apoyo al fortalecimiento de la calidad docente a través de créditos condonables para programas de licenciaturas de alta calidad; fondo para financiar canasta educativa a los jóvenes que se encuentran en proceso de articulación de educación media con programas de educación superior de nivel técnico profesional y tecnológico, fondo apoyo para estudiantes con situación de discapacidad y fondo para apoyar estudiantes de CERES de las regiones de la Amazonia y el pacífico colombiano.

En esta misma línea, el Gobierno Nacional con el fin de atender la educación de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, desarrolló una estrategia para el acceso de la población víctima a la educación superior. Para el efecto, se creó el Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Víctima del Conflicto Armado, con ICETEX y la Unidad Administrativa Especial, para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

En resumen, el financiamiento a la demanda a través de crédito educativo es una estrategia muy poderosa, que permite incrementar el acceso de los jóvenes a programas de calidad, focalizados especialmente a la población de más bajos recursos e incluso, otorgando la condonación del 100% del crédito a los mejores estudiantes y a grupos poblacionales con condiciones específicas. 

Finalmente, para garantizar la sostenibilidad financiera del ICETEX, se creó la figura del Fondo de Sostenibilidad del Crédito Educativo, que permite que tanto el Estado como las Instituciones de Educación Superior actuen solidariamente para cubrir los riesgos implicitos que tiene el otorgamiento de créditos educativos a poblaciones con menores posibilidades de acceso a la educación superior y garantizar de esta manera la permanencia de los estudiantes al tener una financiación continua y estable de sus programas.

Gráfico 7
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Fuente: SPADIES – Enero 2014
OTRAS FUENTES DE CRÉDITO EDUCATIVO

Las Secretarías de Educación departamentales y el Distrito Especial de Bogotá han desarrollado programas de crédito para financiar estudios a los jóvenes de estrato 1 y 2 con puntajes altos en las pruebas Saber Pro, con plazo de 20 años y amortización a partir de la finalización de los estudios y dos o tres años más. 

Las universidades privadas ofrecen becas a los mejores estudiantes que ingresan a primer semestre de estratos 1, 2, y 3 y financiación a corto plazo. El sector financiero ofrece crédito con tasas de mercado y plazos a mediano plazo, algunas entidades están ofreciendo productos de crédito educativo a largo plazo que progresivamente facilitan el acceso. 

Los Fondos de pensiones autorizan retiros para pago de educación superior, las cooperativas, las cajas de compensación y los fondos de empleados ofrecen programas de crédito educativo para sus asociados.

Adicionalmente, también se encuentran los fondos provenientes de recursos del Sistema General de Regalías, para los cuales se han arbitrado recursos de inversión por el orden de $357 mil millones.

Los problemas nodales para la sostenibilidad financiera del sistema

· El mecanismo de financiación del sistema de educación superior no es flexible y actualmente no es suficiente para mantener las tasas  de crecimiento  en cuanto acceso, equidad, calidad y pertinencia ni alcanzar los niveles demandados por el país, que permitan consolidar las transformaciones sociales que se encuentran en marcha y ni las expectativas de la sociedad en los procesos de formación y nuevas exigencias al sistema educativo.
· En la actualidad se duplican esfuerzos no solo de entidades estatales, sino de empresas privadas, agencias de cooperación entre otras y se pierde eficiencia en la asignación de los recursos, al no existir información consolidada de los recursos que destinan diversos actores de la economía al sistema.
SOBRE LA OFERTA:

· El modelo de financiación de las instituciones de educación superior públicas promueve la inequidad en la distribución de recursos entre las diferentes instituciones de educación superior públicas, ya que responde principalmente a criterios históricos. Este modelo no recompensa a las instituciones por la eficiencia técnica ni financiera, y por lo tanto no cubre los costos adicionales en los que las instituciones incurren como consecuencia del aumento del número de estudiantes, ni del mejoramiento de sus condiciones de calidad, de sus procesos de investigación y de innovación.
· Los recursos correspondientes a los aportes de la Nación y de las entidades territoriales, es insuficiente para responder a las exigencias del sistema educativo. En la actualidad solamente alrededor del 17% de los recursos que se transfieren a las IES oficiales para funcionamiento e inversión se asignan con base en resultados. 
· Cuando se aprobó la Ley 30 en diciembre de 1992, la cobertura era apenas de alrededor de un 10%, hoy llega a 47 % y la meta próxima para el 2014 es del 50%. Los costos de la educación superior son crecientes: la calidad, la investigación, la formación posgraduada a nivel de maestrías y doctorados, la internacionalización, el bilingüismo, la movilidad, la actualización tecnológica, las TIC, etc. son elementos ineludibles en el accionar universitario y determinantes de una buena formación. Estos nuevos atributos no contaban, de manera tan contundente antes de la Ley 30, hoy son insustituibles. 

· No todas las instituciones de educación superior oficiales, reciben recursos públicos. Este problema emana del diseño del sistema. Por tanto, los mecanismos utilizados en la distribución de los recursos financieros que actualmente se asignan a las instituciones de educación superior públicas, genera grandes asimetrías entre ellas. Hay una enorme disparidad entre las asignaciones para las Universidades oficiales y las Instituciones Universitarias, tecnológicas y técnicas profesionales. Y al interior de cada uno de estos dos grupos  se presentan también diferencias importantes. 
· La Ley 30 fue diseñada para mantener el crecimiento inercial de los recursos. El artículo 86 determinaba un crecimiento en pesos constantes y así sucedió en la década de los 90, pero a partir del 2000, como resultado de la sentencia del Consejo de Estado se determinó que todo lo que recibieran las universidades hacia base presupuestal, por ello el crecimiento de los recursos quedó dependiendo del IPC, lo que significa que la normatividad mantiene para las instituciones el statu quo de 1993. Si bien  los recursos en términos reales han crecido, es decir que se han transferido recursos por encima de esta regla, se ha limitado inversiones en proyectos específicos, para evitar que el gasto sea recurrente.
· En el caso de las universidades territoriales se observa la complejidad del proceso de descentralización, pues son instituciones creadas, administradas y dependientes de las entidades territoriales y sin embargo recibe un alto porcentaje de recursos de la Nación, existiendo un evidente desequilibrio entre el compromiso de la Nación y el de los entes territoriales, a pesar de ser los departamentos y municipios los que se benefician con la educación terciaria y participan en la creación del gasto. Lo mismo sucede con las Instituciones universitarias, las técnicas y tecnológicas.
· Desde 1992, las finanzas de las IES se han visto presionadas por nuevas leyes, sentencias y decretos de obligatorio cumplimiento que han aumentado los gastos de las instituciones. Las IES han realizado grandes esfuerzos para aumentar y conservar los ingresos de matrícula, por generar recursos propios, vía venta de servicios, al punto que hoy un 47.4% de los presupuestos de las universidades provienen de este rubro. Ha sido tan importante el esfuerzo en recursos propios de las instituciones, que a pesar de haber crecido en términos reales el aporte de la nación en un 147% desde 1993, la participación en el presupuesto de las IES ronda actualmente un 52.6%
· Otro de los puntos relevantes que afecta las finanzas de las universidades públicas, está relacionado con la financiación de los servicios personales, es decir, los costos relacionados con la contratación tanto de docentes como administrativos. De acuerdo con  el documento "Desfinanciamiento de la Educación Superior", el impacto anual de los gastos de personal en cada vigencia se incrementa en 7%, esto derivado de las normatividades vigentes (Decreto 1279 de 2002).
· Hay escasez de recursos para formación de alto nivel de los docentes.  
· Los índices de costo de la canasta universitaria crecen muy por encima de la inflación.
· Hay un gran atraso en infraestructura física, en cumplimiento de normas de sismo resistencia, en laboratorios, en redes, en bibliotecas, en seguridad, etc... 
· No se han cubierto adecuadamente las nuevas necesidades de Bienestar para la población que llega con más carencias. La matrícula no es la única, ni la más importante barrera; en muchos casos, el transporte, la alimentación, la salud y el sostenimiento en general son nugatorios del acceso y permanencia de los estudiantes. 

SOBRE LA DEMANDA:

· La demanda de crédito de las distintas líneas de Icetex es creciente. En la actualidad esta institución está dejando de atender cerca del 40% de la demanda, principalmente por insuficiencias de recursos.
· Los recursos de subsidio de tasa y de sostenimiento que acompañan los créditos educativos de ICETEX, así como las líneas especiales, están incluidos en la partida de inversión asignada al Ministerio de Educación. Esto dificulta garantizar el espacio fiscal necesario para honrar los beneficios de ley  que acompañan los créditos educativos y limita la creación de nuevos créditos.
· La política estatal de apoyos estudiantiles incluirá además la definición de incentivos y planes de acción que permitan a las entidades involucradas aumentar el flujo de recursos destinados a la educación superior.
· Así mismo, estos apoyos deben definirse en concordancia con las metas y principios rectores del sistema de educación superior. Las ayudas estatales en términos de crédito y subsidios deben enfocarse a programas e instituciones con estándares de calidad académicos y con criterios de inclusión sociales y regionales.

SECCION II 

La Política Pública para una nueva Educacion Superior

      SECCION II: Misión y Visión Colombia 2034



Principios que orientan la política pública

El sistema de educación superior colombiano deberá estructurarse a partir de los siguientes principios:
1) La paz y la convivencia son posibles en una Nación educada.
2) En una Nación en donde la educación superior conciba al estudiante, su dignidad derechos y valores éticos como centro y fin último del sistema.
3) Porque la educación superior es un derecho de todos los colombianos y un bien público de la sociedad.
4) Un sistema de educación superior autónomo, cohesionado y articulado entre todos sus componentes.
5) Con la calidad necesaria para generar confianza en todos los actores del sistema frente a sus metas y para convertirse en un paradigma regional.
6) Una educación financiada y sostenible por el Estado y la sociedad para todos quienes deseen acceder a ella.
7) Que contribuya a edificar un proyecto de país con visión internacional, a partir del respeto a las especificidades de cada región.
8) Y un sistema que garantice una gestión eficiente del conocimiento (producción, uso, transferencia y circulación).
La apuesta de Colombia por un sistema de educación superior orden las prioridades de las acciones en el siguiente gráfico:

Las propuestas centrales para una política pública en educación superior
Para alcanzar la visión del sistema de educación superior deseado, en 2034, el CESU recomienda al país adoptar las siguientes políticas públicas prioritarias…
8.1) … Para que todos los compatriotas que quieran acceder al sistema de educación superior puedan hacerlo

8.2)… para consolidar un sistema integrado de calidad que garantice una educación de alto nivel para todos

8.3) … Para que la Ciencia, la Tecnología y la Innovación generen conocimiento y contribuyan a resolver las necesidades del país y sus regiones y a elevar sus niveles de competitividad

8.4) … Para que todas las regiones cuenten con instituciones de educación superior, con programas de calidad, pertinentes y adecuadas condiciones de acceso

8.5) …. Para que el sistema brinde óptimas condiciones de bienestar para los miembros de las comunidades académicas y se garantice el acceso, permanencia y graduación de todos los estudiantes

8.6) … Para que toda institución de educación superior, en cualquier lugar del país, programa o modalidad, ofrezca óptima calidad y rinda cuentas

8.7) … Para que el sistema educativo superior colombiano se abra al mundo y los egresados tengan proyección internacional

8.8) … Para contar con un sistema de educación superior dinámico, incluyente y flexible para atender los requerimientos educativos del país
8.9) … Para asegurar la sostenibilidad financiera del sistema de todos los que deseen hacer parte del sistema
8.1. EDUCACION INCLUSIVA Y ACCESO
8.1.1. Objetivo: Lograr que todos los compatriotas que quieran acceder al sistema de educación superior puedan hacerlo

8.1.2. Proyección del tema para 2034: 

Durante las próximas dos décadas Colombia habrá erradicarlo toda forma de exclusión en el acceso a la educación superior, y éste será posible para todos quienes deseen hacerlo.

8.1.3. Propuestas de Política Pública en Universalidad - Educación Inclusiva: 

· Para Currículos Inclusivos
· Diseñar currículos integrales y flexibles que estén adaptados a las particularidades de los estudiantes, a su entorno y a los contextos regionales desde una perspectiva interdisciplinar (tener muy presente el uso de las TIC como herramienta que facilita dicha flexibilidad).

· Propiciar la creación de programas que se ofrezcan en diferentes metodologías y/o modalidades. Para ello se requiere establecer condiciones específicas y reglamentar metodologías y/o modalidades tales como: la educación virtual, la educación mixta y la educación dual.

· Estimular la creación de programas que se configuren a partir de ciclos secuenciales y complementarios. Estos ciclos flexibilizan el acceso y el tránsito por los diversos niveles de la educación superior.

· Crear en los planes de estudio didácticas innovadoras que tengan en cuenta las particularidades de los estudiantes en los procesos de aprendizaje y desarrollo de sus capacidades.

· Establecer un servicio de apoyo pedagógico que cuente con el reconocimiento institucional adecuado e implemente tutorías y/o cursos de nivelación (entre otros) para todos los estudiantes que lo requieran.

· Para Docencia Inclusiva

· Reconocer a los docentes como actores centrales del proceso definiendo, en los lineamientos institucionales, las cualidades del docente “inclusivo”. Esto significa implementar mecanismos que los hagan sentirse partícipes de la educación inclusiva y promuevan un cambio de mentalidad general sobre su rol en la IES.

· Desarrollar con los docentes procesos de formación permanente sobre educación inclusiva, con el fin de llevar a cabo una práctica pedagógica articulada con la diversidad del contexto colombiano y que responda a las particularidades de los estudiantes.

· Generar espacios de discusión y análisis entre docentes sobre los procesos académicos para examinar hasta dónde éstos responden a las características del contexto colombiano en educación superior.

· Estimular el cambio en las prácticas docentes para generar procesos didácticos inductivos, que partan de la realidad de los estudiantes y consulten sus particulares circunstancias.

· Para Espacios de Investigación, Innovación y Creación Artística y Cultural

· Buscar el apoyo de expertos en educación inclusiva que le permitan a la IES desarrollar estos espacios de manera adecuada (con el fin de no empezar de cero).

· Promover centros, grupos y/o programas de investigación en temas relacionados con educación inclusiva que aborden temáticas interdisciplinares sobre diversidad, planificación y elaboración de adaptaciones curriculares, docencia inclusiva, interculturalidad (diálogo de saberes) y mejora de accesibilidad, entre otros.

· Conformar semilleros y/o redes interinstitucionales de investigación sobre el tema que prioricen la participación de la comunidad estudiantil.

· Para Estructura Administrativa y Financiera con Enfoque de Educación Inclusiva
· Crear una dependencia de educación inclusiva conformada por un equipo interdisciplinar con conocimientos claros en el tema, que articule y flexibilice los procesos administrativos y financieros priorizando la atención de la diversidad estudiantil (el área de bienestar universitario trabajaría en aspectos específicos de la mano con esta dependencia).

· Formar en cada dependencia de la IES uno o varios “agentes de educación inclusiva” para que se conviertan en los promotores del tema desde su área de desempeño y estén en constante comunicación con la dependencia de educación inclusiva.

· Realizar un estudio de los mecanismos de apoyo financiero que tiene la IES en cuanto a becas y subsidios que permiten a los estudiantes acceder y permanecer en el sistema, y buscar otras alternativas de financiación a través de alianzas interinstitucionales.

· Estructurar procesos de selección de aspirantes cuyo enfoque sea el de reconocer los méritos e, igualmente, reconocer las competencias adquiridas con anterioridad al ingreso para acortar el tránsito por los planes de estudios.

· Para una política institucional en articulación con el enfoque de educación inclusiva
· Definir, como parte central de la política, un cambio de mentalidad. Es decir, como lo menciona Griffiths
, reexaminar sobre qué valores y creencias institucionales se articula la educación inclusiva en la IES y así tomar una posición consensuada y clara desde el inicio del proceso. Esto puede significar una priorización de una o varias de las cinco características del concepto en la misión y el proyecto institucional, sin dejar de identificar la relevancia de las demás.

· Realizar estudios específicos sobre los componentes que permiten identificar y reducir las barreras propias del sistema de educación superior desde una política institucional flexible, es decir sujeta a revisiones continuas y mejoras progresivas.

· Realizar caracterizaciones periódicas de los estudiantes más proclives a ser excluidos del sistema, con el fin de anticipar en la política las dificultades de acceso y permanencia y definir planes de acompañamiento.

8.2. CALIDAD
8.2.1. Objetivo: Consolidar un sistema integrado de calidad que garantice una educación de alto nivel para todos.
8.2.2. Proyección del tema para 2034: 

1. Contar con un Sistema de Aseguramiento de la Calidad  (SAC) que:

1.1.- Responda al reto de la ampliación del acceso a la Educación Superior.

1.2.- Atienda un Sistema de Educación Superior cada vez más diverso y complejo.

1.3.- Actúe como un motor de equidad social.

1.4.- Promueva una Educación Superior que se internacionaliza y globaliza.

1.5.- Interactúe con otros sistemas estatales.

2.-  Contar con un Sistema de Aseguramiento de la Calidad que en su funcionamiento permita: 

2.1.-  Construir confianza asegurando la calidad de IES y programas académicos.

2.2.- El mejoramiento continuo como objetivo central del Sistema de aseguramiento.

2.3.- Consolidar el sistema de Información de la Educación Superior.

3.- Un Sistema de Aseguramiento de la Calidad con los recursos necesarios para su funcionamiento.

4.- Un Sistema de Aseguramiento de la Calidad que evalúa la calidad de los resultados de la Educación superior y se autoevalúa.

8.2.3. Propuestas de Política Pública en Calidad: 

UN SAC PARA UN SISTEMA DE EDUCACIÓN CADA VEZ MÁS DIVERSO Y COMPLEJO 

Atender de manera efectiva y eficiente el volumen de instituciones y programas que hoy existen y que deberán existir en los próximos años, lo cual constituye un reto enorme para el sector. Para ello hay que replantear los supuestos y lógicas sobre las que se encuentra organizado el actual sistema. Algunos de los aspectos que pueden ser abordados para la consecución de este reto son: 

· Evaluar la conveniencia de mantener un SAC completamente centralizado frente a la alternativa de regionalización del mismo y apoyarse en instancias regionales, secretarías de educación o universidades públicas con acreditación institucional de alta calidad. 

· Orientar progresivamente el foco del Sistema al aseguramiento y mejora de las instituciones.
UN SAC PARA UN SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR  QUE SEA MOTOR DE EQUIDAD 

Que el SAC disponga de orientaciones, lineamientos, recursos y mecanismos para atender, valorar, reconocer y fomentar la diversidad dentro del Sistema de Educación Superior del país. Así como realizar mejoras y adiciones a los marcos normativos de aseguramiento, acreditación e inspección en los siguientes años. Algunos aspectos a considerar son:

· Revisar los lineamientos de las agencias de evaluación y acreditación de las IES y los programas académicos, para que atiendan y reconozcan la diversidad en las estrategias que las IES implementan para su desarrollo y articulación. 

· Articular a estos lineamientos las políticas de Inspección y Vigilancia. 

· Definir políticas en los espacios de diversidad “emergente” como educación virtual y a distancia o alianzas interinstitucionales e internacionales.

UN SAC QUE RESPONDE AL RETO DE UNA EDUCACIÓN QUE SE INTERNACIONALIZA Y GLOBALIZA 

El SAC debe fomentar el mejoramiento continuo de las IES más relegadas en sus indicadores de calidad. Además, y como medida que consolida el mejoramiento del Sistema de Educación Superior en general, el SAC debe fomentar la articulación y el apoyo entre IES diversas en complejidad y de distintas regiones del país. Algunos aspectos a considerar son:

· Programas de apoyo específico para el fortalecimiento y mejora de la calidad de las instituciones más relegadas mediante herramientas como las evaluaciones de pares colaborativos o consultores, referenciamiento de mejores prácticas de gestión o acceso a recursos compartidos. 

· Incluir en el SAC la existencia de políticas, programas y acciones afirmativas para la equidad en las IES como condición de calidad institucional. Lo anterior, mediante programas de fomento y su inclusión como condición de calidad en los procesos de registro y acreditación.

· Incluir en el SAC la existencia de políticas, programas y acciones para el apoyo, fomento y mejora de la calidad de otras IES como condición de Acreditación Institucional. Lo anterior, mediante programas de fomento y su inclusión como condición de calidad en los procesos de acreditación.

UN SAC ARTICULADO CON OTROS SISTEMAS ESTATALES 

El SAC debe fortalecer su articulación con los sistemas de aseguramiento regionales y con los sistemas de aseguramiento internacionales. De esta manera debe contribuir a posicionar la educación superior del país en la región y el mundo, respondiendo a los retos de la globalización e internacionalización y facilitando el reconocimiento de IES, programas, estudiantes y egresados de la Educación Superior colombiana en el exterior y viceversa. Algunos aspectos a considerar son:

· Fortalecer la participación del SAC en redes regionales.

· Propiciar el reconocimiento y acreditación internacional de las agencias del SAC, como el caso del CNA. 

· Fomentar acreditaciones internacionales de IES y programas académicos posteriores a los reconocimientos nacionales.

· Establecer un marco común de cualificaciones con referentes internacionales. 

· Fortalecer la estrategia de posicionamiento regional de la educación superior colombiana.

CONSTRUIR CONFIANZA ASEGURANDO LA CALIDAD DE IES Y PROGRAMAS ACADÉMICOS 

Lograr la articulación de orientaciones, mecanismos y estrategias de aseguramiento de la calidad con otros entes y sistemas estatales (Ciencias y Tecnología, Trabajo, Salud, Ambiente, Cultura y Justicia. Algunos aspectos a considerar son: 

· Centralizar en el MEN la definición de políticas y normas que le permitan al SAC articularse eficientemente con otros sistemas. 

· Evaluar la conveniencia de estructurar un SAC para todo el sistema educativo.

EL MEJORAMIENTO CONTINUO COMO OBJETIVO CENTRAL DEL SAC 

Fortalecer, hacer más efectivos y eficientes los procesos de aseguramiento de la calidad (registro) y los de Inspección y Vigilancia. El sistema debe garantizarle al país que el 100% de la oferta de la educación superior sea de calidad. Algunos aspectos a considerar son: 

· Fortalecer los procesos de registro y licenciamiento de programas e instituciones. Asegurar calidad desde un principio. 

· Acompañar los procesos de registro y licenciamiento de la identificación de su panorama de riesgo específico. 

· Reorientar los procesos de inspección y vigilancia hacia el seguimiento de las IES y los programas teniendo en cuenta su panorama de riesgo. 

· Para lo anterior conviene evaluar la posibilidad de unificar las dependencias encargadas de los procesos de Registro Calificado y los de inspección y vigilancia. 

· Orientar el SAC hacia la Gestión del Riesgo.

CONSOLIDAR EL SISTEMA DE INFORMACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

Propiciar que todas las IES cuenten con modelos sólidos de aseguramiento y mejoramiento de la calidad. En este sentido, los lineamientos deben enfocarse en definir como obligatorio para todas las IES el desarrollo y fortalecimiento de modelos de mejoramiento continuo de la calidad. Para que esto se pueda lograr, es necesario que el SAC estructure una ruta continua y fluida desde los procesos de Registro Calificado, hasta la Acreditación Institucional. De esta manera, es necesario orientar el enfoque del SAC para lograr que sean compatibles los modelos de aseguramiento con los de Acreditación Institucional. Esto requiere hacer más compatibles los lineamientos de autoevaluación y evaluación de los componentes de Registro Calificado y aquellos definidos para el reconocimiento de Alta Calidad. 

Por último, es indispensable que el Sistema fomente en las IES y en su propio desarrollo procesos de acreditaciones internacionales que ofrezcan nuevas y pertinentes recomendaciones para el desarrollo del Sistema de Educación Superior. Algunos aspectos a considerar son: 

· Reorientar las evaluaciones de renovación de Registro Calificado por evaluaciones de Mejoramiento Continuo, de carácter obligatorio. 

· Evaluar si el CNA debe asumir el sistema de evaluación de mejoramiento continuo. 

· Articular los lineamientos para el Mejoramiento Continuo con los definidos para la Acreditación Institucional.

UN SAC CON LOS RECURSOS NECESARIOS 

Contar con sistemas de información que permitan el acceso a información completa y veraz para favorecer la toma de decisiones de los distintos actores tales como: familias, empleadores, colegios, IES, entre otros. Dichos sistemas deben ser más integrales para facilitar una información más exhaustiva y actualizada de lo que es cada IES. Adicionalmente, se debe generar una cultura del uso de dichos sistemas. Algunos aspectos a considerar son: 

· Fortalecer en el MEN los aspectos y áreas relacionadas con las TIC. (Por discutir en la Mesa). 

· Fortalecer estrategia de integración entre las TIC y los agentes del Sistema de Educación Superior. (Por discutir en la Mesa). 

· Fortalecer las estrategias de comunicación y socialización de los sistemas de información de la educación superior. (Por discutir en la Mesa).

· Estimular el uso de TIC en los agentes del Sistema de Educación Superior. (Por discutir en la Mesa).

UN SAC QUE EVALÚA LA CALIDAD LOS RESULTADOS DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y SE AUTOEVALÚA 

Garantizar recursos financieros suficientes para que el SAC funcione con calidad y efectividad en sus diferentes componentes. Para esto es indispensable lograr un uso eficiente, eficaz y pertinente de los recursos económicos dispuestos por el Estado para el desarrollo de una educación superior de calidad. Algunos aspectos a considerar son: 

· Asignar y articular recursos financieros para la implementación de procesos de alta calidad en la educación superior, dentro de un esquema de corresponsabilidad social y territorial (Nación, Departamentos y Municipios
). 

· Asegurar los recursos necesarios para el óptimo funcionamiento de los organismos de dirección, administración y control del SAC. 

· Formar el talento humano especializado requerido por el SAC (pares, comisionados, directores de calidad de IES, etc.).

El SAC cuenta con mecanismos de evaluación de resultados de avance y logros que permiten planear, implementar y seguir la calidad de los procesos formativos. Estos mecanismos se articulan a los referentes internacionales para tal fin. El SAC cuenta con un modelo de autoevaluación ejemplo de calidad para los actores del Sistema de Educación Superior. Así pues, los lineamientos, principios, recursos y procesos garantizan un SAC sobre el que los actores y la sociedad depositan su confianza y encuentran en él un referente fundamental de la calidad. Algunos aspectos a considerar son: 

· Fortalecer los mecanismos de evaluación de resultados de aprendizaje (avance y logros) de la educación superior desde el ICFES. 

· Articular estas evaluaciones de resultados de la educación con los procesos de mejoramiento de la calidad de las IES y el sistema en general. 

· Implementar para el Sistema de Aseguramiento de la Calidad un modelo de autoevaluación. 

· Identificar los organismos pertinentes para la evaluación externa del Sistema de Aseguramiento de la Calidad. 

· Formular planes de mejoramiento continuo para el Sistema de Aseguramiento de la Calidad.

UN SISTEMA DE CALIDAD ORIENTADO POR LAS ACCIONES DE UNA AGENCIA NACIONAL DE CALIDAD Y UNA SUPERINTENDENCIA

La integración de esfuerzos, experiencias y actores en torno de dos grandes entes, directamente relacionados con el Ministerio de Educación Nacional, contribuirá a brindar elementos de fomento de la calidad y la evaluación, pero también de control, inspección y vigilancia.

A través de la constitución de una Agencia Nacional de la Calidad (que busque unificar la acción de organismos como CNA, Conaces e Icfes, entre otros) se deberá dar identidad, confiabilidad y seguimiento detallado a los procesos de calidad, desde sus desarrollos conceptuales hasta la medición y los registros calificados y procesos de acreditación de alta calidad.

De otro lado, las acciones encaminadas a asegurar la rendición de cuentas, el cumplimiento normativo y darle al país y los estudiantes del sistema de educación superior la tranquilidad en torno de la confiabilidad del servicio prestado por las IES, se creará la Superintendencia de Educación.

8.3. INVESTIGACIÓN, CIENCIA,  TECNOLOGIA E INNOVACION SOCIAL

8.3.1. Objetivo: Construir un  sistema en donde la Ciencia, la Tecnología y la Innovación generen conocimiento y contribuyan a resolver las necesidades del país y sus regiones y a elevar sus niveles de competitividad

8.3.2. Proyección del tema para 2034: 

Redimensionar el rol en Investigación del Viceministerio de Educación Superior, con el fin de modificar y ampliar las funciones del Viceministerio de Educación Superior (VES), incluyendo entre éstas las de coordinación e integración con el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (CNCTI) para la regulación, ordenamiento y la evaluación de la calidad y del impacto de la investigación realizada por las diferentes IES del sistema, así como la prestación de servicios científicos y tecnológicos.

1. EL CESU recomienda al Ministerio de Educación Nacional y a las IES crear dentro de sus estructuras de gestión de la investigación oficinas o unidades que den cuenta de los resultados y el impacto de la transferencia de resultados de la investigación y de la innovación social. Así mismo, el CESU recomienda fortalecer las funciones de la Subdirección de Apoyo a la Gestión de Instituciones de Educación Superior de las que trata el artículo 31, numeral 31.5 del Decreto 1306 de 2009 (Promover y estimular la investigación científica así como el desarrollo de nuevas tecnologías y metodologías en la educación Superior); y, las funciones de la Subdirección de Desarrollo Sectorial para la Educación Superior, de que trata el artículo 32.10 (Realizar estudios e investigaciones conducentes a analizar y establecer políticas para el sector educativo y atender las condiciones y necesidades específicas de educación Superior), o en su defecto, lo que sería preferible, como lo plantea la mesa temática coordinada por ASCUN:

Conformar en el ente rector -el MEN- un equipo con el conocimiento y capacidad para orientar y gestionar los temas de CTI en la educación Superior, desplegar acciones de articulación, especialmente con Colciencias, en armonía con las otras entidades del Estado encargadas directamente de liderar y promover la CTI en todo el país; igualmente, para incidir en los más diversos niveles del Estado y en los distintos entes territoriales, para que entre todos asuman las responsabilidades de educar en CTI.
Al asumir estas nuevas funciones, la gestión del MEN es diferente a exigir desarrollo investigativo como indicador de calidad. Además de la especialización de sus funcionarios en esta nueva perspectiva, será necesario desplegar también nuevos instrumentos tanto de fomento como de control. En particular, reconocer que las labores de investigación en las IES, estén a cargo de personal de altísimas calificaciones, cuya productividad se debe maximizar por el bien del país y para lograrlo en necesario eliminar todos aquellos controles innecesarios, que sólo generan desgaste y pérdida de energías en tareas burocráticas y administrativas. Esto tiene que ver con la necesidad de que todos los funcionarios del Estado, pero en particular los del MEN y los de los entes de control, reconozcan que la legislación específica en CTI, puede hacer uso de criterios diferentes a los de la administración pública común. (ASCUN, 2013, p. 7).

… Entre las funciones de esta unidad, estará la de coordinar y establecer alianzas con las diferentes embajadas y consulados, el tratamiento especial en las visas de trabajo de profesores visitantes, exenciones tributarias en viajes de investigación o en adquisición de elementos para experimentación, etc.), o tangibles como el apoyo y acompañamiento en la creación de puntos de encuentro con los diferentes actores sociales, a través de actividades calificables como de educación Superior-empresa Estado, o espacios para el desarrollo de actividades de investigación y de innovación, tales como centros de investigación y desarrollo tecnológico, incubadoras de empresas, parques tecnológicos, etc. 

Consolidar su relación con el conocimiento desde varias perspectivas fundamentales; la de su conservación, su difusión, su aplicación y la generación del mismo a través de la investigación, orientada ésta a la búsqueda de aportar soluciones a problemas sociales, que en general en países en proceso de desarrollo como Colombia, están referidos a la pobreza, el hambre, la inequidad, la enfermedad, el sufrimiento humano y en construcción de bienestar para las generaciones por venir. A su vez, la orientación hacia el análisis y solución de problemas exige investigación básica, esencial para lograr el soporte para que la investigación aplicada se sustente en conocimientos firmes que hagan los procesos perdurables. (ASCUN, 2013, 8)

2. El CESU recomienda modificar el Artículo 41, que trata de la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (CONACES) y diferenciar su papel en la definición de estándares de calidad y de un marco de excelencia para la investigación. 
2. Formular el Marco de Excelencia para la Investigación en la Educación Superior a 2034. Las métricas para evaluar el impacto diferencial de la actividad de los grupos de investigación de las diferentes instituciones del sector superior de la educación seguirán siendo responsabilidad de COLCIENCIAS, al igual que proporcionar los fondos para la formación doctoral, cubrir los gastos de capital y los costos directos de los proyectos de investigación que se realizan desde el sistema universitario colombiano. Así mismo, la bibliometría y las diferentes métricas para la evaluación del impacto de la Investigación, la CTeI, seguirá siendo responsabilidad central de COLCIENCIAS quien deberá certificarla ante el Ministerio, el CNA y las IES para efectos de la evaluación de las condiciones de calidad del programa y la acreditación de alta calidad que realicen los pares. Para tal efecto, las bases de datos de las IES y COLCIENCIAS estarán conectadas a bases de datos internacionales, que permitan hacer seguimiento y monitoreo a la producción científica.
4. COLCIENCIAS, financiará así mismo los proyectos en cooperación con los actores que componen el SNCTI. Para ello fomentará el vínculo entre los programas de Regionalización de Ciencia, Tecnología e Innovación de COLCIENCIAS, el MEN y las IES con los CODECTI y el OCAD de CteI, entre otros con la finalidad de apoyar y fortalecer la institucionalidad territorial, refrendando el carácter descentralizado del sistema. Adicionalmente, dentro de las Comisiones Regionales de Competitividad, los CODECTI velarán porque los entes territoriales tengan su plan en CTeI, herramienta fundamental para orientar las acciones e inversiones con proyectos, prestarán la asistencia requerida para la formulación de los mismos. 

5. Articular los dos Viceministerios de Educación (Educación Básica y Media con el de Educación Superior) que permitan fortalecer las instituciones educativas a través de la construcción conjunta de planes de estudio de los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) para que tengan un mayor énfasis en el desarrollo de competencias investigativas, científicas, pensamiento crítico y creativo, y uso de las Tecnologías para el Aprendizaje en Red (TAR) como componente específico de las Tecnologías de la Información y de la Comunicación (TIC). La calidad de la educación en la educación media y básica tiene una incidencia directa en la Educación Superior y por consiguiente, la formación para la investigación, la innovación y el emprendimiento, deberán ser asumidos desde la educación temprana. La política de ciencia, tecnología e innovación social, deberá fortalecer y ampliar el alcance de las estrategias y los programas a desarrollar entre el MEN, COLCIENCIAS y las IES para fomentar una cultura ciudadana que valore la ciencia, la tecnología, la innovación social, el pensamiento crítico y creativo en los niños, niñas y jóvenes colombianos, pues se reconoce en ellos su capacidad para explorar, observar, preguntar sobre sus entornos, sus necesidades y sus problemáticas y a partir de ahí, convertir estas formas iniciales de interrogación en procesos organizados de indagación mediante la definición de proyectos de investigación (Programa Ondas). La iniciación y el entrenamiento de los estudiantes de pregrado en el ámbito científico, social, artístico y pluricultural con el propósito de adquirir un perfil de investigadores e innovadores capaces de generar soluciones reales a las necesidades de conocimiento y transformación de la sociedad colombiana (Programa Semilleros). Del mismo modo, se recomienda fortalecer el acercamiento de jóvenes talentos a la investigación y la innovación social, mediante su vinculación a grupos de investigación de excelencia, tanto de universidades y centros de investigación como de empresas, organizaciones no gubernamentales (ONG) y organismos internacionales a través de becas-pasantía. Las externalidades positivas que se generan en este programa son: a) creación de sentido de pertenencia a comunidades científicas; b) incremento y consolidación de grupos de I+D; c) permanencia de líneas de investigación en los grupos; d) construcción de escuelas de pensamiento. Uno de los criterios de éxito, es que jóvenes investigadores se conviertan en los candidatos a doctor del programa de formación doctoral. (Programa de Jóvenes Investigadores).

6. La política para la inclusión en las actividades de investigación de las diferentes etnias y grupos minoritarios, debe hacerse visible tanto en el MEN como en las IES y los demás actores del SNCTI.

7. El CESU recomienda conformar nodos de conocimiento regional, con los profesores en ciencias básicas más destacados del país para que se conviertan en un recurso nacional -una comunidad en red de destacados maestros y adoptar para efectos de la consolidación del conocimiento y de las respuestas a las múltiples necesidades del país, la organización regional de la investigación, a partir de las regiones del Departamento Nacional de Planeación (DNP) que son: Amazonía, Centro Oriente, Bogotá, Occidente, Costa Atlántica y Orinoquía y tener como materia de investigación la noción de territorio concebida en la Ley 1454 Orgánica de Ordenamiento Territorial (2011). Las IES de un mismo nivel territorial deberán coordinar sus esfuerzos para fomentar la creación de redes de investigadores que conformen los nodos de conocimiento regional.

8. En esta perspectiva el CESU recomienda a los Centros de Investigación y Desarrollo Tecnológico (CENIT) creados por algunos gremios para atender las necesidades de investigación y desarrollo de cada sector comprometerse en financiar e incorporar a los estudiantes de todos los niveles del sistema -en condiciones salariales óptimas- a las áreas de conocimiento respectivas, tanto por razones de formación en investigación como de I+D apoyo a la formación doctoral requerido de manera conjunta. En el mismo sentido los Centros Universidad Empresa (CUE) han de ampliar sus horizontes, para hacer del incremento de la productividad total del trabajo, su objetivo principal. 

9. Realizar un esfuerzo nacional para ayudar a mover la preferencia de los estudiantes y especialmente de las niñas, las mujeres y la minorías étnicas hacia las ciencias básicas, preparar a los jóvenes para aprender profundamente y pensar críticamente en este campo, y dotarlos de los conocimientos y competencias necesarias para promover el empleo y el emprendimiento en los sectores de alto crecimiento que impulsan la innovación en Colombia. Consecuentemente, debe hacerse un esfuerzo para elevar el perfil de la profesión docente y fortalecer la formación de profesores en ciencias básicas, bajo una estrategia nacional que convoque al estado y estimule la filantropía de las principales empresas privadas, la banca y las transnacionales en el país, para recaudar fondos no inferiores a quinientos mil millones de pesos, para becas administrado por el Ministerio, destinadas a la formación de por lo menos 4.000 maestros de excelencia en ciencias básicas, durante las dos décadas siguientes.

10. El CESU recomienda a los organismos financiadores, patrocinadores, certificadores y de acreditación de la calidad de los investigadores y de la investigación en Colombia, además de los criterios establecidos en el SNCTI y el SGR, evaluar el impacto teniendo en cuenta el impacto social, cultural, ambiental y su aprovechamiento, difusión y apropiación social, más que la cantidad. Así, la investigación ha de financiarse más efectivamente asociando el avance del conocimiento, las transformaciones sociales, culturales, artísticas y productivas en nuestros territorios y regiones.

11. Así mismo de acuerdo con los niveles del sistema de educación superior, se recomienda el Ministerio y al CNA diferenciar los estándares de calidad en investigación según los tipos de programas (técnico, tecnológico, profesional, maestrías y doctorados). Para efectuar procesos más ágiles y efectivos el CNA automatizará las bases de datos de los programas e instituciones que han obtenido la acreditación de alta calidad con el fin de evitar la duplicidad en la información de las IES por lo menos dentro de un mismo año, efectuar procesos y procedimientos más ágiles y establecer las disposiciones para que la acreditación de alta calidad no se convierta en un freno para el cambio, la innovación y el mejoramiento continuo de las instituciones y programas que ya han sido acreditados.

12. El CESU acoge las recomendaciones referidas a la necesidad de transformar con celeridad las reglas de juego para fomentar la creatividad y el despliegue efectivo de las capacidades de investigación y transformación del entorno. Entre éstas, el MEN expedirá las regulaciones necesarias para el mejoramiento de las condiciones laborales, los incentivos y la carrera de los investigadores, como una prioridad nacional que permita consolidar una masa crítica de profesores e investigadores de alto nivel en todos los campos de las ciencias, las humanidades, las técnicas y las artes. 
13. Los directivos académicos de las instituciones de educación superior deberán determinar la carga docente en relación con el número de proyectos y productos certificados de investigación, cuidando de no asignar responsabilidades administrativas y burocráticas a los investigadores, con la finalidad de crear las condiciones para que en Colombia, el ejercicio de la investigación se desarrolle en escenarios donde se estimule y respete la carrera como investigador.

14. Del mismo modo la participación de los estudiantes en los semilleros de investigación, deberá ser reconocida, apoyada y financiada cuando ésta implique costos fuera de los derechos pecuniarios ya pagados por el estudiante y dedicación de medio tiempo o tiempo completo, sobre todos en los escenarios de último año de formación y en el nivel posgradual.

15. La reglamentación de los derechos de autor, deberá ser igualmente revisada en cada IES, para que los investigadores y graduandos, tengan derecho a percibir ingresos económicos por sus productos de investigación, todo lo cual formará parte de los estatutos docente y estudiantil.

16. El CESU recomienda al Ministerio promover la especialización de las IES por campo científico o tecnológico asociado a su entorno para consolidar su sostenibilidad, avanzar hacia fortalecimiento de la institucionalidad del sector, conformar los grupos de Universidades de Excelencia Investigativa, teniendo como primera estrategia, que tengan doctorado y en éstos la formación de nuevos investigadores en el centro de sus actuaciones. El doctorado es el punto de partida para una carrera investigadora, no el punto de llegada. Una característica de las universidades excelentes, es su elevada proporción de estudiantes de doctorado y su gran capacidad para atraer estudiantes extranjeros que desean doctorarse en ella.

17. Todas las Instituciones Educativas deberán promover el Código Ética en la investigación y de los investigadores, articulando el respeto por todas las formas de vida y el actuar moral en todas las formas de producción de conocimiento y creación artística y cultural. El MEN formulará junto con las IES el Código de ética para el CNA y los investigadores.

18. El trabajo de investigación supone la comprensión lectora y el dominio de la escritura y la argumentación, la capacidad de reconocer, diferenciar, aislar y relacionar fenómenos, de plantear y resolver problemas, de buscar, recoger, seleccionar y organizar información (lo que hoy implica un dominio de las tecnologías de la información y la comunicación), de construir, comprender y discutir explicaciones, representaciones o modelos sobre los fenómenos o los acontecimientos; de identificar preguntas científicas válidas y de explicar fenómenos científicamente en un campo (competencia teórica), de trabajar metódicamente, siguiendo los procedimientos propios de un campo (saber hacer), de emplear los resultados científicos y aplicar conocimientos, de manejar los lenguajes disciplinarios y plantear problemas y situaciones en esos lenguajes; supone la disposición a comunicar y compartir conocimiento, a escuchar, a construir colectivamente y a trabajar en equipo; exige voluntad de saber, disposición a reconocer la dimensión social del conocimiento y las relaciones entre ciencia, tecnología y sociedad, capacidad de reflexión, autorreflexión y autocrítica, disciplina y responsabilidad, flexibilidad, apertura y disposición a comprender y asumir la novedad.

19. El Programa de formación doctoral en el exterior y en Colombia de los investigadores de alto nivel en las diferentes áreas de conocimiento y saberes será subsidiado prioritariamente por el estado a través de COLCIENCIAS y el ICETEX como la base de la estrategia para consolidar una masa crítica de investigadores en el país. Al respecto, el CESU recomienda potenciar e incentivar los doctorados con presencia de profesores investigadores extranjeros de alto nivel temporales o permanentes por convocatorias internacionales y que parte de la formación del doctorado se ofrezca en Inglés. Los estudios posdoctorales a su vez, están llamados a convocar a los mejores talentos nacionales e internacionales.

Finalmente, como lo plantea la mesa temática coordinada por ASCUN: 
… Los programas de educación superior, incluido el posgrado están llamados a reinventarse, y los procesos de acreditación deberán permitirlo. Esas renovaciones deberán además, basarse en el análisis de las necesidades nacionales (fundamentales a su vez en los planteamientos de la política en CTI), las cuales deberán -como es obvio reflejarse en las líneas de investigación que soporten cada programa. (ASCUN, 2013).
El CESU recomienda establecer un marco de principios para la financiación y evaluación de la colaboración multi-institucional e interinstitucional en la innovación social y la investigación; con la finalidad de demostrar la excelencia de su planteamiento, la evaluación de los proyectos de alta complejidad interinstitucional será efectuada a través del mecanismo de revisión por pares. 
20. Los organismos de financiación en Colombia se asegurarán de que el alcance de la colaboración interinstitucional sea claro en las convocatorias de financiación, y que las políticas se desarrollan teniendo en cuenta su impacto en los grupos universitarios y consorcios. Todos los gastos directamente relacionados con la gestión de la colaboración pueden ser incluidos en las ofertas de financiación pertinentes. 
21. Los temas o consorcios de investigación basados en las disciplinas tienen el potencial de crear y construir una masa crítica en campos nuevos, y los investigadores; para los grupos de investigación se recomienda considerar cómo sus propuestas de investigación pueden hacerse más competitivas a través de la colaboración con los socios apropiados. Las colaboraciones eficaces serán impulsadas por las redes de investigadores, no por las instituciones, pero las instituciones y sus altos directivos juegan un papel importante en el fomento y la facilitación de esas nuevas formas de cooperar, colaborar y trabajar que identifican la creación de nuevos conocimientos.

22. Cuando la investigación requiera la contribución de más de un organismo de financiación, los financiadores tendrán disposiciones claras para la gestión de los acuerdos de financiación conjunta y para asegurar que tales propuestas sean debidamente evaluadas, evitando "doblar los riesgos". Cuando las propuestas puedan demostrar que una concentración espacial o agrupación de los socios le ayudarán a explorar el potencial impacto social o económico para la investigación. Esto se tendrá en cuenta. La co–localización regional o geográfica per se de los socios como tal, no es un criterio de financiación.

23. Los conflictos de interés en la revisión de propuestas interinstitucionales se evitarán mediante la búsqueda de estudios internacionales independientes de la propuesta, cuando sea necesario. 

24. El gobierno nacional destinará el 2% del Producto Interno Bruto para financiar la investigación, la ciencia, la tecnología, la innovación social y la producción artística, con un incremento porcentual de al menos 1% anual hasta el 2034.

25. El ICETEX, tendrá una línea exclusiva de becas y créditos condonables para los doctorados de acuerdo con las necesidades de las regiones y territorios, las necesidades de la progresión del conocimiento y de aquellas que proporcionen mejorar la calidad de vida de los colombianos. 
26. El Sistema General de Regalías (SGR) fortalecerá la financiación de la Investigación en los Territorios y Regiones con las Instituciones de Educación Superior correspondientes, ya que on el SGR Colombia y el sector de la educación superior tienen la oportunidad de avanzar en la consolidación de una sociedad que con base en el conocimiento genere una mayor productividad y competitividad, contribuya al bienestar social y económico y cierre las brechas de desigualdad e inequidad regional. 
a. El CESU recomienda al Gobierno Nacional y a los entes territoriales que los esfuerzos de financiación en materia de Investigación que realicen los entes de cada nivel de la administración pública (nacional, departamental, municipal y distrital), deberán ser debidamente coordinados y planeados descentralizadamente en cada nivel y entre niveles, para evitar duplicidad de esfuerzos, derroche de recursos e inefectividad del sistema.

b. Particularmente, COLCIENCIAS y el MEN deberán actuar de forma planeada, coordinada, coherente y competente dada la complejidad de los nuevos escenarios e instrumentos de investigación, SNCTI, para financiar proyectos que buscan iguales o similares objetivos.

c. Para fortalecer el nuevo esquema de SNCTI, el CESU recomienda a los actores del sistema General de Regalías (SGR)15 cooperar entre sí, para desarrollar la inteligencia del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI), desde los Órganos Colegiados de Administración y Decisión (OCAD de CteI, Departamentales y Municipales) junto con los diferentes fondos del SGR (Fondos de Desarrollo Regional, Fondo de Compensación Regional, Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación), los órganos Colegiados de los diferentes Ministerios, Instituciones de Educación Superior y sus grupos de investigación, los Consejos Departamentales de Ciencia Tecnología e Innovación (CODECTI)16, las Comisiones Regionales de Competitividad (CRC), los centros de investigación de la industria, los órganos y autoridades territoriales, desarrollar una estrecha relación de cooperación, formular agendas conjuntas y elaborar los planes que fomenten las sinergias y el abordaje de proyectos que den soluciones estructurales desde las diferentes necesidades y responsabilidades de tales órganos. 
d. La calidad de la educación en la educación media y básica tiene una incidencia directa en la Educación Superior y por consiguiente, la formación para la investigación, la innovación y el emprendimiento, deberán ser asumidos desde la educación temprana. La política de ciencia, tecnología e innovación social, deberá fortalecer y ampliar el alcance de las estrategias y los programas a desarrollar entre el MEN, COLCIENCIAS y las IES para fomentar una cultura ciudadana que valore la ciencia, la tecnología, la innovación social, el pensamiento crítico y creativo en los niños, niñas y jóvenes colombianos, pues se reconoce en ellos su capacidad para explorar, observar, preguntar sobre sus entornos, sus necesidades y sus problemáticas y a partir de ahí, convertir estas formas iniciales de interrogación en procesos organizados de indagación mediante la definición de proyectos de investigación (Programa Ondas). La iniciación y el entrenamiento de los estudiantes de pregrado en el ámbito científico, social, artístico y pluricultural con el propósito de adquirir un perfil de investigadores e innovadores capaces de generar soluciones reales a las necesidades de conocimiento y transformación de la sociedad colombiana (Programa Semilleros). Del mismo modo, se recomienda fortalecer el acercamiento de jóvenes talentos a la investigación y la innovación social, mediante su vinculación a grupos de investigación de excelencia, tanto de universidades y centros de investigación como de empresas, organizaciones no gubernamentales (ONG) y organismos internacionales a través de becas-pasantía. 
Las externalidades positivas que se generan en este programa son: a) creación de sentido de pertenencia a comunidades científicas; b) incremento y consolidación de grupos de I+D; c) permanencia de líneas de investigación en los grupos; d) construcción de escuelas de pensamiento. Uno de los criterios de éxito, es que jóvenes investigadores se conviertan en los candidatos a doctor del programa de formación doctoral. (Programa de Jóvenes Investigadores).

e. El CESU retoma el planteamiento de la Mesa de CTI coordinada por ASCUN en lo relacionado con: “el Gobierno debe recordar que los recursos de regalías pertenecen a las regiones, no a Colciencias, entidad que necesita una financiación exclusiva y suficiente para impulsar la Ciencia y la Tecnología en el país. Por lo tanto, las Instituciones de Educación Superior y las regiones tienen una enorme responsabilidad para aprovechar el flujo de esos dineros”. (pp. 13-14)

27. El CESU recomienda al MEN y al ICETEX, incentivar el mecenazgo con trato fiscal positivo, para cátedras extraordinarias e internacionales. Financiar cátedras específicas de las empresas y sectores que jalonan el desarrollo nacional, el desarrollo humano sostenible y la innovación social, para incluirlas en la estructura curricular de las IES.

28. La inversión en Investigación y desarrollo ha de ser estable e independiente de ciclos políticos y económicos para que esta no sea vulnerable cuando peor está la economía del país, cortando posibles vías de recuperación. Un modelo económico y de desarrollo humano basado en la generación de conocimiento sólo tendrá éxito si se garantiza la estabilidad del sistema de investigación en términos de recursos económicos y humanos y si hay un sector privado que apueste por la investigación y la innovación.

29. El CESU recomienda desarrollar una política de acceso el abierto a los resultados de Investigación. Toda la investigación que se realice por parte de las Instituciones de Educación Superior, debe ser lo más amplia y libremente accesible (en lo razonablemente posible y aplicable para ciertos tipos de resultados) para beneficiar tanto el proceso, como su impacto y la comprensión pública de la investigación, incluyendo monografías. Como canales disponibles para la difusión las IES publicarán sus resultados de investigación en un “porta Nacional de Publicaciones Científicas Colombianas” o en repositorios compartidos, para lograr sinergias y economía de esfuerzos, conde acceso a texto completo o restringido, según criterio de la IES, bajo los debidos y previos acuerdos de derechos de autor y licenciamiento. Las Tecnologías de la información y la Comunicación (TIC) pueden maximizar el potencial de los resultados de la investigación para reducir las brechas de conocimiento dentro y entre las sociedades, facilitar el crecimiento económico, escalonamiento de ideas innovadoras y la cohesión social. El estado en asocio con el sector privado deberá propiciar alianzas de orden mundial, para patrocinar y lograr el acceso abierto a conclusiones y bases datos de otros países sin ningún costo, con la debida protección de los derechos de propiedad intelectual.

30. Las alianzas mundiales con las múltiples partes interesadas deben ser diseñadas, destacando el papel de los científicos e investigadores en todos los campos de conocimiento  de la creación artística, así como el conocimiento local e indígena, como esenciales para la agenda del desarrollo humano sostenible y sustentable en todos los niveles. Esto incluye la colaboración con los agentes económicos en diferentes escalas, incluidas las pequeñas y medianas empresas en el área rural y urbana, la cooperación Sur-Sur y la triangulación de la colaboración con las comunidades locales y marginadas.

31. Fortalecer la diplomacia científica en coordinación con los planes nacionales y regionales, proporciona más oportunidades para desarrollar la cooperación científica sobre temas que ningún país puede hacerle frente por sí solo, exige una mirada diferente y una más estrecha colaboración entre las IES el MEN y la Cancillería Colombiana.

32. Fomentar el Periodismo Científico en los campos de la I+D, las Culturas Ancestrales, la Innovación Social, la Creación Artística y el Cambio Cultural. 

33. Garantizar profesionalidad, transparencia y equidad en los medios de difusión social sobre los resultados de investigación, para lograr que dicha generación de conocimiento tenga significado y sentido para la mayoría de la población, es un largo tramo del camino que nos falta aún por recorrer. Por lo tanto, el CESU recomienda que en los programas de Comunicación Social se profundice en rutas de formación y líneas de investigación para que la formación de profesionales e investigadores de alto nivel para traducir las gramáticas de las disciplinas y profesiones, de las culturas ancestrales e indígenas y de la creación artística, en lenguajes sencillos y asequibles, que día a día incentiven el orgullo nacional

34. El CESU considera que en estrecha colaboración entre las IES y Colciencias, el sector privado debe aportar más a la generación, expansión y difusión del conocimiento en los sectores económicos y sociales que se han definido como estratégicos para el país, para que se vuelvan mayores generadores de valor, admitiendo que dicha creación de valor depende cada vez más del mejor uso del conocimiento y de su inserción en la cultura.

35. Se considera que una nueva forma de entender los vínculos entre las IES y la Inversión Extranjera Directa (IED) tiene que ver con la necesidad de investigar en profundidad qué deja la IED en cuanto a transferencia de conocimientos y tecnología, que pueda instalar las capacidades perdurables para el país. 

36. Las licencias y patentes como otros medios formales de difusión del conocimiento (publicaciones indexadas, artículos, etc.) son una parte de los indicadores de los resultados de investigación. Como en su mayoría son indicadores de carácter tecnológico, como indica UNESCO, el indicador de patentes es el que pone más de manifiesto la desigualdad en la creación de conocimientos a nivel mundial y su número da una imagen del carácter acumulativo del conocimiento y de la capacidad oficial del país para crear conocimiento. Por lo tanto el CESU insta a que entre los medios de difusión de conocimiento el indicador de patentes, sea considerado cada vez más y en forma perdurable, al interior de los sistemas de investigación de las IES

37. El CESU recomienda estimular más las relaciones de cooperación entre los sistemas de investigación y las oficinas de cooperación internacional de las IES. Temas como la “fuga de cerebros” deben ser parte de la agenda conjunta de estas dos unidades. Parte del trabajo de las IES será también entonces, mantener el diálogo permanente con la diáspora de científicos e investigadores de todas las áreas de conocimiento como medio para la difusión indirecta de conocimientos, de repatriación de conocimiento fugado y de la internacionalización del sector, entre otras. 

38. El MEN, las IES, Colciencias y demás organizaciones y gremios del sector deberán concentrar y coordinar esfuerzos para lograr un avance significativo en los próximos 20 años en la estrategia “Colombia como destino de educación superior de calidad”.
1.4. REGIONALIZACION Y PERTINENCIA
8.4.1. Objetivo: Estructurar un sistema en el todas las regiones cuenten con instituciones de educación superior, con programas de calidad, pertinentes y adecuadas condiciones de acceso
8.4.2. Proyección del tema para 2034: 

Con el aporte de los recursos derivados de la consecución de la paz en todo el país, se potenciará el crecimiento social de todas las regiones con el aporte de la educación superior.
8.2.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con Regionalización y Pertinencia 

a) La oferta educativa de cada departamento deberá estar determinada por los requerimientos de formación del capital humano definidos en Planes Decenales de Formación del Recurso Humano Regional en la educación superior. Esto deberá considerar en su construcción la presencia de un Comité Regional, con presencia de las secretarías de educación, IES, sector productivo, DNP, Mineducación, Mincomercio, y Mintrabajo, los institutos descentralizados y los comités regionales de competitividad y los comités Universidad Empresa, definirán estos planes. En todos los Consejos Superiores y Académicos de las IES tiene que haber un representante del sector productivo.

b) Los Planes Decenales de Formación del Recurso Humano Regional definirán el número de cupos de formación por áreas de conocimiento y niveles, de conformidad con un Marco Nacional de Cualificaciones, mediante la implementación de un sistema regional de información de la educación superior para identificar las necesidades de la oferta por niveles de formación y las necesidades regionales de programas de formación superior.

c) La justificación para la apertura y la renovación de programas académicos de la educación superior debe estar validada a la luz de los Planes Decenales de Formación del Recurso Humano Regional, con el compromiso de cumplimiento de indicadores de impacto en materia de investigación en la región, de proyección social y de interacción con el sector productivo para determinar la oferta de programas y el diseño curricular. Esto deberá considerar los tiempos de registro calificado el cual se ajustará a los Planes  Decenales de Formación del Recurso Humano Regional. 

d) Para la apertura y la renovación de programas académicos de la educación superior, las instituciones deben demostrar la existencia y funcionamiento de programas de acompañamiento académico, económico y de bienestar de acuerdo con las características poblaciones. 

e) Cuando no exista o sea insuficiente la oferta y cupos de aquellos programas que, de conformidad con el Plan Decenal de Formación del Recurso Humano Regional, se requieran desarrollar en la región, el Estado lo suplirá con IES oficiales o subsidiando IES privadas, en distintas modalidades. Esto podrá llevarse a cabo a través del fomento a la oferta Itinerantes de programas por Instituciones de Educación Superior debidamente reconocidas por el Ministerio de Educación Nacional, que funcionarán por periodos de tiempo, conforme se cubran los objetivos definidos en el respectivo Plan Decenal.

f) Los subsidios y créditos de las entidades del Estado para la creación de microempresas y proyectos productivos en la región, tendrán preferencia para egresados de programas incluidos en el Plan Decenal de Formación del Recursos Humano de dicha región.

g) Generar estrategias que permitan la flexibilidad en la movilidad entre la educación para el trabajo y el desarrollo humano y la educación superior, a través de la constitución de un sistema de equivalencias entre los créditos académicos y competencias. 
h) El Estado creará una línea especial de subsidios y créditos condonables para los estudiantes que se gradúen de los programas definidos en el Plan Decenal de Formación del Recurso Humano Regional, y que no obtengan la demanda mínima definida para ellos, para esto es necesario el aporte de las instituciones del nivel central y entidades descentralizadas.
i) El CESU recomienda al gobierno nacional la articulación de esfuerzos para desarrollar programas de fortalecimiento de las competencias y capacidades político-administrativas de gobernaciones, alcaldías, concejos y asambleas departamentales para la gestión y fomento de la investigación, la ciencia, la tecnología, la innovación social y la creación artística en nuestras regiones y territorios.
j) La inversión en Investigación y desarrollo ha de ser estable e independiente de ciclos políticos y económicos. La generación de conocimiento sólo tendrá éxito si se garantiza la estabilidad del sistema de investigación en términos de recursos económicos y humanos y si hay un sector privado que apueste por la investigación y la innovación.

k) Hacer una apuesta fuerte por una gestión territorial descentralizada y autónoma de los subsistemas de educación superior y que además se puedan crear instancias organizacionales que faciliten la gestión, la oferta educativa, la investigación y la innovación, todas ellas con carácter trasversal.
l) Se requieren sistemas de soporte que no estén asignados explícitamente en términos de responsabilizar a cada una de las IES. Es decir, que  las bibliotecas que cada día son más virtuales y digitalizadas deben corresponder a esfuerzos de política nacional, un sistema bibliotecario, y de bases de datos, que pueda tener cobertura nacional, articulado a los sistemas de bases de datos y bibliotecas globales, cofinanciado por el gobierno central, gobernaciones, alcaldías y por el propio esfuerzo de las instituciones educativas del sector y de las IES, bien sean públicas o privadas.
m) Ofertar de manera convergente e integrada para el servicio de diferentes IES, soportes tales como laboratorios especializados; escenarios deportivos que puedan ser compartidos en su uso; hospitales para las prácticas de los estudiantes en sus procesos formativos; e institutos y centros de investigación que no estén adscritos a una IES específica, sino que resulten del esfuerzo cooperativo de varias de ellas, con participación del sector productivo y empresarial, de los territorios. 
n) La informática, las TIC, el ancho de banda, la accesibilidad y la conectividad son también elementos de política pública que deben tener un carácter transversal, ser parte de una apuesta nacional estratégica.
8.5. COMUNIDAD ACADEMICA

8.5.1. Objetivo: Disponer las condiciones para que el sistema brinde óptimas condiciones de bienestar para los miembros de las comunidades académicas y se garantice el acceso, permanencia y graduación de todos los estudiantes

8.5.2. Proyección del tema para 2034: La Política de Bienestar debe circunscribirse en los siguientes criterios
:

Universalidad y Equidad: Los programas que se desarrollan en función del Bienestar deben cubrir a la comunidad universitaria en su totalidad, teniendo en cuenta las condiciones particulares de cada estamento y cada persona.

Co-Responsabilidad: Implica hacerse cargo del propio desarrollo, del desarrollo del otro, y de los miembros de la comunidad y la sociedad. Por lo que las IES deben definir claramente en su estructura y organización las unidades encargadas de dinamizar la planeación, ejecución y evaluación de programas, proyectos y procesos orientados a la promoción del Bienestar Universitario y por ende al fortalecimiento de personas y comunidades co-responsables con el desarrollo social. Estas dependencias deben contar con la participación colegiada de la comunidad en la toma de decisiones y en especial en la ejecución y desarrollo de los programas y procesos del Bienestar Universitario.

Transversalidad: El Bienestar Universitario es un eje transversal de la vida universitaria que tiene como naturaleza la formación integral de las personas. Por lo cual atraviesa todos los ámbitos y procesos de la misma deben tener en cuenta las condiciones de bienestar de las personas y la promoción de su desarrollo. El bienestar es un derecho y un deber de todos los miembros de la comunidad universitaria y debe estar presente en todos los momentos e instancias de la vida universitaria.

Carácter Sistémico: El Bienestar Institucional sistémico, significa que debe darse en todos  los estamentos que conforman la universidad. El sistema de Bienestar está constituido por desarrollo de todas las dimensiones humanas, de las sanas relaciones interpersonales dentro de la institución y de la configuración de espacios físicos amables, funcionales y estéticos contribuyen a crear un sistema de vida de Bienestar.

Como el bienestar es manifestación del ser de la institución y de las personas que la conforman, éste surge desde dentro de cada uno de las personas e instituciones sus estamentos;;es preciso animarlo, estimularlo, facilitarlo, para que surja, se dinamice y fortalezca, tanto en cada persona como en la institución, esta es en parte la misión del Bienestar Universitario. 

Por esta razón Bienestar sistémico genera correspondencia mutua de conocimiento, de gestión multidisciplinar y de mejoramiento permanente, para una autorregulación de sus dinámicas estratégicas, humanas y logísticas en articulación con la Comunidad Universitaria. 

Sostenibilidad y Reciprocidad: Las IES deben asignar con criterios de equidad los recursos humanos, físicos, financieros y tecnológicos suficientes y acordes con su plan de desarrollo para la gestión del Bienestar Universitario, con el fin de garantizar la realización y sostenibilidad de todos los programas, proyectos y procesos promovidos por las dependencias de Bienestar, como articulador de la comunidad misma, de sus grupos o dependencias; debe contar con los espacios necesarios para realizar sus procesos ya sea con infraestructura propia o la que se pueda obtener mediante convenios. Los recursos que las IES asignan a bibliotecas, laboratorios, celebraciones, formación docente y compra de equipos, que no están al servicio directo del Bienestar, entre otros, no deben ser parte del presupuesto de las dependencias de Bienestar Universitario. Para garantizar la calidad de los programas, proyectos y procesos de Bienestar Universitario estas dependencias deberán establecer los lineamientos de planeación a corto, mediano y largo plazo con los respectivos indicadores de gestión que le permitan evaluarse y retroalimentarse en forma permanente.

Pertinencia Fundamentada en la Investigación: Los programas, proyectos y procesos que desarrollen las dependencias de Bienestar Universitario deben estar orientados a satisfacer las necesidades, responder a los intereses y ser sensibles a los deseos de la comunidad universitaria, acorde con el Proyecto Educativo Institucional. La investigación de temas de interés para el Bienestar, debe ser un componente fundamental de los programas, proyectos y procesos que Bienestar Universitario desarrolla y sus resultados deben revertirse en evidencias de mejoramiento, en procesos de aprendizaje, así como en la formulación y transformación de políticas institucionales y en la proyección social.

Idoneidad: Las IES deben fomentar y desarrollar procesos de autoformación y capacitación sobre el Bienestar Universitario al interior de estas unidades en particular, de la institución en general y de la comunidad universitaria local, regional y nacional. Los funcionarios de Bienestar deben responder al perfil adecuado para promover procesos de formación integral.

Conectividad: Las IES podrán establecer relaciones con organismos estatales, privados o comunitarios, regionales, nacionales e internacionales que favorezcan la realización de programas, proyectos y procesos de bienestar. También es de vital importancia la conformación y fortalecimiento de redes del Bienestar a nivel regional y nacional.

El Bienestar Universitario entendido desde la perspectiva del desarrollo humano implica que se le considere como un eje transversal y misional de la vida universitaria. Es por esto la necesidad de re-pensarlo como Bienestar formativo, reflexivo y extensivo. Como Bienestar formativo orientado a potenciar la formación humana integral. Como Bienestar reflexivo abre el camino para investigar los temas propios del Bienestar y las características de los integrantes de la comunidad universitaria; y como Bienestar extensivo en la medida en que los programas, proyectos y servicios se extiendan a la sociedad en general.

En otras palabras, un Bienestar reconocido como función misional-estratégica al interior de las IES que cuente con una conceptualización claramente definida y concertada, una relación reconocida y verdaderamente articulada con la academia, con una estructura organizativa eficiente, con procesos de formación y capacitación de su talento humano ampliamente definidos y a nivel de postgrado, y con modelos de evaluación consistentes y coherentes con los procesos de planeación  que correspondan a los requerimientos de la acreditación institucional y que permitan su avance y desarrollo para beneficio delas comunidades universitarias.

Desde lo estratégico, el Bienestar Universitario debería ser un eje misional que a partir de la visión y misión institucional transversaliza las funciones sustantivas de docencia, investigación y extensión. Esto asegura su interacción de manera permanente con el ethos universitario en todas sus dimensiones.

En el aspecto conceptual, el Bienestar Universitario debe conservar la esencia de sus principios como son, la formación humana multidimensional o integral, el fortalecimiento de comunidad universitaria y el cuidado de la calidad de vida de las personas en los niveles biológico, psicológico, familiar y espiritual, dirigidos estos a potenciar la misión institucional y a configurar la educación superior como un ámbito de humanización que tiene su base en el desarrollo humano integral dentro de la vida universitaria. Así se concreta Bienestar Universitario como el cumplimiento de la promesa misional institucional para la comunidad universitaria.

Desde lo organizativo, el Bienestar Universitario debe tomar dentro de la institución un lugar relevante en los procesos de dirección, planeación y toma de decisiones.

8.6.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con la comunidad universitaria y su bienestar: 

· Los organismos de dirección política del sistema de educación superior, diseñarán las estrategias para favorecer una participación diversa, plural y colegiada de representantes de estudiantes y profesores en los órganos asesores representativos.

· El sistema deberá procurar los escenarios que permitan la difusión y consolidación de las organizaciones estudiantiles y profesorales que contribuyan a la reflexión académica y técnica sobre los retos del sistema y sus propias realidades.

· Las instituciones de educación superior deberán garantizar los medios y mecanismos de difusión y comunicación para favorecer los procesos de convocatoria, presentación de propuestas programáticas, elección y escrutinio, para la elección de representantes de la comunidad universitaria en los órganos colegiados, tanto de programas como del orden institucional, así como el diseño de mecanismos de publicidad de sus ejecuciones, propuestas, votaciones y de rendición de cuentas a sus representados.
· El personal de naturaleza administrativa, independientemente de la forma de vinculación, denominación de la misma y alcance de los privilegios, representa un ejemplo vivo de la manera como el servicio a la academia debe darse desde cualquier plaza laboral en las IES. Su experiencia, formación técnica y deseada permanente formación y actualización, deben ser reconocidas como un aporte fundamental en la construcción de los ejes estratégicos de las IES.
· Uno de los retos que tiene el sistema de educación superior con respecto a sus académicos es el de contribuir a elevar su estatus o reconocimiento social. Mucho antes del 2034, el sistema de educación superior colombiano debe contar con un cubrimiento pleno de la contratación de carácter permanente y sin interrupciones de los profesores de planta, y un incremento sustancial de las condiciones laborales del profesorado, tanto en los sectores público como privado.
· Los programas de formación del profesorado no será una opción en las IES. Este deberá realizarse de forma periódica y, deberán relacionarse, como mínimo, con el conocimiento y vivencia pedagógica del respectivo proyecto educativo institucional, formación integral, y actualización técnica y específica en las áreas propias de la docencia. 
· El sistema actual de reconocimiento salarial de los docentes de las universidades públicas debe ser ajustado para contribuir a un reconocimiento más equitativo de la productividad y el compromiso profesoral.
· Es corresponsabilidad de las IES, además de la calidad disciplinar de sus planes de estudio, contribuir en las competencias que permitan a sus egresados ubicarse laboralmente. Lo anterior mediante la oferta sin costo de programas de actualización disciplinar a todos sus egresados que, transcurrido un tiempo prudencial no se hayan ubicado laboralmente, de igual manera es necesario la implementación de un sistema de información laboral del egresado.
· Le corresponde a Bienestar ser parte del cumplimiento del Proyecto Educativo Institucional y hacer vida la propuesta misional de las IES plasmada a nivel documental. Es por esto que debe tener asiento en los espacios institucionales de planeación y toma de decisiones administrativas y académicas.
· Las IES son corresponsables de la deserción, no permanencia y comportamientos sociales de sus estudiantes que afecten la convivencia y la paz, cuando se demuestre que no se han implementado las debidas acciones de prevención, formación, acompañamiento y sistemas de alertas e intervención.

· Deben crearse escenarios de diálogo permanente entre las instituciones de educación media y de educación superior, para favorecer los procesos de revisión curricular, orientación vocacional y tutorías de los estudiantes que pasan de la media a la superior.

· Con el patrocinio de las entidades de fomento de la educación superior, se crearán bases de datos, programas y mecanismos tecnológicos que permitan registrar experiencias exitosas de bienestar, para compartir entre las IES del sistema.

· Las IES deberán contar con reservas presupuestales para asegurar la no deserción de estudiantes caracterizados por sus méritos académicos y compromiso con la formación.
· El Estado diseñará mecanismos de fomento para las IES que reduzcan significativamente su deserción, con calidad.

8.6. NUEVAS MODALIDADES EDUCATIVAS
8.6.1. Objetivo: Desarrollar un sistema en el que toda institución de educación superior, en cualquier lugar del país, programa o modalidad, ofrezca óptima calidad y rinda cuentas

8.6.2. Proyección del tema para 2034: 

Hay razones suficientes que llevan a percibir como promisorio el futuro de la educación virtual caracterizado por un crecimiento geométrico tanto en el número de instituciones, programas académicos, volumen de estudiantes atendidos y regiones integradas en función de este servicio, como en el fortalecimiento tecnológico institucional e innovaciones pedagógicas para el mejoramiento de la calidad. 

En 2034 todas las instituciones del Sistema de Educación Superior tendrán implementadas plataformas, recursos e infraestructuras tecnológicas dirigidas a favorecer la virtualidad como una opción plena en el desarrollo académico (incluso de programas de naturaleza presencial), y el e-learning y los objetos educativos virtuales serán las mediaciones connaturales para complementar, fortalecer y mejorar el proceso educaivo y la interacción entre las propias comunidades académicas y sus pares en cualquier lugar del mundo.
8.2.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con las nuevas modalidades educativas: 

· Contemplar los retos de internet, los nuevos recursos digitales y las nuevas modalidades tecnológicas disponibles para el autoaprendizaje y la enseñanza a distancia –clases “al revés” (flipped clasroom) que hacen uso de las  uso de aulas tecnológicas de aprendizaje interactivo, material educativo de libre circulación (open educacional resour), “insignias digitales” (badges), canales de colaboración en línea, y MOOCS (Mass Online Open Course) (Barber et al, 2013; Mehaffy, 2012).
· Generar un modelo de sostenibilidad orientada a contar con servicios y aplicaciones tecnológicas que apalanquen modelos educativos con metodología virtual. Con características como la accesibilidad y usabilidad que apoyen una experiencia de usuario positiva y apoye la no deserción, garantizando la cobertura gracias a la metodología de educación virtual, accesibles a diferentes dispositivos tecnológicos.
· Afianzar las TIC como herramienta para el  aprendizaje, que permitan hacer posibles procesos de enseñanza y de aprendizaje innovador y  la  construcción de conocimiento dentro y fuera del sistema educativo formal.

· Plantear en los Proyectos Educativos Institucionales alternativas pedagógicas y didácticas  que involucren las TIC, como eje básico y fundamental de los  procesos educativos. 

· Fortalecer procesos de innovación educativa, en donde se construyan ofertas educativas y programas de formación de alta calidad, para con ello avanzar en tres líneas: aumento de la retención de los estudiantes en programas de modalidad virtual, fortalecimiento de los perfiles profesionales formados en esta modalidad,  transformación de los imaginarios de las comunidades educativas sobre la educación virtual. 

· Construir currículos abiertos y flexibles, centrados no sólo en habilidades de tipo cognoscitivo, sino también de socialización y afectivo emocionales. Para con esto dar mayor relevancia a contenidos virtuales procedimentales y actitudinales y se establezcan temas transversales como educación para la salud, cultura  e igualdad de género. 
·  Fortalecer la investigación participativa como componente y sustento de la innovación y la conformación de comunidades virtuales de reflexión,  sobre la práctica y la autoformación. Para con ello permitir la construcción de colectivos profesionales y docentes, bajo el supuesto que es necesario fortalecer diversos tipos de saber (ser, aprender, conocer, hacer y sentir) para potenciar diferentes grupos en la sociedad.
· Establecer los procesos de Investigación, como la forma más importante de gestionar el  conocimiento, teniendo en cuenta las nuevas maneras de generar y construir el conocimiento. Para la cual se Implementa el uso de los espacios virtuales para publicar y producir conocimiento en red.

· Consolidar el uso de las Tecnologías de la Información y la comunicación como una posibilidad genuina de acceso a todos los grupos de poblaciones o con necesidades educativas especiales, eliminando barreras de acceso. Las instituciones deben incluir dentro de su oferta educativa software y hardware que permitan el acceso de poblaciones con discapacidad en igualdad de condiciones.

· Fortalecer alianzas y redes de cooperación pública, privada, interinstitucional y con el sector productivo; que permitan construir redes de aprendizaje e innovación en el sector educativo teniendo en cuenta las demandas y necesidades del sector productivo. Para lo anterior es necesario generar espacios de trabajo conjunto entre las IES  para conocer y documentar lecciones aprendidas.

· Articular las políticas públicas de desarrollo tecnológico, plataformas y de conectividad a las de educación y fomento a la modalidad a distancia, como factor de cobertura del servicio público educativo.

· Establecer infraestructura tecnológica y de recursos compartidos para el fortalecimiento, ampliación de la oferta de programas y cobertura de la educación a distancia.

· Diseñar un plan nacional de formación y constante actualización de todos los docentes del sistema de educación superior en nuevas tecnologías y pedagogías mediadas por la virtualidad.

· Integrar la evaluación de calidad de los programas a distancia y virtuales como un componente fundamental en los procesos de aseguramiento de la calidad.

8.7. INTERNACIONALIZACION
8.7.1. Objetivo: Propender porque el sistema educativo superior colombiano se abra al mundo y los egresados tengan proyección internacional
8.7.2. Proyección del tema para 2034: 

Durante las próximas dos décadas los actores del sistema de educación superior colombiano integrarán plenamente sus desarrollos académicos en el entorno global; la movilidad internacional será un instrumento común en los procesos de interacción de docentes y estudiantes y otos idiomas harán parte de la oferta académica de los planes de estudio, como resultado de una visión de país como nación multilingüe.
8.7.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con Internacionalización: 

Contemplar los retos de internet, los nuevos recursos digitales y las nuevas modalidades tecnológicas disponibles para el autoaprendizaje y la enseñanza a distancia –clases “al revés
Con el propósito de formular adecuadamente una política pública para la internacionalización de la educación superior, se debe partir de la consideración de la internacionalización como un medio para contribuir con la consecución de un objetivo superior, a saber, fomentar la inserción de la educación superior colombiana en el contexto global, preservando condiciones de calidad y pertinencia, y no como un fin en sí misma. En ese sentido, se considera importante avanzar en acciones que se articulen adecuadamente a las propuestas y recomendaciones para la construcción de la política pública en materia de internacionalización de la educación superior en Colombia que se hacen en el presente documento. Las siguientes son algunas acciones que se proponen desde la mesa de trabajo.

1. Crear una entidad de promoción, gestión de la internacionalización de la educación superior que articule la política pública de internacionalización de la educación superior
La construcción de una Política Pública en materia de internacionalización de la educación superior se debe fundamentar en la participación del Ministerio de Educación Nacional, los ministerios de Relaciones Exteriores; Comercio, Industria y Turismo; Trabajo; Tecnologías de la Información y las Comunicaciones; el Departamento Nacional de Planeación; el Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación; la Agencia Presidencial de Cooperación Internacional; el ICFES; el ICETEX; el Consejo Nacional de Acreditación; el Consejo Nacional de Educación Superior; las Comisiones regionales y programas nacionales de ciencia y tecnología; el Observatorio colombiano de ciencia y tecnología; las universidades; las instituciones universitarias; las instituciones técnicas y tecnológicas; las asociaciones de facultades; los consejos profesionales; las asociaciones de estudiantes; las asociaciones de profesores; así como los representantes de la sociedad civil organizada y todos aquellos sectores y asociaciones que estén relacionados con este proceso. Para este efecto, sería apropiado crear un ente que coordine y articule las IES del país y las entidades públicas y privadas que pueden tener incidencia en una política de internacionalización.

2. Fortalecer la estrategia de promoción de Colombia como destino de educación de calidad
Esta estrategia debe fortalecerse y debe integrar también los elementos que lleven a aumentar la oferta exportable de servicios profesionales y de educación superior colombianos, creando y promoviendo los incentivos necesarios, en el marco de los acuerdos comerciales suscritos por el Gobierno.

Para avanzar en este aspecto, se deben tener en consideración, en el momento de las discusiones y análisis, los cuatro modos de suministro establecidos para estas dinámicas de exportación de servicios de educación, con el fin de definir la mejor alternativa para la internacionalización de la educación superior colombiana de acuerdo a las realidades y condiciones propias de las instituciones colombianas y evitar que sean tomadas decisiones desarticuladas en estos puntos:

· Exportación de educación colombiana virtual o a distancia.

· Favorecimiento de intercambios y recepción de estudiantes extranjeros en Colombia, acuerdos de reconocimiento de títulos y licencias, homologación de programas académicos.

· Establecimiento de sedes de IES colombianas en el extranjero.

· Facilitación de realización de estancias de investigación o de realización de cursos de profesores colombianos en universidades  e instituciones extranjeras.

3. Colombia como país multilingüe 
En cuanto al dominio de una segunda lengua, el proceso de internacionalización de la educación superior debe fortalecer las acciones que Colombia ha venido desarrollando y que aún no han mostrado el impacto necesario para cambiar la situación general frente al problema nodal. Se debe contar con una política pública en la que participe la educación superior, pero que vaya mucho más allá, abarcando todos los niveles de la educación en Colombia;   en lo que concierne a la educación superior, se deben:

· Promover estrategias para la adecuada formación de los docentes y del personal administrativo.

· Incentivar la incorporación del dominio de una lengua extranjera en el plan de estudios, así como la exigencia del inglés como requisito de grado, verificado con pruebas internacionales.

· Generar estímulos para que los estudiantes aprendan lenguas extranjeras y mejoren su nivel de lengua.
· Fortalecer los centros de idiomas, incentivando a su vez el uso de las nuevas tecnologías homologadas internacionalmente.

8.8. ESTRUCTURA DEL SISTEMA
8.8.1. Objetivo: Contar con un sistema de educación superior dinámico, incluyente y flexible para atender los requerimientos educativos del país

8.8.2. Proyección del tema para 2034: 

Al revisar los distintos componentes del sistema educativo colombiano, así como las dinámicas del mundo moderno en torno a este tema crucial del desarrollo, se evidencia la necesidad de una política pública de educación superior para Colombia, que tenga un profundo impacto para romper el inercialismo y propiciar un ajuste frente a los principales desafíos y problemas que se han identificado a lo largo de las deliberaciones adelantadas durante el presente año lideradas por el CESU. Este cambio profundo tendrá por supuesto un carácter estratégico, lo que significa que debe incorporarse como eje principal una visión o mirada de largo plazo en relación con el futuro de la educación superior en nuestro país. 

Porque la educación superior es propiedad de todos los colombianos, porque incluso beneficia a quienes por indistintas causas no participan en ella. 
El CESU trabaja para consolidar la educación superior y una forma de contribuye a la integración de los diversos niveles del sistema es mediante la búsqueda de una integración con la educación para el trabajo y el desarrollo humano bajo un concepto de formación terciaria, y consolidar un sistema flexible, dinámico y universal para todos aquellos que han terminado y obtenido título en la educación secundaria. 
Se contempla una propuesta de política pública y de sistema de educación superior que tenga como horizonte temporal el año 2034, es decir, se sugiere que el país se dé una posibilidad para el despliegue y la concreción de los objetivos de política pública durante, al menos dos décadas. 

Esto nos permitirá dar un salto cualitativo que sea realmente significativo y que incida en los problemas que actualmente se han identificado y que ponga al país en primera línea en materia de educación superior en América Latina, con estándares semejantes a los países que han liderado estos procesos en la región, tales como Brasil, Chile y México, entre otros.

Igualmente, en un período de veinte años deberemos ser capaces de alcanzar los estándares medios de la OCDE; como se sabe, el actual gobierno del presidente Santos ha iniciado un proceso para la incorporación plena de Colombia a este selecto club de países desarrollados, que se basa, en primer lugar, en buenas prácticas en los componentes del sistema institucional y en la madurez del régimen o del sistema político; en segundo lugar, en reglas claras y políticas diáfanas de desarrollo económico, social y competitivo; y, en tercer lugar, en el reto que implica superar los enormes desfases que en materia de igualdad y equidad aún caracterizan a nuestra sociedad.

En el documento, además de las metas de largo plazo al 2034, hemos considerado conveniente situar otros dos momentos: uno de corto plazo, que correspondería al final del próximo cuatrienio presidencial, es decir, el año 2018, que representan aproximadamente cuatro años y medio de acciones de política pública para el logro de metas parciales que vayan en la dirección estratégica aquí anotada; y, en segundo lugar, un plan decenal de educación superior al 2024 que, igualmente, permita definir un segundo momento con indicadores para evaluar y ajustar las metas estratégicas de largo plazo de la política pública de educación superior que aquí se propone
. Esta política, como ya se ha dicho en varios documentos, se basa en el reconocimiento de factores positivos, logros, procesos y modalidades institucionales que han probado servirle al país y que sustentan la base para este salto cualitativo.

8.8.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con la estructura del sistema: 

a) UN NUEVO MODELO RELACIONAL DE LA EDUCACION SUPERIOR EN COLOMBIA, para corregir el individualismo organizacional. 

El primer gran tema que abordan estos lineamientos se relaciona con la necesidad de definiciones estratégicas, innovaciones y rectificaciones sustanciales en el sistema de educación que el país debe adoptar para las próximas dos décadas. Si bien es cierto la Constitución Política de Colombia y la Ley 30 de 1992, o las normas que se creen o modifiquen, deben explícitamente reconocer la autonomía universitaria
 se requiere un modelo mucho más sinérgico y cooperativo, que además tenga poderosas vinculaciones con los territorios y las distintas regiones del país. Así sugerimos la configuración de un sistema de educación superior con niveles de articulación, cohesionado y autónomo, con instituciones de educación superior interdependientes.

Se propone hacer una apuesta fuerte por una gestión territorial descentralizada y autónoma de los subsistemas de educación superior y que además se puedan crear instancias organizacionales que faciliten la gestión, la oferta educativa, la investigación y la innovación, todas ellas con carácter trasversal.

Se requieren sistemas de soporte que no estén asignados explícitamente en términos de responsabilizar a cada una de las IES o universidades que constituyan el sector. Algunos ejemplos ilustran esto: las bibliotecas que cada día son más virtuales y digitalizadas deben corresponder a esfuerzos de política nacional; un sistema bibliotecario, y de bases de datos, que pueda tener cobertura nacional, articulado a los sistemas de bases de datos y bibliotecas globales, cofinanciado por el Ministerio de Educación, por las gobernaciones y alcaldías y por el propio esfuerzo de las instituciones educativas del sector y de las universidades, bien sean públicas o privadas.

Ello generaría economías de escala significativas y estandarizaría con adecuados niveles de calidad las bases de datos y bibliográficas para el uso de los estudiantes, de los profesores y de los investigadores, independientemente del grado de complejidad o de la focalización misional que tengan las instituciones de educación superior. Tendría, en este sentido, una plena cobertura regional y no se presentarían los desbalances dramáticos que hoy se presentan en la oferta de este tipo de soportes de trabajo académico entre las grandes universidades, ubicadas generalmente en las grandes ciudades, y las regiones periféricas del país.

También se debe ofertar de manera convergente e integrada para el servicio de diferentes IES y universidades, soportes tales como laboratorios especializados; escenarios deportivos que puedan ser compartidos en su uso; hospitales para las prácticas de los estudiantes en sus procesos formativos; e institutos y centros de investigación que no estén adscritos a una universidad específica, sino que resulten del esfuerzo cooperativo de varias de ellas, con participación del sector productivo y empresarial, de los territorios, todo lo anterior con base en sus propios recursos, en las transferencias de la nación y en las regalías que recientemente se han modificado para promover los programas de ciencia y tecnología en las regiones. Ya hay ejemplos significativos de centros e instituciones de investigación y de innovación de este tipo, pero no tienen una estructuración sistémica que les permita ser un soporte transversal y cooperativo para la educación superior en nuestro país.

La informática, las TIC, el ancho de banda, la accesibilidad y la conectividad son también elementos de política pública que deben tener un carácter transversal, ser parte de una apuesta nacional estratégica, tal como viene siendo diseñada por el Ministerio de las TIC en programas como Colombia Vive Digital, en alianza con el Ministerio de Educación, con otras entidades públicas, con los entes territoriales y con la participación del sector productivo empresarial y de las propias comunidades académicas de cada una de las regiones.

Este paso en una dirección correcta, y que viene siendo implementado, debe ser profundizado y hacer parte de una apuesta sistémica de país que permita descargar buena parte de la gestión y de la financiación en los campos antes anotados de los presupuestos ordinarios de las universidades e IES para que sean sistémicamente estructuradas en políticas públicas de largo aliento.

b) SUBSISTEMAS DEL SISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR, para simplificar denominaciones y tipologías
En el marco de una visión de un sistema de educación superior, se hace necesario que en el país se simplifiquen las denominaciones en niveles de formación y las tipologías de instituciones, con el fin de atender dos grandes campos que, aunque diferenciados, resultan complementarios y con interrelaciones entre ellos. Por una parte, que haya una clara apuesta por el fortalecimiento de la educación técnica profesional y tecnológica y sus relaciones con la formación para el trabajo y el desarrollo humano y el emprendimiento en una dimensión semejante a la que en otros países se denomina “Community College” y centros de formación técnica. Se requiere corregir la patología actual que induce al conjunto de instituciones de educación superior que trabajan en estos temas a transformarse en universidades. Se requiere, al contrario, que se consoliden como ámbitos de formación técnicos profesionales, tecnológicos y del trabajo, que, sin pretender ser universidades, tengan paralelos o similares niveles de calidad, complejidad y alcancen indicadores internacionales relevantes en pertinencia e impacto. Las evaluaciones recientes que se han hecho sobre el sector por diversos actores evidencian una calidad insuficiente en la formación técnica profesional y tecnológica en nuestro país.
Por ello se sugiere la creación de un sistema diferenciado en el cual existan dos grupos: universidades y politécnicos (o una denominación que reúna la intencionalidad aquí definida). El primero hace referencia a un grupo de excelencia, altamente calificado (que cuente con cuerpos académicos profesionales de primer nivel) y reconocido, que dé cuenta una formación científica e investigativa avanzada. Este primer grupo no tiene la obligación única de ofrecer todas las áreas del conocimiento, sino por el contrario puede tener una oferta especializada en aras de la calidad.

En este grupo de instituciones habría universidades profesionalizantes, en una o diversas áreas del conocimiento, e instituciones de investigación de clase mundial. El segundo grupo, está relacionado con las instituciones de educación técnica que, al estilo de los CEGEP
 canadienses, permitan formar en un periodos de 2 a 4 años, formar en competencias pertinentes para la inserción laboral. En este esquema sería importante redefinir el papel del SENA sin que este pierda su foco misional de formar para el trabajo y el aprendizaje. Al igual que el primero grupo, en éste debe haber un grupo de politécnicos con los más altos estándares de calidad y de clase mundial.

En lo referente a las instituciones técnicas y tecnológicas del sector público o los propuestos politécnicos, se considera necesario dotar a este sector de una base presupuestal estable de origen público, tanto de recursos de la Nación como de compromisos explícitos permanentes y estables de los entes territoriales que han acogido o que han creado estas entidades. No se pretende con ello sustituir los recursos propios provenientes de la matrícula y de la venta de servicios que han venido siendo la principal fuente de funcionamiento de dichas entidades, sino reforzar y complementar su financiación para que puedan elevar significativamente su calidad. 

Gráfico 8. Nuevo entorno del sistema de educación superior
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Fuente: Elaboración propia
Se necesita que haya también entidades técnicas y tecnológicas, a cuya cabeza podría estar indudablemente el SENA, con clase mundial, es decir, que ostenten estándares internacionales de primera línea en la formación técnica y tecnológica para impactar positivamente en los distintos sectores de la actividad económica y en las distintas regiones de nuestro país.

Hacer una apuesta vigorosa por mejorar la oferta y la calidad en la formación técnica y tecnológica y su propuesta de articulación con la Formación para el trabajo y desarrollo humano, además de regular de mejor manera el mercado laboral en una acción que tome tanto las caras de la oferta educativa y de la demanda laboral. Hay actualmente propuestas y documentos que trabajan en esta dirección en términos de la nomenclatura de los oficios, pero falta una definición explícita y compartida entre el Ministerio de Educación y el Ministerio del Trabajo a este respecto; que además tome en cuenta los consensos y las recomendaciones de expertos en esta materia. Para ello debe profundizarse de manera pronta y efectiva la consolidación del Marco Nacional de Cualificaciones.
Definir las exigencias de calidad básicas a todas las IES (acreditación institucional obligatoria) y una serie de estrategias de fomento de evaluación de la calidad para que en términos de un plazo razonable, que aquí se sugiere sea de cuatro años (2018), las instituciones universitarias reconozcan cuáles son los requerimientos para hacer parte del grupo de universidades o proyectar su oferta académica como politécnicos.

c) LA ESTRUCTURA DEL SISTEMA REGIONALIZADO, para definir a la regionalización como eje fundamental del sistema.
La regionalización de la educación superior debe responder a dos aspectos, principalmente: la pertinencia regional y la corresponsabilidad local. La primera tiene que ver con la necesidad de articular la política global de educación superior con los procesos de desarrollo locales. La formación, la investigación y la extensión de las IES regionales deben responder, prioritariamente, a las necesidades y visiones de futuro establecidas por los Comités Regionales de Competitividad, los CODECYT’s o CODECTI’s, respectivos, en el cual ellas tienen asiento. También deben tener en cuenta los Planes de Desarrollo departamentales y los de los municipios donde tengan presencia las IES.

La segunda, se refiere a la necesidad de que los gobiernos regionales y locales, es decir, las gobernaciones y las alcaldías, participen directamente en la financiación de programas de educación superior pertinentes. Los rubros presupuestales de estas entidades deberían incorporar partidas para constituir y sostener fondos de financiación, en convenio con el Icetex, para los programas específicos que se encuentren alineados con las prioridades derivadas del punto anterior.

La costa Caribe, el Eje Cafetero, la región del gran Antioquia han avanzado en procesos muy claros de apuestas regionales en diferentes campos; el suroccidente colombiano o la región Pacífico también lo han hecho; la Orinoquía y la Amazonía son áreas estratégicas en términos de soberanía, de recursos ambientales y patrimoniales; y tendría que definirse concertadamente la forma en que las demás regionales, particularmente la región andina, se verían a sí mismas en términos de una sub-regionalización. Para ello resulta fundamental partir de los avances de los Comités Departamentales de Educación, que desde el Ministerio de Educación Nacional, se han venido promoviendo, así como los Pactos de Educación Superior, que obedecen a los compromisos consensuados por los territorios, en cuanto a Educación Superior.

Por esto se propone hacer de la sub regionalización y la territorialización un eje central del sistema. No se trata de delimitar y sub-territorializar el mapa del país. Este es un tema que debe ser abierto a la discusión. Por ejemplo: los sistemas de acreditación, de evaluación de pares para el registro calificado, para la aprobación de programas nuevos, de ofertas en maestrías y doctorados, deben tramitarse principalmente desde una gestión descentralizada en los territorios. Allí las universidades públicas y privadas de excelencia existentes y las entidades técnicas y tecnológicas de comprobada competencia, deberán jugar un papel de guía, promoción, validación y certificación de la calidad y de las nuevas ofertas en los distintos ámbitos que se requiera evaluar.

También se propone realizar un trabajo de diseño con participación del Congreso, los entes territoriales, organismos descentralizados, los entes de control del nivel territorial y organismos del nivel nacional con asiento en los territorios, entre otros. Deberán jugar un papel clave las gobernaciones y las alcaldías que hasta ahora cumplen un papel subordinado, o no reconocen su ámbito de competencia en la educación superior – salvo incidentalmente algunas iniciativas regionales o los temas de formación para el trabajo aquí aludidos. Esta será pues, una tarea requerida en la primera etapa de implementación de la política y deberá ser asumida por todas las instancias para concretarla, dotarla de instrumentos, metas y de resultados.

d) UN SAC DIRIGIDO DESDE UNA SUPERINTENDENCIA Y UNA AGENCIA NACIONAL DE LA CALIDAD, para especializar y fortalecer las funciones de fomento y de inspección

LA AGENCIA NACIONAL DE LA CALIDAD

Su eje: la promoción y el fomento de la calidad y la gestión de los procesos de mejoramiento continuo de los estándares de la educación en nuestro país. Colombia ha logrado construir un Sistema Nacional de Acreditación y Certificación relativamente sólido; como algunos analistas lo han advertido es uno de los mejores de América Latina pese a que nuestro país no ostenta records similares en calidad educativa. En términos simples, tenemos más sistemas de acreditación cualificados que una oferta de calidad. Desde luego, se debe reconocer que esta construcción institucional que arrancó desde la propia Ley 30 de 1992 ha contribuido significativamente a la mejora de la calidad, a la transparencia y a la construcción de sistemas de información sólidos como los que el país ha promovido en la última década con el Observatorio laboral, el SNIES y la batería de indicadores para evaluar logros y resultados en la educación superior. Sin embargo, la sola acreditación como mecanismo regulatorio no es suficiente. La agencia se financiaría con presupuesto de la nación y los cobros que realiza a las instituciones por sus servicios.

Adicionalmente, en el debate han surgido consideraciones respecto del modelo de acreditación y el rol que debe jugar la calidad. En consecuencia, no se trata sólo de determinar las condiciones de ingreso al sistema o de una calidad mínima tal como lo estipulan mecanismos del tipo Registro Calificado o condiciones mínimas de calidad o de acreditación; se requiere también la evaluación concurrente, es decir, evaluar el proceso de calidad en tiempo real para lo cual el país debe profundizar en la creación de entes y operadores profesionalmente especializados en la evaluación de calidad. Aunque
 el modelo de evaluación por pares y los mecanismos de autoevaluación han sido útiles también muestran sus insuficiencias, por tal razón se requiere que un tercero que no pertenezca al sector pueda trabajar de mejor manera las evaluaciones independientes
. Al mismo tiempo, la autoevaluación debe recuperar su rol como proceso autocrítico de aprendizaje continuo, lo cual no es posible si está atada a la operación misma o a la legalización de las condiciones y los requisitos de ingreso a la oferta educativa. Si ello es así, se caerá -como de hecho ha ocurrido en los últimos años- en esquemas ritualistas donde la autoevaluación pierde por completo su significado.

En su labor de integración de los referentes de calidad para todo el sistema, la Agencia Nacional de la Calidad deberá ser la dinamizadora e intérprete de un Marco Nacional de Cualificaciones, que permita unir esquemas distantes, hasta ahora, para el reconocimiento de habilidades, conocimientos, oficios y profesiones, tanto en el sistema educativo como en el sistema laboral. De esta manera, Colombia evolucionará positivamente en aspectos de movilidad, flexibilidad, transferencia de créditos y se dará un importante paso hacia la consolidación de un amplio sistema de educación terciaria, gracias a elementos de integración entre la educación superior y la formación para el trabajo y el desarrollo humano.

A través de la Agencia se integrarían organismos actuales como el CNA, Conaces y el ICFES, y la facultad de expedir actos administrativos continuaría en cabeza del Ministerio de Educación Nacional.

LA SUPERINTENDENCIA DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA

La Constitución Política establece en su artículo 67 que la educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social. De igual forma establece que corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos.

Por su parte, el artículo 189 de la Constitución establece, entre las funciones del Presidente, el ejercicio de la inspección y vigilancia frente a la enseñanza y frente a los servicios públicos.

En la actualidad, la inspección y vigilancia de la prestación del servicio educativo en preescolar, básica y media se encuentra delegada por el Presidente en las entidades territoriales certificadas, mediante el Decreto 907 de 1996. Por su parte, la inspección y vigilancia sobre la educación superior se encuentra delegada en la Ministra de Educación, mediante el Decreto 698 de 1993.

Se propone que la inspección y vigilancia, inicialmente en lo que se refiere a la educación superior, se delegue en una superintendencia, con las ventajas que ello conlleva en cuanto a especialización técnica y autonomía frente al organismo que establece los lineamientos de política de calidad y que autoriza el funcionamiento de las instituciones de educación superior y el desarrollo de sus programas. Es claro que la concentración de todas estas funciones en el Ministerio ha llevado a que éste sea considerado como juez y parte en la dirección y supervisión de la educación superior, problema que se vería superado con la creación de la superintendencia.

De conformidad con el artículo 66 de la Ley 489 de 1998, las superintendencias son organismos creados por la ley, con la autonomía administrativa y financiera que aquella les señale, que cumplen funciones de inspección y vigilancia atribuidas por la ley o mediante delegación que haga el Presidente de la República previa autorización legal.

En correspondencia con la ley, las superintendencias pueden no tener personería jurídica, caso en el cual hacen parte del sector central de la administración, o tener dicha personería, lo que las ubica en el sector descentralizado por servicios.

Se recomienda que la superintendencia que se cree con el fin de ejercer la inspección y vigilancia sobre la educación superior cuente con personería jurídica, lo que le otorga la capacidad de ser sujeto de derechos y obligaciones para poder desarrollar autónomamente sus funciones.

Dicha superintendencia debería estar vinculada al Ministerio de Educación, conservando a este último la facultad de participar en la orientación, coordinación y control de las funciones de la superintendencia, como parte integrante del sector educación, sin que ello implique una subordinación que le reste autonomía e independencia a sus decisiones.

Adicionalmente, se considera pertinente que en el acto de creación de la superintendencia (una ley de iniciativa gubernamental) se prevean dependencias regionales, mediante la desconcentración de funciones, lo que haría más eficaz e inmediato el ejercicio de la inspección y vigilancia, teniendo en cuenta la dispersión geográfica de las instituciones objeto de control y la necesidad de que los usuarios del servicio puedan acceder fácilmente a la superintendencia para hacer valer sus derechos.

En las funciones que desarrollaría la superintendencia deben diferenciarse tres tipos:

· Vigilancia: facultad de velar en forma permanente por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación del servicio público de la educación superior, y porque las instituciones que lo prestan desarrollen sus funciones de conformidad con la ley y sus estatutos.

· Inspección: facultad para solicitar, revisar, confirmar y analizar de manera ocasional y oficiosa, en la forma, detalle y términos que determine, la información relacionada con las instituciones de educación superior.

· Control: atribución para aplicar los correctivos preventivos y sancionatorios, con ocasión de las conductas que vulneren las normas vigentes para las instituciones de educación superior.
Finalmente, en cuanto a la financiación de la superintendencia, se tiene que además de los recursos que reciba del presupuesto general de la nación y de los demás que se le asignen (donaciones, contraprestación por servicios prestados, multas impuestas, etc.), se propone la definición de una tasa de vigilancia a cargo de las instituciones de educación superior.

Como se desprende del artículo 338 de la Constitución, sobre las clases de tributos, entendidos estos como las prestaciones pecuniarias establecidas por la autoridad estatal, en ejercicio de su poder de imperio, para el cumplimiento de sus fines, se encuentran las tasas.

La Corte Constitucional, en sentencia C-1171 de 2005, estableció que las tasas “constituyen el precio que el Estado cobra por un bien o servicio y, en principio, no son obligatorias, toda vez que el particular tiene la opción de adquirir o no dicho bien o servicio, pero lo cierto es que una vez se ha tomado la decisión de acceder al mismo, se genera la obligación de pagarla. Su finalidad es la de recuperar el costo de lo ofrecido y el precio que paga el usuario guarda una relación directa con los beneficios derivados de ese bien o servicio (…).
El cobro de la tasa, en los términos expuestos, otorgaría a la superintendencia una independencia y autonomía financiera que le facilitaría el desarrollo de su labor con calidad, transparencia y eficiencia.
e) UN NUEVO ESCENARIO PARA LA GOBERNABILIDAD, para potenciar la construcción participativa de la academia
Para que las acciones y estrategias en política pública mencionadas anteriormente tengan sentido, se requiere una modificación sustancial de la gobernabilidad sistémica de la educación superior en nuestro país. 

En términos concretos, se propone un papel rector del sistema por parte de un ente colegiado, que tiene semejanzas o similitudes al actual CESU, al estilo de una Comisión Reguladora. Se propone que su Secretaría Técnica la tendrá el Viceministerio de Educación Superior y que este espacio debe ser un escenario de concertación, de evaluación, de configuración y actualización de los indicadores, y de seguimiento de los objetivos de largo plazo de política pública. Debe tener, por supuesto, un soporte administrativo y organizacional a la usanza de otros entes de coordinación que se han venido creando en nuestro país, que ya corresponden a un nivel de Estado y no de gobierno, similares a las comisiones de regulación utilizadas para los servicios Públicos, la Junta Nacional de Televisión recién reconfigurada y el propio Banco de la República, en cuanto entes autónomos que corresponden a apuestas estratégicas y a políticas públicas de largo plazo.

La iniciativa de la financiación y de la asignación de recursos le seguirá correspondiendo al Gobierno Nacional, a los gobiernos territoriales en sus campos de competencia, y previo el trámite por las instancias legislativas o parlamentarias correspondientes; pero la financiación debe estar articulada, como medio o recursos fiscales, a las metas y a los fines colectivamente acordados en un gran acuerdo nacional, en unos ejes fundamentales de apuestas estratégicas en la educación superior.

Como se indicó, proponemos que la inspección y vigilancia que constitucionalmente le corresponde al Presidente de la República y que éste ha delegado en el Ministerio de Educación, se autonomicen en una Superintendencia, mientras que las acciones propias del Sistema de Aseguramiento de la Calidad (SAC) se direccionen desde una Agencia Nacional de la Calidad (ver gráfico 9), como un órgano jurídico asesor del Ministerio de Educación Nacional.

Gráfico 9. Re-estructuración del sistema para favorecer la inspección, la calidad 
y el fomento de la educación superior
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Fuente: Elaboración propia
Así, las funciones del Viceministerio de Educación Superior y, en general, de las autoridades del Ministerio estén más centradas en la formulación y el acompañamiento de las leyes y las políticas públicas educativas del sector, en la expedición de actos administrativos, en su alineamiento con los respectivos planes de desarrollo y en un trabajo sinérgico de movilización nacional en pos de los grandes derroteros de la educación superior, en donde es muy importante la articulación desde el Ministerio, de la gestión que en este campo hagan las gobernaciones y las alcaldías, y las dinámicas operacionales de formación para el trabajo, como las que en la actualidad oferta el SENA y el subsistema que con esta denominación existe.

Para el gobierno de las Universidades y las instituciones que actualmente operan como establecimientos públicos, sugerimos que haya una mayor democratización en la participación de sus estamentos básicos, sin pretender llegar a una suerte de cogobierno o exclusión del Estado y de los sectores que representan a la sociedad civil, como ha sido tradición desde la Ley 30 de 1992. Allí se estipuló un modelo que consideramos válido y, en primer lugar, define un tipo de representación proveniente del Estado y de las autoridades territoriales; en segundo lugar, de las propias comunidades académicas y, en tercer lugar, de representación de la sociedad civil, que usualmente lo hacen egresados, delegados del sector productivo, rectores universitarios.

Una arquitectura que respete estos principios tutelares, pero que aumente la participación de los estamentos podría ser un paso en una dirección que mejore la corresponsabilidad, la rendición de cuentas, la vigilancia y la participación de los estamentos académicos que son, en últimas, los verdaderos operadores y responsables de los logros y de los desafíos en política pública en el sector. Gran parte del logro se dará con una acertada dosis de gerencia moderna de las IES.
8.9. SOSTENIBILIDAD
8.9.1. Objetivo: Asegurar la sostenibilidad financiera del sistema de todos los que deseen hacer parte del sistema
8.9.2. Proyección del tema para 2034: 

Todos los actores del sistema de educación superior, así como Estado, entes territoriales, sector productivo y privado concurrirán en el financiamiento de una educación superior que permita el acceso de todos los que deseen hacer parte del sistema, a partir de una gestión moderna de las instituciones a partir de indicadores, así como un modelo de rendición de cuentas.
8.9.3. Propuestas de Política Pública relacionadas con la estructura del sistema: 

La sostenibilidad del sistema de educación superior, como bien público y cultural, será una prioridad del Estado colombiano, equilibrada en términos de recursos, cobertura, calidad, inclusión y pertinencia, que responda a la excelencia y a la  visión de la educación superior como apuesta de país.

•
El Estado realizará una mayor inversión o gasto público para atender la demanda creciente, la inclusión social, la calidad, y la pertinencia de la educación superior.

•
La política de sostenibilidad del sistema de educación superior del país deberá articular todos los esfuerzos del gobierno nacional (Ministerio de Educación, Ministerio de Hacienda, ICFES, ICETEX, FODESEP, COLCIENCIAS), los entes territoriales (departamentos y municipios), las Instituciones de Educación Superior, el sector productivo, los organismos de cooperación nacional e internacional, los egresados y las empresas y las familias para aportar al fortalecimiento financiero del sistema de educación superior.

•
Se establecerá un nuevo modelo de financiación del sistema de educación superior, donde concurran nuevas fuentes de financiación que aseguren la sostenibilidad del sistema. 

Este nuevo modelo debe responder a los siguientes principios:

Progresividad: Esta progresividad se configura desde dos perspectivas: desde la fuente y desde el uso. El primer caso implica que los agentes con mayor capacidad de pago aportan más tanto en términos absolutos como relativos. En el segundo, las personas con menor capacidad de pago son focalizadas y en este sentido acceden a los beneficios sin necesidad de cubrir el costo total establecido. 

Permanencia: Los recursos dirigidos a la financiación superior no deben depender del ciclo político, ni económico. Esto permite a las instituciones planear estratégicamente a mediano y largo plazo y establecer unos resultados de desempeño acorde con este flujo de recursos determinado y previsible.

Creciente: Acorde con los costos medios crecientes y con la expansión de la educación superior a poblaciones tradicionalmente excluidas el financiamiento de este tipo de educación debe ser creciente en el tiempo en términos reales.

No generar desincentivos para los más pobres: Cualquiera sea el esquema de financiación este no puede contribuir a que la población más pobre y vulnerable tenga menores estímulos para participar en esta de los que tiene actualmente. 

Costos compartidos: La sociedad como un todo debe contribuir al financiamiento de la educación superior, ya que esta se beneficia de su expansión a través de mayor productividad, actitudes cívicas, participación política, mayor prevención en salud y reducción del crimen. 

Heterogeneidad: Esto significa tener en cuenta las diferencias institucionales al interior del sistema y asignar recursos  que consideren los distintos escenarios misionales y de capacidad de las instituciones de educación superior para llevar a cabo proyectos educativos y de investigación. Así mismo, se deben considerar  las diferencias regionales y de contexto. 

Coherencia con las metas de desarrollo: Cualquier modelo de financiamiento debe construirse de forma consistente con las metas nacionales y sectoriales de desarrollo de mediano y corto plazo. 

Cobertura, permanencia, calidad, pertinencia y desempeño institucional: Se deben generar los incentivos adecuados para el mejoramiento continuo de la calidad, la pertinencia y el desempeño institucional.

Transparencia: Los criterios y las reglas de asignación de los recursos públicos deberían ser enteramente transparentes y disponibles públicamente en cualquier momento. (Informe sobre reformas a la educación superior, Jamil Salmi 2013)

Rendición de cuentas adecuada: Las instituciones de educación superior que reciben subsidios del Estado tienen que rendir cuentas por el buen uso de los recursos públicos a través de auditorías independientes. (Informe sobre reformas a la educación superior, Jamil Salmi 2013)

No amenazar la autonomía de las IES: La capacidad de decisión y de fijarse sus propios objetivos debe ser coherente con la forma en que se financian. En este sentido, se debe configurar un escenario de autonomía con responsabilidad en el manejo de los recursos (Duarte y Villa 1997).    

•
 En términos generales un modelo de financiamiento debe identificar claramente los costos asociados a los objetivos que quiere financiar. En este sentido, es necesario conocer todas las conclusiones y recomendaciones de la política frente al sistema de educación superior para establecer las necesidades de recursos y el modelo apropiado.  

•
 Una vez determinados los costos asociados a las metas establecidas de acuerdo con la metodología que se adopte es fundamental integrar todas las fuentes de ingreso de la educación superior y determinar si estos recursos son coherentes con los objetivos previamente establecidos. En este sentido, el esquema propuesto contempla tres principales actores involucrados en la financiación y uso de los recursos destinados a la educación superior: El Gobierno (nacional o local), las Instituciones  de Educación Superior-IES, los hogares y organizaciones privadas, que  incluyen a estudiantes y egresados. 

•
El nuevo modelo deberá crear fondos especializados o bolsas concursales para proyectos estratégicos que promuevan el desarrollo económico y social del país, mediante modelos de asociatividad que beneficien la eficiencia de las instituciones.

· Uno de los Fondos propuestos es el Fondo para el subsidio de la educación superior
.

El Subsidio total a la educación superior, se entiende como la exención del pago de derechos académicos y servicios complementarios. La nación deberá implementar el subsidio para todos los estudiantes de pregrado de las IES, en especial los estudiantes matriculados en el Fondo, como estrategia para fomentar la permanencia de los estudiantes en el sistema y bajar de esta manera los índices de deserción; en consecuencia, no podrán realizar ningún cobro por derechos académicos o servicios complementarios.

El Subsidio sólo tendrá validez por un período académico o según corresponda la vigencia y se debe renovar antes de iniciar el próximo periodo mediante la satisfacción de los trámites y requisitos previstos dentro del calendario definido por cada institución. Los aportes que compondrán Fondo para el Subsidio a la Educación Superior corresponden a: (1) las transferencias de la Nación, (2) la asignación de un porcentaje de los impuesto a licores de los Departamentos, (3) un porcentaje de la Estampilla Departamental a los licores importados, (4) los aportes del Ministerio de Agricultura para los estudiantes que provienen de provincias agrícolas, mientras esté vigente la política gubernamental, (5) un porcentaje de los ingresos corrientes de los Departamentos, (6) un porcentaje del valor neto por tonelada o metro cúbico de todo tipo minerales extraídos en los departamentos, (7) un porcentaje del valor neto de la suscripción de cada línea de telefonía de los departamentos, (8) un porcentaje del presupuesto de gastos administrativos de los Departamentos, o en su defecto una reducción del gasto administrativo y esta provisión será trasferida al Fondo, (9) los aportes realizados por estudiantes de pregrado como matricula (sistematización), equivalentes a 8.5% del SMLMV (base matriculas), (10) para estudiantes de posgrado y doctorado será equivalentes a 10.5% del SMLV , (11) el 0.5% del salario bruto de contratación bajo modalidad de OPS, CPS del Departamento, (12) los aportes de Colciencias (13) un porcentaje de los excedentes financieros, (15) rendimientos bancarios de las cuentas de los Departamentos, (16) el 1% del valor neto de mercancías por unidad producida de Zona Franca de los Departamentos, (17) un porcentaje del beneficio Institucional de las diferentes Instituciones Públicas Departamentales, de los convenios interadministrativos y asociaciones público privadas de los derechos de grado de pregrado, posgrado y doctorado.

Con el ánimo de fomentar el empleo y garantizar la inserción laboral de los egresados, los mejores promedios, de los estudiantes beneficiarios del Fondo, de las diferentes carreas, el Departamento en sus diferentes entidades ofertara mediante pasantía o Ley de Primer Empleo, de manera semestral, plazas laborales para este selecto grupo de egresados. El Fondo destinara aportes para tal fin. Al interior de la Universidad y para equilibrar los derechos de los ciudadanos con los deberes de estos, se establece como política de administración de los recursos al subsidio SES, que el estudiante beneficiario del fondo, que por algún motivo repruebe créditos, materias o su equivalente, de la malla curricular según corresponda, deberá causar reembolso económico del costo del subsidio al fondo, el equivalente al valor de los materias, créditos o su equivalente, no aprobados en la vigencia académica, so pena de configurar un detrimento al patrimonio por la no consecución de las metas proyectadas (para el semestre académico, periodo académico, curso intersemestral o bajo alguna modalidad establecida), para el usufructo de los recursos públicos asignados al beneficiario, y de esta manera volver a matricularse como beneficiario en el Fondo SES, esto quiere decir, que la permanencia de la asignación del subsidio radica en la calidad académica del usuario inscrito en la institución de educación superior.

•
El Estado elaborará las proyecciones técnicas de inversión pública que el sistema de educación superior necesita para los próximos 20 años teniendo en cuenta los costos, metas, desempeños y dinámicas de los recursos asociados. Así mismo, diversificará las formas de financiación; aumentará y destinará técnica y equitativamente los recursos, de manera permanente, para asegurar la sostenibilidad del mismo

•
La asignación de recursos públicos para las instituciones de educación superior públicas se deberá determinar de acuerdo con nuevos criterios técnicos que reconozcan las complejidad de las instituciones, su eficiencia y desempeño académico – administrativo. 

•
Las instituciones de educación superior, de acuerdo con el nuevo modelo de financiación, rediseñarán sus sistemas de costos, sus estructuras financieras y sus sistemas de información. Adicionalmente deberán articular procesos administrativos para reducir costos y desarrollar economías de escala. 

•
El Gobierno Nacional establecerá una canasta educativa para la educación superior que servirá como parámetro para determinar el crecimiento de las transferencias públicas al sistema.

•
El sistema de educación superior realizará procesos de medición del impacto social y productivo, relacionados con la inversión y la gestión del Estado y las instituciones.

•
La Nación deberá abordar el tema de las regalías, como una política de distribución en proyectos estratégicos y transformaciones ligados a la investigación y a la innovación para financiar el sistema de educación superior.

•
Se deberá fomentar la retribución del egresado, como alternativa que combina la capacidad de pago y el impuesto de acuerdo con la declaración de renta; para quienes hayan recibido subsidios públicos.

•
El Estado establecerá un régimen salarial, prestacional y de vinculación para los docentes del sistema de educación superior. 

•
El sistema de educación superior del país establecerá una política estatal de financiación para las inversiones en infraestructura física, científica y tecnológica, con condiciones favorables en términos de tasas y plazos. Teniendo en cuenta el rezago actual de la adecuación de la infraestructura física de las instituciones a las normas de sismo resistencia, el sistema de educación superior canalizará recursos
para el mejoramiento de la infraestructura física y de inversión de recursos educativos para las instituciones de educación superior. 

•
El Estado colombiano establecerá mecanismos para que los entes territoriales se comprometan con la transferencia de recursos a las instituciones de educación superior públicas -ubicadas en su jurisdicción o adscritas a los mismos- o a las demás entidades encargadas del fomento de la educación superior (ICETEX,  FODESEP u otras que cumplan con funciones similares), de acuerdo con los planes de desarrollo locales y mediante criterios técnicos que respondan a prácticas de eficiencia en el cumplimiento del objeto misional. 

· Desde el Congreso de la República viabilizar la posibilidad que los entes territoriales de categoría especial, sexta, quinta y cuarta, contribuyan con un aporte sostenible para las IES públicas de su jurisdicción. También se debe garantizar que aquellas entidades territoriales que adeudan recursos a las IES oficiales realicen acuerdos de pago y honren sus compromisos, de lo contrario esta obligación se debe constituir en título ejecutivo.

 •
La Nación compensará los gastos asumidos por todas las Instituciones de Educación Superior, derivados de incentivos creados por la ley (cultura, deportes, excelencia académica, electorales, entre otras).

•
El Estado eliminará para todas las instituciones de educación superior, públicas y privadas, los gastos relacionados con pagos parafiscales o transferencias al SENA, ICBF y cajas de compensación; impuesto de industria y comercio, pagos de estampillas pro-desarrollo  y universitarias y cuotas de auditaje. 

•
El Ministerio de Educación Nacional articulará el Sistema de Investigación,  Innovación, Ciencia y Tecnología, desde el diseño de políticas que permitan la identificación y definición de fuentes de financiación y la respectiva distribución de los recursos para las instituciones de educación superior públicas y privadas; además, proyectará los indicadores y costos relacionados con la formación de docentes en maestrías doctorados, posdoctorados, para la financiación de programas de este tipo. La financiación de los procesos de investigación y de enseñanza deben llevarse a cabo de manera separada.

 •
El sistema de educación superior fortalecerá la política estatal de apoyos estudiantiles, con criterios técnicos, conducentes a garantizar el acceso, la calidad, la permanencia y la titulación exitosa de los estudiantes, y que responda a las necesidades de disminución de la pobreza y las brechas sociales existentes en el país. Para ello, ICETEX tendrá recursos específicos, con espacio fiscal independiente del  asignado al Ministerio de Educación Nacional, para los ejecutar programas de crédito y subsidio establecidos por la ley y por los objetivos de política determinados en el marco de las estrategias de subsidio a la demanda.

•
La política estatal de apoyos estudiantiles debe ser flexible con unas condiciones en concordancia con la capacidad de pago de los estudiantes tras salir de la educación superior y teniendo en cuenta la disponibilidad de recursos a través de la creación permanente de un espacio fiscal independiente para este fin.  

•
El sistema de educación superior definirá una estructura de regulación de los costos de las matrículas. 

 •
El Gobierno Nacional consolidará un sistema de información, bases de datos nacionales  y un megaportal para la educación superior, como herramienta de gestión del sistema y las instituciones.

SECCION III: Plan estratégico de la educación superior al 2034
INTRODUCCIÓN

En este capítulo y el siguiente se describe un plan para la implementación de una política de Educación Superior en Colombia a partir de los consensos obtenidos por el CESU.

El Plan de Política debe servir como instrumento de discusión para el afinamiento de metas y resultados de mediano y largo plazo, así como para el diseño detallado del proceso de implementación de la política, identificando claramente estrategias, metas, indicadores, responsables y recursos.

Elementos conceptuales 

LA PLANIFICACIÓN PARA IMPLEMENTAR POLÍTICAS PÚBLICAS 

La fase de implementación hace parte del ciclo de las Políticas Públicas y es complementaria a la formulación de la política. Si bien estos procesos no son secuenciales necesariamente, sino que pueden construirse de manera incremental y reflexiva, existen diferencias claras entre la formulación y la implementación en cuanto a los objetivos que se quieren lograr y los pasos que se deben realizar.

La literatura señala diversas estrategias para hacer la implementación de una política. Una directa, en la cual se establece un período de tiempo y una fecha en la cual los nuevos requerimientos deben ser implementados y el viejo sistema deja de funcionar. Otra forma es en paralelo, en donde la nueva y la vieja Política corren simultáneamente durante un período de tiempo, permitiendo que la vieja política o sistema actúe como respaldo mientras los nuevos elementos son implementados y los problemas son ajustados. Una tercera estrategia consiste en implementar por medio de etapas a medida que la vieja política termina de operar; y finalmente, una cuarta estrategia consiste en realizar un pilotaje, en donde se ajusta a partir de la experimentación en pequeña escala antes de su replicación.

El debate con relación a las formas de implementación ha dado origen a diferentes escuelas. Desde un comienzo se habló del déficit de implementación con autores como Pressman y Wildavsky (1973). En los años 80´s la discusión se concentró en la forma de aplicación, básicamente entre los modelos de arriba a abajo vs la aplicación de abajo hacia arriba (Sabatier y Mazmanian, 1980); Lipsky, Barrett (1980). Hacia los años 90´s proponen el enfoque de comunicación en la implementación de Política, en donde se menciona la importancia de establecer mensajes hacia las diferentes capas del sistema político (Goggin et al, 1990). Otros enfoques que aparecen incluyen el de las redes de implementación de política (O’Toole, 1997). 

En la última década se plantean inquietudes con relación a los servicios e infraestructura, por cuanto la implementación exige coordinación, organización y un enfoque hacia el cambio de comportamiento, lo cual incluye una gran participación y enfoque hacia los individuos (Fixen et al, 2005). 

Con relación a la implementación de Políticas de desarrollo, la experiencia plantea la necesidad de integrar la planificación, el monitoreo y la evaluación de las políticas y de los programas que se van a desarrollar (PNUD, 2009). Éste es el caso de las propuestas de PNUD y del Banco Mundial, así como de la CEPAL. 

La premisa de fondo es que la planificación es un insumo para el seguimiento. A su vez, el seguimiento realimenta la planificación y la evaluación es una forma de ajustar la planificación. En esta visión integrada que se conoce como “modelos PME” (Planning, Monitoring and Evaluation) el ciclo se integra por medio de indicadores y generalmente se utilizan líneas de base para la medición. Este modelo de implementación de Políticas y Programas es útil sobre todo para el desarrollo operacional y el establecimiento de metas claras en términos de impactos, efectos y productos a entregar. 

La literatura en cuanto a la implementación de Política menciona en general la necesidad de realizar en primer lugar, un proceso de preparación preliminar, en segundo lugar un proceso de planificación y de asignación de recursos; un tercer momento de operacionalización y un cuarto momento de funcionamiento de la Política Pública aun durante la implementación (Fixen et al, 2005).

Exploración y preparación: La primera etapa puede considerarse como exploratoria, en la cual se requiere la participación de los stakeholders claves, los líderes organizacionales y los actores fundamentales en la Política; con el objeto de configurar las expectativas y determinar los elementos que son necesarios para que la política llene dichas expectativas durante su implementación.

El proceso de planificación y asignación de recursos: En Este se fijan claramente metas para la implementación y de esta manera se desarrolla un plan de actividades que asegure la incorporación de los actores necesarios y la secuencia de pasos apropiados para la implementación de la política.

Algunos de los elementos que deben ser tenidos en cuenta para el desarrollo de un Plan de Política incluyen la determinación de los stakeholders claves que deben ser consultados para la implementación y de los mecanismos de interlocución con ellos. Un elemento fundamental consiste en el diseño de una estructura de “mando”, que permita construir las líneas de responsabilidad y funcionalidad para la ejecución de la política, involucrando autoridades e instituciones, así como la población involucrada, lo cual puede requerir la especificación de estrategias particulares de intervención en cada institución involucrada en la implementación. Esto responde a una implementación en lo estratégico, que involucra aspectos gerenciales y políticos de alto nivel, institucionales y legislativos.

Igualmente, es necesario determinar de qué manera se va a hacer la conducción operacional en la implementación, la ejecución de los recursos necesarios, la conformación de los equipos de implementación, la forma como se manejará la información y la capacitación del staff de las organizaciones involucradas, las estrategias de intervención sobre la(s) cultura(s) institucional(es) involucrada(s), así como las herramientas de comunicación, monitoreo, evaluación y aprendizaje institucional.

Un elemento fundamental de la implementación y que debe ser tenido en cuenta en el plan es garantizar la construcción de capacidad institucional para la implementación de la Política y su posterior operacionalización. La política por lo general requiere ser trabajada de diferentes niveles, ya sea que se utilice una estrategia de arriba hacia abajo, o de abajo hacia arriba. En este caso, los organismos centrales, políticos, tienen que establecer sus responsabilidades frente a la implementación de la política y definir cómo estas se articulan con las responsabilidades de los niveles territoriales y por supuesto de las organizaciones e instituciones involucradas en la política como tal.

METODOLOGÍA DE PLANEACIÓN PROSPECTIVA
La construcción de una planificación de corte prospectivo implica un análisis detallado de las fuerzas existentes en el contexto y un gran conocimiento de los diferentes entornos en que se mueve la política para construir a partir de estos elementos diferentes escenarios, tanto tendenciales como de ruptura. El análisis de estos escenarios permite simular diferentes apuestas y realizar un plan que responda a las expectativas de los actores balanceando convenientemente las tendencias inerciales y los cambios propuestos. El elemento fundamental de un plan prospectivo es la construcción de una visión de futuro, la cual se realiza de manera compartida entre los diferentes actores.

El plan prospectivo tiene tres elementos: un elemento estratégico, un elemento meso y un elemento operacional que consiste en los diferentes proyectos resultantes del plan (Medina; Ortegón; 2006).

La aplicación de metodologías prospectivas es útil cuando estamos hablando de formulación de políticas públicas en la cual se involucran actores con diferentes intereses y deben establecerse mecanismos de convergencia entre las diferentes posiciones.

La construcción de los escenarios de futuro involucra tres elementos: por un lado las tendencias e inercias históricas, por otra parte la identificación de eventos o acontecimientos inesperados y finalmente, la agregación de los propósitos u objetivos individuales que se conciben como necesidades de cambio y de respuesta a los problemas existentes. Dentro de estos conceptos es importante destacar las tendencias emergentes, las cuales representan movimientos que pueden reestructurar -aunque con menor intensidad- diferentes opciones y que aparecen dentro de los escenarios como señales de potenciales transformaciones. Igualmente, aparecen las denominadas tendencias pesadas que deben ser analizadas porque vislumbran la amenaza de transformaciones futuras. Se encuentran también, aquellos elementos que se conocen como hechos portadores de futuro, que si bien no se visualizan actualmente de manera inmediata, pueden generar hacia el futuro transformaciones profundas en el sistema.

Finalmente, el concepto de rupturas, hace alusión a hechos que trascienden y generan discontinuidades en las tendencias existentes; también constituyen sorpresas que surgen sin previo aviso.

La formulación de una política de Educación Superior se plantea dentro de un modelo de prospectiva, el cual articula la construcción de una visión de futuro para la Educación Superior, y a partir de ésta, construir el plan y las estrategias para alcanzarla. Este modelo, que plantea la construcción de una planeación anclada en el futuro dentro de la teoría prospectiva, difiere de un modelo alternativo que construye el futuro partiendo de los escenarios tendenciales del presente. 

METODOLOGÍA PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL PLAN DE POLÍTICA
El Ministerio de Educación y el CESU han venido promoviendo un proceso de consenso alrededor de proposiciones con respecto a lo que debe ser la Educación Superior en el país. Este consenso debe permitir la realización de los acuerdos que logren establecer un marco para la formulación de la política de Educación Superior en Colombia en los próximos años.

Con estos elementos se construyó una propuesta de Visión y Misión y a partir de la misma se ha llegado a cierto nivel de consenso al interior del CESU para involucrar diversos componentes dentro de los requisitos que debería tener la Educación Superior. 

Este plan presenta una propuesta de trabajo para la implementación de la política de Educación Superior, utilizando tres hitos de tiempo propuestos por el CESU,  para la formulación de metas intermedias y finales, las cuales cubren los alcances de la nueva política. Los marcos de tiempo son:

· Etapa 1. Año 2018

· Etapa 2. Año 2024

· Etapa 3. Año 2034.

Para la definición de metas se construyen diferentes escenarios que sirven de elementos de análisis para decidir sobre el alcance de la política y la programación de acciones para su implementación. 

Se espera que al 2034 se alcance la totalidad de las metas establecidas por la política, particularmente en los aspectos:

a. Educación Inclusiva y Acceso

b. Calidad

c. Investigación, Ciencia, Tecnología e Innovación

d. Regionalización y pertinencia

e. Comunidad Universitaria y su Bienestar

f. Nuevas modalidades educativas

g. Internacionalización

h. Estructura del sistema

i. Sostenibilidad financiera

1.5. Objetivos, estrategias, lineamientos, metas

OBJETIVOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA POLÍTICA:

Construir e implementar una política pública de Educación Superior, mediante los instrumentos jurídicos pertinentes y los mecanismos funcionales adecuados para la adecuación de los procesos y funciones propias del sector, con el conjunto de planes, programas, actividades y acciones del Gobierno, teniendo en cuenta la dinámica de evolución de la sociedad en el contexto político, económico y cultural; de acuerdo con las exigencias y requerimientos del momento histórico.

Las características de la nueva política de Educación Superior deben permitir entre otros, los siguientes elementos:

· Lograr que todos los compatriotas que quieran acceder al sistema de educación superior puedan hacerlo

· Consolidar un sistema integrado de calidad que garantice una educación de alto nivel para todos.

· Construir un  sistema en donde la Ciencia, la Tecnología y la Innovación generen conocimiento y contribuyan a resolver las necesidades del país y sus regiones y a elevar sus niveles de competitividad

· Estructurar un sistema en el todas las regiones cuenten con instituciones de educación superior, con programas de calidad, pertinentes y adecuadas condiciones de acceso
· Disponer las condiciones para que el sistema que brinde óptimas condiciones de bienestar para los miembros de las comunidades académicas y se garantice el acceso, permanencia y graduación de todos los estudiantes

· Desarrollar un sistema en el que toda institución de educación superior, en cualquier lugar del país, programa o modalidad, ofrezca óptima calidad y rinda cuentas

· Propender porque el sistema educativo superior colombiano se abra al mundo y los egresados tengan proyección internacional
· Contar con un sistema de educación superior dinámico, incluyente y flexible para atender los requerimientos educativos del país

· Asegurar la sostenibilidad financiera del sistema de todos los que deseen hacer parte del sistema
Estos objetivos se visualizan en el siguiente Mapa estratégico:

La construcción del mapa estratégico tiene en cuenta las siguientes variables:
Ejemplo de Objetivo Estratégico:

1. Incrementar el acceso, permanencia y graduación a Educación Superior

Indicador de resultado:  
1.1 Tasa de matrícula de Educación Superior (estimar en los tres escenarios)

1.2 Tasa de deserción en Educación Superior (estimar en los tres escenarios)

Actividades estratégicas:

1.1 Diseñar e implementar estrategias de desconcentración y regionalización de la Educación Superior.

1.2 Diseñar e implementar estrategias de permanencia y graduación en Educación Superior.

 1. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 1: Incrementar la Cobertura del Sistema de Educación Terciaria en Colombia

	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Aumentar las coberturas de la educación terciaria 

2. Desarrollar el programa nacional de reducción de la deserción de la formación terciaria 

3. Reducir la deserción de la educación terciaria en Colombia


	Las instituciones de educación terciaria adoptan modelos para incrementar las coberturas, aprovechando la capacidad instalada y preocupados por conservar el mayor volumen de estudiantes en los diferentes niveles
	MEN con respaldo de las Instituciones de educación terciaria
	1. Tasa de cobertura bruta de la educación terciaria en población de 17 a 21 años
	%
	48
	56
	68
	84
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN



	
	
	
	
	2. Porcentaje de cobertura nacional del programa de reducción de la deserción 


	%


	0
	25

 
	50

 
	100

 
	

	
	
	
	
	3. Porcentaje de deserción de estudiantes del sistema educativo terciaria en Colombia  
	%


	48
	35
	25
	10
	SPADIES -Ministerio de Educación Nacional de Colombia


2. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 2: Fortalecer el Sistema Nacional de Acreditación y Calidad de la Educación Terciaria
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Implementar sistemas de aseguramiento de la calidad en las IET

2. Implementar sistemas de acreditación nacional e internacional en las IET


	Disposición  institucional para emprender programas de mejoramiento y montar sistemas de gestión nacionales o internacionales
	CNA con 

las IET
	1. Porcentaje de IET con sistemas de aseguramiento de la calidad implementados
	%
	ND
	20
	50
	100
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN

Informe de Gestión del CNA

	
	
	
	
	2. Porcentaje de IET con acreditación nacional de alta calidad implementados
	%


	ND 

 
	15

 
	25

 
	80

 
	

	
	
	
	
	3. Porcentaje de IET con acreditación internacional de alta calidad implementados 


	%


	ND
	10
	20
	50
	Informe de Gestión  del CNA


3. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 3: Consolidar la Estructura y Organización del Sistema de Educación Terciaria en Colombia
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Desarrollar programas flexibles de movilidad entre la educación para el trabajo y el desarrollo humano y la educación superior

2.  Desarrollar el marco jurídico para la incorporación paulatina del SENA al MEN

3. Emprender un proceso de transformación y reformulación de las IES hacia las modalidades Politécnicas y Universitarias


	Se formula y presenta ante el Congreso de la Republica un proyecto de ley que reforma la Ley 30 de 1992 y las leyes 21 de 1982 y 789 de 2002.
	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
	1. Porcentaje de programas  que facilitan la movilidad entre la FTDH y la ET
	%
	0
	5
	10
	20
	Agenda legislativa del Congreso de la Republica 

Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN



	
	
	
	
	2. Creación del marco jurídico que incorpora el SENA al MEN
	Marco jurídico habilitado


	ND


	1


	1


	1


	

	
	
	
	
	3. Creación del marco jurídico que habilita las nuevas modalidades educativas terciarias
	Marco jurídico habilitado


	ND
	1
	1
	1
	


4. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 4: Fortalecer la Ciencia, Tecnología e Innovación del Sistema de Educación Terciaria 
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1.  Incrementar el porcentaje de participación del gasto total destinado a la CTeI

2.  Incrementar o fortalecer el porcentaje de IET con grupos, institutos y centros de investigación de alto desempeño 

3.  Aumentar el volumen de profesores

/investigadores de nivel PhD en el sistema educativo terciario de Colombia


	Las IET de Colombia mantienen el interés por incrementar su participación en el desarrollo de proyectos de investigación, ciencia, desarrollo tecnológico e innovación  
	El MEN y las IET en coordinación con Colciencias
	1. Porcentaje del PIB que se destina a Ciencia, Tecnología e Innovación y producción artística
	%
	0,46
	0.70
	1.0
	Entre el 1,5 

y el 

2.,0
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN
Boletín Estadístico de COLCIENCIAS

	
	
	
	
	2.   Porcentaje de IET con grupos, institutos y centros de investigación de alto desempeño


	%


	ND

 
	10

 
	45

 
	70

 
	

	
	
	
	
	3.  Número total de docentes /investigadores  de las IET con nivel de formación doctoral
	Número
	3.655
	7.126
	12.624
	26.695
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN


5. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 5: Garantizar la Sostenibilidad y Financiación del Sistema de Educación Terciaria 
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Incrementar la participación de los entes territoriales en la financiación de la educación terciaria en Colombia

2. Diversificar las fuentes de financiación de la educación terciaria en Colombia 

3.  Crear fondos especializados o bolsas concursables para proyectos estratégicos


	Se reestructura el modelo de financiación y sostenibilidad del sistema de educación terciario en Colombia  
	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

MINISTERIO DE HACIENDA

ENTES TERRITORIALES
	1. Porcentaje de participación de los entes territoriales en la financiación del gasto total de  laeducación terciaria
	%
	ND
	5
	10
	15
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN

Ejecución presupuestal de los entes territoriales  

Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN



	
	
	
	
	2. Porcentaje de participación de las fuentes alternativas de financiación del gasto total de la educación terciaria

 
	%
	ND 
	5


	10


	15


	

	
	
	
	
	3. Porcentaje de participación de los fondos especializados o bolsas concursables en el presupuesto total del MEN  
	%


	ND
	10
	15
	20
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN


6. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 6: Fortalecer la Regionalización del Sistema de Educación Terciaria en Colombia

	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Crear los sub-sistemas regionales y de zonas de frontera de la educación terciaria

2. Estructurar un sistema de co-financiación para el proceso de regionalización de la educación terciaria en Colombia

3. Articular la educación básica secundaria y la educación media regional con la educación terciaria
	El nuevo modelo habilita y fomenta la participación, desarrollo y crecimiento regional en el sistema educativo  terciario
	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
	1. Número de subsistemas regionales creados, consolidados y en funcionamiento
	Número
	0
	2+1
	4+2
	6+4

	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN
Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN y del Ministerio de Hacienda

	
	
	
	
	2. Sistema de co-financiación de la educación terciaria regional  creado y en funcionamiento 


	Existencia del sistema de co-financiación de la educación terciaria regional


	0
	1

 
	1

 
	 1
	

	
	
	
	
	3. Porcentaje de instituciones educativas de nivel básico y medio de las regiones de Colombia que están articuladas con la educación terciaria nacional 

 
	%
	0
	10 
	25 
	 50
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN


7. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 7: Fortalecer la Internacionalización del Sistema de Educación Terciaria en Colombia
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Adoptar los estándares internacionales de la OCDE para evaluar la gestión y el desempeño de las instituciones educativas terciarias

2. Desarrollar programas de Doble titulación con aliados internacionales

3. Promover e Incentivar el bilingüismo y el multilinguimo en las IET de Colombia


	Las instituciones del sistema educativo terciario adoptan modelos de internacio- nalización
	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL e INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN TERCIARIA
	1. Porcentaje de IET que adoptan los estándares internacionales de la OCDE para evaluar su gestión y desempeño  
	%
	ND
	10
	20
	50
	

	
	
	
	
	2.  Porcentaje de IET que desarrollan programas de Doble titulación con aliados internacionales


	%


	ND
	5


	10


	30


	

	
	
	
	
	3.  Porcentaje de IET que desarrollan el bilingüismo y el multilinguimo  
	%


	ND
	5


	10


	30


	


8. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 8: Reestructurar el modelo de Gobernanza en el Sistema de Educación Terciaria  

	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Fortalecer la representación de estudiantes, docentes, gremios, empresarios, gobierno y las regiones dentro del modelo de gobernanza del sistema educativo terciario de Colombia

2. Incentivar y promover la transparencia en la información y en la rendición de cuentas de las IET

3. Fortalecer el papel del CESU como ente consultivo y regulador del sistema educativo terciario en Colombia


	La nueva ley promulgada contempla un cambio estructural imperativo en el sistema de gobierno de la educación terciaria en Colombia  
	CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Y MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
	1. Porcentaje de estructuras de gobierno de las IET ajustadas a las disposiciones legales que estipuló el nuevo marco jurídico de la educación superior
	%
	ND
	100
	100
	100
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN

	
	
	
	
	2. Porcentaje de IET comprometidos con la transparencia en la información y en la rendición de cuentas ante sus grupos de interés


	%


	ND

 
	20

 
	50

 
	100

 
	

	
	
	
	
	3.   Papel del CESU como ente consultivo y regulador del sistema educativo terciario fortalecido con la nueva política de educación terciaria en Colombia
	NA
	ND
	1
	1
	1
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del CESU


9. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 9 Desarrollar la Vigilancia, Inspección y Control del Sistema de Educación Terciaria 
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Crear la Superinten-dencia de Inspección, Vigilancia y Control del sistema educativo de Colombia

2.  Crear una agencia para la gestión integral de proyectos de mejoramiento de la calidad y la regulación del sistema educativo en Colombia


	La nueva ley promulgada contempla la creación de un ente de inspección, vigilancia y control del sistema de educación en Colombia; así como, la habilitación de un organismo encargado de la gestión de proyectos de mejoramiento de la calidad y la regulación del desempeño y gestión integral de las IET
	CONGRESO DE LA REPÚBLICA Y 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
	1.Superinten-dencia de Inspección, Vigilancia y Control del sistema educativo de Colombia creada y en operación.

	Superintendencia de Educación de Colombia


	0
	1

 
	1

 
	 1
	Informe de Gestión y rendición de cuentas del MEN  

 

	
	
	
	
	2.  Agencia para la gestión integral de proyectos de mejoramiento de la calidad y la regulación del sistema educativo en Colombia creada y en operación.

	   Agencia de Calidad y Regulación de la Educación de Colombia


	0


	1

 
	1

 
	 1
	


10. COMPONENTE ESTRATÉGICO No. 10: Gestionar Acciones Complementarias del Sistema de Educación Terciaria en Colombia
	PROGRAMA
	Objetivo
	Supuestos
	Responsable
	Indicador
	Unidad de Medida
	Línea Base
	Meta  2018 (corto)
	Meta 2024 (mediano)
	Meta 2034 (largo plazo)
	Medios de Verificación

	INCREMENTO DE COBERTURA EDUCATIVA TERCIARIA  
	1. Discutir y ajustar la propuesta de proyecto de Ley que modifica la Ley 30 de 1992 (primero la política y luego viene la ley).

2. Estructurar la propuesta en formato de proyecto de ley

y radicacar el proyecto en la Secretaría del Congreso de la República.

3. Redactar los Decretos Reglamentarios de la nueva ley de educación terciaria


	Se dan las condiciones para presentar un proyecto de reforma a la Ley 30 de 1992  
	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL
	1. Formulación de la propuesta preliminar de proyecto de Ley que modifica la Ley 30 de 1992
	Propuesta de proyecto de Ley formulada
	0
	1
	1
	1
	Informe de Gestión del Presidente del CESU
Agenda Legislativa

	
	
	
	
	2.  Propuesta de proyecto de ley
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ANEXOS

 Anexo 1. Las políticas públicas en el contexto constitucional colombiano

Las políticas públicas se formulan desde cuatro fuentes diferentes pero complementarias. Primero como resultado de propuestas y decisiones racionalmente fundamentadas por parte de las instancias del Estado y de los funcionarios públicos; en segundo lugar como resultado de las presiones desde los diferentes grupos, ideologías o posiciones existentes en el escenario político de la Nación; en una tercera posibilidad como respuesta a las demandas sociales propias de la sociedad; y en cuarto lugar como fruto del ejercicio de la participación ciudadana por diferentes grupos de interés y sectores de la sociedad civil. 

La política pública puede ser vista con un proceso que integra decisiones, acciones, omisiones, acuerdos, métodos de trabajo e instrumentos, adelantados por autoridades públicas que en ocasiones cuenta con la participación de los particulares, y está encaminado a solucionar o prevenir una situación definida como problemática de interés general o particular en un sistema o ambiente determinado. El concepto de política tiene dos acepciones en el idioma español; el primero alude a los fenómenos de lucha de poder, es la lucha de los diferentes grupos sociales por ocupar las funciones de autoridad y ejercer la influencia en los procesos de decisión. El segundo se define como un marco de acción o un programa de acción, conocido en inglés como Policy.

Se puede decir que el gobierno tiene una política cuando desarrolla un conjunto de acciones, hace o no hace ciertas intervenciones, en un campo especifico frente a un problema de su competencia o facultad. En el contexto del análisis, una política se presenta bajo la forma de un conjunto de prácticas y de normas que emanan de uno o varios actores públicos (Meny, 1992). La política pública, también puede verse como un proceso dinámico, cuyo efecto no es eliminar el problema mediante un enunciado, sino transformar el comportamiento de los actores o grupos de interés relacionados con el problema, como ocurre en el contexto de la producción industrial y la conservación del medio ambiente o su sostenibilidad, que propende porque quienes contaminen modifiquen sus procesos de producción o ajusten sus comportamientos industriales para ser ambientalmente responsables.

Múltiples son las definiciones de política pública propuestas por los estudiosos del asunto en las últimas cinco décadas. Tales reflexiones tuvieron su origen primordialmente en los Estados Unidos cuando la ciencia política involucró la acción pública, como uno de sus ejes de estudio. En Latinoamérica, la tendencia a generar doctrina sobre el particular a partir de la observancia atenta a las prácticas del Estado, se produjo posteriormente finalizando el siglo XX. Algunas de las más concretas acepciones de política pública se deben a:

•
Meny & Thoenig (1992) quienes señalan que una política pública, en términos muy generales, es “un programa de acción gubernamental en un sector de la sociedad o en un espacio geográfico”.

•
Vargas (1999) quien ha dicho que una política pública “es el conjunto de sucesivas iniciativas y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles manejables”.

•
Roth (2002), quien propuso que una política pública “existe siempre y cuando instituciones estatales asuman total o parcialmente la tarea de alcanzar objetivos estimados como deseables o necesarios, por medio de un proceso destinado a cambiar un estado de cosas percibido como problemático”. “El análisis de las políticas públicas consiste en examinar una serie de objetivos, de medios y de acciones definidos por el Estado para transformar total o parcialmente la sociedad… ”

•
Muller (2002) ha dicho que “política pública es un proceso de mediación social, en la medida en que el objeto de cada política pública es tomar a cargo los desajustes que pueden ocurrir entre un sector y otros, o aun, entre un sector y la sociedad global”.
Dichos referentes conceptuales, facilitan identificar los ejes esenciales de toda definición que se intente proponer, entre ellos, se destacan: 

· Transformación o cambio de las situaciones problemáticas o de desajuste social, económico, cultural, ambiental, político, administrativo. 

· Construcción y toma de decisiones públicas.

· Priorización de la agenda generada a partir del diálogo con la ciudadanía y la lectura analítica de las realidades sociales, políticas y económicas.

· Reconocimiento de los procesos de participación y movilización social.

Así las cosas, una política pública puede entenderse como: “el conjunto de decisiones políticas y acciones estratégicas que llevan a la transformación de una realidad social,  que tanto los ciudadanos y ciudadanas como quienes representan al Estado han determinado como necesaria, importante o prioritaria de transformar, dado que subsisten en ella condiciones de expectativa de actualización, desequilibrio, inconformidad, rezago, o desigualdad que afectan la calidad de vida o intereses de una población, de un segmento de esta, de un sector particularmente importante de la sociedad, la economía, el medio ambiente e incluso la misma política. La política pública plantea una distribución diferente de lo existente, en especial y de manera estructural, del poder y su relación con la distribución de los bienes o servicios, y de éstos en atención a la materialización de los derechos individuales y colectivos teniendo en cuenta contextos y territorios políticos y sociales”.

La educación en Colombia y su relación con la Constitución Política de 1991 
En el conjunto de principios fundamentales de la Carta Política de Colombia, redimensionada hace un poco más de dos décadas, se contempla que nuestro país es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. En consecuencia, cualquier propuesta de cambio a las políticas de educación superior deben contemplar lo que reza el Artículo primero de la Carta Magna; además,  es pertinente tener en cuenta que el artículos segundo proclama que son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

El artículo tercero, alude al hecho de que el principio de soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo ejerce dicha soberanía en forma directa o por medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece. Por ello, la reforma a la educación superior debe interpretar el querer del pueblo y el legislativo tiene la responsabilidad de generar una propuesta de actualidad, sostenible, que amplifique las coberturas, mejore la calidad y ponga a Colombia a la altura de las mejores naciones del mundo que tienen sistemas de educación superior que contribuyen significativamente al desarrollo del país y especialmente de la gente. 

En su artículo 26, la Constitución colombiana promulga que toda persona es libre de escoger profesión u oficio; e igualmente, indica que la ley podrá́ exigir títulos de idoneidad; también que las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones, y que las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social. Esto refuerza la libertad existente en nuestro país de determinar qué profesión u oficio seleccionar para su vida, y además las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios cuya estructura interna y funcionamiento deben ser democráticos. Este artículo es complementado por el número 27, ya que el Estado garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y cátedra. 

Nuestra Carta Magna establece en su artículo 67 que la educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con la que se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. También estipula que la educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. Este importante artículo de la norma de normas, establece que el Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será́ obligatoria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá́ como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica e igualmente fija que la educación será́ gratuita en las instituciones del Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos a quienes puedan sufragarlos. Igualmente, se estipula que le corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del servicio y asegurar a los menores las condiciones necesarias para su acceso y permanencia en el sistema educativo. 

De otro lado, la norma establece que la Nación y las entidades territoriales participarán en la dirección, financiación y administración de los servicios educativos estatales, en los términos que señalen la Constitución y la ley. Este inciso es clave especialmente en lo concerniente a los mecanismos de financiación de la educación y al papel que desempeñan la Nación y sus entes territoriales en el proceso de formación de la población colombiana. 

Por su parte, el artículo 68 de la Constitución Política habilita a los particulares para fundar establecimientos educativos bajo unas condiciones para su creación y gestión. También estipula que la comunidad educativa participa en la dirección de las instituciones de educación; y que la enseñanza estará́ a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica e igualmente establece que se garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad docente; entre otros. 

Uno de los artículos tal vez más importantes de la Constitución Política de 1991 es el 69 que establece la garantía de la autonomía universitaria y que las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. También indica que la ley establecerá́ un régimen especial para las universidades del Estado y éste fortalecerá́ la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá́ las condiciones especiales para su desarrollo. Otro compromiso que fija este artículo, indica que el Estado facilitará los mecanismos financieros que posibiliten el acceso de todas las personas aptas a la educación superior. El artículo 70 subsiguiente, indica que el Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso de creación de la identidad nacional; y resalta que la cultura es fundamento de la nacionalidad, reconociendo la diversidad, la igualdad y la dignidad hacia todas las culturas del territorio, sin perder de vista que promoverá́ la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación.

Las políticas públicas de educación superior existentes en Colombia
El 28 de diciembre de 1992, hace ya dos décadas bajo el Gobierno del Presidente de la República César Gaviria Trujillo se promulgó una extensa ley de 144 artículos, la Ley 30 de 1992 que derogó las disposiciones que le contrariaban; así como, los decretos leyes 80 y 81 de 1980. Esta ley ordinaria parte del principio que la Educación Superior es un proceso permanente que posibilita el desarrollo de las potencialidades del ser humano de una manera integral, se realiza con posterioridad a la educación media o secundaria y tiene por objeto el pleno desarrollo de los alumnos y su formación académica o profesional. Igualmente, establece en sus artículos segundo y tercero que la Educación Superior es un servicio público cultural, inherente a la finalidad social del Estado; y que éste, garantiza la autonomía universitaria y vela por la calidad del servicio educativo a través del ejercicio de la suprema inspección y vigilancia de la Educación Superior. 

Otro principio fundamental que debe respetar la Educación Superior en Colombia, según lo reza esta Ley, hace referencia a que la Educación Superior, independiente de los fines específicos de cada campo del saber, despertará en los educandos un espíritu reflexivo, orientado al logro de la autonomía personal, en un marco de libertad de pensamiento y de pluralismo ideológico que tenga en cuenta la universalidad de los saberes y la particularidad de las formas culturales existentes en el país. Por lo tanto, ésta se desarrollará en un marco de libertades de enseñanza, de aprendizaje, de investigación y de cátedra. 

Finalmente, el artículo 5° de la Ley 30 establece que la Educación Superior será́ accesible a quienes demuestren poseer las capacidades requeridas y cumplan con las condiciones académicas exigidas en cada caso. 

Cualquier modificación en la Ley vigente de Educación Superior en Colombia, debe contemplar el respeto por estos principios y la ampliación a otros que los grupos de interés relacionados con la materia propongan a favor de la transformación y crecimiento de la educación superior de nuestro país. Los objetivos de la Educación Superior en Colombia y de sus instituciones, se establecen en el artículo sexto de la Ley 30 de 1992; se destacan 10 objetivos: 

1. Profundizar en la formación integral de los colombianos dentro de las modalidades y calidades de la Educación Superior, capacitándolos para cumplir las funciones profesionales, investigativas y de servicio social que requiere el país. 

2. Trabajar por la creación, el desarrollo y la transmisión del conocimiento en todas sus formas y expresiones y, promover su utilización en todos los campos para solucionar las necesidades del país. 

3. Prestar a la comunidad un servicio con calidad, el cual hace referencia a los resultados académicos, a los medios y procesos empleados, a la infraestructura institucional, a las dimensiones cualitativas y cuantitativas del mismo y a las condiciones en que se desarrolla cada institución. 

4. Ser factor de desarrollo científico, cultural, económico, político v ético a nivel nacional y regional. 

5. Actuar armónicamente entre sí y con las demás estructuras educativas y formativas. 

6. Contribuir al desarrollo de los niveles educativos que le preceden para facilitar el logro de sus correspondientes fines. 

7. Promover la unidad nacional, la descentralización, la integración regional y la cooperación interinstitucional con miras a que las diversas zonas del país dispongan de los recursos humanos y de las tecnologías apropiadas que les permitan atender adecuadamente sus necesidades. 

8. Promover la formación y consolidación de comunidades académicas y la articulación con sus homologas a nivel internacional. 

9. Promover la preservación de un medio ambiente sano y fomentar la educación y cultura ecológica. 

10. Conservar y fomentar el patrimonio cultural del país. 

Esta ley fija los campos de acción y los programas académicos de la Educación Superior en Colombia, que son: El de la técnica, el de la ciencia el de la tecnología, el de las humanidades, el del arte y el de la filosofía. También estipula en su artículo 12, que los programas de maestría, doctorado y post-doctorado tienen a la investigación como fundamento y ámbito necesarios de su actividad. Igualmente, establece que las maestrías buscan ampliar y desarrollar los conocimientos para la solución de problemas disciplinarios, interdisciplinarios o profesionales y dotar a la persona de los instrumentos básicos que la habilitan como investigador en un área específica de las ciencias o de las tecnologías o que le permitan profundizar teórica y conceptualmente en un campo de la filosofía, de las humanidades y de las a artes. 

Por su parte, en el artículo 16 de esta norma ordinaria, se establece que son instituciones de Educación Superior (IES): a) las Instituciones Técnicas Profesionales, b) las Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas y c) las Universidades. Como complemento a este artículo, el 20 estipula que el Ministro de Educación Nacional previo concepto favorable del Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), podrá́ reconocer como universidad, a las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas que dentro de un proceso de acreditación demuestren: a) Experiencia en investigación científica de alto nivel. b) Programas académicos y además programas en Ciencias Básicas que apoyen los primeros.  

El artículo 28 de la Ley 30 de 1992, establece la autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional. 

 Anexo 2. Proyectos de investigación sobre educación superior, financiados por el Ministerio de Educación Nacional en el marco del Diálogo Nacional sobre Educación Superior
	Universidad investigadora
	Nombre del proyecto

	Universidad Icesi 
	¿Hay procesos formales de alfabetización académica en las universidades colombianas?

	Colegio de Estudios Superiores de Administración
	Gobierno corporativo en las instituciones de educación superior en Colombia

	Universidad Sergio Arboleda
	Caracterización de la especificidad disciplinar de la ciencia política en Colombia: una revisión de la resolución 466 de 2007 del Ministerio de Educación Nacional

	Universidad de San Buenaventura Seccional Cartagena
	Calidad de la educación superior a distancia y virtual: un análisis del desempeño académico en Colombia

	Fundación Universitaria Konrad Lorenz 
	variables sociodemográficas, financieras y académicas relacionadas con la deserción de los estudiantes en la Konrad Lorenz 

	Universidad de Boyacá
	Efectos del programa de enriquecimiento instrumental sobre el potencial de aprendizaje de los estudiantes en la Universidad de Boyacá, sede Tunja

	Universidad del Norte
	Habilidades cognitivas y socioemocionales de los estudiantes en procesos de articulación entre la media vocacional y la formación técnica en el departamento del Atlántico

	Institución Universitaria Tecnológica de Comfacauca
	Acceso a la educación superior en Colombia: evaluación del impacto de la política pública (2002-2010)

	Universidad Autónoma de Occidente
	Calidad de vida como potenciador de la calidad educativa, análisis factual por regiones geopolíticas (2000-2009)

	Universidad del Valle 
	El desarrollo de una comunidad académica. enseñanza, investigación y política en Colombia

	Universidad del Valle 
	Establecimiento del estado del arte de la investigación en educación en ciencias en Colombia 2000-2011

	Universidad del Tolima
	Enseñanza y aprendizaje de la naturaleza de las ciencia, la tecnología y sociedad en profesores universitarios de la Facultad de Ciencias de la Educación de la Universidad del Tolima

	Universidad del Tolima
	Análisis de la construcción de la dimensión "pertinencia" en la educación médica en Colombia

	Universidad del Atlántico
	El ambiente educativo como dinamizador de creatividad y capacidad innovadora en programas de ing. de univer. del caribe colombiano

	Universidad de Nariño
	Detección de perfiles de deserción estudiantil con técnicas de minería de datos en los programas de pregrado de la Universidad de Nariño e Institución Universitaria Iucesmag 

	Universidad Tecnológica de Pereira
	La gestión del aprendizaje en la formación profesional de tecnólogos en y para el siglo xxi

	Universidad del Magdalena
	Igualdad de oportunidades en educación superior pública: propuestas para la inclusión social efectiva de la población vulnerable de la costa caribe colombiana

	Universidad Pedagógica Nacional
	Un modelo para evaluar la eficacia y eficiencia del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior en Colombia

	Universidad Católica de Manizales
	La educabilidad del sujeto: una aproximación desde los imaginarios sociales de maestros en formación

	Universidad Tecnológica de Pereira
	La enseñanza y su relación con el saber en los estudiantes universitarios colombianos

	Universidad Sergio Arboleda
	Sistema de indicadores de calidad para la evaluación y mejoramiento de programas universitarios en administración de empresas

	Politécnico Gran Colombiano
	Influencia del diseño organizacional de las ori en los grupos de investigación de alto nivel en Colombia

	Inst. Universit. Antonio José Camacho
	Determinantes para la formación profesional de los graduandos en tecnología de Cali

	Pontificia Universidad Javeriana Bogotá
	Formación en investigación e innovación pedagógica en programas de licenciatura en ciencias naturales, ciencias sociales, artes y humanidades y, educación y pedagogía

	Universidad de Caldas
	Propuesta para la transferencia de tecnología y propiedad intelectual en las universidades del sistema universitario de Manizales - Suma

	Universidad de La Sabana
	Develando las prácticas educativas abiertas en educación superior: hacia la construcción de lineamientos para la innovación educativa mediante el uso de las TIC

	Corporación Universitaria Autónoma de Nariño
	Implicaciones de la evaluación continua a través de rúbricas sobre el ejercicio de la práctica docente en los ambientes de aprendizaje de un grupo de ies seleccionado

	Universidad de Antioquia
	Interculturalidad y políticas de inclusión en la universidad colombiana. lecciones aprendidas

	Corporación Universitaria Rafael Núñez 
	Pedagogía en la enseñanza del derecho en las instituciones educativas de la región caribe colombiana


Anexo 3. La educación superior y la sociedad colombiana
La educación superior es una función central de la sociedad por la tarea económica, social, política y ética que cumple a través del proceso de enseñanza aprendizaje. En los tiempos contemporáneos, se le pide que sea no solamente formadora de recurso humano, sino transformadora de la sociedad (Aportes de la mesa temática de financiamiento para la política pública de educación superior, CESU, 2013:1). La Constitución política, en su artículo primero, declara que Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista. En este marco, la educación superior es considerada un derecho de la persona y un servicio público con función social. La misma Carta, en el artículo 67, postula que “La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tienen una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura. La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente”. En la misma dirección, la Corte Constitucional ha estipulado que: 

[…] la importancia esencial de la educación radica en ser un derecho instrumental o derecho medio, por cuanto se convierte en la clave del desarrollo de la personalidad y del ejercicio de otros derechos cuya efectividad sería irrealizable sin su mediación; y para la formación de un hombre respetuoso de los derechos humanos, la paz y la democracia y receptivo al cumplimiento de los deberes correlativos y a los derechos y libertades reconocidos en la Constitución. (Corte Constitucional, Sentencia T-100 de 1995) (Orozco, 2013: 31).

Sin embargo, para llegar a esta concepción de la educación superior y de la universidad, el país ha recorrido un largo camino que se remonta, cuando menos, al siglo XVII. Como dice Inmanuel Wallerstein (1995), solemos hablar de la universidad como una institución continúa, pero ello no es del todo cierto. Como mostramos a continuación, la universidad en Colombia y su sistema de educación superior, ahora sistema de educación superior, ha tenido profundas modificaciones a lo largo del tiempo. Inicia con los colegios mayores, fundados en el siglo XVII, para tener en la actualidad, como se verá en detalle más adelante, un sistema de educación superior robusto, si nos comparamos  con el resto de América Latina, compuesto por cerca de dos millones de estudiantes; 111.000 profesores; 284 instituciones de educación superior (IES) y una infraestructura institucional compleja al frente de la cual está el Ministerio de Educación Nacional que orienta la política pública educativa y tiene la suprema misión de la inspección y la vigilancia. A continuación se muestra, en el largo tiempo, esas transformaciones sufridas por la universidad colombiana y su sistema de educación superior.         

LA UNIVERSIDAD COLONIAL
El actual sistema de educación superior en Colombia hunde sus raíces, como todo el sistema de educación superior en Iberoamericana, en los primeros centros de estudios generales, de la Península Ibérica, como se llaman a las primeras universidades.  Se destacan Salamanca, Sevilla, Lisboa, Coimbra, Barcelona y Alcalá. Las primeras universidades del Nuevo Reino de Granada toman el modelo de estos centros de estudios. Sin embargo, durante los siglos XVII y XVIII, lo que es hoy Colombia, no conoce una universidad pública de estudios generales como sí la conocen los virreinatos de Perú y Nueva España. Lo que se encuentra en el Nuevo Reino de Granda son dos grandes Colegios-mayores, el de San Bartolomé y del Rosario, fundados en la primera y segunda mitad del siglo XVII, respectivamente, en Santafé, la capital (Silva, 2002: 33). Por las facultades que incluían, filosofía, derecho y teología, estas instituciones cumplían las funciones de universidades, aunque la única que podía entregar títulos era la llamada Universidad Tomística. Sin embargo, como dice Silva (2002: 33), vistos en detalle, estos particulares colegios-universidades operan como cuerpos estamentales por lo que sería mejor designarlos con el nombre de corporaciones universitarias  que logran escapar, por lo menos, hasta la primera mitad del siglo XVIII, a la política imperial española. 

Uno de los aspectos más relevantes de estas universidades santafereñas era su gran poder e influencia derivados de un conjunto de privilegios y del dominio de las órdenes religiosas, en especial de los jesuitas. Sin embargo, uno de los rasgos más notables, que se extenderá, incluso, hasta el siglo XIX, es el hecho que la universidad es un asunto exclusivo de hombre blancos y nobles ya que para ingresar a ella se requería mostrar la limpieza de sangre, es decir, que no estaban “manchados por sangre de la tierra ellos, sus padres y sus abuelos”. No obstante, las transformaciones sociales, políticas y culturales que se producen en el último tercio del siglo XVIII generan cambios en estos primeros centros de estudios del nuevo reino. Dichos cambios están signados por el mayor control que la Monarquía, con un imaginario absolutista, quiere ejercer sobre estos cuerpos que escapaban a su control. Como es sabido, la expulsión de la Compañía de Jesús, que había sido por excelencia la educadora en la sociedad colonial, se produce en el año 1767. 

En todo caso; por un lado, la población estudiantil se ha ampliado en número y se ha diversificado socialmente, llegan estudiantes de las provincias de Cartagena, Popayán y Antioquia y ahora son mayores los escolares civiles que los que aspiran al sacerdocio; por otro, el predominio de la “teología” como carrera llega a su fin frente a los “novedosos” estudios de leyes, jurisprudencia, y sobre todo, la revolucionaria apertura de cátedras en ciencias naturales (Silva, 2002).  De estas tendencias de cambio, los analistas insisten en destacar la transformación en la diversidad social de los estudiantes en el mismo sector de nobles y blancos, aunque se sigue exigiendo la limpieza de sangre sobre la cual hay fuertes litigios que muy bien documentan Jaime Jaramillo Uribe (1969) y Renán Silva (1992, 2002). En efecto, al lado de los tradicionalmente llamados colegiales y convictores, se suman, en forma “masiva”, los “manteos” (por el manto que portan), un nuevo tipo de estudiante por sus diversos orígenes sociales y procedencia y que después de 1770 comienzan a ocupar las en expansión aulas de latinidad (Silva, 1994).  

El último tercio del siglo XVIII, será testigo en lo que a la universidad se refiere, de la contradicción entre la universidad colonial y otra, que luchaba por nacer, que se inspiraba en la filosofía natural, es decir, la investigación aplicada en las ciencias naturales, esta última representada por el proyecto borbónico que a la sazón declaraba que “La instrucción de la juventud y el fomento de las ciencias y las artes era el fundamento del buen gobierno y la fuente de que dimanaba la felicidad del país y la prosperidad del Estado” (Silva, 2002: 62).  Esto es lo que busca la reforma de Moreno y Escandón, que palabras menos, palabras más, pretende la creación de lo que sería hoy la universidad pública porque la universidad tomística se encontraba de espaldas a la sociedad, en manos de órdenes religiosas y grupos tradicionales de abogados y viejos letrados que obstaculizaban las ideas de los nuevos tiempos, es decir, las ideas de la filosofía natural y del despotismo ilustrado. Esta universidad pública, sin dependencia de ninguna comunidad religiosa se caracterizaría por ser: 

… un cuerpo que tendría como fiscal y testigo de su buen gobierno a todo el común… que no admitirá otro partido que el de la razón y la justicia, quedando el Rey y el público servidos,  (Silva, 2002: 64).   

Por lo tanto, el ingreso al nuevo siglo, el del desmembramiento del imperio, tendrá como elemento dinámico de la vida universitaria, la disputa por el control del saber legítimo; por una parte, un saber anclado en lo tradicional, en la enseñanza del silogismo y la teología; por otra, otro que se fundamenta en el aprendizaje de las matemáticas, la aritmética, la física newtoniana y la teoría de Copérnico en lo que es central, como es sabido, la participación del José Celestino Mutis como profesor de estos contenidos, como forjador de discípulos y como organizador de la Expedición Botánica.      

LA UNIVERSIDAD REPUBLICANA: ENTRE LA TRADICIÓN Y LA MODERNIDAD
Despuntando el nuevo siglo, en 1803, el virrey Mendinueta, recuerda que la necesidad de una universidad pública moderna, separada del control de los cuerpos y órdenes religiosas, había sido un proyecto incumplido. En 1810, había tres universidades, cinco colegios mayores y cinco seminarios. La educación continuaba casi totalmente en manos de religiosos, las escuelas primarias, unidas a los conventos, eran privadas y seguían dedicadas, casi exclusivamente, a la elite. Únicamente el 1% de la población en edad escolar estaba matriculada en la escuela elemental. Las masas, especialmente los indios, negros y mulatos, eran iletradas. Se estima que el 90% de la población era analfabeta (Castillo, 2007; Rojas, 2002). Será después de la Independencia, que la idea de una universidad pública y estatal comienza a concretarse para lo que es fundamental que la legislación escolar republicana declarase formalmente libres e iguales a todos los individuos ante la educación. 

La sociedad colombiana del siglo XIX, en el plano educativo general, fue un fenómeno muy dinámico, pero dependiente en demasía de las luchas políticas, es decir, de las confrontaciones partidistas que con frecuencia adquirían la forma de enfrentamientos bélicos. En los diferentes conflictos, la Universidad era cerrada y sus claustros ocupados, como aconteció con la Universidad de Antioquia. Los partidos y sus voceros mostraban una profunda sensibilidad hacia los proyectos educativos y la creación de nuevas universidades como si existiera una conciencia clara de la importancia de la orientación educativa cuando de organizar una república y de crear una conciencia ética y política se tratase. Esto tiene expresión en las profusas reformas sobre la educación que se inician desde el gobierno de Francisco de Paula Santander hasta la Constitución de 1886. 

Durante el anterior periodo histórico, resulta de vital importancia, bajo la administración de Santander, desde la Vicepresidencia de la Gran Colombia, la organización de la Universidad Central de la República, con sedes en Bogotá, Caracas y Quito, como primera expresión jurídico-institucional de la universidad pública en Colombia, y que empieza a funcionar en 1830 con profesores y estudiantes que mantenían viva la experiencia de la Expedición Botánica. Resulta por lo demás ilustrativo que después del desmembramiento de la Gran Colombia, Bolívar haya declarado que Venezuela se había quedado con los cuarteles, Ecuador con los conventos y Colombia con las universidades, no obstante que la Universidad de la República haya sido cerrada prematuramente y que habría que esperar hasta 1864 cuando el antiguo radical, José María Samper, presenta un proyecto de ley al Congreso de lo que llamó la Universidad Nacional de los Estados Unidos de Colombia, actual Universidad Nacional, que se funda en septiembre de 1867.   

Dos hechos más resultan fundamentales no solo para la educación general, sino para la universidad en particular a lo largo del siglo XIX. Por un lado, la declaratoria, a mitad de siglo, de la libertad de enseñanza y la reforma educativa radical de 1870, que declara a la escuela pública obligatoria y gratuita, reforma que sin lugar a dudas constituye la “edad de oro de la educación en Colombia”. Esta reforma, “lo mejor del espíritu civilizador del liberalismo en nuestro medio”, se orienta por tres ideas, que para el momento resultan revolucionarias, por decir lo menos. En primer lugar, que la expansión del sistema de enseñanza, incluida la educación superior, es lo único que puede dar sentido a las instituciones democráticas. En segundo lugar, la exigencia de la separación del poder civil del poder eclesiástico en lo que la educción se refiere. En tercer lugar, la reivindicación de la función docente del Estado al incluir a la educación en su órbita de deberes y derechos y como una forma a través de la cual el Estado expresa su soberanía (Silva, 1989).            

Bajo la anterior orientación, merece destacarse, la organización de la Universidad Nacional bajo sus primeros rectores Ezequiel Rojas y Manuel Ancízar. Para 1886, la Universidad contaba con las facultades de jurisprudencia, filosofía y medicina a las que se agregaban un sistema de escuelas de carácter técnico: ingenierías, arquitectura y una más de artes y oficios. Pero, como un rasgo estructural de toda la universidad pública colombiana, desde ese entonces, la Universidad Nacional conocerá las dificultades habituales de presupuesto.

Pero la contrarreforma no se hizo esperar. Antes de la expedición de la Constitución centralista de 1886, de Rafael Núñez, la Ley 106 de 1880 autoriza al ejecutivo para modificar la organización universitaria. Con esta autorización, la Universidad queda bajo el control directo del ejecutivo. En el ambiente de la Regeneración, la Universidad Nacional es satanizada por su posición crítica al tiempo que se le imputan las causas de la inestabilidad y del malestar social que rodea la puesta en práctica de la nueva Constitución. Esto explica, en parte, que haya regresado al control directo del Estado, perdiendo su limitada autonomía como su unidad académica. Se puede afirmar, que entre 1870 y 1930, prima una concepción de la educación superior en la que prevalecen los valores religiosos y el control privado del sistema educativo, impulsado por la Constitución de 1886. En razón del Concordato, celebrado con el Vaticano, se cede a la Iglesia Católica parte del control sobre la educación superior con lo que se fortalece un modelo de universidad cerrada y confesional que, como veremos más adelante, es transformada con las reformas liberales de la tercera década del siglo XX.  

Aunque parezca paradójico, la sobresaturación de proyectos educativos y los enfrentamientos entre el Estado y la Iglesia por el control de la educación, expresados en los diferentes intentos de reforma, no se correspondieron en mayor medida con las realizaciones prácticas. Al concluir el siglo el XIX, Colombia seguía siendo una sociedad fundamentalmente rural e iletrada como lo muestra el hecho desalentador que para 1912 más del 80% de la población era analfabeta. El caso es que en la Colombia campesina de finales del siglo XIX, las pocas universidades que existían funcionaban en los principales núcleos urbanos y solo un reducido grupo de la sociedad podía acceder a ellas, regularmente individuos provenientes de las elites políticas, culturales y económicas de un país que intentaba romper con las ataduras que lo ligaban a un pasado tradicional y premoderno. En todo caso, al finalizar el siglo, la juventud abandona la universidad y se incorpora a la llamada Guerra de los Mil Días.         

LA UNIVERSIDAD MODERNA
Como lo ha mostrado Jaime Jaramillo Uribe (1994), la universidad moderna en Colombia, como un “complejo de investigación y docencia” es una invención relativamente nueva. Hace su aparición en la década de los treinta del siglo pasado, en el contexto de las reformas liberales, que se ponen en práctica en el marco de un intenso proceso de modernización, que se distingue por el ímpetu de la industrialización y que se extiende cuando menos hasta 1960.

Al iniciar la década de los treinta del siglo pasado, Colombia enfrenta las consecuencias de la gran depresión iniciada en 1929. En 1930, se produce el cambio político que puso fin a 45 años de gobiernos conservadores, conocidos como la hegemonía conservadora. La vieja estructura de la universidad, proveniente del siglo XIX, no estaba en capacidad de responder a la creciente población estudiantil, ni de preparar a los técnicos e ingenieros que necesitaba un país que empezaba a industrializarse. En el marco de la Revolución en Marcha e influenciado por el movimiento reformista universitario que se había iniciado en Córdoba, Argentina, en el año 1919, Alfonso López Pumarejo se propone transformar la universidad colombiana como parte de una reforma educativa moderna, nacionalista y democrática. Con esta reforma inicia, en sentido estricto, la universidad moderna en Colombia. 

El proyecto se propuso integrar todas las escuelas y facultades públicas nacionales en un solo sistema dependiente del Ministerio de Educación Nacional y concede a la universidad un alto grado de autonomía. Para el centro de estudios superiores más importante del país, La Universidad Nacional, la Ley 68 de 1935 integra las facultades dispersas en una sola institución, ordena la construcción de la ciudad universitaria y otorga autonomía académica y administrativa. Se introducen cambios académicos y pedagógicos. A los tradicionales programas de derecho, medicina e ingenierías, se suman las facultades de química, arquitectura, veterinaria, agronomía, economía, administración y filosofía, entre otras. A estas facultades se agregan institutos de investigación como el de ciencias naturales. El uso de bibliotecas y laboratorios se amplía y la libertad de cátedra, a la luz de la autonomía universitaria, se fortalece. A estas transformaciones, se suman dos nuevas, la extensión cultural y el bienestar estudiantil (Jaramillo, 1989: 106-107). Esta reforma no impacta solamente a la Universidad Nacional, sino que se extiende a las pocas universidades regionales para el momento, como la Universidad del Cauca. Como es sabido, las universidades regionales o departamentales son un fenómeno de la segunda mitad del siglo XX.    

Después de la Segunda Guerra Mundial, en el marco de la política de sustitución de importaciones, el país acentúa el proceso de industrialización. Una sociedad, cada vez más urbana, y la complejización tecnológica propia de la industrialización, exigen personas mejor educadas, con características educativas para ocupar los nuevos puestos, que solo pueden formar el sistema educativo general y la universidad en particular. Para responder a las exigencias de este desarrollo económico, surgen varias universidades como la Universidad Industrial del Valle, luego Universidad del Valle, creada en 1945 y la Universidad Industrial de Santander fundada en 1948. Sin embargo, a partir de 1950, los partidos tradicionales inician la confrontación más importante del siglo XX, conocida como la Violencia, que arroja cerca de 250.000 muertes. Hacia finales de esa década, surge el Frente Nacional y estos partidos monopolizan tanto la concepción el Estado como la participación política lo que se convierte en una nueva fuente de violencia. La Universidad, en especial la pública, dejada a un lado por la política tradicional, se convierte en foro de denuncia y participación de unas clases medias que crecen por el proceso de urbanización e industrialización, y que ante el cierre del sistema, se volvieron desafectas al régimen. 

La universidad es considerada un espacio subversivo y un problema de orden público y como tal los diferentes gobiernos del Frente Nacional la tratan. Los movimientos estudiantiles surgen como actores políticos, desde antes del Frente Nacional, y desde las universidades públicas, de cuyos claustros surgen líderes que engrosan las filas de las guerrillas de la década de los sesenta, asumen una posición de abierta confrontación con el establecimiento, que tiene su clímax en el movimiento estudiantil de 1971 que con el llamado Programa mínimo de los estudiantes colombianos exigen el cogobierno y la expulsión de las fundaciones norteamericanas que se habían afincado en la  universidad pública. 

Después del movimiento estudiantil de 1971, aunque hubo pocos intentos de legislar en torno de la educación, como la fallida reforma Galán, la educación superior inicia un proceso “desordenado” de complejización, crecimiento y expansión de la matrícula que obedece al mayor desarrollo del país. Así, en relación con las instituciones, que venían en aumento desde la década de los sesenta, cuando había 29, para 1970 se contabilizaban 47 y en 1980 188, distribuidas en 56 oficiales y 132 privadas (Lucio y Serrano, 1992:90, citado en Orozco, 2013:36). El número de programas tiene también un crecimiento importante durante esos años: se pasa de 909 durante el primer quinquenio a 1.389 en el año 1980. Además, se presenta una variación relevante en el origen de las instituciones. En 1970, el sector oficial ofrece 495 programas y el privado 414. Para el año 1980 el primero ofrece 596 y el segundo 793 (Lucio y Serrano, 1992: 173, citado en Orozco, 2013: 36).  

El número de docentes es indicativo de la oferta de educación superior para ese momento en el país. En 1970, había un total de 10.295 docentes, 58,2% de los cuales estaba en el sector oficial y 41,8 en el sector privado. Para 1980, el número ascendió a 31.136, 45,2% en el sector oficial y 54,8% en el privado. Ya para ese entonces, en el sector oficial prevalecen los docentes de tiempo completo, mientras que en el sector privado más del 70% son de cátedra (Lucio y Serrano, 1992: 75, citado en Orozco, 2013: 36). En relación con la matrícula, como lo muestran, Castillo y Orozco (2011), mientras en el año 1970 había matriculados en el sistema 86.000 estudiantes, un decenio después, el número de estudiantes se incrementa a 487.000. En cuanto a la matrícula por áreas del conocimiento, mientras en los años cuarenta las carreras predominantes eran derecho, medicina, e ingeniería civil, para los años setenta y ochenta, las carreras más demandas son economía, administración y contaduría, ingeniería, arquitectura, ciencias de la educación, ciencias sociales y derecho. Como veremos más adelante, este patrón de distribución de la matrícula se mantiene hasta entrado el nuevo milenio. Respecto a las modalidades de la educación superior, los datos disponibles muestran que entre la década de los setenta y los noventa se presenta una desconcentración de la matrícula. Mientras en 1979, ésta se agrupa en la modalidad universitaria, en 1989 se distribuye más entre las tres modalidades: la universitaria, la tecnológica y la técnica profesional, aunque la primera sigue presentando un porcentaje bastante alto (Lucio y serrano, 1992: 179, citado en Orozco, 2013: 35).   
EL DECRETO LEY 80 DE 1980
El Estado, con el Decreto Ley 80 de 1980, busca organizar el anterior crecimiento y desorden y pretende dotar de una estructura al sistema de educación superior. Este decreto y la Ley 30 de 1992 son los principales intentos de organización y modernización de la educación superior durante la segunda mitad del siglo XX. El decreto introduce la categoría de educación postsecundaria o educación superior y define que ésta es un servicio público y que cumple una función social y su prestación está a cargo del Estado y de los particulares que reciban autorización de éste (art. 2). 

Establece que las modalidades de la educación superior son la Formación Intermedia Profesional, la Formación Tecnológica, la Formación Universitaria y la Formación Avanzada o de Postgrado (art. 16). Explicita cada una de estas modalidades y los títulos que se otorgan (Capítulo II, arts. 25-42). A partir de esta base, “el decreto busca propiciar su estructuración como sistema a partir de tres elementos: las posibilidades de flujo entre ellos (arts. 22, 29 y 32), la jerarquización de las instituciones a partir de ellos (arts. 43-46) y el marco normativo común para estas (arts. 47-499)” (Orozco, 2013: 42). De igual manera, el decreto define el rol del Estado frente a las instituciones públicas y privadas. Para ambas instituciones, el Estado es el encargado de dirigir el sistema y tiene la suprema función de ejercer la inspección y la vigilancia (art.182). 

El Decreto también define que la educación superior, por su carácter democrático, no podrá estar limitada por consideraciones de raza, credo, sexo o condición económica o social y que el acceso a ella estará abierto a quienes en ejercicio de la igualdad de oportunidades, demuestren poseer las capacidades requeridas y cumplan las condiciones académicas exigidas en cada caso (art. 7). Establece la libertad de cátedra que es definida como la discrecionalidad que tiene el docente para exponer, según su leal saber y entender y ceñido a los métodos científicos, los conocimientos de su especialidad y la que se reconoce al alumno para controvertir dichas exposiciones dentro de los presupuestos académicos (art 10). Define los objetivos del sistema en una relación muy estrecha con la cobertura: ampliar las oportunidades de acceso a la educación superior, para que todos los colombianos que cumplan los requisitos exigidos puedan ingresar a ella y beneficiarse de sus programas; adelantar programas que propicien la incorporación al sistema de aspirantes provenientes de las zonas urbanas y rurales marginadas del desarrollo económico y social y propende por la Educación Superior de los grupos indígenas con el fin de que alcancen un desarrollo vital en su propio contexto (art.22 literales b y c).

En relación con la investigación, define que la educación superior debe vincular la investigación con la docencia, que debe suscitar un espíritu crítico que dote al estudiante de capacidad intelectual para asumir con plena responsabilidad las opciones teóricas y prácticas encaminadas a su perfeccionamiento personal y al desarrollo social (art. 4), que por su carácter universal debe propiciar todas las formas científicas de buscar e interpretar la realidad y que para afirmar la universalidad en sus propósitos científicos y educativos, las instituciones de educación superior deben estar abiertas a todas las fuerzas sociales, comunicadas con todos los pueblos del mundo, vinculadas a todos los adelantos de la investigación científica o de la tecnología y permeables a todas las manifestaciones del pensamiento científico (art. 6). Esta reglamentación expresa el interés del Estado para que las actividades investigativas se organicen, se amplíen y se constituyan en base de la formación. Sin embargo, no establece ninguna modalidad de financiación de la investigación. En cuanto a la financiación, no estipula el aporte del Estado ni cómo se asignan las partidas presupuestales anuales. Sin embargo, establece que no se pueden abrir instituciones de carácter oficial sin que esté plenamente garantizada la financiación (art. 54). Es indudable que el Decreto ley 80 de 1980 constituye un avance desde la perspectiva de la organización, racionalización y modernización del sistema de educación superior en Colombia. Sin embargo, deja en la incertidumbre la financiación del sistema. 

LEY 30 DE 1992
Doce años después y en un ambiente de reforma constitucional, generado por la Asamblea Nacional Constituyente del año 1991, que produce la actual Constitución política, el 28 de diciembre de 1992, se aprueba la Ley 30, el segundo intento más importante en la segunda mitad del siglo XX por organizar y modernizar el sistema de educación superior en Colombia y que está vigente. 

DEFINICIÓN DE EDUCACIÓN SUPERIOR, OBJETIVOS Y AUTONOMÍA
Esta ley define que la educación superior es un servicio público cultural, inherente a la finalidad social del Estado (art. 2) y que este vela por la calidad del servicio educativo a través del ejercicio de la suprema inspección y vigilancia de la Educación Superior (art. 3). Pero que no se trata solamente que el Estado vigile e inspecciones, sino también debe fomentar, incentivar y estimular. Define que los objetivos de la educación superior son profundizar en la formación integral de los colombianos; trabajar por la creación, el desarrollo y la transmisión del conocimiento en todas sus formas y expresiones y promover su utilización en todos los campos para solucionar las necesidades del país; ser factor de desarrollo científico, cultural, económico, político v ético a nivel nacional y regional; promover la formación y consolidación de comunidades académicas y la articulación con sus homólogas a nivel internacional, entre otros (art. 6). 

En materia de autonomía universitaria, en consonancia con el artículo 69 de la Constitución Política, el artículo 28 de la ley dice: 

La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional.

En teoría, la Ley 30 de 1992 prevé cuatro principales herramientas de intervención: a) la fijación de condiciones iniciales para la creación de instituciones; b) la creación, dirección y manejo de un sistema nacional de acreditación y de otros sistema que provea a los usuarios información sobre el primer sistema; c) la regulación del otorgamiento de títulos y el establecimiento de títulos y el establecimiento de requisitos para la creación de programas de educación avanzada y de aquellos que impliquen mayor responsabilidad social en su ejercicio profesional; y d) la asignación de recursos del Estado. En la práctica, se crearon, el Sistema Nacional de Acreditación, instrumento previsto para el rendimiento de cuentas con carácter voluntario por parte de las instituciones, y el Sistema de Información de la Educación Superior (SNIES) (Orozco, 2013: 53).  

TIPOLOGÍA DE INSTITUCIONES
Uno de los componentes centrales de la Ley 30 es el establecimiento de una tipología de instituciones. Como vimos antes, el Decreto 80 de 1980, distingue las modalidades de enseñanza intermedia profesional, formación tecnológica, formación universitaria y formación avanzada o de postgrado. La Ley 30 define que el sistema de educación superior en Colombia está constituido por cuatro Instituciones de Educación Superior (IES): las instituciones técnicas profesionales, las instituciones tecnológicas, las instituciones universitarias y las universidades y señala que los campos de acción son el de la técnica, el de ciencia, el de la tecnología, el de las humanidades, el del arte y el de la filosofía (artículo 7). 

No obstante, esta tipología de IES adolece de una diferencia clara entre el saber técnico, el tecnológico y el universitario y de la funcionalidad y complementariedad entre los diferentes niveles del sistema. Sin embargo, la Ley 30 trata de diferenciar las IES según el tipo de programas que ofrecen. De esta manera, las instituciones técnicas profesionales son facultadas para “Ofrecer programas de formación en ocupaciones de carácter operativo instrumental y de especialización en su respectivo campo de acción, sin perjuicio de los aspectos humanísticos propios de este nivel” (art. 17). Las Instituciones universitarias o escuelas tecnológicas, no obstante que son dos tipos distintos, la Ley 30 no las diferencia, pero les atribuye las mismas facultades al decir que pueden “Adelantar programas de formación en ocupaciones, programas de formación académica en profesiones o disciplinas y programas de especialización” (art. 18). Las universidades pueden “Adelantar programas de formación en ocupaciones, profesiones o disciplinas, programas de especialización, maestrías, doctorados y post-doctorados (art. 19). Esta indefinición produjo que a estas alturas no sea clara la diferencia entre los diferentes tipos de IES.     

SISTEMA DE CALIDAD 
Uno de los aspectos más importantes de la Ley 30 es la creación del Sistema Nacional de Acreditación (art 53) (Mesas Temáticas, Diálogo Nacional hacia la construcción de una Política Pública de Educación Superior, Exposición del CESU sobre calidad; 2013).  Este sistema se origina en la preocupación por la calidad de la educación que se imparte a raíz de la ampliación de la cobertura que se presenta desde la década de los años setenta y del incremento de las instituciones de educación superior, que crecen, en buena medida, con una precaria inspección y vigilancia por parte del Estado (Mesas Temáticas, Diálogo Nacional hacia la construcción de una Política Pública de Educación Superior, Exposición del CESU sobre calidad; 2013). La Ley define que la acreditación es voluntaria y temporal y que el sistema cuenta con el Consejo Nacional de Acreditación (CNA) que está integrado por las comunidad académica y científica y que dependerá del Consejo Nacional de Educación Superior (CESU). 

Las labores del SNA comienzan tres años después de sancionada la norma, mediante un acuerdo del CESU del 14 de diciembre de 1995, que se propuso: “Dar respuesta a la necesidad tantas veces expresada de fortalecer la calidad de la educación superior y al compromiso de preservar los legítimos derechos que los usuarios del sistema y de la sociedad en su conjunto tienen en esta materia” (Orozco, 2013: 58). El SNA recibe un mayor impulso con el Decreto 2230 de 2003 que crea la Comisión intersectorial para el Aseguramiento de la Calidad (CONACES), integrada por académicos de reconocida trayectoria.   

El SNA ha sido coordinado por el CNA, órgano asesor del Ministerio de Educación Nacional y agente del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (SACES). Hasta la fecha ha sido financiado por el Estado e integrado por académicos de reconocida trayectoria y prestigio en la educación superior colombiana. Aunque ha tenido altibajos, desde la creación del sistema, el proceso de acreditación de la calidad se ha ampliado y fortalecido y buena parte de las universidades han entrado en la lógica de la acreditación y de brindar un servicio educativo de alta calidad y el CNA ha convertido en una instancia reconocida por el universo de las instituciones de educación superior, en especial por las universidades.
FINANCIAMIENTO  
Antes de la aprobación de la Ley 30, no existía una política clara por parte del Estado de financiación de las universidades y de la educción suprior públicas. Como se vio antes, desde su creación, en el siglo XIX, la Universidad Nacional comenzó a enfrentar problemas financieros. Si se analizan las actas de los consejos superiores de las universidades públicas se puede constatar que los problemas de la financiación siempre han sido objeto de discusión de estas instancias directivas que se enfrentan a la ampliación de las coberturas y al mayor desarrollo científico y académico de las universidades con recursos financieros limitados e inciertos. Esto se explica, en parte, por las históricas precarias finanzas del Estado como por la poca importancia que las elites políticas le han concedido a la educación superior en los proyectos estratégicos de construcción de país. Como se mostró antes, un Decreto Ley como el 80 de 1980, que constituye el primer esfuerzo normativo de importancia de organización de la educación superior, durante la segunda mitad del siglo XX, deja en la incertidumbre la financiación y solo avanza en reglamentar que la apertura de nuevas instituciones de carácter oficial deben tener plenamente garantizada la financiación. Sin embargo, antes de la expedición de la Ley 30, las normas básicas de asignación de recursos están dadas por el mencionado Decreto 80, en sus artículos 54, 80, 81, 82 y 162; por el Decreto 2798 de 1980 que reglamenta los derechos pecuniarios; por el Decreto 728 de 1982, que  se  refiere a los aspectos presupuestales de las instituciones oficiales; por el Decreto 228 de 1982, que asigna el 2% para el fomento y desarrollo de la investigación y el Decreto 82 de 1980 que crea el régimen orgánico de la Universidad Nacional (Orozco, 2013: 60).   

No obstante la anterior reglamentación, las universidades públicas enfrentaban problemas financieros generales que pueden resumidos en déficit acumulados y déficit de caja por los retrasos en los giros de tesorería a lo que se suma que a partir del año 1982, no podían destinar más del 75% del presupuesto de funcionamiento al pago de servicios personales o a transferencias derivadas de estos. Sin embargo, la Constitución de 1991, al reconocer la autonomía financiera de las universidades y al declarar que el gasto público en la educación hace parte del gasto público social (arts. 350 y 366) propicia decisiones orientadas a resolver sus problemas de financiación y el diseño de mecanismos financieros que permitan el acceso a todas las personas aptas para ingresar a la educación superior. Es en este contexto que se produce la propuesta de la Ley 30 de financiación de la universidad pública. 

El mecanismo de financiación de las universidades públicas de la Ley 30 está expresado en los artículos 85, 86 y 87. El primero de estos artículos, determina la manera como están constituidos los ingresos y el patrimonio de las instituciones estatales de educación superior. El artículo 86 reza: “Los presupuestos de las universidades nacionales, departamentales y municipales estarán constituidos por aportes del presupuesto Nacional para funcionamiento e inversión, por los aportes de los entes territoriales, por los recursos y rentas propias de cada institución. Las universidades estatales u oficiales recibirán anualmente aportes de los presupuestos nacional y de las entidades territoriales, que signifiquen siempre un incremento en pesos constantes, tomando como base los presupuestos de rentas y gastos, vigentes a partir de 1993”.

El artículo 87 dice: “A partir del sexto año de la vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional incrementará sus aportes para las universidades estatales u oficiales, en un porcentaje no inferior al 30% del incremento real del Producto Interno Bruto. Este incremento se efectuará en conformidad con los objetivos previstos para el Sistema de Universidades estatales u oficiales y en razón al mejoramiento de la calidad de las instituciones que lo integran. Parágrafo. El incremento al que se refiere el presente artículo se hará para los sistemas que se creen en desarrollo de los artículos 81 y 82 y los dineros serán distribuidos por el Consejo Nacional de Educación Superior (CESU), previa reglamentación del Gobierno Nacional”. Mediantes estos mecanismos, los legisladores pensaron que quedaba garantizado el futuro de la universidad ya que los presupuestos siempre tenían que reflejar un aumento en pesos constantes.      

Este mecanismo de financiación de las universidades públicas constituye un avance sustantivo respecto de la situación anterior dado que a partir de la expedición de la Ley, las universidades cuentan con recursos ciertos y, desaparece, en cierta medida, la incertidumbre financiera a las que estaban sometidas. No obstante, la lectura que ha predominado en las instancias estatales del mandado que el presupuesto debe incrementarse en pesos constantes, es que el aumento se actualiza con base en el comportamiento del Índice de Precios al Consumidor (IPC). El incremento constante y acelerado de la cobertura desde la promulgación de la ley, que cuando ella se aprueba está alrededor del 10% (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013:9), la complejidad cada vez mayor del sistema universitario estatal, la ampliación de los procesos de investigación, la mayor formación del cuerpo docente, las mayores infraestructuras y la dotación de laboratorios, así como el uso creciente de las nuevas tecnologías de la información llevan a que el mecanismo de financiación que establece la Ley 30, treinta años después, resulte insuficiente (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013: 8). 

Esto lleva a que un estudio de los vicerrectores administrativos y jefes de planeación del sistema universitario estatal (SUE), realizado en el año 2012, hable de desfinanciamiento de la educación superior en Colombia y estime que requieren 11 billones de pesos para que la universidad del siglo XXI enfrente los grandes desafíos de la sociedad del conocimientos. De esos 11 billones, 665 millones serían para el pago de personal, 2 billones para formación y 7,2 billones para infraestructura (SUE, 2012: 46; Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013:10). Este estado de cosas, lleva al CESU a plantear que: “Hay que establecer un nuevo modelo de financiamiento que garantice la sostenibilidad del sistema a largo plazo, tome en cuenta los costos crecientes y las metas del plan de desarrollo y los nuevos paradigmas de la educación superior. La financiación puede redireccionar las ofertas y hacerlas más pertinentes para las necesidades del país. Ni el mercado, ni la cultura prevaleciente son capaces de definir por sí mismas el capital humano que requiere el país” (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013: 11).

EL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA EN LA ACTUALIDAD 
El sistema de educación superior en Colombia en la actualidad constituye un sistema complejo y robusto en el panorama latinoamericano. Con corte a marzo de 2013, había matriculados 1.958.429 estudiantes (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013:5). Esto constituye un salto importante en la cobertura, si se tiene que cuenta que en el año 2004 había 1.113.726 estudiantes matriculados. Esto lleva a que la Tasa de Cobertura Bruta (TCB) rodee el 40%, con lo que el sistema entra en la fase de masificación. Al desagregar la matrícula por tipo de formación, se observa que en el 2013, el 4% (78.942 estudiantes) es técnica profesional; el 27,8% (543.804 estudiantes) es tecnológica; el 62,2% (1.218. 536) es universitaria; el 4,2% (81.339 estudiantes) es de especialización; el 1,7% (32.745 estudiantes) de maestría y el 0,2% (3.063 estudiantes) de doctorado (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013: 5). Por lo tanto, es un sistema centrado en la formación profesional, con una representación muy baja de la formación técnica y tecnológica, que apenas alcanza el 30% y muy débil a nivel de la formación postgraduada sobre todo doctoral. Esto contrasta con los países de mayor desarrollo económico y académico como los de la OCDE donde la formación técnica, tecnológica está mejor representada como también los estudios doctorales. Un cambio muy relevante es la forma como las mujeres han ido ganando representación en la matrícula hasta llegar en el año 2012 al 51%, superando, por primera vez, en la historia del sistema de educación superior en Colombia, a los hombres. Como se sabe, esta es una tendencia general de los sistemas de educación superior en el mundo.     

Al desagregar la matrícula por área de conocimiento, se aprecia que las ciencias sociales y humanas; la economía, la administración, la contaduría y afines y las ciencias de la educación representan cerca del 40%; por el contrario, las ingenierías, la arquitectura y el urbanismo y afines alcanzan el 20%. En el extremo inferior, están la agronomía, la veterinaria y afines con un 1,2% y las matemáticas y las ciencias naturales con un 1,3% (Castillo, Orozco y Roa, 2011:19). 

El sistema de educación superior colombiano está constituido por 288 IES de las cuales 61 son oficiales y 208 privadas. De acuerdo con las tipologías de instituciones introducida por la Ley 30 de 1992, 81 son universidades, 31 públicas, 49 privadas y una de régimen especial; 120 son instituciones universitarias, 50 instituciones tecnológicas y 37 instituciones técnicas. Según el CNA, en agosto de 2013, 29 universidades habían obtenido la acreditación de alta calidad, 11 públicas y 18 privadas. En estas instituciones, con diferentes tipos de contratos, que el CESU califica de indeseables (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013: 9), laboraban en el año 2012, 111.124 docentes, de los cuales sólo 5.764 poseían el título de doctor, es decir, el 5%, una de las proporciones más bajas de América Latina.   

A pesar del esfuerzo por la ampliación de la cobertura, el sistema de educación superior colombiano sigue teniendo problemas de equidad. Como lo muestra el estudio de la OCDE, La educación superior en Colombia, en el 2010, mientras el 9,5%de los jóvenes entre 18 y 24 años pertenecientes a la quinta parte más pobre de la población estaba en la educación superior, el 50% del quintil de más altos ingresos de jóvenes, en el mismo rango de edad, estaba en la educación superior (OCDE: 2012: 114). Los niveles de equidad de Colombia están aproximadamente en la mitad de la clasificación de América Latina. “El índice de participación de Colombia para los estudiantes del Q1 (el quintil más pobre) era superior a los índices de Brasil, Costa Rica, Perú y Uruguay, pero inferior a los de Argentina, Chile, Ecuador y México” (OCDE, 2102: 115). Para enfrentar los problemas de equidad en la educación, el CESU ha planteado una política de educación inclusiva. “Como paradigma o principio rector general, la educación inclusiva debe ser examinada como una estrategia central para luchar contra la exclusión social. Es decir, como una estrategia para afrontar ese proceso multidimensional caracterizado por una serie de factores materiales y objetivos, relacionados con aspectos económicos y político-jurídicos (ingresos, acceso al mercado de trabajo y a activos, derechos fundamentales), y factores simbólicos y subjetivos asociados a acciones determinadas que atentan la identidad de la persona (rechazo, indiferencia, invisibilidad) (Mesa temática de Inclusión, CESU, 2013: 1).    

Finalmente, es importante anotar que a pesar de la ampliación de la cobertura, de los mayores niveles de investigación, de la mayor formación de los docentes, de la ampliación de las infraestructuras físicas y de laboratorio del sistema de educación superior, los aportes de la nación a las IES públicas, como porcentaje del PIB, ha variado del 0,41% en el 2009 al 0,38 en el 2012 (Estadísticas de educación superior, Subdirección de Desarrollo Sectorial, Ministerio de Educación Nacional), (http://www.mineducacion.gov.co/sistemasdeinformacion/1735/w3-article-212350.html). (Mesa temática de financiamiento, CESU, 2013: 6).

Anexo 4. Contexto internacional de la educación superior
En el marco de una tarea tan relevante como la construcción de una política pública de educación superior de largo plazo para el país, resulta fundamental reconocer las dinámicas internacionales que permitan realizar aprendizaje institucional y organizacional, ajustado al contexto de nuestra Nación, sus regiones y especificidades culturales, para la reconfiguración de la Ley 30 de 1992. Esto con el fin de responder efectivamente a los desafíos que se propone el país y su sistema de educación superior en la ruta hacia el desarrollo y la prosperidad nacional. 

De igual forma, los referentes internacionales deben ser considerados si se espera fortalecer la articulación de nuestro sistema de educación superior a una educación globalizada que permita vincular y reconocer nuestras instituciones, a nuestros académicos como pares, así como a sus estudiantes y profesionales. 

TIPOLOGÍAS Y SISTEMAS DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN EL MUNDO
Cabe advertir en primer lugar, que una sucinta revisión de los principales modelos y sistemas de educación superior en el mundo utilizan la caracterización de “educación superior” más que la expresión corriente en Colombia “educación superior”. Esta decisión, no es semántica ni meramente retórica. Corresponde en realidad a una configuración integral y sistémica, escalar si se quiere, entre los niveles primario, secundario y superior en los procesos educativos. 

En este orden de ideas la educación superior incluye una amplia variedad de tipologías y de programas formativos de corta y mediana duración, diferentes a la titulación profesional característica del sistema universitario y al propio esquema de formación posgradual (especializaciones, maestrías, doctorados y postdoctorados), que se ha expandido en el mundo entero en las últimas décadas.

En Colombia denominamos formación para el trabajo y desarrollo humano al tenor de una legislación de la década pasada, que usualmente es incorporado en la mayoría de los países a la educación superior. Se supone por lo tanto, que este tipo de educación, posterior a los dos ciclos previos (educación básica y media), tiene un amplio alcance de universalización y es el ámbito formativo en el que se habilitan competencias, fundamentos y conocimientos especializados, para que los jóvenes se inserten tanto al mercado laboral, como al emprendimiento o en general al desempeño de actividades profesionales con certificación y titulación reconocidas por dichos sistemas de educación superior.

En el caso colombiano, como lo veremos más adelante, la adopción de una conceptualización tipológica concordante con las tendencias globales, permitiría en términos relativamente simples incorporar la capacitación y la formación postsecundaria que actualmente oferta en gran escala el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, así como otras instituciones que se han consolidado en el ámbito de la capacitación técnica y la formación para el trabajo.

De otro lado, también es común reconocer en los principales países y regiones, la diferenciación entre una educación técnica y tecnológica que proyecta al grueso de los egresados de forma directa al mercado laboral y al emprendimiento, a través de procesos de titulación de corta y mediana duración, es lo que en Colombia se ha venido llamando educación técnica, tecnológica, o técnica y tecnológica profesional.

Cabe advertir que se trata aquí de configurar, como también lo explicaremos luego, una tipología mucho más sencilla que no se preste a confusiones entre los distintos tipos de formación, y que permita que el Estado, los empleadores y en general los distintos actores sociales, al reconocer las tipologías, articulen de mejor manera oferta y demanda, particularmente en el mercado de la fuerza de trabajo en los diferentes niveles de profesionalización que se supone constituyen el espacio natural de la educación superior.

Términos como CEGEP por sus siglas en francés (Collège d'enseignement général et professionnel) que significa: Centros de Enseñanza General y de Formación Profesional o los community college colegios comunitarios, usuales en los Estados Unidos y con modelos parecidos en otros países de habla inglesa, se muestran como evidencias exitosas de la tipología de formación técnica y tecnológica que resulta previa a los estudios propiamente universitarios y a la titulación profesional.

Aquí cabe hacer la advertencia, que en general en Estados Unidos, Canadá, Francia y en Europa Occidental o en otras latitudes como Australia, Nueva Zelanda, extremo oriente, la formación técnica y tecnológica es de doble vía, no es un proceso de habilitación simple, que vincule directa y rápidamente a los jóvenes  estudiantes al mercado laboral, sin una mayor fundamentación, al contrario, se configuran en general, estos modelos a partir de una estructura curricular y formativa, dúplice e integrada, de un lado, fundamentación en las competencias básicas según las áreas del conocimiento y los procesos de formación profesional, a la manera de lo que en Colombia en la década de los 60 del siglo pasado, se denominaron ciclos básicos o estudios generales.

De tal suerte que los estudiantes participan de un proceso formativo que les permite tanto integrarse de forma relativamente rápida al mercado laboral, como si así lo quieren, posteriormente continuar su ciclo y proceso formativo en los niveles más avanzados de la educación profesional clásica, como en los sistemas posgraduales, incluyendo la formación doctoral.

En lo que concierne a la gobernanza de estos sistemas, por supuesto existen modelos muy variados y prácticamente en la experiencia internacional se encuentra el abanico completo de opciones de diseño de política pública en relación con el gobierno del sistema de educación superior, en algunos países este es un sistema bastante centralizado, dependiente o adscrito a los ministerios de educación y en general a definiciones propias del gobierno central, sobre la base de algún tipo de ley estatutaria o marco que regula la educación superior o superior, este es el caso de Colombia, Chile, Perú y en general de buena parte de los países de América Latina y también de algunos otros países en Asia y en África.

El modelo predominante en Europa occidental, en los Estados Unidos, el Canadá, Australia y en general en el mundo desarrollado, es más propio de un sistema autorregulado con bastante autonomía y con procesos de autoresponsabilización.

La acreditación por ejemplo en los Estados Unidos y en muchos países europeos, que se construye a partir de agencias creadas entre pares, que tienen un carácter transnacional y sectorial, sin que sean estrictamente agencias gubernativas, y también se produce en muchos casos como en Inglaterra, Australia, Holanda y en América Latina, formas de gobernanza colegiadas, de tal suerte, que los consejos nacionales de rectores o comisiones regulatorias de representación diversa y plural de los actores del sistema, conjuntamente con funcionarios de alto rango de los ministerios de educación, hacienda, planificación, etc. Integran colegiaturas más propias de un nivel de política pública de Estado, en vez de políticas de gobierno con un carácter coyuntural, como ejes nodales o matriciales que regulan el sistema sobre la base de un proceso de autonomización y responsabilización bastante claro.

Como se evidenciará posteriormente en el tema de financiación y sostenibilidad, estos esquemas no implican la autonomía total en materia fiscal o financiera, sino que se estructuran sobre la base de un abanico dúplice, que igualmente establece asignación de recursos públicos para el funcionamiento de las instituciones educativas, de sus programas, de la ampliación de oferta de la cobertura en sus diferentes niveles, conjuntamente con modalidades de convenios de desempeño, de programas especializados, bolsas concursables, subsidios a la demanda vía capitación, etc.

En todo caso, son esquemas que constituyen lógicas de cogobernanza o corresponsabilización, que pretenden alinear políticas públicas nacionales o macroregionales, como en el caso de la Unión Europea, con la capacidad de operación independiente y autónoma de los entes educativos del sector superior y en donde además, existe una abigarrada red de instancias regulatorias de acreditación.

También con la expresión de organizaciones sectoriales que agrupan a los distintos operadores del sector y en donde se permite la interlocución de los estamentos de la llamada comunidad académica y por supuesto cada vez más con esquemas de rendición de cuentas y de responsabilización ante la sociedad. Todo ello ha ido de la mano con un incremento substancial de modelos que incorporan indicadores, esquemas de evaluación del desempeño, planes y programas articulados a proyectos de carácter estratégico, como el que en Colombia se pretende diseñar a partir del esfuerzo que viene adelantando el CESU, y en el cual este documento es el principal marco referencial para el año 2014.
MASIFICACIÓN DE LA MATRÍCULA DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR. 
Las tendencias más significativas que han sido identificadas por los expertos en el ámbito internacional o transnacional de la Educación Superior, son primordialmente las siguientes: En primer lugar se asiste desde hace varias décadas a un formidable proceso de masificación de la matrícula universitaria y en general de la Educación Superior. 

Entre la década de 1960 y la primera década del siglo XXI, prácticamente en el mundo entero se duplicó la matrícula universitaria, y por vez primera, asistimos a un reto en términos de la demanda de cupos, que era impensable hace varias décadas, se trata del desafío de la universalización del acceso a la Educación Superior o Superior, ello tiene que ver con transformaciones formidables en los mercados laborales, con las dinámicas de integración económica, con la mayor sofisticación de los procesos productivos, gestionarios y administrativos,  la segmentación de los mercados, y particularmente con el impulso renovador y transformador de la última revolución científico-tecnológica fundamentada en la robótica, telemática y la informática que se expresa en las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TICS), la digitalización de los saberes y el conocimiento, la virtualización de las economías y por su puesto generando todo ello nuevas formas de gobernanza política, tanto en los planos gubernamentales, multilaterales, como en los ámbitos organizacionales, empresariales, que impactan la gestión de la Educación Superior.

Un segundo gran desafío global desde la perspectiva de internacionalización lo denominan algunos académicos como “convergencia”, se trata de procesos isomórficos que tienden a la estandarización de los currículos al menos en sus grandes contenidos, a la adopción de modelos pedagógicos apoyados en la digitalización y la virtualización de los saberes y a los procesos formidables de circulación, transferencia e identidad mimética incluso del conocimiento en escala global.

Ello por supuesto en función de las demandas de movilidad de la fuerza de trabajo, de la circulación de los saberes convertidos en innovación I+D ciencia y tecnología, en patentes y marcas que se articulan en dinámicas globales y macro regionales. Estas nuevas realidades enfrentan a nuestras sociedades a desafíos, igualmente impensados hace pocas décadas en términos de nuevos derechos de propiedad, igualmente se plantea hoy como un derecho humano, el acceso a las tecnologías de la información y a las comunicaciones TICS, la participación ciudadana, el empoderamiento, la crítica social y la movilización pública en pro de intereses sectoriales y en la defensa de bienes públicos ecuménicos, tales como los derechos humanos y medioambientales.

Esta creciente demanda de nueva formación de un carácter más complejo ha afectado la estructura educacional prevalente hasta la fecha, se presentan claros desafíos en términos de los modelos de gestión y de gobernanza de los sistemas de Educación Superior, lo cual ha llevado a la integración normativa y a un marco regulatorio uniformizado y estandarizado de la Educación Superior, ejemplo la Unión Europea, lo cual tiene un impacto significativo en la generación de nuevo conocimiento, cuyas dinámicas se expresan en Norteamérica, así como en el marco del tratado de libre comercio entre Canadá, Estados Unidos y México. Se afirman igualmente, en los numerosos tratados bilaterales de libre comercio firmados entre Estados Unidos y Canadá, con numerosos países, entre ellos los latinoamericanos, Colombia incluido, en las nuevas regulaciones de la Organización Mundial de Comercio (OMC) que tienen que ver con los servicios educativos, con los bienes transables, y con los denominados servicios públicos.

Este tema de la gobernanza lo abordaremos, precisaremos sobre la base del diagnóstico de nuestra situación actual, y tomando como referentes importantes lecciones y aprendizajes institucionales a escala global, sumado a ello otro desafío importante se relaciona con el diseño de políticas públicas educativas, pertinente al asunto con el financiamiento. Una demanda compleja y cualificada hace que la educación de calidad con una amplificación de su cobertura, requiera la inversión de significativos recursos financieros, humanos, organizacionales y tecnológicos, implicando procesos de reconfiguración de sus diseños institucionales.

LA MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DEL PARADIGMA DE LA FORMACIÓN Y LA PRODUCCIÓN DE LOS CONOCIMIENTOS
De la transmisión de información y de la relación asimétrica con concentración del poder y del saber en los docentes y en las instituciones, se transita por esquemas mucho más plurales, abiertos e interactivos y democráticos. A ello han contribuido las enormes revoluciones científico-técnicas que han propulsado y posibilitado las TICS. Esto ha sido potenciado por la expansión de la virtualidad, en particular de los saberes en los diversos campos y disciplinas del conocimiento, así como por los diversos paradigmas epistemológicos. También por la emergencia de poderosas economías y culturas digitales, que han amplificado y transformado las relaciones sociales llevándolas a ámbitos interactivos y plurales, y de manera evidente en la educación superior. Se hacen posibles nuevos ambientes de aprendizaje, en los cuales los estudiantes cuentan con los medios aplicativos y tecnologías para acceder a distintos tipos de información e incorporar nuevas formas de trabajo, para adquirir diferentes habilidades. Se posibilita el seguimiento y profundización de los mecanismos de aprendizaje autónomo, los que están en la base del diseño del sistema de créditos académicos y del planteamiento de competencias y de habilidades cognoscitivas, y que hoy en el país, después de tres décadas, no han sido apropiados de forma significativa como base para el cambio de la cultura en las instituciones y en los procesos académicos. 

El saber ya no es un monopolio de la educación superior; es un valor social, diverso y plural, enriquecido por los propios usuarios, que son, a su vez productores, tanto de información como de conocimiento, el cual se expande no solamente a través de redes sociales, sino en los diferentes mecanismos que dichas tecnologías de la información y de la comunicación posibilitan. Igualmente el papel de los “Mass Media” en este proceso se ha transformado. No se trata sólo de la aparición de publicaciones y nuevos medios que trasmiten sus contenidos a través de empaquetamientos digitales o virtuales, con los que han reemplazado y podrían dejar atrás a los impresos, tales como las revistas de papel, los libros, la prensa, las publicaciones seriadas tradicionales. Productos como e- libros, revistas electrónicas, páginas interactivas, blogs, no se encuentran determinados por una validación institucional o por una certificación por parte de las entidades de educación superior o de las autoridades institucionales. El sector y las instituciones pueden simplemente ignorar este reto, o reconocer y actuar en consecuencia frente a la desvalorización de los monopolios relacionados con el saber y el conocimiento de las instituciones de educación superior, de las autoridades institucionales y de los saberes jerarquizados; se replantea la manera como hoy se verifica la calidad educativa, las formas de producción de conocimiento, la manera cómo se construye y reconfigura, y en últimas el alcance de la formación integral. 

Estas dinámicas le exigen al sistema de educación superior definir políticas y estrategias que potencien y articulen nuevas formas de trabajo académico como un campo que ofrece enormes posibilidades, desafíos y oportunidades para enriquecer e integrar el mundo de la vida a los procesos educativos que obtienen la certificación formal de la titulación en el sistema escolar. Otro campo significativo que tiene que ver con lo anterior, es la producción de la ciencia, las tecnologías, la generación de los saberes en las artes, la filosofía, la literatura, la cultura, etc. También allí se ha venido perdiendo una relativa hegemonía, que si bien es cierto, es relativamente corta en términos de la larga duración histórica, pues se consolida sólo en la segunda mitad de XIX y el siglo XX. Atestiguamos formidables procesos en los cuales emerge la producción científica, innovaciones tecnológicas y transformaciones en la cultura que se hacen desde fuera o al margen del sistema educativo. Los grandes conglomerados empresariales y las multinacionales globales tienen departamentos de innovación, ciencia y tecnología, bien sea adscritos orgánicamente a sus estructuras o articulados en mecanismos de outsourcing, a través de esfuerzos colaborativos en donde tales centros de innovación -propiciados por las empresas, construyen mecanismos de asociatividad con los gobiernos y las instituciones de educación superior y entre ellas. 

De otro lado, en el ámbito de la cultura, las humanidades y las ciencias sociales, existe una importe productividad y difusión que se hace al margen, aunque en continua referencia e interlocución con el mundo académico. Esta situación doble transforma igualmente la llamada “extensión o proyección social” que se configuraba en el pasado reciente como uno de los tres ámbitos misionales de la educación superior y que en términos simples se traducía como difusión de la formación en mecanismos cortos o sin los procedimientos de certificación propios de la titulación tradicional (educación continuada), anticipaba lo que hoy se denomina responsabilidad social universitaria, relacionado con funciones y responsabilidades que las instituciones han tenido con el entorno social, el Estado y la sociedad civil, con el mundo empresarial y más recientemente en relación con agendas como los temas ambientales, los debates éticos y la sostenibilidad global de la propia civilización humana. 

En una dimensión más amplia que la proyección social, estos asuntos se construyen a través de distintas redes de políticas, de investigación, de articulaciones en la formación, esquemas sistémicos, que ya no sólo se refieren a las relaciones con los pares, entendiendo por tal al sistema de educación superior, sino en una visión más amplia que genera enormes retos en tanto difumina la idea de sistema cerrado y postula un sistema de educación superior flexible, abierto, adaptativo e innovador y con un papel importante en la transformación de la sociedad. 

CALIDAD
La calidad es un gran referente en la política pública, en educación, ya que posee una connotación de transversalidad en los diferentes procesos, así como se debe tener en cuenta en los diferentes ejes de la educación superior. En este sentido se presentan algunos referentes históricos y los factores que explican la difusión de los Sistemas de Aseguramiento de la Calidad (SAC) en los sistemas de educación superior de las diferentes naciones y determinan el panorama actual. Posteriormente, hacemos referencia a los objetivos y funciones que asumen estos sistemas de aseguramiento, los rasgos comunes entre ellos y aquello que los diferencia. De otra parte, nos referimos a algunos modelos de organización de los sistemas de aseguramiento. Esta sección concluye con las tendencias emergentes que se prevé influyan en su evolución. 
Los SAC existen desde hace pocas décadas siendo los más antiguos el inglés y el americano. Quizás la primera experiencia documentada de evaluación externa por pares fue la que otorgó reconocimiento a la Universidad de Durham en 1832 por académicos de Oxford y Cambridge. En América, en 1913 la North Central Association emitió la primera lista de Colleges acreditados y solo hasta 1952 la New England Association asumió formalmente la función de acreditación. (OCDE, 2008). 

El predominio de sistemas de educación superior eminentemente públicos hasta mediados del siglo XX explica la virtual inexistencia de SAC en el campo. En la década de los años 80 del siglo pasado se inicia la difusión de los SAC con la creación de las agencias en Francia, Holanda, Jamaica y Hong Kong. Si bien en los años 90 del siglo XX ya existían sistemas de evaluación europeos, se considera que “América Latina está entre las regiones pioneras en el campo del aseguramiento de la calidad, considerando que con excepción de Estados Unidos, se trata de procesos relativamente jóvenes. En efecto, ya durante la década de los noventa, al menos Chile, Colombia y Argentina contaban con procesos en diversas etapas de consolidación” (Lemaitre, 2009). De esta manera, surgen diversas modalidades de evaluación y acreditación de instituciones y programas de acuerdo a las necesidades, tradiciones, ordenamiento jurídico y prácticas académicas en cada uno de los países de la región. Dentro de los principales factores que podrían explicar el reciente desarrollo de los SAC en los sistemas de educación superior nacionales se pueden mencionar (OCDE, 2009):

a) Un crecimiento sustancial de la educación superior y su diversificación, propiciado por el efecto de aumentar la cobertura, una rápida expansión en la creación de IES y la generación de una variada oferta de programas, atendiendo a diferentes tipos de usuarios con niveles de competencia diversos que, además, en los modelos tradicionales estaban relegados del sistema educativo. Todo lo anterior, implica una reestructuración de las características de la oferta y los retos que esta debe enfrentar en términos de calidad y atención a las necesidades tanto de estudiantes, como de las empresas que los acogen en el mundo laboral. 

b) Algunos países han expandido sus sistemas con modelos mixtos en los que el componente de instituciones de educación privada, hace que los procesos de aseguramiento reemplacen los mecanismos de intervención directa del Estado en las Instituciones de Educación Pública. 

c) Las iniciativas de integración regional que requieren de mayor movilidad de profesionales que consecuentemente obliga al reconocimiento mutuo de títulos y competencias. 

d) La internacionalización y la globalización crecientes de la Educación superior. El incremento de la educación transfronteriza que ofrecen las instituciones tradicionales y los nuevos proveedores comerciales privados plantea un nuevo reto (y un nuevo vacío) en el ámbito de la acreditación. Aunado a esto, la imperante necesidad de responder a espacios de movilidad académica y redes globales que se constituyen en retos de aseguramiento de la calidad, así como las modalidades de educación mediadas por las TIC. 

e) Adicionalmente, los sectores no universitarios han ingresado al sistema generando una oferta educativa que responde a estrategias de desarrollo regional y a la necesidad de educar a un número mayor de personas a un menor costo, articulándose además, con las necesidades del sector real. 

f) La aparición de nuevas modalidades de provisión de educación superior virtual, mixta, etc., implica la creación y adecuación de los lineamientos tradicionales de evaluación y, por ende, el proceso de verificación y generación de recomendaciones, sin dejar de lado la necesidad de cualificación para los entes evaluadores. Así las cosas, las fuertes dinámicas recientes de desarrollo de la educación superior en el mundo han supuesto retos para los gobiernos que tienen la obligación de asegurar a sus ciudadanos la calidad de este derecho que a la vez se ofrece como servicio público. La permanente exigencia de rendición de cuentas por parte de las instituciones de educación superior y la difusión de los SAC han sido la respuesta a este desafío. 

Las dinámicas de expansión de la educación superior obligan a los gobiernos a estructurar sistemas educativos que satisfagan una creciente demanda de cupos. La provisión de estos cupos ha requerido, en todos los casos, un incremento en el número de instituciones y programas. Asegurar la calidad de esta nueva oferta pública y privada, con o sin ánimo de lucro, se convierte entonces en un imperativo de los Estados. Por esta razón se consolidan los SAC en cada una de las regiones del mundo. 

En la actualidad, 87 países tienen estructurados SAC para su educación superior que se encuentran vinculados a la International Network of Quality Assurance Agencies in Higher Education (INQAAHE), esta red reúne la mayor parte de las agencias nacionales de aseguramiento (Lewis, 2009). Ahora bien, las tendencias de integración y cooperación regional han conducido al surgimiento de redes regionales. En este sentido, debe resaltarse que la red pionera en este campo fue la European Association for Quality Assurance in Higher Education (ENQA). De la misma forma, en el año 2007 los ministros de la Unión Europea establecieron el European Register for Quality Assurance Agencies (ERQAA). La ERQAA establece guías de evaluación para todos los países de la Comunidad e instaura una revisión externa de las agencias de aseguramiento de la calidad. 

En nuestra zona, sistemas como la Red Iberoamericana para la Acreditación de la Calidad de la Educación Superior (RIACES), han venido consolidándose. De la misma forma encontramos experiencias exitosas como la desarrollada en el Mercado Común del Sur (MERCOSUR), en América Latina, a través del Mecanismo Experimental de Acreditación (MEXA), hoy Red de Agencias Nacionales de Acreditación del Sector Educativo (RANA). Estas redes buscan el avance regional en procesos de homologación, reconocimiento, comparabilidad de títulos, compatibilidad y doble titulación, entre otros (Villanueva, 2007). 

Es de prever que estas dinámicas continúen generando retos que obliguen a transformar los sistemas locales de aseguramiento de la calidad. Se suman a esta realidad, la necesidad de ajustar los sistemas a los retos que suponen los mecanismos recientes de provisión de la educación superior. En este sentido, la UNESCO/OCDE publicó el documento Guidelines for Quality Provision in Cross-border Higher Education (OCDE, 2005), que abordan el reto que supone asegurar la calidad de la educación superior transfronteriza y se encuentran dirigidas a gobiernos, IES, estudiantes, agencias de aseguramiento y acreditación y asociaciones profesionales. En conclusión, las dinámicas que han impulsado el surgimiento y consolidación de los SAC en el mundo siguen siendo fuertes y crecientes. Trascienden el reto de los sistemas nacionales y de seguro, requerirán ajustes frecuentes para atender las tendencias complementarias de regionalización y globalización de las economías, así como también el crecimiento y diversificación de la oferta educativa. 

Por otra parte, los SAC tienen como objetivos el desarrollo de las IES en un marco de buenas prácticas y aseguramiento de la calidad para que respondan a las dinámicas globales del conocimiento y las necesidades regionales de manera pertinente. Deben contemplar estándares y directrices del aseguramiento de la calidad que las IES deben asumir, teniendo en cuenta su incuestionable responsabilidad frente a la calidad del servicio que prestan, de su aseguramiento y permanente mejora. Bajo esta perspectiva, las IES deben salvaguardar los intereses de la sociedad en cuanto a la calidad y los estándares de la educación superior; deben desarrollar y mejorar la calidad de las carreras para los estudiantes y otros beneficiarios de la educación superior; las carreras deben ser impartidas en estructuras organizativas eficientes y eficaces y, además, la transparencia y el recurso al asesoramiento externo para los procesos de aseguramiento de la calidad deben considerarse como importantes para el fortalecimiento de los sistemas (INQAAHE, 2007). 

Así mismo, los países deben preocuparse por potenciar la concienciación de la importancia de la calidad en las IES y diseñar procesos que permitan a las IES rendir cuentas del uso de recursos públicos y privados. También, cerciorarse de que el aseguramiento de la calidad destinado a la rendición de cuentas sea compatible con el destinado a la mejora. Es así como la calidad de las IES debería ser demostrable a escala nacional e internacional y los procesos de aseguramiento de la calidad no deberían menoscabar la diversidad y la innovación. Ahora bien, el propósito general de los SAC en el mundo es dar garantía pública de la calidad de las IES, mediante la instalación de mecanismos de acreditación de carreras de pregrado y en algunos casos, también de posgrado. Con todo, han surgido mecanismos de control de calidad mucho más prescriptivos y supervisores, dirigidos a las nuevas instituciones, a algunas de ellas o a ciertos programas definidos como de interés público. Junto con esto, comienzan a desarrollarse mecanismos de promoción de una lógica de mejoramiento continuo, ya sea a través de procesos de evaluación como es el caso de Argentina, de auditoria académica como en Chile o de acreditación institucional como los de Colombia. 

Es así como un buen porcentaje de los SAC comparten entre sí las funciones específicas del aseguramiento de la calidad en términos de avalar el funcionamiento de instituciones y programas, bajo el ejercicio de la suprema función de inspección y vigilancia. El mejoramiento de la calidad tanto de instituciones y programas, reconociendo las condiciones de excelencia en la organización, funcionamiento y prestación del servicio educativo en el marco del cumplimiento de su función social; además de velar por el fomento. La provisión de información, a través de la consolidación de sistemas de información que permitan el análisis y la toma de decisiones de todos los grupos de interés. De igual manera aportar a la mejora del sistema de educación superior, mediante la evaluación de los resultados de aprendizaje. 

Como se puede evidenciar, en principio, los SAC en el mundo comparten los mismos propósitos, con diferencias en su aplicación dependiendo de la madurez institucional de los sistemas de educación superior en cada país. Esto además demuestra que existe unicidad en las funciones que desempeñan los SAC. En los esquemas de evaluación utilizados por los SAC, se encuentran rasgos comunes y otros que los diferencian. Por ejemplo, un modelo estándar de aseguramiento generalmente contiene las siguientes fases: la elaboración de un informe de autoevaluación, el estudio de dicho informe por parte de los evaluadores, seguido de una visita y, finalmente, un informe de la evaluación realizada por los expertos. 

En cuanto a los rasgos diferenciales de los modelos, se pueden establecer en tanto el objeto evaluado, las formas evaluadoras y la certificación que se otorga. De acuerdo con esto, el alcance del proceso evaluativo puede centrarse tanto en los programas a evaluar como en las instituciones. Generalmente atiende los dos casos. Ahora bien, en el caso del proceso institucional existen modalidades que apuntan a la auditoría o bien a la evaluación institucional (Lewis, 2009). Estos rasgos diferenciales se pueden evidenciar en el siguiente gráfico:

Gráfico 3.1. Rasgos diferenciales de los esquemas de evaluación de los SAC
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Fuente: CESU, 2013.

La Auditoría Institucional se centra en la evaluación de los mecanismos de aseguramiento de la calidad a nivel institucional, es decir la verificación de la- efectividad de los procesos de aseguramiento de la calidad. En el caso de la Evaluación Institucional, se contemplan las principales funciones, procesos y recursos y se orienta a evaluar aspectos institucionales de orden central o transversal. Lo anterior, sugiere que las agencias evaluadoras que siguen la aproximación de auditoría, le dan más confianza a la institución como un todo o que abordan una aproximación de tipo más “blando”.

En los modelos denominados “duros” los lineamientos de autoevaluación son más detallados y cerrados (como el caso de China y en general Asia), y la visita en este modelo puede incluir la participación en las actividades académicas. En los modelos blandos los informes son más abiertos (EUA). Los evaluadores de los modelos duros se aproximan más a la función de inspección, mientras que los de los modelos blandos al de par (determinado por una condición de igualdad y experticia).

En conclusión los diferentes SAC son similares en sus grandes componentes. Cada país define el peso de los componentes blandos y duros. Esto se determina en los agentes del SAC y en su organización. Las diferencias en las actitudes hacia los modelos "duros" o "blandos", se manifiestan en el futuro inmediato, ya que parece que el énfasis en los resultados y en los referentes explícitos de expectativas continuará desarrollándose de manera global. Además parece existir una tendencia hacia modelos más "blandos" y más centrados en las instituciones. Sin embargo, los modelos duros y centrados en los programas parecen convenientes para la nueva oferta institucional y de programas, la innovadora y, posiblemente también, la transfronteriza. 

En cuanto a los modelos de organización, los diferentes países han organizado sus sistemas de aseguramiento de la calidad de maneras diversas, reflejando un manejo centralizado, descentralizado o mixto partiendo de lo público a la delegación en instituciones o agencias privadas superiors autorizadas. En lo referente a las tendencias emergentes y el futuro de los sistemas externos de aseguramiento de la calidad, se evidencia que los sistemas de aseguramiento se han soportado en dos aspectos fundamentales: el concepto de los pares y algunas medidas o indicadores gruesos como la relación estudiantes por profesor. Algunas tendencias están influyendo significativamente en la evolución de la mayor parte de los sistemas. 

La dinámica de los sistemas de aseguramiento de la calidad ha llevado a un cambio de la orientación que, puede decirse, tiende de la “verificación” al “aumento de la calidad”. La “verificación” se orienta a demostrar que un programa o una institución es capaz de operar sobre estándares mínimos de calidad que justifiquen el recibir recursos públicos o tener algunos derechos (como ofertar un programa). Por otra parte, el “aumento de la calidad” se orienta a asegurar procesos continuos de mejora de la calidad en todas las instituciones. Así mismo, se evidencia una tendencia de cambio en la orientación, pasando de los recursos a los resultados vía los procesos, ya que los sistemas de aseguramiento se han centrado en los indicadores de recursos. La calidad del cuerpo profesoral es el más valorado de estos indicadores. La diversidad de contextos, instituciones y programas ha motivado un creciente énfasis en la evaluación de resultados y procesos. La evaluación de procesos es importante porque muchos de los resultados de la educación superior son difíciles de cuantificar o tardan muchos años en producirse (Lewis, 2009). 

Otra de las tendencias se manifiesta en el cambio de balance entre la evaluación de programas e instituciones. Al modelo centrado en programas se atribuye las ventajas de dar mayor credibilidad externa, donde los evaluadores pueden tener una imagen más clara del programa en cuestión. Al modelo centrado en la institución se atribuyen las ventajas de impulsar de manera más efectiva el mejoramiento continuo de la calidad, reducir la carga de trabajo de agencias e instituciones y ser probablemente menos costoso. El crecimiento de los sistemas de educación superior hace prever que los SAC continuarán migrando a modelos más centrados en las instituciones que en los programas. En el siguiente gráfico se sintetizan las tendencias emergentes en los sistemas externos de aseguramiento de la calidad:

Gráfico 3.2. Tendencias emergentes en los sistemas externos de aseguramiento de la calidad
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Fuente: CESU, 2013.

Como referentes explícitos de requerimientos se establece que muchos países tienen "Marcos Comunes de Cualificaciones" los atributos requeridos a ser demostrados reciben un determinado título en los diferentes niveles de formación. 

En resumen, los SAC de la educación superior son jóvenes, ubicuos y comparten con el nuestro una reflexión permanente sobre cómo adaptarse a las realidades propias de su contexto nacional. La orientación “dura” o “blanda” depende de cada contexto particular, de la madurez y el desarrollo de cada sistema educativo. En estas dinámicas los sistemas de aseguramiento son hoy también mecanismos sobre los que se soportan las dinámicas de internacionalización y globalización de la educación superior. En conclusión, las diferencias y rasgos comunes de los SAC a nivel internacional, muestran dinámicas que son fundamentales para identificar como podemos mejorar nuestro modelo desde las realidades propias de nuestro país, nuestro sistema y sus instituciones.

FINANCIAMIENTO Y SOSTENIBILIDAD 
La financiación y sostenibilidad son dimensiones cruciales de la política pública de los Estados. Relacionándose con el sistema de trasferencias, con las modalidades del gasto público, desde el nivel central para la educación. Además,   con base en  distintos modelos, muchos de ellos contrapuestos o antagónicos- que hacen énfasis en la financiación sobre la oferta versus la financiación sobre la demanda, o alternativas híbridas intermedias entre estos dos polos, con el papel que cumplen las entidades territoriales gubernamentales del orden subnacional (municipalidades, provincias, gobernaciones departamentales o estaduales, etc.) en la propia financiación del gasto público en la Educación Superior, con esquemas de parafiscalidad o de recursos asignados específicamente para algunas de las funciones de financiamiento (formación, investigación I+D, ciencia y tecnología, infraestructura, conectividad y elementos afines, etc.).

Estos temas vienen siendo discutidos de manera recurrente en los últimos años, tanto por los expertos en la Educación Superior, que fueron asuntos abordados en los dos últimos dos Congresos Mundiales sobre Educación Superior de la UNESCO, realizados entre 1998 y 2008 en París. Esta discusión que no termina de ser reformulada sobre el carácter de la Educación Superior como un bien público, servicio público, o como un modelo híbrido, relacionado con la noción de bien público de mérito.

Las grandes universidades estadounidenses mediante generosas donaciones de empresas y personas naturales, facilitadas o apoyadas por políticas estatales, se crearon (Universidad de Stanford, Cornell, Johns Hopkins y Chicago) o fortalecieron (Universidad de Harvard, Yale y Princeton), convirtiéndose en la actualidad, en el núcleo del mejor sistema de educación superior del mundo. Al revisar las tendencias internacionales de financiamiento se encuentra, por ejemplo, que todos los países latinoamericanos, con excepción de Chile se basan esencialmente en un sistema tradicional de distribución histórico/negociado para repartir el presupuesto ordinario anual entre las universidades e instituciones públicas. Otros países asignan los recursos teniendo en consideración los resultados obtenidos por las IES, tal es el caso de Dinamarca, el cual cuenta con un “modelo de taxímetro” en el que se paga del 30% al 50% de los fondos recurrentes por cada estudiante que aprueba los exámenes. En los Países Bajos, la mitad de la financiación ordinaria se basa en el número de licenciaturas concedidas. Sudáfrica usa una fórmula de financiación que tiene en cuenta tanto el número de alumnos matriculados como el número de graduados, mientras en Australia, la financiación de cupos de estudiantes de doctorado se basa en una fórmula que incluye las graduaciones (40%), los resultados de la investigación (10%) y los ingresos, incluidos los premios a la competitividad (50%) (OCDE Banco Mundial, 2012). 

Un estudio de viabilidad realizado en el año 2004 en Malasia calculó que el sistema de educación superior podría ahorrar entre un 10% y un 30% del presupuesto de funcionamiento de las universidades públicas si se asignaran los recursos sobre la base de una fórmula de financiación que comparase los costos unitarios de referencia con las instituciones con mejores resultados. Por otra parte, algunos países obtienen sus recursos por medio de convenios de desempeño. 

Francia, por ejemplo, desde el año 1989 ha asignado entre un tercio y la mitad del presupuesto ordinario a convenios de desempeño de 4 años. Los pagos se hacen cuando se firman los contratos, con una evaluación posterior para determinar el grado y la eficacia de la ejecución. Finlandia tiene contratos que establecen objetivos generales para todo el sistema de educación superior, así como objetivos específicos para cada institución, mientras Dinamarca utiliza “contratos de desarrollo” que configuran los objetivos de mejora a largo plazo de las instituciones. En España, varias provincias (Comunidades) han desarrollado una variante interesante de este modelo llamado “Contrato, Programa Marco de Financiación Global” como consecuencia de la política de descentralización que ha delegado poderes importantes en las Comunidades Autónomas del país. Por otra parte, Chile introdujo “convenios de desempeño” con carácter experimental en al año 2007; cuatro universidades públicas recibieron recursos adicionales para implementar un plan cuidadosamente negociado de mejora institucional con indicadores claros de eficiencia y resultados. Los resultados positivos de la fase piloto han llevado al gobierno de este país a anunciar en el año 2011, su intención de abrir a todas las universidades chilenas la posibilidad de participar en un convenio de desempeño. 

En América Latina Argentina y Chile, han utilizado los fondos competitivos para promover la mejora de la calidad y aumentar la capacidad de las instituciones de educación superior. El Fondo para el Mejoramiento de la Calidad Universitaria (FOMEC) en Argentina y el Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación (MECESUP) en Chile han demostrado su utilidad y valor como mecanismo de asignación de recursos eficaz y flexible que ayuda a mejorar la calidad y la relevancia, promover la innovación pedagógica y fomentar una mejor gestión, objetivos todos ellos difíciles de lograr a través de otros modelos de financiación. 

Por otro lado, las antiguas repúblicas soviéticas de Kazajstán, Georgia y Azerbaiyán implementaron un sistema de bonos en 2001, 2005 y 2010, respectivamente. En Kazajstán, por ejemplo, aproximadamente el 20% de los estudiantes reciben bonos-subsidios de educación que llevan con ellos a la universidad pública o privada de su elección, siempre y cuando elijan estudiar una carrera becada. La elegibilidad de los estudiantes está determinada por su puntuación en la Prueba unificada nacional altamente competitiva (equivalente a SABER 11) y por su elección de asignaturas. Incluso después de sólo unos pocos años de funcionamiento, el sistema de bonos de Kazajstán parece estar operando como un instrumento de asignación eficaz que premia a aquellas instituciones que se considera que tienen los mejores resultados y que ofrecen temas de prioridad nacional. 

Lituania es otro ejemplo significativo. Con el sistema de bonos que se introdujo en 2009, el 60% de los estudiantes tienen la flexibilidad necesaria para matricularse en la universidad pública o privada de su elección. Uno de los beneficios visibles del sistema de bonos ha sido que varias universidades tuvieron que cerrar o rediseñar sus programas que eran de baja calidad y no atraía la demanda suficiente. También se han hecho algunas fusiones, lo que permite consolidar instituciones más fuertes. En Brasil se presenta una variante interesante del sistema de bonos, allí el programa “Universidades para Todos” (ProUni) que fue creado a mediados de la década del 2000, se caracteriza porque el gobierno utiliza los incentivos fiscales para “comprar” cupos en las universidades privadas para estudiantes de bajos ingresos, con buena calificación académica que no fueron admitidos en las universidades públicas más importantes debido al número limitado de cupos. Mientras en Colombia, en el departamento de Antioquía, existe un programa innovador similar denominado el Acceso con Equidad. Se trata de una asociación público-privada que reúne al gobierno local, un grupo de universidades y empresarios privados, que ofrece la oportunidad de estudiar en universidades privadas locales a estudiantes académicamente calificados de bajos ingresos, que no obtuvieron cupo en una universidad pública. Los estudiantes reciben una beca equivalente al 75% de los costos de matrícula y reciben un préstamo del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior (ICETEX) para el 25% restante.

EDUCACIÓN INCLUSIVA
Según el último Informe de Seguimiento de la Educación para Todos (EPT) en el Mundo: Los jóvenes y las competencias. Trabajar con la educación realizado en 2012 (UNESCO, 2012), la mayoría de las y los jóvenes desfavorecidos tienen pocas esperanzas de alcanzar el nivel de educación superior. América Latina ha avanzado significativamente en su desarrollo económico y países como Brasil, Argentina, México y Chile en un primer nivel y en un segundo nivel Colombia, Ecuador, Costa Rica y Uruguay, avanzan en términos de productividad, inserción a los mercados y diversificación de sus economías, pero mantenemos una profunda deuda social y seguimos siendo la región más inequitativa y desigual del planeta. Por ello, en las próximas dos décadas uno de los retos más significativos en términos de política pública en la educación superior es mejorar los procesos de inclusión social mediante mecanismos que se han venido implementando de manera insuficiente, tales como la discriminación positiva para comunidades marginadas, minorías étnicas, grupos etáreos discriminados o poblaciones víctimas de la violencia, el desplazamiento forzado, tragedias y desastres naturales. 

En este sentido se requiere un conjunto de políticas de corte social que reivindiquen la inclusión, la igualdad efectiva de oportunidades con capacidades y la equidad, como una regla que construya una fuerte línea de base en el sistema de educación superior que diseñemos para los próximos cuatro lustros. En este sentido, la calidad de la educación no debe ser sólo para ciertas instituciones de élite o para las regiones con mayor concentración poblacional y de riqueza económica. Los temas tratados a lo largo del año 2013 con el denominador “regionalización” son vistos en la siguiente perspectiva: Llevar la educación superior a las zonas rurales e incorporar a los procesos educativos a las áreas marginales excluidas de las dinámicas sociales y los circuitos económicos. Este punto debe ser uno de los elementos centrales en el diseño de políticas públicas.

Esto también implica políticas en materia de bienestar tanto para los profesores y empleados administrativos de las instituciones de educación superior, como para los propios estudiantes; cada día se reconocen de manera más diáfana las correlaciones existentes entre los recursos que las familias y las comunidades poseen en términos de vida digna, respecto de la sostenibilidad y la carrera de los estudiantes en los procesos formativos. La deserción o -inversamente visto- las tasas de retención dependen también de las condiciones materiales y de los ingresos de las familias y las comunidades. Por eso, por ejemplo, en el nivel básico primario y secundario se ha promovido la política de gratuidad, los desayunos escolares y la dotación de tabletas multimedia para los estudiantes, con el fin de apalancar desde el Estado, los gobiernos territoriales y con el concurso del sector privado, la dotación de recursos y medios que garanticen el éxito de los estudiantes a lo largo de su proceso formativo. 

Esto opera igualmente en el ámbito de la educación superior, donde se requiere una política audaz y multivariada de bienestar universitario que garantice la sostenibilidad de los estudiantes en el sistema, mejore los tiempos de graduación que hoy en día están demasiado retardados con respecto a los estándares internacionales, y que permita la participación del estudiantado y del profesorado en los procesos de formación cívica y de integración a los grandes proyectos de desarrollo y equidad que afronta la sociedad colombiana para las próximas dos décadas.

Por otra parte, las sociedades contemporáneas se caracterizan por la multiculturalidad, la diversidad étnica, sexual y religiosa, por ello en los países de capitalismo avanzado se han realizado conquistas sociales significativas relacionadas con la legitimidad y reconocimiento de nuevos derechos a los ciudadanos. Inscritos en la Carta de Declaración de Derechos Humanos y se correlacionan con los derechos de cuarta generación, caracterizados porque no son reivindicaciones individuales, sino que por contrario son derechos colectivos, propios del Estado Social de Derecho y de las sociedades democráticas y liberales. 

Es así que el acceso a la educación superior de sectores que hasta hace más o menos 60 años eran marginados y excluidos de las dinámicas laborales y del acceso a la educación, ejemplo de ello: las minorías sexuales, religiosas y étnicas, hoy son actores sociales fundamentales para la construcción de las políticas públicas, más aún cuando algunos de estos grupos, ejemplo la comunidad LGTBI (Lesbianas,  Gays, Bisexuales, Transgeneristas e Intersexuales) conquistan espacios en el mercado laboral y adquieren mayor representación y visibilidad política. Por ello es un imperativo categórico que la política pública de educación superior en Colombia, se fije metas de inclusión de estos sectores sociales al sistema educativo en pro de avanzar en logros relacionados con la equidad y la igualdad de oportunidades con capacidades.

INTERNACIONALIZACIÓN
La internacionalización de la educación superior contribuye al mejoramiento de la calidad de la enseñanza, el aprendizaje y la investigación; con la construcción de un mayor compromiso con los actores nacionales, regionales y mundiales; una mejor preparación de los estudiantes como ciudadanos nacionales y globales; un mayor acceso de los estudiantes a programas que no están disponibles o que escasean en su país de origen; mayores oportunidades para la mejora del profesorado y, a través de la movilidad, la disminución del riesgo de ‘endogamia’ académica (IAU, 2012).

Igualmente, contribuye a dicho mejoramiento a través de la participación en redes internacionales para llevar a cabo investigaciones sobre cuestiones urgentes en el nivel local y en el extranjero y beneficiarse de la experiencia y las perspectivas de los investigadores de diferentes regiones del mundo; así como la oportunidad de situar el desempeño institucional en el contexto de las mejores prácticas internacionales; la mejora de la formulación de políticas institucionales, gobernanza, servicios estudiantiles, actividades de apoyo y aseguramiento de la calidad mediante el intercambio de experiencias más allá de las fronteras nacionales, entre muchas otras (IAU, 2012). De igual forma, el aprovechamiento de los recursos académicos, culturales, lingüísticos, técnicos existentes en el ámbito internacional, se constituyen en propulsores de los procesos de internacionalización de las IES. El acceso a estos recursos internacionales se ha venido potenciando mediante estrategias para insertar la educación superior colombiana en un contexto internacional a través de las entidades gubernamentales del sector educativo, de acuerdo a las prioridades y objetivos en política exterior del país.

De esta manera, la globalización y la integración de los mercados (capitales, bienes y servicios y en menor medida el mercado de trabajo) ha generado que los Estados Nacionales reconfiguren sus sistemas educativos en pro de lo lograr mayores niveles de adaptación a estas nuevas reglas de juego institucionales globales que se derivan de estos procesos. Es en este escenario que las instituciones educativas deben propender por formar sujetos con capacidad de aproximarse al conocimiento a través de indagar o preguntarse por el porqué de los fenómenos, así como la facultad de adaptarse, leer y aprender otros entornos culturales.

En este contexto, el conocimiento de una segunda lengua (bilingüismo) se convierte en un dispositivo fundamental para que los individuos contemporáneos puedan hacer parte de la categoría de ciudadanos del mundo, sumado a que el manejo de dos o más idiomas le permite tanto a los educadores como a los educandos aproximarse a la frontera del conocimiento que en el mundo contemporáneo es publificado en revistas internacionales indexadas (journals), que como es de conocimiento se escribe en el idioma inglés.

Adicionalmente el bilingüismo y el multilingüismo permiten acceder a otras experiencias culturales y de vida que difícilmente se logran si los individuos no manejan un idioma adicional al natal, de la misma manera el intercambio estudiantil, becas, pasantías y la formación de los docentes y funcionarios administrativos en otros países y latitudes contribuye a generar valor agregado en los procesos pedagógicos, así como, un alto grado de isomorfismo organizacional.

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN SOCIAL
PARA INVESTIGACION El documento CONPES 3527 de 2008 establece los lineamientos de la Política Nacional de Competitividad, dentro de los cuales se presentan 15 planes de acción, dos de ellos con implicaciones para el sistema de educación superior: El de ciencia, tecnología e innovación cuyos ejes estratégicos se desarrollaron posteriormente en la Ley 1286 de 2009 “por la cual se modifica la Ley 29 de 1990, se transforma a Colciencias en departamento administrativo, se fortalece el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTeI) en Colombia y se dictan otras disposiciones” y en el Documento CONPES 3582 de 2009, en ellos se establece el apoyo a la formación para la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, la consolidación de capacidades para ciencia, tecnología e innovación (CTI); la transformación productiva mediante el fomento de la innovación y el desarrollo tecnológico del sector productivo; la consolidación de la institucionalidad del SNCTeI; el fomento a la apropiación social de la CTI en la sociedad colombiana; el desarrollo de las dimensiones regional e internacional de la CTI y, segundo, el plan de acción relacionado con la educación y competencias laborales: “Este plan de acción es el resultado de la concertación entre el Ministerio de Educación Nacional y el SENA, a partir de las políticas y estrategias que cada una de estas entidades ha venido impulsando para garantizar que los sistemas educativos y de formación para el trabajo, formen el recurso humano requerido para aumentar la productividad y la competitividad del país” (CONPES 3527 de 2008). 

Las estrategias establecidas se desarrollan posteriormente en los documentos CONPES 3674 y 3678 de 2010, a través de: Fomento de las competencias laborales; articulación del sistema educativo y la formación a lo largo de la vida; fortalecimiento de la educación técnica y tecnológica; educación, aprendizaje y mercado laboral; promoción de la cultura de la responsabilidad social universitaria; internacionalización de la educación superior; bilingüismo; así como uso y apropiación de las TIC.

DIAGNOSTICO

Es evidente la ausencia de una evaluación integral de las políticas que se han trazado para el país; esto no implica desconocer logros significativos alcanzados durante la vigencia de la Ley 30 de 1992. En Colombia se dio una importante expansión de la matrícula en educación superior, lográndose una mayor cobertura, que aunque lejos de los estándares regionales latinoamericanos, ha significado un avance relativo respecto de las metas del pasado. Pero es necesario preguntarse por el impacto de la política de cobertura sobre el acceso de los grupos de menores ingresos a la educación superior y sobre la ampliación de la base social del sistema. Así mismo es necesario llamar la atención sobre el fenómeno de la deserción, de hecho, se trata de una de las preocupaciones del actual Gobierno. Las cifras muestran que tanto el esfuerzo de aumentar la cobertura como la política de calidad se encuentran comprometidas con la alta deserción existente que para el año 2012 el porcentaje promedio nacional fue del 45.3% y con mayor énfasis en campos relacionados con las ingenierías, matemáticas y ciencias naturales, agronomía, veterinaria y afines, y en Ciencias de la educación, y por niveles de formación, en programas técnicos y tecnológicos.

Otro logro importante ha sido el salto cualitativo en la investigación en la educación superior, resultante de esfuerzos de las tres últimas décadas. Esto a partir del trabajo de las propias instituciones a través de la creación de centros, institutos y grupos de investigación que albergan las mismas; igualmente, por las políticas públicas direccionadas por el MEN y por el SNCTeI liderado por Colciencias. También debe tomarse en cuenta el esfuerzo cooperativo de otros actores ajenos al sector académico provenientes del mundo empresarial, los gobiernos territoriales, diversas agencias gubernamentales del nivel central y de algunos ejercicios prospectivos que se han desarrollado en algunas temáticas específicas y limitadas a algunos sectores. Todo ello ha convergido en una productividad académica y en un estadio cualitativamente diferente de la investigación y en una evolución –empírica a juicio de quienes lo han analizado- de los grupos de investigación en los Programas Nacionales que se han definido. 

Se reconoce otro avance parcial: La consolidación de un sistema institucional y de una arquitectura de política pública articulada al MEN. La creación del Viceministerio de Educación Superior; los avances del Sistema de Aseguramiento de la Calidad (SAC) en los procesos de evaluación institucional y por programas; la aprobación de nuevas ofertas y creación de nuevas instituciones; el mejoramiento de la capacidades institucionales y la generación de nuevos programas de doctorado en diferentes campos del conocimiento. No obstante, existen problemáticas relacionadas con la calidad de la educación superior en Colombia, especialmente cuando se hacen comparaciones de carácter internacional, tanto en pruebas de aprendizaje a estudiantes, como en los principales ranking internacionales. 

El debate sobre la educación superior en Colombia es recurrente en los últimos años, alrededor de las insuficiencias, limitaciones y problemas del modelo vigente. Se demanda la corrección de la baja calidad y la escasa pertinencia de la oferta relacionada con la demanda del sector productivo y las problemáticas sociales. Esta situación ha profundizado la brecha entre el sistema de educación superior colombiano y las instituciones que lideran la generación y gestión del conocimiento, la renovación de la ciencia y la tecnología en las sociedades postindustriales. 

Se requiere por ello, que los ejes centrales del debate sean la base para la elaboración de propuestas que permitan plantearse escenarios y fórmulas de solución a problemas estructurales, incluyendo el diseño institucional del sector (gobernanza), un nuevo modelo de financiación que propenda por la sostenibilidad y expansión del sistema, en consonancia con los retos y desafíos en equidad y competitividad establecidos para el año 2034. Una manera adecuada de replantearse el modelo consiste en asumir una dinámica proactiva de fines a medios. Antes que plantear ajustes incrementales al modelo, se deberían buscar consensos en torno a las funciones pertinentes y metas estratégicas del sector, incluyendo principalmente, las competencias y funciones de la red de universidades e instituciones del sector en el marco de la Constitución Política de 1991
.

La tercera revolución tecnológica (informática, telemática, robótica y las telecomunicaciones), el postfordismo, la producción flexible redefinieron el rol protagónico de la ciencia, la tecnología y la innovación (CTI), no sólo en el mundo de la producción, sino en la función que debe cumplir el acervo del conocimiento científico – técnico de la humanidad para la solución de los problemas sociales. Igualmente la integración de CTI son fundamentales para que un país o región en el contexto de la globalización, segmentación de los mercados y competitividad sistémica de los territorios logren diseñar políticas públicas de larga duración que propendan por implementar procesos de transformación productiva, entendida como la capacidad para diversificar y/o mejorar su estructura económica y su oferta exportadora por medio de la incorporación y difusión de la innovación en la producción de bienes y servicios, así como de la mejora de los factores estratégicos y transversales de la competitividad, tales como: talento humano, conectividad y logística, ciencia, tecnología e innovación, creación y fortalecimiento de empresas, acceso a financiación, atracción de inversión privada, desarrollo de clúster productivos especializados, políticas sociales integrales e incluyentes, fortalecimiento institucional. 

Estos procesos de transformación productiva fundamentados en el conocimiento, están dirigidos hacia el incremento de la productividad, la competitividad de las firmas, las regiones y las economías en su conjunto; así como hacia la acumulación de capital, la redistribución del ingreso y el bienestar social. Es en este escenario que la educación superior fundamentada en la ciencia y la investigación, y la conversión y aplicación de estas en los dispositivos tecnológicos cumple una función trascendental en los procesos de innovación, competitividad, crecimiento económico y bienestar social. 

La educación superior fundamenta su misión formativa y su compromiso con la sociedad en tanto genera, transmite, crea y recrea conocimiento en los distintos campos del saber y desde las distintas perspectivas epistemológicas y metodológicas, tanto para sustentar su oferta académica como para responder a los requerimientos de análisis y solución de los problemas que debe abordar, pero también de anticiparse al futuro. Se acepta mundialmente que la educación superior debe organizar la formación, predominantemente a partir y como resultado de los procesos de indagación e investigación, y por lo tanto en función prioritaria de la exploración, generación, construcción, difusión y aplicación del conocimiento. Cuando se habla de investigación se hace alusión al proceso de investigación y desarrollo experimental (I+D) definido como el trabajo creativo llevado a cabo de forma sistemática para incrementar el volumen de los conocimientos humanos, culturales y sociales y el uso de esos conocimientos para derivar nuevas aplicaciones en todos los campos de la ciencia y la tecnología, e involucra la investigación básica, aplicada y el desarrollo experimental. Implica así mismo, los conceptos sobre Actividades Científicas, Tecnológicas y de Innovación (ACTI), Investigación y Desarrollo (I+D), enseñanza y formación, los servicios científicos y tecnológicos y transferencia de tecnología.

REGIONALIZACIÓN
El cambio más fuerte que se ha producido con la globalización y la liberalización de los mercados, y la apertura a la competitividad global en este escenario los Estados nacionales se ha debilitado, en términos generales, cediéndole espacio a formas de regulación trasnacionales y, a los mercados, y reeditando un rol renovado para las regiones, las ciudades regiones y las regiones metropolitanas. Estas instancias se articulan entre sí, establecen formidables vínculos de todo tipo, sin que sea necesario o determinante la mediación del Estado central. Este fenómeno ha propulsado el rol de regiones estratégicos de inserción global, en los distintos continentes y países, particularmente de aquellas que se ven a sí mismas como ganadoras o beneficiaras de los proceso de acumulación y reproducción ampliada de los capitales. 

Es así como las ciudades hoy son consideradas como fuerzas centrípetas que tienen una enorme capacidad para atraer capital y recursos, razón por la cual se potencian de manera asimétrica frente a las regiones rurales, periféricas y excéntricas en términos fiscales, así como son igualmente las grandes urbes importantes fuerzas propulsoras del desarrollo económico. 
Los gobiernos territoriales de las grandes ciudades y de las regiones metropolitanas más importantes del planeta, han asumido competencias de facto y empezaron a jugar un nuevo papel, que poco tuvo que ver con redefiniciones constitucionales, sino con dinámicas sociales y económicas propias de la globalización, que empezaron a cambiar y a romper la relación entre el centro y la periferia, y a transformar también las relaciones internacionales, generando una red de ciudades globales que acentuaron sus vínculos. Se atestigua la emergencia del modelo de “ciudades globales” y de ciudades-región. Estas se estructuran frecuentemente en conurbados metropolitanos, que incorporan vastas y extensas áreas con distritos industriales, para satisfacer las demandas del mercado interno, y como plataformas de exportación. Estas dinámicas demográficas y territoriales han conducido a que las instituciones de educación superior, centros de investigación, emplazamientos industriales y todas aquellas instituciones y organizaciones donde se genera, y reproduce conocimiento se acentúe en aquellos territorios (ciudades globales o ciudades región) donde se instala la producción de bienes y servicios, conduciendo a una oferta y demanda de oportunidades laborales, pero también de posibilidades de formación para el mundo del trabajo (técnica y tecnológica) y la vida profesional. Estas dinámicas conducen a que se incrementen las asimetrías entre regiones, sectores e individuos que no pueden acceder a las ofertas educativas.

 Anexo 5. La nueva gobernanza del sistema de educación superior al 2034
El primer tema que abordan estos lineamientos estratégicos se relaciona con la necesidad de definiciones de largo plazo, innovadoras, que incorporen rectificaciones sustanciales en el sistema de educación que el país debe adoptar para las próximas dos décadas. Lo menciona el documento de la mesa temática del CESU sobre sistemas y políticas públicas y había sido referido ya en documentos previos, en donde se ilustra que es necesario corregir el denominado individualismo organizacional (ASCUN: Mesa de política pública y sistema, 2013).  La Constitución Política de 1991 consagra la autonomía universitaria de forma expresa y diáfana. Este es un punto de principio en el actual modelo y lo seguirá siendo en el nuevo que el país adopte.  La autonomía faculta la libre cátedra, la función critica de la educación universitaria, su independencia frente al Estado y a otros poderes de la sociedad, etc.  

Sin embargo, se requiere un modelo de educación superior mucho más sinérgico y cooperativo, que además tenga poderosas vinculaciones con los territorios en las distintas regiones del país. Así, se propone la configuración de un Sistema de Educación Superior con niveles de articulación, cohesionado y autónomo, con instituciones de educación interdependientes. Que tenga además una adecuada Gobernanza en función de su diseño institucional y de las definiciones estratégicas, de los cursos de acción de las Políticas, tanto las que competen al Estado y a sus organismos de diverso orden (de inspección y vigilancia, de direccionamiento estratégico, de fomento, etc.), así como a las propias entidades educativas, y las redes de acción coordinada entre éstas, y entre éstas y aquellos. 

PRINCIPIOS GENERALES DE LA GOBERNANZA SISTÉMICA PARA LA EDUCACIÓN SUPERIOR
Un principio de la nueva gobernanza
 se basa en reconocer que la educación superior como en muchos otros ámbitos de la vida contemporánea se articula en términos sistémicos. En este orden de ideas, la autonomía de cada universidad e institución de orden superior no es absoluta, puesto que existe un flujo de interdependencia, de colaboración entre todas ellas, para configurar comunidades académicas y científicas, no solo en términos nacionales sino en las dinámicas ya referidas de internacionalización. 

La nueva gobernanza subraya la necesidad de la transparencia y la rendición de cuentas (accountability) por parte del propio Sistema de Educación Superior, de sus autoridades, comunidades académicas y operadores de política frente a la sociedad y particularmente, en relación con la adecuada ejecución de los gastos públicos y sociales con los que el Estado y la propia sociedad financia esta actividad en términos de responsabilización, es decir, de la configuración de mecanismos y sistemas que permitan evaluar el desempeño del sistema educativo superiors y en particular de configurar una batería articulada de indicadores de impacto y resultados.

La nueva gobernanza supone participación democrática y deliberativa de los estamentos académicos universitarios. Del autoritarismo del viejo modelo educativo se ha transitado progresivamente en el mundo entero hacia esquemas mucho más plurales, democráticos y participativos. Se requiere por lo tanto que la construcción de políticas educativas sectoriales, la gobernanza del propio sistema y los procesos evaluativos se hagan con una amplia participación y empoderamiento no solo de las autoridades académicas formalmente constituidas en el sector sino también del estudiantado, el profesorado, los empleados administrativos que contribuyen al desempeño de estas actividades y por supuesto las comunidades de base, la sociedad civil y las diferentes agencias gubernativas y los stakeholders que interpelan y se relacionan legítimamente con el sector. 

No se trata de trasplantar los mecanismos de la democracia política y deliberativa parlamentarios a las universidades e instituciones educativas superiors. El conocimiento, la construcción de los saberes no es un asusto de mayorías o minorías sino el resultado de la rigurosidad, la aplicación de métodos científicos de paradigmas epistemológicos que aunque sean diversos deben estar sólidamente construidos en escenarios de debate plurales. Basados en el principio de la rigurosidad y objetividad en la medida que esta sea una meta viable en la generación del conocimiento y en la implementación de los procesos de formación.

HACIA UN NUEVO MODELO SISTÉMICO RELACIONAL DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA
Al revisar los distintos componentes del sistema educativo colombiano, así como las dinámicas del mundo moderno en torno a este tema crucial del desarrollo, se evidencia la necesidad de una política pública de educación superior para Colombia, que tenga un profundo impacto para romper el inercialismo y propiciar un ajuste frente a los principales desafíos y problemas que se han identificado a lo largo de las deliberaciones adelantadas durante el presente año lideradas por el CESU. Este cambio profundo tendrá por supuesto un carácter estratégico, lo que significa que debe incorporarse como eje principal una visión o mirada de largo plazo en relación con el futuro de la educación superior en nuestro país. 

En este documento, por lo tanto, se contempla una propuesta de política pública y de sistema de educación superior que tenga como horizonte temporal el año 2034, es decir, se sugiere que el país se dé una posibilidad para el despliegue y la concreción de los objetivos de política pública durante, al menos dos décadas.  Esto nos permitirá dar un salto cualitativo que sea realmente significativo y que incida en los problemas que actualmente se han identificado y ponga al país en primera línea en materia de educación superior en América Latina, con estándares semejantes a los países que han liderado estos procesos en la región, tales como Brasil, Chile y México, entre otros.

Igualmente, en un período de veinte años deberemos ser capaces de alcanzar los estándares medios de la OCDE; como se sabe, el gobierno de Juan Manuel Santos ha iniciado un proceso para la incorporación plena de Colombia a este selecto club de países desarrollados, que se basa, en primer lugar, en buenas prácticas en los componentes del sistema institucional y en la madurez del régimen o del sistema político; en segundo lugar, en reglas claras y políticas diáfanas de desarrollo económico, social y competitivo; y, en tercer lugar, en el reto que implica superar los enormes desfases que en materia de igualdad y equidad aún caracterizan a nuestra sociedad.

En el documento, además de las metas de largo plazo al 2034, hemos considerado conveniente situar otros dos momentos: uno de corto plazo, que correspondería al final del próximo cuatrienio presidencial, es decir, el año 2018, que representan aproximadamente cuatro años y medio de acciones de política pública para el logro de metas parciales que vayan en la dirección estratégica aquí anotada; y, en segundo lugar, un plan decenal de educación superior al 2024 que, igualmente, permita definir un segundo momento con indicadores para evaluar y ajustar las metas estratégicas de largo plazo de la política pública de educación superior que aquí se propone. Esta política, como ya se ha dicho en varios documentos, se basa en el reconocimiento de factores positivos, logros, procesos y modalidades institucionales que han probado servirle al país y que sustentan la base para este salto cualitativo.

LINEAMIENTOS DE POLÍTICA 
El primer gran tema que abordan estos lineamientos se relaciona con la necesidad de definiciones estratégicas, innovaciones y rectificaciones sustanciales en el sistema de educación que el país debe adoptar para las próximas dos décadas; lo menciona el documento de la mesa temática del CESU sobre sistema y políticas públicas y había sido referido en documentos previos, en donde se ilustra que es necesario corregir el denominado individualismo organizacional. Si bien es cierto la Constitución Política colombiana y la Ley 30 de 1992, o la que la sustituya, debe explícitamente reconocer la autonomía universitaria -tema que no colocamos en cuestión ni queremos desvalorizar- se requiere un modelo mucho más sinérgico y cooperativo, que además tenga poderosas vinculaciones con los territorios y las distintas regiones del país. Así se sugiere la configuración de un sistema de educación superior con niveles de articulación, cohesionado y autónomo, con instituciones de educación superior interdependientes.

Al hacer una apuesta fuerte por una gestión territorial descentralizada y autónoma de los subsistemas de educación superior, se pueden crear instancias organizacionales que faciliten la gestión, la oferta educativa, la investigación y la innovación, todas ellas con carácter trasversal.  Se requieren sistemas de soporte que no estén asignados explícitamente en términos de responsabilizar a cada una de las IES o universidades que constituyan el sector. Por citar algunos ejemplos que ilustren lo que se  quiere decir: las bibliotecas que cada día son más virtuales y digitalizadas deben corresponder a esfuerzos de política nacional, a través dela puesta en marcha de un sistema bibliotecario, y de bases de datos, que pueda tener cobertura nacional, articulado a los sistemas de bases de datos y bibliotecas globales, cofinanciado por el Ministerio de Educación, por las gobernaciones y alcaldías y por el propio esfuerzo de las instituciones educativas del sector y de las universidades, bien sean públicas o privadas.

Ello generaría economías de escala significativas y estandarizaría con adecuados niveles de calidad las bases de datos y bibliográficas para el uso de los estudiantes, de los profesores y de los investigadores. Esto de forma independiente del grado de complejidad o de la focalización misional que tengan las instituciones de educación superior. Se tendría, en este sentido, una plena cobertura regional y no se presentarían los desbalances dramáticos que hoy se presentan en la oferta de este tipo de soportes de trabajo académico entre las grandes universidades, ubicadas generalmente en las grandes ciudades, y las regiones periféricas del país.

Además se propone aquí como lineamiento de Política para el largo plazo, el que se oferte  de manera convergente e integrada para el servicio de diferentes IES y universidades, soportes tales como laboratorios especializados; escenarios deportivos que puedan ser compartidos en su uso; hospitales para las prácticas de los estudiantes en sus procesos formativos; e institutos y centros de investigación que no estén adscritos a una universidad específica, sino que resulten del esfuerzo cooperativo de varias de ellas, con participación del sector productivo y empresarial, de los territorios, etc. , todo lo anterior con base en sus propios recursos, en las transferencias de la nación y en las regalías que recientemente se han modificado para promover los programas de ciencia y tecnología en las regiones. Ya hay ejemplos significativos de centros e instituciones de investigación y de innovación de este tipo, pero no tienen una estructuración sistémica que les permita ser un soporte transversal y cooperativo para la educación superior en nuestro país.

La informática, las TIC, el ancho de banda, la accesibilidad y la conectividad son también elementos de política pública que deben tener un carácter transversal, ser parte de una apuesta nacional estratégica, tal como viene siendo diseñada por el Ministerio de las TIC en programas como Colombia Vive Digital, en alianza con el Ministerio de Educación, con otras entidades públicas, con los entes territoriales y con la participación del sector productivo empresarial y de las propias comunidades académicas de cada una de las regiones. Este paso en una dirección correcta, y que viene siendo implementado, debe ser profundizado y hacer parte de una apuesta sistémica de país que permita descargar buena parte de la gestión y de la financiación en los campos antes anotados de los presupuestos ordinarios de las universidades e IES para que sean sistémicamente estructuradas en políticas públicas de largo aliento. 

Subsistemas del Sistema de Educación Superior
En el marco de una visión de un sistema de educación superior, se hace necesario que en el país se simplifiquen las denominaciones en niveles de formación y las tipologías de instituciones, con el fin de atender dos grandes campos que, aunque diferenciados, resultan complementarios y con interrelaciones entre ellos. Por una parte, que haya una clara apuesta por el fortalecimiento de la educación técnica profesional y tecnológica y sus relaciones con la formación para el trabajo y el desarrollo humano y el emprendimiento en una dimensión semejante a la que en otros países se denomina Community College y centros de formación técnica. 

Se requiere corregir la patología actual que induce al conjunto de instituciones de educación superior que trabajan en estos temas a transformarse en universidades. Se requiere, al contrario, que se consoliden como ámbitos de formación técnicos profesionales, tecnológicos y del trabajo, que, sin pretender ser universidades, tengan paralelos o similares niveles de calidad, complejidad y alcancen indicadores internacionales relevantes en pertinencia e impacto. Las evaluaciones recientes que se han hecho sobre el sector por diversos actores (OCDE-2012-, Estudio CINDA (2011), Informe Instituto de Prospectiva –Univalle, al Ministerio de Educación Nacional -2013- y otros) evidencian una calidad insuficiente en la formación técnica profesional y tecnológica en nuestro país.

Este tipo de educación requiere bases de infraestructura, laboratorios, lugares de práctica, convenios, que implican cuantiosas inversiones. Tal vez, con la excepción del SENA, que ha incursionado en esta oferta significativamente los últimos años, y de algunos otros ejemplos destacables en diversas regiones del país que son bastante minoritarios, el resto de la oferta no tiene las capacidades institucionales, presupuestales, de profesionalización de sus plantas profesorales, con infraestructuras inadecuadas y con una falta de regulación del sector, en la medida en que, por ejemplo, la formación para el trabajo y desarrollo humano se define en términos territoriales por las secretarias de educación departamentales y municipales y no corresponde estricto sensu al sistema de educación superior. Esto debe ser corregido y claramente incorporado este tipo de oferta educativa al sistema superior. 

Así mismo se requieren definiciones, incluso, yendo a propuesta de acto legislativo para que queden claramente definidas las competencias de las gobernaciones y de las alcaldías en este tipo de oferta y sus modalidades de articulación con la educación superior. El SENA igualmente con sus laboratorios, lugares de prácticas y centros especializados debe continuar ejerciendo y profundizando su papel en la ciencia, la tecnología, la innovación, el emprendimiento, el desarrollo sectorial y regional, en estrecha asociación con institutos y centros de investigación universitarios, fortaleciendo la cooperación internacional en la que ya ostenta indudables y reconocibles fortalezas. 

Por otra parte, se propone que el conjunto de las instituciones universitarias y de las universidades que actualmente son reconocidas, se englobe bajo un denominador común genérico y corresponda al subsector universitario de la educación superior en nuestro país
. Es de anotar que la definición de los subsistemas descritos, debe armonizarse y articularse claramente con el proceso de fortalecimiento de la Educación para la Media, así como los avances de la formación para el trabajo y el desarrollo humano (FTDH). 

Estructura del sistema regionalizado

El tercer tema trata de la importancia de definir una estructuración del sistema de educación superior y de sus subsistemas en términos territoriales. La costa Caribe, el Eje Cafetero, la región del gran Antioquia han avanzado en procesos muy claros de apuestas regionales en diferentes campos; el suroccidente colombiano o la región Pacífico también lo han hecho; la Orinoquía y la Amazonía son áreas estratégicas en términos de soberanía, de recursos ambientales y patrimoniales; y tendría que definirse concertadamente la forma en que las demás regionales, particularmente la región andina, se verían a sí mismas en términos de una sub-regionalización. Para ello resulta fundamental partir de los avances de los Comités Departamentales de Educación, que desde el Ministerio de Educación Nacional, se han venido promoviendo, así como los Pactos de Educación Superior, que obedecen a los compromisos consensuados por los territorios, en cuanto a Educación Superior.

El sistema subregional, como corresponde a las dinámicas globales, genera un espacio de iniciativa de política pública para la transnacionalización de la educación superior. Hoy compiten y se articulan a los mercados, más que los países, los territorios, las grandes regiones metropolitanas y las subregiones. En esa dinámica, buena parte de la responsabilidad por la internacionalización de la educación y de la trazabilidad de iniciativas en esta materia corresponderá a una gestión territorial cooperativa y sinérgica en las diferentes áreas geográficas del país.

La nueva gobernanza del Sistema de Educación Superior.
Para que las acciones y estrategias en política pública, mencionadas anteriormente tengan sentido, se requiere una modificación sustancial de la gobernabilidad sistémica de la educación superior en nuestro país. Una de las cuestiones medulares donde existen muchos puntos de vista diferenciados y algunos antagónicos, se refiere a la gobernabilidad del sistema de educación superior. ¿Éste debería ser regido por el Gobierno nacional a través del MEN que es quien fija la política pública? y a su turno ¿Qué papel juegan en la orientación de la política pública las propias universidades estatales, el sector privado o los entes territoriales? y ¿Qué rol desempeñan los beneficiarios del sistema, es decir, las comunidades de estudiantes, padres de familia y sociedad civil en general?

a) La gobernanza política del sector y los mecanismos de regulación. En términos concretos, se propone por otórgale un papel rector del sistema a un ente colegiado, que tendría semejanzas o similitudes al actual CESU. Se sugiere además una ampliación de la representación de las comunidades académicas en dicho organismo. Se podrían construir fórmulas que amplifiquen la representación de estudiantes y profesores en el CESU y que determinen mecanismos para que los estamentos académicos también tengan voz y voto en otros escenarios de definición de la política pública sectorial. No se trata de construir un macro gobierno de los estamentos, sino de ampliar las dinámicas de participación. Esto generaría una arquitectura mucha más equilibrada y completa de representación de los sectores académicos y del estudiantado en particular, que es el objeto y el norte mismo del quehacer educativo en el sector, del profesorado que es el estamento más estable y el principal garante de una adecuada ejecución de las políticas públicas conjuntamente con las directivas sectoriales públicas y privadas en los distintos ámbitos, con la representación del Gobierno nacional y con las principales agencias que tendrán a cargo la inspección, vigilancia, evaluación y promoción de la calidad y la financiación de la educación.   

En este sentido se viene abriendo camino para que el CESU se repotencialice o redefina como una instancia con poder decisorio en la construcción y determinación de las políticas del sector de la educación superior, en interlocución y alineamiento con el propio Gobierno nacional y en especial con el MEN. Todos ellos articulados con una agenda estratégica para el sector y con los planes de desarrollo cuatrienales y de largo plazo que el país adopte. El CESU deberá cumplir una serie de funciones y ostentar atributos de carácter regulatorio para llenar un vacío que hoy se siente de gran manera en relación con la regulación de las matrículas y el protomercado existente en la educación superior en nuestro país; también para fijar las políticas públicas que orienten la calidad, la acreditación, los procesos de certificación y titulación, y la oferta de programas. Una definición de política para que la rectoría colegiada del sistema de educación superior la tenga el CESU en articulación con la política pública del Estado colombiano y con un adecuado diseño de fines y medios para generar reglas claras respecto del financiamiento público para la educación superior. Esto implica, por supuesto, mejorar los procesos de rendición de cuentas, transparencia y gobernabilidad del sistema.

Se propone además que como ocurre en la actualidad, la Secretaría Técnica la tenga el Viceministerio de Educación Superior. Este espacio debe ser un escenario de concertación, de evaluación, de configuración y actualización de los indicadores, y de seguimiento de los objetivos de largo plazo de política pública. Este debe tener, por supuesto, un soporte administrativo y organizacional, a la usanza de otros entes de coordinación que se han venido creando en nuestro país, que ya corresponden a un nivel de Estado y no de gobierno. En un modo de operación  similar a las comisiones de regulación utilizadas para los servicios Públicos, la Junta Nacional de Televisión recién reconfigurada, o el propio Banco de la República, en cuanto entes autónomos que corresponden a apuestas estratégicas y a políticas públicas de largo plazo.

Por supuesto que la iniciativa de la financiación y de la asignación de recursos le seguirá correspondiendo al Gobierno Nacional, y a los gobiernos territoriales en sus campos de competencia, y previo el trámite por las instancias legislativas o parlamentarias correspondientes; pero la financiación debe estar articulada, como medios o recursos fiscales, a las metas y a los fines colectivamente acordados en un gran acuerdo nacional, en unos ejes fundamentales de apuestas estratégicas en la educación superior.

b) Crear una Agencia Nacional de calidad de la educación. Su eje: la promoción y el fomento de la calidad y la gestión de los procesos de mejoramiento continuo de los estándares de la educación en nuestro país.

Colombia ha logrado construir un Sistema Nacional de Acreditación y Certificación relativamente sólido; como algunos analistas lo han advertido es uno de los mejores de América Latina pese a que nuestro país no ostenta records similares en calidad educativa. En términos simples, tenemos más sistemas de acreditación cualificados que una oferta de calidad. Desde luego, se debe reconocer que esta construcción institucional que arrancó desde la propia Ley 30 de 1992 ha contribuido significativamente a la mejora de la calidad, a la transparencia y a la construcción de sistemas de información sólidos como los que el país ha promovido en la última década con el Observatorio laboral, el SNIES y la batería de indicadores para evaluar logros y resultados en la educación superior. Sin embargo, la sola acreditación como mecanismo regulatorio no es suficiente. 

Adicionalmente, en el debate han surgido consideraciones respecto del modelo de acreditación y el rol que debe jugar la calidad, en consecuencia, no se trata sólo de determinar las condiciones de ingreso al sistema o de una calidad mínima tal como lo estipulan mecanismos del tipo Registro Calificado o condiciones mínimas de calidad o acreditación; se requiere también la evaluación concurrente, es decir, evaluar el proceso de calidad en tiempo real para lo cual el país debe profundizar en la creación de entes y operadores profesionalmente especializados en la evaluación de calidad. Aunque el modelo de evaluación por pares y los mecanismos de autoevaluación han sido útiles también muestran sus insuficiencias, por tal razón se requiere que un tercero que no pertenezca al sector pueda trabajar de mejor manera las evaluaciones independientes. Al mismo tiempo, la autoevaluación debe recuperar su rol como proceso autocrítico de aprendizaje continuo, lo cual no es posible si está atada a la operación misma o a la legalización de las condiciones y los requisitos de ingreso a la oferta educativa. Si ello es así, se caerá -como de hecho ha ocurrido en los últimos años- en esquemas ritualistas donde la autoevaluación pierde por completo su significado.

c) Debe crearse una entidad gubernamental encargada de la inspección y vigilancia. Debe trabajarse una dirección en los ámbitos de la inspección y vigilancia, pues al respecto existen propuestas trabajadas por consultores del MEN que han presentado con cierto detalle la viabilidad de una Superintendencia de Educación. Ésta cumpliría funciones semejantes a las de otras superintendencias y en ella se delegaría el atributo constitucional para que el gobierno asuma la inspección y vigilancia del sector. Probablemente, un adecuado esquema de diseño institucional debe articular estas tres instancias: la promoción, el fomento y la operación de la política pública (a través de una Agencia nacional de la calidad como ente coordinador que subsuma las autoridades y agencias actualmente existentes tales como el CNA, las salas de CONACES y las que se han propuesto) para hacer el seguimiento y la promoción de los programas que hoy se denominan formación para el trabajo y desarrollo humano.

Se propone que la inspección y vigilancia que constitucionalmente le corresponde al Presidente de la República y que este ha delegado en el Ministerio de Educación, se autonomice en un ente especializado que cubra el seguimiento del conjunto de la educación en Colombia que cumpliría las funciones de inspección y vigilancia; debería tener una operación en los territorios de carácter descentralizados, articulados a los subsistemas territoriales de educación superior. 

d) El rol del Gobierno central. El MEN juega en este modelo el rol de agente operador de las definiciones, plasmadas en políticas públicas cuatrienales, alineadas a los Planes nacionales de desarrollo, de los respectivos gobiernos. En Colombia cada presidente elegido popularmente ostenta una legitimidad basada además en un claro mandato programático.  De tal suerte que las funciones del ministerio de Educación Superior y, en general, estarán centradas en la formulación y el acompañamiento en las políticas públicas educativas del sector, en su alineamiento con los respectivos planes de desarrollo y en un trabajo sinérgico de movilización nacional en pos de los grandes derroteros de la educación superior, en donde es muy importante la articulación desde el Ministerio, de la gestión que en este campo hagan las gobernaciones y las alcaldías, y las dinámicas operacionales de formación para el trabajo, como las que en la actualidad oferta el SENA y el subsistema que con esta denominación existe.

En este documento se propone pues transitar hacia un esquema de gobernanza sistémica diferente a la actual. Nos hemos abstenido de promover o proponer formulas específicas para la gobernanza de cada una de las entidades e instituciones educativas sean públicas o privadas en el sector y ello porque consideramos que lo más importante en una visión estrategia es lograr aproximaciones y convergencias en relación con el modelo sistémico y con las reglas o principios matrices de la gobernanza del sector para que en cada una de las instituciones operadoras de la política pública, es decir, universidades, instituciones politécnicas, el SENA, entidades de formación del trabajo y desarrollo humano y las que se consideren necesarios constituir, sean en el seno de cada una de estas organizaciones donde bajo los principios de autonomía y responsabilizacion, se vallan defiendo pluralmente diversos modos de gobernanza en las entidades educativas.

Un esquema transicional: Hacia una nueva gobernanza y un nuevo Sistema de Educación Superior.
El tejido de una política pública de educación superior ha de reconstruirse en sus dimensiones nacionales. El éxito de esta política pública implica un esquema nacional que goce de legitimidad por parte de la ciudadanía y de los principales grupos de interés del propio sector; además de los grupos y sectores sociales, de los  partidos políticos, movimientos y sectores, tanto urbanos como rurales; además de que se reconozca al posconflicto como escenario para afrontar de manera creativa retos centenarios frente a la inclusión social, las inequidades, la marginalidad, la presencia de la criminalidad y de la violencia en sus diferentes facetas. En este orden de ideas, a las Universidades y en general a todas las entidades de educación, tanto básica como superior, nos compete un estrecho compromiso con estas metas. No podemos ser indiferentes. Se requiere de un activismo, de una militancia clara por una nueva educación superior, pues al remover la violencia estructural, como factor de perturbación se salvan muchas vidas, se evitan los daños a la población civil y a la infraestructura y se liberan cuantiosos recursos fiscales para dedicarlos a la modernización, a la equidad y al progreso de las diferentes sectores y regiones del país.

El Sistema de Educación Superior existente, privado y público, no escapa a las tendencias de internacionalización de las instituciones de educación superior, y a su transnacionalización, por lo   que se tendrán que hacer apuestas muy claras alrededor de las instituciones para lograr niveles de excelencia en la calidad y competitividad global.  Colombia es un país en el que el peso de la internacionalización del mundo académico universitario ha logrado escasos avances, son pocos los estudiantes de doctorado y maestrías avanzadas, extranjeros en el país, son igualmente pocos los estudiantes colombianos históricamente han viajado a formarse al más alto nivel en el exterior, siguen siendo en ambos casos números exiguos respecto a las demandas del desarrollo del país, de las instituciones públicas y privadas, y a las propias exigencias del sector productivo.

Por ello una de las metas más importante para las próximas dos décadas es la de lograr el sistema de educación superior Colombia alcance verdaderos estándares de internacionalización y de globalismo en el buen sentido de la expresión, y uno de los componentes más importantes para avanzar en esta tares es formular explícitamente como una política pública, como una puesta estratégica de país de que exista universidades que tiendan al logro de estánda
res internacionales, hoy denominados de clase mundial, en Colombia a lo largo de la historia reciente se han consolidado algunas universidades que cumplen algunos de los requisitos y condiciones mínimas para acometer tal tarea En el caso de las instituciones educativas oficiales, estas han adolecido de financiamiento adecuado por parte del estado y de los gobiernos territoriales subnacionales salvo honrosas excepciones. 

La financiación actual estatal para la educación superior se orienta fundamentalmente hacia las universidades públicas y son pocos los recursos que se le asignan a las instituciones  técnicas, tecnológicas y universitarias del sector público.. De allí que  se requiere un redireccionamiento importante en la política de financiamiento que reconozca a estas entidades, les otorgue recursos adicionales para que puedan funcionar sobre la base de las transferencias del gobierno nacional y también se requieren modificaciones internas de política pública, que permitan que las alcaldías de las principales ciudades del país, las gobernaciones de las regiones con mayor potencialidad fiscal y que están en las zonas más avanzadas en términos económicos, industriales, de capital humano de Colombia, también concurran significativamente al financiamiento de las instituciones técnicas, tecnológicas y universitarias públicas. Estas entidades deberán tener una alta responsabilidad en la oferta de formación para el trabajo y en la articulación de los egresados con el emprendimiento, la innovación y la pertinencia de los programas técnicos, y los llamados tecnológicos, por su puesto esto implica también, definir el papel del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA.

Un punto clave es partir de la educación superior como derecho y bien público, lo cual debe ser coherente en su desarrollo, puesto que es un tema que puede congregar personas para que con un desarrollo conceptual adecuado se fortalezca la política pública, dónde se tienen serias deficiencias en la actualidad, teniendo en cuenta que no es una responsabilidad únicamente del gobierno, sino que es un espacio donde la academia participa activamente. De manera que la posibilidad de poseer mecanismos de autorregulación dentro del sistema sería interesante, teniendo en cuenta la madurez del sistema colombiano, donde el gobierno podría dejar de desgastarse en algunos aspectos.  

Repensar la educación superior, hacer visible ante la sociedad todo su potencial, lo cual se logra por medio de un marco normativo que permita un desarrollo de largo plazo. Igualmente, teniendo en cuenta el aspecto demográfico, considerando que a partir del año 2015 el número de jóvenes tiende a descender y la sociedad a envejecer rápidamente, la educación superior debería representar una posibilidad de vida. Los temas del desarrollo, en especial visto el asunto desde sus dimensiones de sustentabilidad, han irrumpido fuertemente en la agenda global de las políticas públicas. A lo largo de las últimas décadas en efecto se ha venido configurando un ámbito que podríamos denominar público-cosmopolita. Existe hoy una noción arraigada acerca de la existencia de bienes patrimoniales públicos de carácter ecuménico; es decir, que le pertenecen a la humanidad entera.  En estos asuntos, la esfera de decisiones y de responsabilización va más allá de las fronteras y de la clásica jurisdicción de los Estados territoriales. Y cada vez existe mayor consciencia de que solo a través de procesos de reconocimiento de este tipo de problemas y de la necesidad de generar espacios y mecanismos de actuación globales podremos avanzar en la idea del desarrollo sustentable.

El tema de regionalización debe ser pensado en cada región de acuerdo a su vocación productiva, científica y tecnológica, donde se requiere un acercamiento para que la sociedad valore la educación superior como posibilidad de desarrollo regional. La UNESCO tiene un grupo pensando la educación para el desarrollo sostenible, que examina con expertos los procesos y el aprendizaje y de alguna manera lo resume en las siguientes característica, una verdadera educación para el desarrollo sostenible significa aprender a formular preguntas críticas, a aclarar los valores, a plantearse futuros más positivos y sostenibles, aprender a pensar de modo sistémico, aprender a responder a través del aprendizaje aplicado.

De este modo, debe fomentarse el aprender a estudiar la dialéctica entre tradición e innovación, de modo que existe toda una línea de pensamiento que debe incluirse en un currículo. Existen tres problemas que los expertos mencionan en los sistemas de innovación cuando se encuentran recursos públicos: la inconsistencia dinámica, la captura de fondos públicos y el agente- principal. Entonces, en el primero de ellos se argumenta que cuando un gobierno debe decidir en utilizar los recursos en infraestructura o en ciencia y tecnología, se decide generalmente por la primera opción ya que representa los votos, así que el sistema debe garantizar que no sea por el mero cambio de funcionarios se desvíen los recursos. En cuanto al segundo problema, en el país existen desafíos grandes para el recto uso de los recursos públicos. En el problema de agente- principal, es conocido que quien maneja la información es el ministerio de Educación, de modo que al tomar las decisiones, las políticas no se desvirtúen por cuenta del manejo de la información. 

La meta del empleo digno de la laboralización y de la inserción es una meta adecuada que interpretaría la pertinencia de los programas de educación y la oferta educativa en consonancia con la demanda. Se requiere en este sentido una construcción sistémica de política pública, que no solamente tome en cuenta una cara de la moneda, la oferta educativa hecha desde las estructuras básicas y superiores de educación y de formación para el trabajo, sino también la manera como se puede regularizar o regular los mercados laborales y también en lo complementario definir políticas que promuevan más allá de la retórica el emprendimiento, la autogestión y la gestión comunitaria de bienes públicos y mercantiles, que es también otro componente significativo de inserción en la sociedad desde el punto de vista de su aporte productivo de los egresados en los diferentes ámbitos de salida de la educación, tanto básica como del trabajo y de la formación de educación superior. 
El desarrollo humano sostenible busca satisfacer las necesidades del presente pero preservando el recurso. Igualmente planteamos como un desafío consolidar el progreso económico y social, con la salvaguarda de la biodiversidad del sistema. De allí que resulte clave una expresión formulada en UNESCO 2009, que tiene que ver con el desarrollo social desde el punto de vista de la sostenibilidad.  La transformación de la sociedad, parte por la transformación del individuo, de las personas, de sus relaciones, y también de las organizaciones y del sistema de producción. Igualmente no puede pensarse una transformación de la sociedad aislada de la ciencia y la tecnología, de las corrientes mundiales. Y por último, para los individuos, en lugar de solo conducir al aprendizaje del manejo de situaciones, tiene que ser también una educación para una sociedad, que, en este momento, es muy cambiante, y que los estudiantes y los académicos tienen que aprender a manejar riesgos, e incertidumbres y en esa medida este proceso de reforma representa una gran oportunidad para los ciudadanos y para el país y sus regiones.
Estudios del Centro Nacional de Consultoría muestran que para el 98% de las personas de la población general consideran que la educación superior es importante o muy importante, porque –consideran- la educación superior constituye una de las principales fuentes de la seguridad personal y de identidad de las personas; porque es un antídoto contra la pobreza material, pero también se la considera responsable del desarrollo intelectual e integral de las personas. Se le reconoce importancia tanto en la formación de los sujetos como en el desarrollo colectivo, de las ciudades, las regiones y de la nación. También se la considera fundamental para el desarrollo material (para la competitividad, para la productividad) y para el desarrollo espiritual (en la cultura, las artes, los deportes, la convivencia) de la sociedad.








Crecimiento  REAL de los aportes Nación entre 1993  y 2013 es de 


147%








MISION


El Sistema de Educación Superior Colombiano es el principal motor de transformación positiva y de movilidad social, y a la vez es la base del desarrollo sostenible humano, social, cultural, académico, científico, económico, ambiental y cultural de nuestro país.





VISION


Para el año 2034 el sistema terciario se habrá constituido en el pilar sobre el cual los colombianos hemos construido una sociedad en Paz (justa, culta, democrática, solidaria, próspera, competitiva e incluyente), en la que conviven digna y pacíficamente ciudadanos libres, éticos, responsables y productivos. La formación integral de alta calidad, en sus distintos niveles articulados entre sí, es un derecho al que tienen acceso todos los colombianos para adquirir conocimientos, destrezas y valores que les permiten realizarse como personas, a la vez que aportan al desarrollo económico, social, científico, ambiental y cultural, tanto del país como de sus regiones.











� 	En orden alfabético


� 	Encuesta realizada, en octubre de 2002 por el Centro Nacional de Consultoría, en desarrollo de world cafés en varias ciudades del país, en torno de la percepción de la sociedad sobre su educación superior.


� 	Para 2013, siete departamentos presentaban una cobertura inferior al 15%: se trata principalmente de municipios apartados en el oeste y sur del país. Otros diez departamentos tienen una cobertura entre el 15% y el 25%; seis de ellos son costeros y tres (Cundinamarca, Casanare y Cesar) son vecinos de departamentos con coberturas altas. San Andrés y Providencia también tiene una cobertura de entre el 15% y el 25%. Los siete departamentos con mayor cobertura son: Antioquia, Bogotá, Boyacá, Norte de Santander, Quindío, Risaralda y Santander con el 40.3% que está por encima del promedio. Bogotá y Quindío ya superan el 50%. Dentro de los departamentos, aún hay municipios sin provisión de educación superior.  


� 	Esta es una de las conclusiones del experto Jamil Salmi, denominado “La urgencia de ir adelante”, en el que presenta un interesante análisis sobre la manera como muchos países del mundo han abordado reformas a sus sistemas educativos.


� 	Velásquez Raúl, “Hacia una nueva definición del concepto “política pública”, en Desafíos, n°20, semestre I de 2009, Bogotá, p. 156.


� 	En el anexo 2 se presenta el listado de los proyectos aprobados. 





� 	Listados al pie de la Bibliografía de este documento. 


� 	El CESU desea hacer un especial reconocimiento personal a los doctores Roberto Zarama, Paulo Orozco y Carlos Lemoine, por su aporte en esta fase. 





� 	Publicado por la Dirección de Fomento para la Educación Superior, del Ministerio de Educación Nacional. 2012, Bogotá. 69 páginas. 


� 	En la Bibliografía que se presenta al final del documento, se reúnen los referentes trabajados por los consejeros, así como todos los aportes entregados por los colombianos, a través de � HYPERLINK "http://www.dialogoeducacionsuperior.edu.co" �www.dialogoeducacionsuperior.edu.co� o publicados por diversos medios.


� 	Fueron seis encuentros, así:


 


En Bogotá, con los departamentos de  Boyacá, Caquetá, Casanare, Cundinamarca, Huila, Meta, Tolima, Amazonas, Guainía, Arauca, Putumayo, Guaviare, Vaupés y Vichada.


En Cúcuta y Bucaramanga, con Santander y Norte de Santander


En Barranquilla, con Atlántico, Bolívar, Cesar, Guajira, Magdalena, Sucre, Córdoba, y San Andrés y Providencia


En Medellín, con Antioquia, Caldas, Quindío y Risaralda 


En Cali, con los departamentos de Nariño, Chocó, Cauca y Valle


Y En Bogotá, finalmente, con la región capital





� 	Entre los asistentes registrados a los distintos diálogos estuvieron: Estudiantes, Bachilleres, Profesores, Rectores, Sector Productivo, Delegados de la Ministra y Representantes del Presidente, Padres de Familia, Medios de Comunicación, Académicos, Investigadores, Comités Universidad de Empresa-Estado, Asociaciones de Instituciones de Educación Superior, Asociaciones de Facultades, Comités Regionales de Competitividad, Empresarios por la Educación, Cámaras de Comercio, Colegios Profesionales, Juntas Municipales y Departamentales de Educación, Sociedad en General. Integrantes de los Consejos Superiores y Comités/Juntas Directivas, y por el Gobierno Nacional, Departamental y local; Alcaldes, ICFES, ICETEX, COLCIENCIAS, SENA, ESAP, Ministerio de Educación, Ministerio de Hacienda, Secretarías de Educación.


� 	En www.dialogoeducacionsuperior.edu.co se encuentra el texto completo.





�     	Voceros del CESU asistieron a conversatorios en San Andrés, Cauca, Montería, Ibagué, Valledupar, Cartagena y  Pasto.


� 	En www.dialogoeducacionsuperior.edu.co se encuentra el informe a texto completo. 


� 	En el anexo 2 se presenta el listado de los proyectos aprobados.


� 	Para esta formulación se toma como referente el artículo segundo de la Ley estatutaria 1618 de 27 de febrero de 2013 expedida por el Congreso de la República. 





� 	CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 1148 de 2011 por la cual se dictan medidas de asistencia, y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. Disponible en http://www.bibliotecajuridica.com.co/LEY_1448_DE_2011.pdf (última consulta el 23 de noviembre de 2012).


� 	PARRA Carlos, “Educación inclusiva: un modelo de educación para todos”, en Revista ISEES, n°8, diciembre 2010, p. 73-84. La misma reflexión se encuentra en el documento realizado por la UNESCO, Principes directeurs pour l’inclusion en education: Assurer l’accès à l’éducation pour tous, UNESCO, París, 2006, p. 28.  





� 	UNESCO, Informe de Seguimiento de la EPT en el Mundo: Los jóvenes y las competencias. Trabajar con la educación, UNESCO, París, 2012, p. 251


� 	Estudiantes matriculados en pregrado sobre el total de la población entre 17 y 21 años





� 	Los datos de cobertura de UNESCO corresponden al número total de estudiantes matriculados en educación superior (niveles 5 y 6 de la CINE), independientemente de su edad, expresado como porcentaje de la población total del grupo etario cinco años después de finalizar la enseñanza secundaria. Se toma el dato más actualizado.


� 	Ver el documento técnico del observatorio laboral para la educación 2012 en el enlace: � HYPERLINK "http://www.graduadoscolombia.edu.co/html/1732/articles-334303_documento_tecnico_2013.pdf" �http://www.graduadoscolombia.edu.co/html/1732/articles-334303_documento_tecnico_2013.pdf�





� 	Ibid


� 	Schwab Klaus, The global competitiveness report 2013-2014, World Economic Forum, Geneva, 2013, p. 159.


� 	MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL República de Colombia, Lineamientos. Política de educación superior inclusiva, op. cit., p. 19-26


� 	LÓPEZ Laura, “Interdisciplinariedad: una nueva forma de generación de conocimiento”, en Revista Mundo Económico y Empresarial, V.6, Universidad del Tolima, 2008, p. 13.  


� 	Actividades de Ciencia, Tecnología e Innovación (ACTI): Se refieres a todas las actividades sistemáticas que están estrechamente relacionadas con la generación, producción, avance, promoción, difusión, diseminación, y aplicación de conocimiento científico y técnico y que aplican a todos los campos de la ciencia y la tecnología (UNESCO, 1984). En Colombia a las ACTI se le incorporaron las actividades de innovación, que el Manual de Frascati  denomina otras actividades industriales. (UNESCO, 2008)





� 	Investigación y Desarrollo Experimental I+D: Según el Manual de Frascati de la OCDE, la investigación y desarrollo ¨comprenden el trabajo creativo llevado a cabo de forma sistemática para incrementar el volumen de conocimientos, incluido el conocimiento del hombre, la cultura y la sociedad, y el uso de esos conocimientos para crear nuevas aplicaciones¨. El criterio básico es la existencia de un elemento apreciable de novedad y la resolución de una incertidumbre científica o tecnológica, en este sentido podemos analizar las actividades de I+D alrededor de dos dimensiones, si están orientadas o no la búsqueda de entendimiento fundamental y si tienen o no  consideraciones de uso determinado por las empresas, las comunidades científicas, la sociedad en general, u otros actores. Hace parte de un conjunto más grande de actividades relacionadas con la generación y uso del conocimiento, conocidas como actividades científicas y tecnológicas. Estas incluyen, además de I+D, la enseñanza y la formación de científicos e ingenieros, y los servicios científicos y tecnológicos. Dentro de la primera se encuentra la educación y formación de recursos humanos en la que se incluyen todas las actividades de enseñanza terciaria y formación especializada no universitarias, de enseñanza terciaria y formación que conduzcan a la obtención de título universitario, de formación y perfeccionamiento postuniversitario y de formación organizada y permanente de científicos e ingenieros. 





� 	Formación y Capacitación Científica y Tecnológica: Incluye la educación formal de capital humano para la CTeI, el entrenamiento, la capacitación y la especialización de niños, jóvenes y profesionales interesados en el quehacer científico, en el diseño de las políticas de las políticas de ciencia y tecnología, y en la gestión del conocimiento y la innovación.  





� 	Servicios Científicos y Tecnológicos (SECYT): Comprende las actividades relacionadas con la investigación y el desarrollo experimental que contribuyen a la producción, difusión, apropiación y aplicación de conocimientos científicos y tecnológicos, y pueden tener una vinculación directa o indirecta con la I+D, pero se distinguen porque no tienen el carácter innovador. 





� 	Transferencia de Tecnología: Proceso mediante el cual se hace accesible todo el conjunto de habilidades y conocimientos a quienes no generan el conocimiento. CONPES 3582 de 2009.


� 	La Innovación Social es definida por el Centro de Innovación Social (CIS) de la ANSPE como: “soluciones (productos, servicios, prácticas o modelos de gestión) que cumplan con ser sostenibles en el tiempo y que, al implementarse, demuestren ser más eficientes y de mayor impacto que las soluciones existentes para  el mejoramiento de la calidad de vida de la población en situación de pobreza extrema”





� 	GODIN, M. (2012). Social Innovation: Utopias of Innovation from c.1830 to the Present. Montreal, Canadá.


� 	El mercado es una institución social -que de la mano con otras instituciones- asignan los recursos disponibles en la sociedad y distribuye las cargas y beneficios de la cooperación social.


� 	Ideas tomadas del documento de ASCUN sobre Bienestar Universitario, Noviembre de 2013


� 	Cfr. Arboleda Toro, N et al (2007). Educación virtual: 10 años de la Fundación Universitaria Católica del Norte. FUCN, Medellín.


�	Así lo asegura el Vicepresidente General de la Unión Internacional de Telecomunicaciones de Naciones Unidad, Houlin Zhao en artículo publicado en 2011 en Crónica ONU, titulado  La Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información y la brecha de la banda ancha: obstáculos y soluciones. Consultado en: � HYPERLINK "http://www.un.org/wcm/content/site/chronicle/lang/es/home/archive/issues2011/thedigitaldividend/wsisandthebroadbanddivideobstaclesandsolutions" �http://www.un.org/wcm/content/site/chronicle/lang/es/home/archive/issues2011/thedigitaldividend/wsisandthebroadbanddivideobstaclesandsolutions�


� 	Velásquez Raúl, “Hacia una nueva definición del concepto Política Pública”, en Desafíos, n°20, semestre I de 2009, Bogotá, p. 156.


� 	Solamente entre 2010 y 2013, los aportes de la nación a las IES oficiales, presentaron un crecimiento real del 15.5% fruto de los aportes que se han destinado a fortalecer la base presupuestal de las universidades públicas, y adicionalmente en virtud a lo establecido en la ley 1607 de 2012 que destinó recursos para financiar proyectos de inversión de las universidades públicas y de las instituciones técnicas, tecnológicas y universitarias.





� 	El rector del Tecnológico de Antioquía, Lorenzo Portocarrero, dice en su documento “Reflexiones sobre la financiación de la educación superior en Colombia”: Los discursos permanentes a todo nivel sobre financiación de las universidades, y no sobre financiación del sistema de educación superior del país, coligen la “estigmatización” que se tiene en Colombia con las instituciones que no tienen categoría de universidad; hoy son 207 que equivalen al 71,9% del total de las IES, las que atienden 898.801 estudiantes de los matriculados en el sistema, es decir, el 46,0%; situación ésta no de poca monta si se mira el total de alumnos matriculados en educación superior que, a 2012, eran 1.954.133, cifra equivalente a una cobertura nacional de 42,3%. Por eso, retrotraigo la reciente afirmación del presidente de SUE (Sistema Universitario Estatal), Luis Enrique Arango Jiménez, cuando dice: “hay grandes asimetrías entre las universidades y las instituciones técnicas y tecnológicas en los recursos que reciben del Estado. También la hay entre las mismas universidades…”. Qué aseveración tan cierta y oportuna para el tema que nos convoca actualmente. Como corolario de este aparte se puede inferir que calidad sin recursos no existe. La discriminación seguramente se subsanaría cuando se entienda y se actúe de manera cierta en consonancia con la verdadera finalidad del sistema de educación superior del país; cual es, dar trato igualitario y no discriminatorio a todas las IES que conforman el sistema; es decir, donde se mencione la expresión universidad(es), debe entenderse como incluidas todas las instituciones de educación terciaria y, en cada norma que haga referencia  a docentes universitarios, se debe entender que se incluye a todos los docentes de educación superior del sistema.  


� 	Lorenzo Portocarrero, rector del Tecnológico de Antioquia, dice al respecto: Los recursos requeridos para la sostenibilidad de los educandos en las IES, que como bien se sabe, conlleva muchos aspectos dignos también de examinar, sobre todo a los alumnos que migran con gran esfuerzo familiar de subregiones muy apartadas a las ciudades capitales para adelantar sus estudios, donde deben tener los medios económicos para atender los gastos de alojamiento, alimentación, desplazamientos, entre otros, y no como se tiene la creencia que todo se reduce únicamente al problema de la matrícula descuento que se concede por las acciones electorales, aplicar la norma donde se permite dividir el sueldo en 50% como gastos de representación y 50% como salario básico, la devolución de los descuentos por becas para los deportistas, entre otros.


 


� 	Sistema Universitario Estatal, SUE, “Desfinanciamiento de la Educación Superior en Colombia, la realidad de la crisis en el sistema de financiación de las universidades estatales”, Pereira, diciembre de 2012, documento PDF.


� 	Planteamientos del Doctor Lorenzo Portocarrero, Rector del Tecnológico de Antioquia





� 	Planteamientos de Francisco Piedrahita, Rector de la Universidad ICESI, documento presentado el 20 de mayo de 2013 en la Mesa de Financiamiento.


� 	En los tres últimos planes de desarrollo se mencionaba la necesidad de fortalecer el ICETEX, de reestructurarlo, de buscar mecanismos para hacer más atractivos los TAE y captar recursos de ahorro que permitan la ampliación de los créditos. Mediante la Ley 1002 de 2005, se transforma en entidad financiera de naturaleza especial con personería jurídica, autonomía administrativa, y patrimonio propio vinculado al Ministerio de Educación Nacional. Los derechos y obligaciones que se encontraban en cabeza del ICETEX como establecimiento público del orden nacional continúan a favor y a cargo del mismo con su nueva naturaleza jurídica. Esta institución promueve y financia el acceso y la permanencia en la educación superior en Colombia y el exterior; a través del crédito educativo, la gestión de recursos de cooperación internacional y de terceros, con criterios de equidad, cobertura, calidad y pertinencia, priorizando la población de bajos recursos económicos y aquella con mérito académico; para contribuir al desarrollo social y económico del país. Entre 2003 y 2013 el ICETEX ha adjudicado 476.281 créditos nuevos, con una inversión equivalente a $1,27 billones; de otra parte ha realizado 1.647.054 giros de renovación por valor de $3,33 billones. En total el ICETEX, durante ese período de tiempo, ha efectuado 2.123.335 giros para créditos nuevos y renovados, para una inversión total de $4,60 billones. Del total de créditos adjudicados por el ICETEX, alrededor del 90% de los beneficiarios pertenecen a los estratos socioeconómicos de niveles 1, 2 y 3; para el caso de la línea de pregrado de largo plazo ACCES, que constituye más del 70% de la cartera, el 97% de los beneficiarios pertenecen los estratos socioeconómicos 1, 2 y 3. Desde el año 2011, se han fortalecido los apoyos económicos para las poblaciones de escasos recursos económicos, con el propósito de promover el acceso, la permanencia y la graduación. En concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo y otras leyes y decretos expedidos por el Gobierno Nacional, se fortaleció la política de crédito del ICETEX a través de mecanismos como los subsidios, las condonaciones, el sistema de pago de las cuotas en la etapa de amortización y la no obligatoriedad de pago de cuotas durante la época de estudio para el caso de la línea de crédito de pregrado ACCES.  


� 	GRIFFITHS Sandra, Teaching for inclusion in higher Education: A guide to practice, The Higher Education Academy, August 2010, p. 26. En � HYPERLINK "http://www.qub.ac.uk/directorates/AcademicStudentAffairs/CentreforEducationalDevelopment/CurriculumDevelopment/Inclusion/" �http://www.qub.ac.uk/directorates/AcademicStudentAffairs/CentreforEducationalDevelopment/CurriculumDevelopment/Inclusion/�


� 	Ideas tomadas del documento de ASCUN sobre Bienestar Universitario, Noviembre de 2013


� 	El capítulo siguiente detallará este aspecto.


� 	La Constitución Política de 1991 consagra la autonomía universitaria de forma expresa y diáfana. Este es un punto de principio en el actual modelo y lo seguirá siendo en el nuevo que el país adopte.  La autonomía faculta la libre cátedra, la función critica de la educación universitaria, su independencia frente al Estado y a otros poderes de la sociedad, etc…


� 	Los CEGEP, por su sigla en francés “Collège d'enseignement général et professionnel”,  se refieren a la educación postsecundaria de entrenamiento vocacional de calidad impartida en la provincia de Quebec, Canadá.  Hoy existen 48 CEGEP, de los cuales 5 imparten formación en inglés.  


� 	Fenares. “Construyendo Educación desde las Regiones”. 2013.


� 	Todos los cuadros fueron proyectados por el Instituto de Prospectiva, Innovación y Gestión del Conocimiento con base en los documentos síntesis generados por los líderes de las Mesas Temáticas del CESU. Diciembre de 2013.





� 	Se proponen cuatro zonas de frontera: 1. Ecuador y Perú, 2. Brasil, 3. Venezuela y 4. El gran Caribe.


� 	Se estima pertinente reglamentar por lo menos los siguientes aspectos estratégicos del sistema: (1) la financiación, (2) la gobernanza, (3) el control y la regulación, (4) la CTeI, y (5) la gestión de la calidad del sistema educativo terciario en Colombia. 


� 	Numerosos estudios y diagnósticos gubernamentales, de la comunidad académica nacional (ASCUN, SUE. ACIEM, ACESAD), de expertos, de organismos y agencias multilaterales (Banco Mundial, 2005, 2009; CINDA, 2007, 2011; UNESCO, 2010; OCDE, 2013) han ahondado en estos temas y se reconoce por los diversos actores que el país requiere un salto cualitativo y cuantitativo expresado en una apuesta estratégica de largo plazo, que mejore los indicadores de cobertura, calidad y pertinencia del sistema educativo y en particular, de la educación superior.


� 	“Sin hacer una exposición detallada, veamos los conceptos y las relaciones sistémicas más significativas de lo que hoy se denomina gobernanza. Aunque este es un término bastante antiguo, ha sido popularizado por su actualización y re significación por parte de los organismos multilaterales y en especial por el Banco Mundial. Así, se entiende por gobernanza un direccionamiento de los asuntos públicos en el cual el Estado central territorial ya no es el único y principal factor dominante en el direccionamiento de las políticas públicas. Se reconoce -por lo tanto- una muchísima mayor interdependencia y complejidad en las relaciones entre múltiples actores, tanto del nivel público como del sector privado y de la propia sociedad civil. Se involucran en esta nueva visión de la gobernanza,  las empresas y corporaciones económicas, las asociaciones civiles y las organizaciones no gubernamentales, los grupos profesionales, las unidades territoriales, otros grupos de interés, etc…De tal suerte que se interpreta hoy a la gobernanza como una resultante dinámica de la redes de política pública. La gobernanza además tiende a tener un carácter global después de la segunda guerra mundial, cuando se crearon tres macro instituciones regulatorias, el FMI, Fondo monetario internacional, el BM, Banco internacional re construcción y fomento, y el GATT, posteriormente transmutado en organización mundial del comercio (OMC). De forma prácticamente paralela emergió el sistema de la ONU, Naciones Unidas, con sus organismos multilaterales de corte sectorial tales como la FAO, la UNTAD, UNESCO, OMS, etc. En este periodo igualmente han emergido formas de gobernanza Ad hoc a través de clubes de países como la OCDE, las alianzas que en América latina se han periódicamente configurado con temas específicos de la agenda de cooperación y con organismos multilaterales tales como la OEA, la CAF corporación andina de fomento,  y la CEPAL especialmente.”(Varela, 2014)


� 	En el marco de las universidades cabría distinguir dos grandes tipologías o ámbitos según la complejidad.  Esto no debería ser una camisa de fuerza o una delimitación legal, sino una opción que se podría asumir con base en la autonomía, y en las propias líneas de direccionamiento estratégico de las respectivas entidades educativas. Las universidades centradas en la oferta de pregrados de nivel profesional y complementariamente en algún tipo de formación postgradual, particularmente de especializaciones, especialidades y maestrías, que no tendrían tampoco la imposibilidad de ofertar educación técnica y tecnológica, pero lo podrían realizar sólo como algo complementario y no como su centro o foco misional. Y, de otro lado, las universidades de mediana y alta complejidad, estas últimas con formación doctoral sólida, con sistemas de investigación fuertes, que tengan liderazgo nacional y regional, y que actúen cooperativamente buscando que sus estándares y sus buenas prácticas sean referentes de cooperación sistémica en las distintas subregiones del país y en los distintos ámbitos o campos académicos o epistemológicos de actuación.





�Elimine un aparte que decia asegurar el financiamiento de los costos de mejoramiento de la calidad de todo el sistema de educacion terciaria.


�No me quedo claro si esto quedo aprobado o no!


�Supone la creacion de acreditadores independientes


�El plan estratégico debe ilustrar con absoluta claridad los objetivos estratégicos; por cada uno de ellos, categóricamente debe desplegarse, actividades estratégicas, metas, indicadores, responsables, y recursos requeridos. Las variables expuestas en el documento (p.ejemplo de tasa de matrícula de educación superior, debe corresponder a una objetivo del sistema de mayor acceso, permanencia y graduación a la ES).





Adicionalmente sería importante tipificar los objetivos de medio y de fin. Los objetivos presentados en éste capítulo, serían de medio puesto que contribuirían a los de resultado (acceso, calidad, pertinencia, entre otros)  
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